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			Introducción. Republicanismo y federalismo en la España decimonónica

			Eloy Arias Castañón

			Universidad de Sevilla

			«¡Viva la república! ¡Viva la república democrática federal!», eran expresiones típicas en el lenguaje republicano del siglo xix, muy utilizadas como formas de saludo y despedida en los manifiestos políticos y como eslóganes en las manifestaciones. Y también como exclamaciones subversivas en las épocas sin libertades y como gritos de guerra en los procesos revolucionarios e insurreccionales, alentados por los partidarios de dichas ideologías, y que también servían de disculpas para la represión1. Las referencias a la república y a la república federal, a veces reducida a la expresión «la federal», remitían por una parte a la consideración del federalismo como una propuesta utópica, «una panacea social», dotada de un carácter taumatúrgico, de una fuerza mágica y mesiánica capaz de dar solución a todos los problemas. Se plantea así una cosmovisión de un mundo idílico con la mitificación de algunos valores frente a las miserias de la realidad existente dentro de una interpretación providencialista o de idealismo racionalista y romántico de la evolución histórica que iba dirigida por la ley del progreso. Demetrio Castro ha señalado como en la cosmovisión republicana sobresalieron «dos mitificaciones», con «dos proyecciones utópicas», una hacia un pasado edénico perdido, y otra hacia el futuro, en un proceso continuo de mejora material y moral de la humanidad2. En buena parte era el resultado de la visión de un idealismo romántico que planteaba una explicación de la historia guiada por la razón, que sin embargo tenía mucho de sentimental, con la confianza en el poder del discurso y de las palabras como constructores de la realidad y como fuerza espiritual para alentar el optimismo y mantear el ánimo en medio de las debilidades y de los fracasos3. Como decía Emilio Castelar, en un discurso pronunciado en la Casa de la Contratación de Sevilla en 1872, «la idea republicana no es el patrimonio de una escuela determinada, ni la fórmula escogida por el capricho de unos cuantos partidarios; sino el resultado de todas las civilizaciones, la consecuencia de las ideas anunciadas por el cristianismo, definidas por la filosofía y realizadas por la revolución», para concluir, después de hacer un recorrido histórico por las aportaciones de las diversas repúblicas desde la época clásica, que: «de modo que cuando decimos ¡Viva la república!, decimos ¡Viva la libertad! ¡Viva el progreso! ¡Viva la civilización moderna!»4.

			Pero el republicanismo implicaba, a la vez, un programa democratizador, con propuestas regeneradoras de la política española, que reflejaba las inquietudes de amplios sectores de clase media y pequeña burguesía, comerciantes, industriales, profesiones liberales, y de otros sectores populares, ligados al mundo obrero urbano y campesino. Ofrecía, igualmente, una propuesta alternativa al modelo dominante de cómo se había realizado la revolución liberal en España y se había establecido un sistema político peculiar. Como dice Jover Zamora, «toda valoración del movimiento federal en el contexto del liberalismo español del siglo xix ha de contar con lo que aquél significó como proyecto de desarrollo y, al mismo tiempo de correctivo, de una revolución liberal que en su versión española, distó de ser una obra perfecta», para añadir, además, que: «El federalismo español del Ochocientos no es una nota discordante en la trayectoria de la idea de España durante los tiempos modernos; sino más bien un intento de conjugar la tradición clásica de una España diversa en sus componentes políticos y culturales, con una revolución burguesa que se trata de profundizar en sentido liberal y democrático»5.

			Fue en el marco de la Revolución de 1868 cuando el republicanismo se conformó de una manera explicita, con la creación de un Partido Demócrata Republicano Federal, que era manifestación de una serie de ideas y concepciones políticas que estaban expresadas en su denominación, pero que también era toda una respuesta al liberalismo doctrinario de la época isabelina, que había montado un sistema político oligárquico, centralista, confesional, con una concepción del orden público militarista, y en última instancia un sistema inmoral y corrupto, por su fundamentación en una doble moral, entre la moral oficial y el comportamiento particular donde lo fundamental era la apariencia y el decoro, y por el uso privado de los recursos públicos que implicaba a buena parte de las elites socio-económicas. Todo ello bajo una monarquía, que con la apariencia de constitucional y parlamentaria, resultaba tener unas orientaciones partidarias y excluyentes al servicio de una minoría de propietarios y que estaba ejercida por una persona que resultaba ser la máxima manifestación de los mismos vicios de que adolecía el sistema. Así el republicanismo se presentaba como antimonárquico, antioligárquico, anticentralista, anticlerical, antimilitarista, y crítico de la corrupción. Frente al liberalismo del régimen de los notables, síntesis entre el aburguesamiento de la nobleza y el ennoblecimiento de la burguesía, que ya actuaba a través de mecanismos caciquiles y clientelares, la democracia debería ser el reflejo del poder de los ciudadanos y debería estar a su servicio, quedando plasmadas estas orientaciones en un reconocimiento amplísimo de derechos y libertades, que se consideraban ilegislables e imprescriptibles, un sistema de sufragio universal y el control ciudadano de los poderes y un desarrollo de la virtud o compromiso cívico. Si la monarquía resultaba ser partidista, excluyente e inmoral, se imponía una forma de gobierno republicana que se suponía virtuosa y estaba al servicio del pluralismo ciudadano. Frente al centralismo gubernamental, deberían plantearse sistemas descentralizadores y federales que reconociesen la diversidad histórica y cultural de los territorios que integraban España y la capacidad de autogo­bierno de las entidades territoriales que conformaban el Estado como fórmula de garantizar las libertades y derechos de los ciudadanos. Frente al confesionalismo estatal y al clericalismo que suponía mantener a la Iglesia católica como una parte del Estado, el republicanismo se manifestaba anticlerical, secularizador y laico6. Si el sistema isabelino había manifestado una concepción del orden público militarizado, con el recurso sistemático al estado de excepción y la utilización del ejército como un instrumento del orden público, y con la creación de cuerpos como la Guardia Civil que tenían una organización militarizada7, el republicanismo confiaba el orden público a las milicias ciudadanas y tenía ideas sobre la configuración de un ejército popular al servicio de los ciudadanos. 

			Una buena parte del republicanismo federal del Sexenio, y más aún en la Restauración, resultaba ser además social, ya que entendía que la democracia solo era auténtica si era social. Era necesario desarrollar las condiciones que hiciesen posible la independencia material y, por tanto, la independencia política de los ciudadanos, abriendo el camino al desarrollo de los derechos sociales y de unas políticas públicas que respondiesen al criterio de la justicia social a través de la limitación de las desigualdades y el desarrollo de la igualdad de oportunidades. Resulta lógico así que Pérez Garzón estime que «la alternativa republicana constituyó en la España liberal un camino democratizador que es justo rescatar historiográfica­mente», a la vez que la sitúa como pionera en el desarrollo de los «impulsos de moderni­zación que se han convertido en ingredientes insoslayables de un Estado social y democrático de derecho»8. No se trata de ningún anacronismo si se tiene en cuenta que el pensamiento de Pi y Margall, por ejemplo, se situaba en la órbita de un liberalismo social y de un socialismo liberal9, que junto con las orientaciones organicistas, presentes por ejemplo en el demokrausismo salmeroniano y reformista10, formaban parte de unas corrientes ideológicas que fueron configurando una forma de pensar que estaría en las bases fundamentadoras del Estado del Bienestar en el siglo xx. 

			Estas son unas reflexiones que se pueden hacer desde una perspectiva teórica y general, y no pretenden explicar —obviamente— las causas del fracaso del proyecto republicano en la práctica; de la misma forma que habría que tener en cuenta que, por debajo de las generalizaciones de una visión unitaria lo que planteaba el republicanismo era un dinámica heterogénea hasta el punto de que para muchos autores habría que hablar de republicanismos, en plural, porque una de sus características sería la diversidad. Una de las polémicas existentes actualmente se centra justamente en la unidad o pluralidad: sobre si el republicanismo decimonónico conforma una única o varias culturas políticas; polémica en la que Suárez Cortina intenta mediar planteando la existencia de dos subculturas políticas en el interior de la tradición republicana, entre la democracia directa de orientación popular y obrera y la democracia representativa interclasista11. 

			Y esta es una cuestión que va ligada a la propia evolución del republicanismo a lo largo del siglo xix, en una conjunción entre las diferentes orientaciones filosóficas que le influyen y las coyunturas históricas en que se plantearon. En este sentido habría que distinguir al menos cinco fases: 1) una etapa de «protohistoria del republicanismo», o protorrepublicanismo, de prerrepublicanismo o de criptorrepublicanismo a fines del siglo xviii y en los primeros años del siglo xix12; 2) la deriva republicana del liberalismo radical a partir de los años treinta ante las orientaciones doctrinarias del liberalismo dominante que alcanzará cierta extensión en el Trienio esparterista (1840-1843); 3) la organización del Partido Demócrata en 1849, que pretendía dar unidad política a toda una diversidad de prácticas y de pensamientos; 4) su organización como Partido Demócrata Republicano Federal a partir de la Revolución de 1868 y en la etapa del Sexenio Democrático, con una propuesta similar de unidad en la diversidad; y 5) la división entre varios partidos republicanos en los comienzos de la Restauración: el republicanismo histórico o posibilista de Emilio Castelar, el republicanismo progresista de Ruiz Zorrilla, el republicanismo centralista de Salmerón y el republicanismo federal de Pi y Margall, que supone el reconocimiento de una diversidad que, sin embargo, está en continua búsqueda de la unidad republicana.

			En este recorrido, la idea de república comenzó interpretándose ante todo en el sentido del mundo clásico y del humanismo cívico, como res pública, en un sentido moral, un régimen austero de orientaciones virtuosas y cívicas, y también con un sentido político, con el poder al servicio de la comunidad y con políticas del bien común; y a estas ideas se le fue añadiendo el sentido de un republicanismo moderno, como forma de gobierno, que se asimila progresivamente al concepto de democracia, es decir, del poder ejercido por el pueblo13. 
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			Fernando Garrido y Tortosa (Cartagena, 1821-Córdoba, 1883), con una de sus obras más significativas: La República Democrática Federal Universal. Nociones elementales de los principios democráticos dedicadas a las clases productoras (Madrid, 1855). Fue un líder muy ligado al republicanismo de Cádiz y Sevilla, defensor de las corrientes democrático-socialistas y de un republicanismo federal de tradición juntista.

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			No es fácil determinar los comienzos del republicanismo en España ya que como apunta Castro Alfín tiene «unos orígenes complejos y un tanto nebulosos». Las primeras manifestaciones de la idea republicana aparecen en España a fines del siglo xviii y continúan en los primeros años del siglo xix en la conjunción de una herencia clásica junto con la influencia de las revoluciones americana y francesa, aunque estaban ligadas a la existencia de un lenguaje republicano, crítico de los abusos del Antiguo Régimen y defensor del liberalismo, pero que podría ser compatible con una forma de gobierno monárquica, en la idea de una «monarquía republicana», más que a la defensa de una forma de gobierno específicamente republicana, que como gobierno de muchos tenía unas connotaciones anarquizantes, que no harían sino agudizarse tras la experiencia radical de la República francesa de 1792 y de sus orientaciones posteriores de autoritarismo e imperialismo en el contexto de la Guerra de la Independencia española. No faltan algunas declaraciones específicas de republicanismo, pero no pasan de ser puntuales y aisladas, y no siempre resulta fácil distinguir si eran verdaderas o formaban parte de las invenciones de las orientaciones más conservadoras para desprestigiar a las corrientes radicales14. La evolución del republicanismo estuvo ligada al propio proceso de la revolución liberal española y no tuvo inicialmente una vía específicamente propia en la medida en que formaba parte de las corrientes del liberalismo exaltado que hicieron suya una Constitución de 1812, que si formalmente era monárquica, unitaria y antifederal15, admitía también lecturas «republicanizantes» en el sentido de una «monarquía republicana» de que habla José María Portillo, de una «monarquía democrática con un sistema de gobierno próximo al asambleario o convencional», o de una «monarquía asamblearia», que proponen Joaquín Varela y Juan Ignacio Marcuello16. Y admitía también lecturas federalizantes, en la línea de un «federalismo innominado» como apunta José María Portillo, siguiendo el concepto de «federalismo anónimo» o «solapado» propuesto por Bartolomé Calvero, cuando habla de «una interpretación federal de la misma con consecuencias de efectividad manifiesta que afectaban precisamente a la representación de los territorios en la nación» que permitiría ciertos grados de autonomía local y provincial, que no hacía sino confirmar la práctica17.

			El espíritu republicano tuvo una etapa de expansión en la etapa del Trienio liberal, entre la confrontación del liberalismo exaltado con los sectores conservadores, absolutistas y liberales, con el obstruccionismo real a sus propuestas, el influjo americano, tanto del norte como del sur, la reivindicación de la Revolución francesa y las relaciones con exiliados italianos y el recuerdo del Trienio Republicano italiano (1796-1799) que facilitaron la difusión de las ideas democráticas y federales entre los liberales españoles, presente por ejemplo en la propuesta de Bartolomé Fiorilli de una «Constitución político-natural para todos los pueblos» (1821), que tuvo hasta tres ediciones en España, llegándose a debatir en las sesiones de Cortes y en la que se seguía manteniendo una monarquía pero aún más despojada de sus poderes que en la Constitución de 1812. En este proyecto se defendía «una interpretación exaltada del código gaditano en un sentido federal, democrático y popular; y una interpretación individualista de la soberanía de la que emana la formación de una organización del poder federal en la que ningún órgano de representación popular detenta un poder superior a otro para imponerle sus decisiones»18. Al final uno de los episodios más significativos sobre la consideración de la Corona en esta etapa fue la decisión de las Cortes de deponer temporalmente al Rey y el nombramiento de una Regencia, aplicando la Constitución, ante la maniobra obstruccionista de Fernando VII al negarse a abandonar Sevilla cuando se producía la intervención de los ejércitos franceses en 1823; y las mejores caracterizaciones de lo que se entendía por federalismo y republicanismo en esa etapa se darían en el exilio, con las memorias redactadas por Juan de Olavarría en 1826, con los escritos de José Canga Argüelles, Cartas de un americano sobre las ven­tajas de los gobiernos republicanos federativos (1826), y de Ramón Xauradó y Fábregas, Bases de una Constitución política o principios fundamentales de un sistema republicano (1832)19.

			Habrá que esperar a la tercera etapa de la revolución liberal española, entre 1833 y 1843, para que el republicanismo aparezca de una forma mucho más nítida, ya no solo como una manifestación del ideario moral y político clásico-humanista-ilustrado de virtud, comunidad y bien común, sino también como una forma de gobierno, ligada a democracia, soberanía nacional, libertades y derechos, y sufragio universal, en una evolución ligada a la marginación del proyecto constitucional gaditano, con sus orientaciones asamblearias y sus posibilidades autonomistas, para imponerse un liberalismo doctrinario, oligárquico y centralista20. Fue especialmente en la etapa del trienio esparterista cuando se produjo una explosión de republicanismo que se presentaba como federal, especialmente a partir del movimiento juntista de 1840, con un despliegue plural, un desarrollo periodístico y publicístico, sociedades patrióticas, proyectos educativos y culturales, sociedades secretas, milicia ciudadana, algaradas callejeras y proyectos insurreccionales, sociedades de socorros mutuos y asociacionismo obrero, sobre todo en Cataluña, pero también en Valencia, La Coruña y, por lo que se refiere a Andalucía, en Cádiz, Málaga y Sevilla. Conllevó, además, una movilización política con éxitos republicanos en las elecciones de la milicia y en las municipales de algunas grandes ciudades como Madrid, Barcelona, Valencia… y, por lo que se refiere a Andalucía, en Sevilla, Almería, Huelva, Córdoba y Cádiz21. Es en este marco en el que las corrientes jacobinizantes del liberalismo exaltado y del progresismo más radical fueron evolucionando hacia la democracia y el republicanismo en los últimos años de esta década de los años treinta, a la vez que comenzaba a difundirse —como apunta Román González— las primeras orientaciones del humanitarismo cristiano, del romanticismo social, de la economía social y del socialismo utópico, que tienden a organizarse en torno a dos tradiciones: la tradición rousseaniana-jacobina del republicanismo revolucionario, socialista y romántico, con un desarrollo plural durante la primera mitad del siglo xix, y la tradición republicano demoliberal o tocquevilleana heredera de Montesquieu, Madison y Hamilton22. 

			No se puede decir, sin embargo, que el republicanismo configurara en esta época un partido político coherente y claramente definido; y tampoco que existiera una unanimidad en la consideración del republicanismo como única forma de gobierno, ni que se definiera claramente qué se entendía por federal. Se trataba más bien de un movimiento de oposición ante la deriva del proceso revolucionario español y que encontraba su unidad en la coincidencia de algunos principios democráticos y anticentralistas, y tendría cierto desarrollo en algunas zonas de España, especialmente en Cataluña, algunas otras zonas periféricas como Andalucía y el Levante y algunos puntos aislados del interior, y mayoritariamente desde un ámbito municipal. Florencia Peyrou habla de un «magma republicano/demócrata/radical, de contornos difusos, sumamente heterogéneo, que se extendía desde la izquierda del progresismo hasta los incipientes grupos demorrepublicanos» liderados por intelectuales y profesionales liberales radicales. Esta gran porosidad y pluralidad se mezclaba con la capacidad de configurar algunos espacios organizativos o plataformas de actuación con un sello político propio que le dieron popularidad23. También Miguel Román lo interpreta como un «magma cultural de categorías y retazos discursivos que los demócratas republicanos utilizaron más desestructuradamente que articuladamente», pudiendo hablarse de un incipiente partido popular y/o republicano, también partido demócrata, que desde un «difuso partido de notables» y desde algunas organizaciones republicanas, como algunas sociedades secretas y algunos periódicos, habría pretendido desde el principio una movilización popular a través de un complejo movimiento asociativo, aunque al final las divergencias internas y la represión del sistema político imperante habrían impedido tal desarrollo24.

			La caída de Espartero y del progresismo y el triunfo del moderantismo en 1843 llevaron a la configuración de un régimen político en el que el republicanismo sería declarado ilegal, quedando por tanto condenado al ostracismo y a la clandestinidad y al exilio. El resultado fue la victoria de un liberalismo doctrinario ultraconservador, que quedaría plasmado en la Constitución de 1845. Fue entonces cuando la soberanía nacional fue substituida de una forma plena por la soberanía compartida rey-cortes, con lo que ello supuso de aumento del protagonismo del monarca y pérdida de la autonomía y funciones de las Cortes, unida a una estructura oligárquica ultracensitaria, acompañada con orientaciones confesionales y centralistas y una concepción militarizada del orden público, de orientaciones dogmáticas sin interpretaciones posibles, y que en la práctica se comportaba de forma caciquil, clientelar y exclusivista con propensiones al autoritarismo25. Frente a este liberalismo doctrinario, la izquierda del progresismo lanzaría la propuesta de un liberalismo democrático, en confluencia con las orientaciones democráticas, republicanas y socialistas existentes, que culminaría con la creación en 1849, bajo la influencia también de las ideas y de los sucesos revoluciones de 1848, de un nuevo partido político, que comenzó llamándose progresista-democrático para convertirse poco después en el Partido Demócrata. Esta fuerza política tenía la organización mínima o básica de un partido de notables, con el protagonismo de unas elites articuladas en torno a la representación política, ante todo parlamentaria pero también provincial y municipal, junto los periódicos y las sociedades secretas como plataformas de ordenación y movilización, con estructuras más o menos estables, pero en torno a las cuales se pretendía articular todo un movimiento asociativo plural, diverso e informal que formaban parte de una cultura demo-rrepublicana entendida de una forma amplia, pero al cual resultaba tremendamente complicado, cuando no imposible, darle una organización jerarquizada Además, en una estrategia de oportunidades políticas, este partido-movimiento siempre estuvo sometido a la dialéctica entre las orientaciones institucionalistas, para aprovechar los escasos resquicios que dejaba el sistema para la actividad propagandística y electoral, y las orientaciones insurreccionales como única salida frente a un sistema exclusivista y bloqueado, llevando a una mitificación de esta vía, en la línea de la tradición revolucionaria española, y a una concepción utópica y voluntarista del cambio histórico26.

			Similares complicaciones presentaban las pretensiones de darle unidad programática a la diversidad ideológica existente, que se pretendió articular mediante la propuesta de un programa generalista o un programa de mínimos, que debía silenciar o abordar de forma ambigua algunos puntos conflictivos, porque, en cuanto se pretendía concretar y entrar en detalle, estallaban las diferencias. Desde la perspectiva historiográfica se ha sistematizado esta dialéctica unitarista-pluralista, resaltando algunos de los dos polos, que difícilmente eran separables, porque esa era justamente la complejidad de la cosmovisión demorrepublicanismo: entre resaltar los aspectos unitaristas, la existencia de una sola cultura política republicana como propone Florencia Peyrou27, mientras que otros autores han tendido a resaltar las divergencias, aglutinadas tradicionalmente en un eje dual entre el demoliberalismo y el demosocialismo, en el que Gumersindo Trujillo incluye el federalismo proudhoniano y también la teoría social krausista28, o bien entre las orientaciones liberales y socialistas, con los debates entre individualistas y socialistas de 1860, entre Orense y Fernando Garrido, y 1864-1865, entre Castelar y Pi y Margall29, y que autores como Pere Gabriel sitúan entre una «cultura liberal progresista», burguesa, reformista y de orden, y otra «cultura liberal democrática», popular, social y revolucionaria30. Una visión dual que podría complicarse con la existencia, como apunta Demetrio Castro, de «un discurso político que podría llamarse jacobinismo populista o populismo jacobino»31 y que Román Miguel desarrollará para establecer una división triple entre unas orientaciones iniciales de predominio jacobinista, en torno al concepto Pueblo y de soberanía popular como entidad abstracta de valores comunitarios, sobre la que se irían articulando progresivamente unas perspectivas individualistas, bien de orientaciones demosocialistas o bien demoliberales para terminar configurando a la altura del Sexenio Democrático tres culturas políticas diferenciadas: la jacobino-socialista, la demosocialista y la demoliberal, a las cuales se le podría sumar una cuarta, la demokrausista32. 
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			Roque Barcia (Sevilla, 1823-Madrid, 1885) y su obra La Revolución por dentro, o sea, la República federal explicada por ella misma (1870), en la que plantea unos proyectos de «constitución federal, cantonal, provincial y municipal», que tendrán influencia sobre el Proyecto de Constitución o Pacto Federal para los cantones regionados andaluces, presentado en 1883 por Carlos Saornil en Antequera. 

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			Un elemento más que debe tenerse en cuenta a la hora de establecer estas diferenciaciones es la cuestión del federalismo como forma de garantizar la libertad y la democracia, a través de una organización territorial del Estado que permita la participación ciudadana y posibilite una división del poder como forma de control para evitar el despotismo. En estas cuestiones el denominador común sería el reconocimiento de una España plural y la oposición al centralismo doctrinario, para dar paso a una disparidad de fórmulas desde la mera descentralización administrativa33 a un federalismo que no era definido con precisión34. Quizá a la hora de hablar del federalismo español habría que distinguir entre influencias múltiples, concreciones deficientes y utilidades limitadas. Las influencias han sido múltiples, las ideas de Montesquieu, Hamilton, Jefferson, Benjamin Constant con sus reflexiones sobre el poder municipal de carácter federalista y las autonomías locales, Alexis de Tocqueville, difusor en Europa de las excelencias del sistema político norteamericano, destacando la importancia que le asigna a la vida e instituciones comunales y la conjunción de la centralización gubernativa con la descentralización administrativa; y junto con ellos, el socialismo utópico francés y la filosofía alemana, y las reinterpretaciones italianas de dichas ideas, que tendrían sus nombres de Hegel, Ahrens y Krause, Proudhon, y Mazzini y Carlo Cattaneo35. 

			Desde la perspectiva de las concreciones españolas, Gumersindo Trujillo había diferenciado una etapa entre 1840 y 1854, en la que «abundan los testimonios que acreditan la formación y difusión de una opinión favorable a la adopción del esquema federal como modelo para el futuro Estado democrático», pero tendrían como «nota peculiar el carácter incipiente e inconexo de sus manifestaciones»; y otra a partir de 1854, «con la aparición de La reacción y la revolución de Pi y Margall», cuando «las doctrinas federales dejan de ser algo disperso e inconexo para aparecer como la lógica consecuencia de un sistema coherente de ideas filosóficos-religiosa y principios políticos» que plantean «una especie de cosmovisión», que la mayoría del partido demócrata acabaría haciendo suya, ya como Partido Republicano Federal, para intentar llevarlas a la práctica a partir de la Revolución de 186836. También Eliseo Aja habría propuesto el establecimiento de dos etapas en el desarrollo del federalismo español: una primera, encuentra sus primeras manifestaciones hacia 1840, alcanza cierta madurez en el bienio 1854-1856 y resulta predominan­te hasta 1870, más o menos, y tendría «su expresión más acabada en la obra de Fernando Garri­do», mientras que a partir de dicha fecha se impondría una concepción diferente del federalismo, con una concepción individual pactista, de la que Pi y Margall en el mejor exponente37. Dada la profusión de estudios sobre este autor desde los años sesenta, la historiografía ha tendido a identificar federalismo con un pimargalismo proudhoniano, contractual y sinalagmático, cuando la realidad había sido mucho más compleja, ya que podría hablarse al menos de un federalismo puramente descentralizador como el de José María Orense, el federalismo universal, generalista y que sigue la estrategia juntista de Fernando Garrido, el federalismo organicista del krausismo38 y el federalismo pactista pimargaliano, entre otras lecturas posibles39. 

			En esta evolución, la etapa del Bienio Progresista (1854-1856) fue un momento importante en el desarrollo del republicanismo como forma de gobierno y en el comienzo de una definición de la forma federal. Fue a raíz de la Revolución de 1854, en sesión parlamentaria de 30 de noviembre, cuando se produce la votación de 19 diputados contra la monarquía de Isabel II, en lo que Ángeles Lario llama el «primer debate constituyente en España en el que se discute sobre la forma de gobierno»40; y en este mismo año de 1854 fue cuando se reeditó El libro de la democracia de Joan Baptista Guardiola y cuando Pi y Margall publicaba su obra La reacción y la revolución, planteando la propuesta de una soberanía y una autonomía individual, que debería ser protegida a través de una federación republicana dividida en catorce estados con entidad autónoma. Era una forma de conseguir la «unidad en la variedad», planteando este autor una visión que iría definiendo paulatinamente en los años siguientes para adquirir verdadera importancia a partir de la Revolución de 1868, coincidiendo con su prólogo y traducción al castellano de El Principio federativo de Proudhon41. Mientras, el protagonismo fue el de unas propuestas de una república federal mucho menos filosófica y más generalista, indeterminada y utilitaria, muy ligada al fenómeno juntista y a un «federalismo instintivo», como las que ofrecieron, por ejemplo:

			a) Roque Barcia, quien en su obra El catón político, (1856) se proclamaba «decidida y profundamente» republicano, mostraba su admiración por el modelo democrático suizo y proyectaba escribir «un ensayo de la república federativa en nuestro país»42, manifestando unas ideas que desarrollará en el Sexenio Democrático en su La Revolución por dentro, o sea, la República federal explicada por ella misma (1870).

			b) Romualdo Lafuente, en su proyecto de constitución republicana «federal», elaborada en su exilio en Portugal (1864), en donde proponía —como expone F. Peyrou— que los Estados federales serían independientes únicamente en lo que se refería a «sus gobiernos interiores, económicos y administrativos»43, que también amplificará en 1871 en su obra titulada El pasado, el presente y el porvenir.

			c) José María Orense, defensor de una democracia descentralizadora, quien acabará apoyando un republicanismo federal de la misma índole en 1868, en su manifiesto revolucionario de febrero que termina con el grito de ¡Viva la República Federal! y que concretará algo más en los primeros meses después de la Revolución, entendiendo entonces que república federal «es el gobierno del pueblo por el pueblo, o más claro, el gobierno de las provincias por las mismas provincias, que dicho así lo entienden todos bien. Es el sistema de las provincias Vascongadas o Navarra, pero aun más amplio», estableciendo que los gobiernos provinciales «resolverán todos los asuntos no confiados al gobierno central, con sujeción a las leyes». Una República federal, que haría posible la formación de los Estados Unidos Ibéricos y el «bello ideal de los Estados Unidos europeos»44. 

			d) Y, por supuesto, en Fernando Garrido, que sería quien mejor recoge estas ideas generalistas sobre las cualidades, virtudes y beneficios de una república federal en sus obras La República democrática federal universal. Nociones elementales de los principios democráticos dedicadas a las clases productoras (1855) y La regeneración de España (1860). Eliseo Aja destaca dos orientaciones en el federalismo de este autor, una internacional, de influjo del pensamiento europeo con Mazzini al frente45, desde la que plantea una república ibérica, europea y universal; y otra interior, fundamentada en la historia reciente de España y la experiencia juntista, con el reconocimiento de la autonomía de municipios y provincias, fundamentada en la voluntad individual, tanto de las personas como de los entes colectivos, pero sin desarrollar nada parecido a una teoría contractualista. Como apuntan Peyrou y Pérez Ledesma, siguiendo a Eliseo Aja, para Garrido, «la federación surgía de un movimiento espontáneo de acuerdo con el modelo de la revolución juntista, un movimiento que configuraría unidades territoriales de poder decididas a delegar competencias a entidades superiores a través de la elección de mandatarios»46.

			El triunfo de la Revolución de 1868, que liquidaba el liberalismo isabelino, posibilitó que el republicanismo federal saliese plenamente a la luz, aprovechando las oportunidades que ofrecían el reconocimiento de las libertades públicas, la movilización ciudadana y la explosión publicística. Lo que entonces quedaba en evidencia era el pluralismo existente, pues a las visiones de un federalismo descentralizador de Orense o Castelar, el federalismo juntista de Garrido, la visión organicista del Salmerón y el federalismo pactista de Pi y Margall, quien ahora se declaraba sinalagmático, se añadía alguna más, con la publicación de las Bases de una Constitución política o principios fundamentales de un sistema republicano, que Ramón Xauradó y Fábregas había escrito en 1832 y el surgimiento de un federalismo regionalista propuesta por Almirall con su Propaganda Republicana. Bases para la Constitución Federal de la Nación Española y para la del Estado de Cataluña. Observaciones sobre el modo de plantear la Confederación (1868), que se completaría con su Idea Exacta de la federación. Datos para la organización de la República Federal Española, escrita en 1869 y publicada en 1870. Sin embargo, en medio de esta pluralidad, la declaración de república federal por parte de la mayoría de los integrantes del Partido Demócrata, a partir de la Revolución de 1868, fue adoptada prácticamente sin discusión, salvo la cuestión de la oportunidad, y con las mismas orientaciones de un federalismo generalista como solución a los problemas del liberalismo autoritario y centralista existente. Así lo demuestran los discursos de Orense y Salmerón, en las reuniones de 11 y 18 de octubre, donde se adoptó dicha decisión, que hablaban de Estados Unidos y Suiza como modelos y en los que se daba una idea de federación basada en la mayor autonomía posible del municipio y la provincia47. 

			Además el republicanismo federal se constituía en ese momento como partido, el Partido Demócrata Republicano Federal, que establecía como estrategia prioritaria la lucha electoral, tratando de aprovechar las libertades públicas y la movilización ciudadana que se habían impulsado en el proceso revolucionario. Casi se podía decir que el republicanismo federal adoptaba la estrategia de un partido electoral de masas frente a la posibilidad de un partido ideológico de clase que apoyaban algunos sectores más radicales. Ello implicó: a) una propuesta programática generalista e interclasista basada en los principios básicos de libertad, igualdad, justicia, y pro­greso, oposición a lo existente (antimonárquico, antioligárquico, anticentralista, anticlerical, antimilitarista…) y defensa de la democracia con sus libertades y derechos, sufragio universal y descentralización y autonomía, junto con algunas cuestiones muy concretas, que reflejaban los intereses de los sectores burgueses, y otras, como eran la abolición de consumos y quintas, de fuerte impacto popular. En este campo fue importante la visión de la utopía federal que todos los sectores habían hecho suya, hasta los republicanos y federales de circunstancias, como el mismísimo Castelar48; y b) toda una estrategia propagandística y organizativa, en la que se pretendía encuadrar políticamente todo el entramado asociacionista socio-cultural que estaba en el entorno del movimiento demorrepublicano. Esta estrategia tuvo su éxito en las elecciones municipales del área Catalana-Aragonesa, Levante, Andalucía y algunos puntos del interior, llegando el control de los ayuntamientos de 21 capitales de provincia, entre ellas seis de las andaluzas (Málaga, Cádiz, Huelva, Sevilla, Córdoba, Jaén), pero no pasó de tener una minoría de 87 diputados en las elecciones de Cortes Constituyentes, lo que no permitió realizar ninguna de las reformas prometidas. En consecuencia, la vía de la estrategia electoral-reformista acabó siendo un fracaso, dando protagonismo a las divergencias ideológicas y al insurreccionalismo como estrategia alternativa. Al fracaso de la estrategia electoral-reformista, se unía el hecho de que la élite dirigente hubiese pretendido convertir la organización puramente electoral en permanente dando una estructura organizada y jerárquica al partido, que, en resumidas cuentas, acababa configurando un nuevo centralismo con la dirección del republicanismo en manos de los dirigentes madrileños y de la minoría republicana de las Cortes. 

			Aunque las propuestas federales incluyesen posibles diseños de un futuro estado republicano, los primeros debates sobre el federalismo estuvieron más bien ligados al fracaso de la estrategia electoral-reformista y a la propia organización del partido, y se plasmó en la cuestión de los pactos federales en 1869 y en la primera Asamblea Republicana Federal y la Declaración de la Prensa en 1870. La organización de los Pactos Federales comenzó siendo una manifestación de la rebelión de las provincias periféricas en la propuesta regionalizadora de Almirall y de los sectores intransigentes al Pacto de Cataluña, Aragón, Valencia y Baleares, firmado en Tortosa el 18 de mayo de 1869, aunque al final la minoría parlamentaria, con Pi y Margall al frente, logró reconducir la orientación de los demás pactos federales (el Pacto de Córdoba, el 12 de junio, entre Andalucía, Extremadura, Murcia y Canarias; el de Valladolid, el 15 de junio, entre Castilla y León, el de la Coruña, el 18 de junio, entre Galicia y Asturias y el Pacto de Eibar, el 28 de junio, entre las provincias Vascongadas y Navarra)49, para dar paso a un Pacto Nacional, suscrito el 30 de junio en Madrid, que fue un fracaso y solo sirvió para convocar una asamblea nacional del partido a partir de una representación de las provincias establecidas en 1833. Esta Asamblea republicana federal celebrada en 1870 se olvidaba, desde luego, de la forma de organización regional, para establecer una organización de base provincial, reconociendo la autonomía de los municipios y las provincias, dejando a éstas «en libertad para formar los Estados o cantones que crean convenientes». Y, ante la falta de consenso, Pi y Margall definía, de una forma unilateral, el federalismo pactista como «sinalagmático y concreto», entendiendo el municipio, la provincia y el estado como entidades autónomas, organizadas libre y espontáneamente desde abajo50, provocando que otros sectores mas conservadores liderados por Julián Sánchez Ruano y Manuel de la Revilla, lanzasen a través de varios periódicos una interpretación organicista del federalismo, en lo que se conoce como la Declaración de la Prensa republicana. Desde esta perspectiva resultaba que España y las entidades territoriales ya estaban constituidas, debiendo acometerse únicamente un proceso descentralizador de arriba hacia abajo que reconociese una autonomía económico-administrativa. La polémica se ha presentado como una confrontación entre pactistas y organicistas, pero la cuestión es bastante más compleja, pues cuando Pi y Margall obtiene el apoyo de una parte de la minoría de los diputados republicanos, estos no definían el pactismo de forma sinalagmática y conmutativa, sino que entendían que el pacto «determinado por el sufragio universal, encierra el principio generador de los diferentes organismos sociales en toda república federal», para acabar desarrollando —como apunta Artola— argumentos más bien de tipo regionalista: 

			…el municipio, la provincia o el Estado y la nación, federalmente formados, no son hechos arbitrarios, artificiales o absurdos, como hay en muchas partes, sino creaciones espontáneas, naturales, inevitables, producidas por necesidades y sentimientos comunes, y sostenida por la armonía íntima de los varios órdenes de intereses y relaciones que engendra la sociedad. Las antiguas provincias, que no ha trazado ningún legislador, que son obra espontánea de sus condiciones naturales, y que tras siglos de centralización monárquica y despotismo no han podido destruir, se nos ofrecen como el mejor comprobante de la solidez de nuestros juicios51.

			Fernando Garrido distinguiría unos años más tarde, en 1881, entre el pacto aceptado por la minoría federal en 1870 que «debía determinarse por el sufragio universal», que él había apoyado y apoyaba, y el «pacto sinalagmático» que, según él, no definía al republicanismo federal, puesto que «aquel implica el respeto, el acatamiento de las minorías a los acuerdos de las mayorías, a cuyas discusiones y votaciones hayan concurrido, y éste reconoce en las minorías el derecho de no acatar ni respetar los votos de las mayorías, sino el de constituirse con independencia de aquéllas»52. El mismo Pi y Margall no solo establecía la soberanía individual, que desde una voluntaria y libérrima podían realizar pactos sin por ello perder su entidad soberana inviolable, sino que también admitía ciertas orientaciones organicistas al ver a ayuntamientos, provincias y la nación misma como «seres colectivos» también «naturales y espontáneos», perspectiva ésta que le permitirá también introducir configuraciones historicistas y regionales, como ya se ha apuntado anteriormente. Las expectativas, limitaciones y complejidades de estas discusiones sobre el federalismo fueron muy bien sintetizadas por Torrent Orri, quien decía al respecto que «eran muy pocos los asambleístas con ideas claras y concretas» sobre qué debería entenderse por el concepto federación, y que entre estos pocos, predominaban las tendencias siguientes: «a) los simples descentralizadores, quienes, en realidad, no eran verdaderos federales; b) los federales autonomistas históricos; c) los sinalagmáticos; d) los federales autonomistas históricos con influjo sinalagmático; e) los federales sinalagmáticos de autonomismo histórico»53. Fue en este entorno donde se elaboraron múltiples programas y proyectos constitucionales, pretendiendo desarrollar los principios fundamentales de una república federal, entre los que se pueden citar las propuestas de Valentín Almirall, Roque Barcia, Ceferino Tresserra, Eusebio Díaz, Manuel Fernández Herrero, Romualdo Lafuente, Francisco Córdova y López, Miguel Ayllón Altolaguirre o Francisco María Tubino54, como puede observarse en el cuadro adjunto. 
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			Junto a la propuesta de Almirall de 1868, amplificada en 187055, muestra de un federalismo regionalista, los proyectos más conocidos son los tres siguientes: el Proyecto de Bases de la Constitución Republicano Federal propuesto por Eduardo Chao y Nicolás Salmerón en la III Asamblea Federal del Partido Republicano Federal en 1872, el Proyecto de Constitución Federal de la República Española, elaborado por la Comisión Constitucional dirigida por Castelar en 1873 y el Proyecto de Constitución Democrática Federal de la República Española, presentado por los diputados Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, también en 1873. Estos tres proyectos eran la mejor expresión —en el análisis de Román Miguel— de tres de las culturas republicanas: la demoliberal, en el de Castelar; la demokrausista, en el de Chao y Salmerón; y la demosocialista, en el de Quintero, Cala y Benot, que, evidentemente, proponían modelos muy diferentes56. Todos partían de una concepción iusnaturalista de los derechos y de las libertades, de diferente amplitud, con orientaciones más o menos sociales, que podía llegar incluso a la afirmación de una soberanía individual, pero entendida de forma muy diferente, ya que o bien se subordinaba a una soberanía popular, se insertaba dentro de visiones organicistas diferentes, o se afirmaba de forma absoluta. Algo similar sucedía con la defensa de unos valores democráticos, con diversas concepciones de la representación y de la participación, y de la afirmación de federalismo, en que se planteaban diferentes formas de instaurar el sistema, desde arriba, desde abajo o un sistema, mixto, y diferentes concepciones y autonomías de las entidades federables. En conjunto, no hay consenso entre los analistas sobre cómo calificar estos tipos de federalismo, utilizándose denominaciones como una república descentralizada, para el proyecto de Castelar, Estado regional autonómico, para el proyecto de Salmerón y Chao, y Estado federal, para el caso de Quintero, Cala y Benot57.
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			Francisco Pi y Margall (Barcelona, 1824-Madrid, 1901) fue el máximo dirigente del republicanismo federal español decimonónico, autor de obras como La Reacción y la revolución (1854), Las nacionalidades (1877), entre otras, en las que defendió un federalismo pactista con rasgos historicistas.

			Fuente: imágenes de la obra Las nacionalidades en Biblioteca Digital Universitaria de Alcalá de Henares.

			La complejidad se acentúa aún más, si se tiene en cuenta que ni siquiera existía consenso sobre las entidades territoriales que debían formar el Estado federal. La única coincidencia a este respecto estaba en que la unidad mínima era el municipio, recogiendo la tradición y las prácticas del municipalismo, aunque ello no tenía el mismo significado para todos58. La propia realidad que trazaba una interacción entre lo local y lo nacional59 y la configuración de un liberalismo doctrinario que adoptaba unas orientaciones centralizadoras como manera de dar forma a un país desarticulado territorialmente estaban en la raíz de dichas orientaciones municipalistas. El centralismo gubernamental resultaba que amparaba un oligárquico localista, es decir, que permitía el control de las oligarquías sobre sus localidades, como bien certifica la rápida configuración de un sistema caciquil y clientelar; por ello, resultaba ser una especie de centralismo desconcertado, frente al cual reaccionaban todas las oposiciones, que además también tenían su propia visión de lo local en la construcción nacional, desde el municipalismo del progresismo al comunalismo del internacionalismo, pasando por propuestas similares de la democracia y el republicanismo. En la etapa del Sexenio Democrático, las cuatro culturas republicanas, demoliberal, demokrausista, demosocialista y jacobino-socialista, eran evidentemente municipalistas, aunque con significados diferentes, desde simples entidades político-administrativas subordinadas, a una reivindicación de la condición de soberanas, pasando por diversos grados de autonomía. 

			En la mayor parte de los programas y proyectos federales se planteaba además una «división regional», estableciendo unos Estados regionales que conformarían el Estado federal, o bien estableciendo que la Asamblea Constituyente determinaría su demarcación. Para el territorio de Andalucía, esto significaba el establecimiento de dos Andalucías, lideradas por Granada y Sevilla respectivamente, si bien en el proyecto de Ceferino Tresserra y Fernández Herrero se hablaba de la combinación Granada-Córdoba y Sevilla-Extremadura. No faltaban, sin embargo, algunos proyectos que presentaban un solo Estado Andaluz (Orense, Eusebio Díaz y Roque Barcia), y ambas posibilidades se manejaron en el Pacto Federal de Córdoba en 1869. Como es conocido, históricamente la Andalucía del Antiguo Régimen se había organizado en cuatro reinos (Córdoba, Granada, Jaén, Sevilla, que son los mismos que se citan en la Constitución de 1812, y en Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, estableciendo una nueva división territorial ( provincial), en la cual se citaba también una Andalucía, como un término puramente histórico-geográfico, sin atribuciones administrativas o funcionalidades jurídicas, que quedaba dividida en 8 provincias, mientras que los proyectos de reforma de la organización territorial decimonónicos, reformas de Escosura, de Moret y de Silvela-Sánchez Toca, coincidían en la propuesta de dos Andalucías. Andalucía o Sevilla, comprende las provincias de Sevilla, Cádiz, Huelva y Córdoba, y Granada, comprende las provincias de Granada, Málaga, Jaén y Almería60. 

			Ahora bien, junto con las perspectivas regionalizadoras no dejaba de aparecer la realidad de las provincias establecidas en 1833, planteando en unos casos la federación de estados provinciales, de forma exclusiva o compatibilizados jerárquicamente con el reconocimiento a la vez de estados regionales; en otras propuestas los estados regionales podrían conservar o modificar «las actuales provincias» según «sus necesidades territoriales»; y una tercera posibilidad tomaba las actuales provincias como punto de partida para el establecimiento de los futuros cantones, como entidades intermedias entre municipios y el Estado Federal, al establecerse en el proyecto de Quintero, Cala y Benot que «el pacto de las actuales provincias construirá el cantón, teniendo en cuenta la proximidad geográfica y las relaciones naturales y económicas» (art. 61). Este proyecto estaba firmado por tres federales andaluces, el onubense Díaz Quintero y los gaditanos Ramón de Cala y Eduardo Benot, ligados a la corriente demosocialista, lo que no dejaba de ser un indicador de la importancia que la provincia tenía, al menos, para esta corriente y para Andalucía. 

			No habría que olvidar el papel de algunas ciudades en la organización del espacio territorial al establecerse la división provincial de 1833, tomando una importancia que no haría sino consolidarse al convertirse en capitales, dando lugar a que dicha división fuese cobrando arraigo con el apoyo de los notables locales. El que el sistema político del liberalismo doctrinario situase a las provincias, dirigidas por Gobernadores y Diputaciones, dentro de un sistema de organización centralista dio lugar a otro campo de confrontación, al igual que había sucedido con los municipios, surgiendo corrientes anticentralistas, en este caso de tipo provincialista. Las orientaciones centralistas denunciaron el surgimiento de estas reivindicaciones como la manifestación de un localismo provinciano, particularista e independentista, ajeno al bien general de la nación, pero para las oposiciones dicho movimiento era justamente todo lo contrario: el provincialismo era la manifestación de los intereses legítimos de los ciudadanos, que estaban en la base de la construcción nacional; y ello fue acompañado del desarrollo de un identidad que era a la vez propia y nacional, en la lectura del doble patriotismo61. Inicialmente y en algunos lugares, el provincialismo remitía a la organización territorial de tipo regional heredera del Antiguo Régimen, pero, en otros casos, remitía a la nueva organización territorial que había establecido una división provincial62. 

			La democracia primero y el republicanismo federal, al constituirse como partidos políticos, adoptaban la organización establecida por el propio sistema político, con los niveles municipales y provinciales como ámbitos en los que se organizaba el sistema electoral y se ejercía la ciudadanía de forma concreta, pero se les presentaba un problema en sus relaciones con un ámbito regional que administrativamente era existentes, máxime cuando predominaba una visión del nacionalismo político, según la cual las identidades no se derivaban de herencias y tradiciones, sino del ejercicio libre de la voluntad de los ciudadanos. Es indicativo el que en la mayoría de proyectos en los cuales se hablaba de «estados regionales» en la etapa del Sexenio Democrático, estos no fuesen la plasmación de una tradición y herencia histórica sino la consecuencia de la construcción racional y funcionalista a partir de la voluntad de los ciudadanos, como sucede en el proyecto de Castelar y de la mayoría, donde se habla de la construcción de Estados regionales sin el reconocimiento previo de las regiones y algo similar sucedía en la propuesta de Salmerón y Chao63, aunque también estaban las propuestas regionalistas de Almirall y las orientaciones histórico-sociológicas de Pi y Margall. No menos indicativo es que naufragasen todos los intentos de organizar el republicanismo federal regionalmente, como demuestra el fracaso de los Pactos federales de 1869 en todas partes, y las debilidades de los proyectos constitucionalistas federales de los años ochenta, quizá con la excepción de los territorios en los que se había comenzado a desarrollar un espíritu regional como era el caso de Cataluña. Mas que de orientaciones regionalistas, podría hablarse de proyectos regionalizadores del republicanismo federal que abrían sin duda un camino a un posible desarrollo regionalista, pero para ello tenía que existir una realidad regional, es decir, un desarrollo espacial articulado social, cultural y económicamente de forma regional, o cuando menos un espíritu verdaderamente regional, lo cual era mucho más fácil de conseguir desde unas perspectivas culturalistas, histórico-tradicionales, que desde unas perspectivas puramente civilistas, tratando de crear una conciencia de «ciudadanía regional» sobre un espacio regional políticamente inexistente.
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			En estas dos caricaturas de La Mosca (18-6-1881) se representa a Francisco Pi y Margall como alquimista, mezclando los componentes para fabricar la teoría del pacto sobre la base de Proudhon; y, en la otra, «ejercicios sinalagmáticos», recortando el mapa de España para diseñar la federación. 

			Fuente: Biblioteca de Catalunya.

			Lo que había dejado evidente la experiencia del Sexenio Democrático era las heterogeneidades sociales y diversidades territoriales existentes; unas disparidades, que no solo no fueron controlables con el discurso homogeneizador de la democracia sino que al final provocaron que el propio discurso acabase fragmentando en múltiples vías. La propuesta de un partido electoral en una democracia de masas no solo no era posible por contradicciones ideológicas, personalismos y fracasos organizativos de sus protagonistas republicanos, sino también porque no existían las condiciones básicas de una sociedad de masas que lo hubieran posibilitado, y porque al final el sistema liberal doctrinario tenía mayores capacidades de organización y resultaba ser más fuerte. 

			Con la Restauración al republicanismo no le quedaba más remedio que aceptar la realidad y tenía que cambiar la estrategia de la unidad en la variedad, a través de un partido único de orientaciones plurales, para acabar organizándose en varios partidos políticos: el Partido Posibilista de Emilio Castelar, el Progresista de Manuel Ruiz Zorrilla, el Centralista de Nicolás Salmerón y el Federal de Francisco Pi y Margall64, siguiendo en buena parte las líneas trazadas por las diferentes culturas políticas anteriormente apuntadas, aunque siempre estará muy presente la búsqueda de una anhelada unidad a través de las uniones o coaliciones republicanas65. Esta diversificación ha llevado a los estudiosos a centrarse más en las diferencias ideológicas, las divergencias de alianzas y estrategias entre dichas corrientes que al análisis de cada una de dichas corrientes, minusvalorando sus divergencias internas. Se plantea así una visión simplificadora como sucede con la orientación del republicanismo federalista, según la cual después de las secesiones del federalismo organicista de Figueras y del federal catalanismo de Almirall a principios de los años ochenta66, aunque seguían existiendo divergencias sobre cuestiones de estrategia y de táctica, en torno a la oportunidad de las coaliciones y el insurreccionalismo, se habría dado un federalismo pactista homogéneo, seguidor de las orientaciones pimargalianas, que se siguen interpretando como sinalagmáticas. La realidad, sin embargo, es mucho más compleja. Para empezar, porque existían diversas interpretaciones sobre el federalismo y, además, porque supone ignorar las orientaciones orgánicas e historicistas que trazaba la evolución de Pi y Margall, según la cual la soberanía individual debía ser compatible con la autonomía de las entidades colectivas, como muy bien han expuesto en su momento Gumersindo Trujillo y Torrent Orri; y han reactualizado más recientemente otros autores como Miquel Caminal, Ramón Maiz, Villacañas y Cagiao Conde, entre otros67. No es este el lugar para tratar dicha cuestión, pero baste decir, por el momento, que la palabra «sinalagmático» no se cita ni una vez en obras de Pi y Margall como Las nacionalidades (1877) y La lucha de nuestros días (1890)68. 

			El republicanismo federal volvió a tener otro despliegue programático en los años ochenta, en torno al desarrollo del constitucionalismo federal desplegado en las tres Asambleas Federales celebradas en dicha década: I Asamblea Federal en Madrid, en mayo de 1882; II Asamblea Federal en Zaragoza, en junio de 1883; y III Asamblea Federal en Madrid, en octubre de 1888. El punto de partida fue la elaboración de unas Bases constitucionales que a finales de 1882 había redactado una comisión presidida por Eduardo Benot. En 1883, se aprueba un proyecto de constitución de la República Democrática Federal Española, así como un proyecto de reformas sociales, y varias regiones acometieron la elaboración de unos pactos regionales o constituciones, para culminar en la Asamblea Federal de 1888, donde se modificaba la Constitución Federal de 1883 y se aprobaban los proyectos de Pactos federales o Constituciones presentados por Cataluña, Galicia, Extremadura, Provincias de Castilla La Vieja (León, Valladolid y Zamora), Aragón, La Rioja, Asturias y Almería. El proyecto de Navarra no se aprobó, por no ser considerado federal; y no fueron presentados los de Andalucía, Castilla La Nueva y el de la provincia de Madrid69. 

			En estos proyectos constitucionales federalistas hay evidentemente similitudes —como apunta Sánchez Collantes— en torno a una concepción iusnaturalista de las libertades y derechos, la soberanía popular de base individual como fuente de legitimidad y una apuesta por la democracia y el autonomismo individual y de las entidades territoriales, pero también hay «diferencias notables» tanto desde una perspectiva formal, como desde una perspectiva de contenidos, ya que la profundidad que se da al tratamiento de los derechos políticos y sociales no es la misma; y tampoco la relación entre los poderes, en cuanto al grado de parlamentarismo y su forma de entenderlo, y el protagonismo de las formas de democracia directa70. Todas reconocen la autonomía municipal, pero entendida de forma diferente, pues, solo se proponen constituciones municipales en los casos de Castilla La Vieja y de Andalucía; y dista de haber consenso sobre el papel de la provincia y la función de las comarcas o distritos, como puede observarse en el cuadro adjunto.

			Proyectos constitucionales del republicanismo federal en los años ochenta del siglo XIX

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Proyecto constitucional

						
							
							Lugar y fecha de propuesta

						
							
							Entidades territoriales que reconoce

						
					

				
				
					
							
							Proyecto de Constitución futura de Navarra o Bases redactadas según el espíritu de los antiguos fueros

						
							
							Aprobado por la Asamblea Regional del Partido Republicano Democrático Federal de Navarra en Tudela, 4 de marzo de 1883

						
							
							Los pueblos y agrupaciones de caseríos harán libremente su constitución municipal y podrán confederarse varios pueblos constituyendo merindades, con sus juntas

						
					

					
							
							Proyecto de Pacto o Constitución Federal del Estado Aragonés

						
							
							Votado por el congreso Regional Federalista celebrada en Zaragoza 23 de marzo de 1883

						
							
							Autonomía municipal, distritos electorales, fijados por una ley especial, y judiciales

						
					

					
							
							Constitución Republicana Federal del Estado Riojano

						
							
							Aprobada en Haro el 23 de abril de 1883

						
							
							Autonomía municipal, distritos judiciales

						
					

					
							
							Proyecto de Constitución para el Estado catalán

						
							
							Aprobado en el Congreso Regional de Cataluña 2 de mayo de 1883

						
							
							Autonomía municipal, comarcas o circunscripciones con funciones electorales, administrativas y judiciales

						
					

					
							
							Proyecto de constitución Federal del Estado Asturiano

						
							
							Asamblea Regional del Partido Republicano Federal celebrado en Gijón en 7 de mayo de 1883. Aprobado 9 de octubre de 1888

						
							
							Autonomía municipal y distritos judiciales que podrán ser revisados

						
					

					
							
							Constitución o Pacto Federal para las provincias regionadas de León, Valladolid y Zamora («La región» y «Estado regional de Castilla La Vieja»)

						
							
							Asamblea Federal de Toro, 17 de mayo de 1883. Proyecto de constitución municipal de Juan Antonio Cuadrado, Villalpando 25 de marzo de 1887 (autonomía municipal)

						
							
							Provincias, distritos judiciales y municipios: «Las provincias y municipios de la región se gobernarán y administrarán por sí mismos…»

						
					

					
							
							Proyecto de Pacto o Constitución para el futuro Estado Gallego

						
							
							Formulado por su Consejo Ejecutivo el 23 de Mayo de 1883 y sancionado por la Asamblea Federal en Lugo el 2 de Julio de 1887

						
							
							Autonomía municipal. Se conserva las actuales provincias y sus partidos judiciales a reserva de lo que disponga la primera Constitución regional

						
					

					
							
							Constitución del Estado Regional de Almería «Cantón de Almería» o bien «Constitución de Almería»,

						
							
							Constitución cantonal de Almería

							Asamblea Provincial de Almería (mayo 1883)

						
							
					

					
							
							Constitución de la República Democrática Federal Española 

						
							
							Asamblea Federal de Zaragoza, 10 de junio 1883

						
							
							Autonomía de los municipios «autonomía de las regiones, ya se compongan de una o de varias de las provincias actuales» (art. 3)

						
					

					
							
							Proyecto de Constitución o Pacto Federal para los cantones regionados andaluces

						
							
							Asamblea Federal Regional celebrada en Antequera, 29 de octubre 1883

						
							
							Proyecto de Constitución Cantonal y Proyecto de Constitución Municipal

						
					

					
							
							Proyecto de Constitución de la Región Extremeña

						
							
							Aprobado en Badajoz

						
							
							Autonomía municipal, municipios de más de 8.000 habitantes

						
					

					
							
							Proyecto de Constitución para la Región de Castilla La Nueva

						
							
							Recogida en Pi y Margall, Lecciones de Federalismo..., pp. 220-233

						
							
							Autonomía municipal, y comarcas o circunscripciones administrativas

						
					

				
			

			Fuentes: elaboración propia a partir de los proyectos de pactos o constituciones citados.

			Si se tienen en cuenta los matices que subyacen al articulado de las diferentes constituciones y que afloran en los debates, puede llegarse a la conclusión de que había planteamientos teóricos divergentes y hasta se podría aplicar a estos años ochenta la división que planteaba Torrent Orri en las polémicas sobre federalismo de 1870, pudiendo decirse que los conceptos de descentralización, organicismo, historicismo, autonomismo y sinalagmático se mezclaban en dosis diversas71. No hay mejor síntesis de una casuística que distaba de ser anecdótica, y que dejaba en evidencia las divergencias que generaba el constitucionalismo federalista, que la que expuso Enrique de Vera y González en 1891:

			Sería vano el negar que se oponen serios obstáculos a la inteligencia entre los republicanos que ocupan distintas posiciones en el campo del federalismo. Han surgido entre ellos diferentes de principios y de procedimientos cuya importancia no cabe negar… Estiman unos que no puede constituirse una federación digna de este nombre allí donde no se proclame la previa independencia de los municipios, para que estos formen o no a su arbitrio los Estados regionales y la previa independencia de las regiones para que estas, sin que nadie limite su libre voluntad formen o no, la nación, por un contrato expreso y solemne. Otros creen que no deben ponerse un solo instante en tela de juicio la existencia de la nación, que ésta existe con pleno derecho por cuatro siglos de constante y expreso asentimiento de los españoles todos y que la federación debe constituirse de arriba abajo por acuerdo de unas Cortes soberanas que definan y proclamen la autonomía de los municipios y de las regiones, estableciendo la demarcación de éstas. Dentro de una y otra agrupación puede distinguirse varios matices: así, por ejemplo, hay pactistas que, partiendo de la autonomía municipal, ni creen necesario el establecimiento de regiones y prefieren la constitución de ciudades libres federadas; hay otros que, ateniéndose al criterio tradicionalista, defienden la reconstitución de los reinos anteriores al siglo xv, si bien con el carácter de regiones organizadas democráticamente y entre si confederadas; otros que no prejuzgan este punto, dejando a los municipios la incumbencia de formar o no las regiones, y otros, por fin, que estiman que, aún formada la nación por medio del pacto, éste debe ser rescindible en cualquier momento por mutuo disenso y aún por voluntad tenaz y reiterada de uno cualquiera de los elementos contratantes. Entre los orgánicos, unos quieren las antiguas regiones, otros las actuales provincias y hay divergencia entre el modo de entender las facultades que respectivamente deben atribuirse a la nación, al Estado regional y al municipio72.

			Frente a dicha realidad, lo que proponía Vera y González era una especie de programa de mínimos, aprovechando un consenso en torno al concepto de autonomía, ya que «la autonomía es principio que aceptan por igual pactistas y orgánicos, independientes e indefinidos», pero sin incluir en el programa «como punto dogmático la existencia de los organismos provinciales o regionales, no ya porque hay muchos federales que no aceptan unos u otros, no ya tampoco porque la previa imposición de esos organismos (menos reales que el municipio y la nación) es un ataque contra la autonomía municipal, sino también porque el verdadero peligro separatista dentro de la doctrina federal estriba precisamente en la reconstitución, con el nombre de Estados, de los antiguos reinos en que, durante la edad Media, estuvo dividida España»73. Esta propuesta de un programa de mínimos, que dejase aparcado los puntos más polémicos, es en cierta forma la perspectiva que acabará plasmándose en el Programa Federal de 1894, en donde se hacía una verdadera apuesta por el desarrollo de un programa social, tratado de una forma minuciosa, y en cambio la perspectiva federal quedaba reducida a la defensa de «la federación por sistema» con la autonomía de regiones y de municipalidades, y el reconocimiento de «Estados regionales» y «Estados municipales» que han de tener «a su cargo el régimen de vida» de su ámbito respectivo «en lo político, en lo económico y en lo administrativo»: «La nación divida en regiones y las regiones en municipalidades; las municipalidades y las regiones autónomas a par de la nación en todo lo que a su vida interior corresponde»74. Pese a todos los intentos de reajustes, el federalismo acabará siendo una opción fracasada como opción política específica para el conjunto nacional y la mayor parte de sus regiones ante el centralismo del sistema de la Restauración, las orientaciones unionistas meramente descentralizadoras del republicanismo radical y reformista, y el ascenso de los regionalismos y de las corrientes anarquistas75. Pero no por ello conviene exagerar las orientaciones utópicas como explicación de dicho fracaso, porque tampoco puede decirse que las demás opciones fuesen precisamente muy exitosas en la solución de los problemas de España, y, además, las propuestas de una democracia representativa, participativa y federal forman parte de cualquier debate sobre democracia y siguen estando presentes en los problemas del siglo xxi.
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			1. Estado de la cuestión

			El estudio del republicanismo andaluz se inició con la llegada de la democracia actual —década de 1970—, al hilo de una serie de congresos y encuentros regionales en los que empezaron a florecer trabajos sobre la revolución de septiembre de 1868, la revolución de Loja de 1861, la Primera República y el movimiento cantonal, en los que primaban las cuestiones electorales e institucionales1.

			En la década de 1980 y coincidiendo con el nacimiento y desarrollo del proceso autonómico, se realizaron una serie de congresos de historia de Andalucía en los que recibieron gran impulso las cuestiones federales y autonomistas, así como la relación de éstas con el republicanismo. Asimismo, se impulsaron tesis doctorales que acometieron el estudio del republicanismo en varias provincias andaluzas, Málaga y Almería, en lo que ha sido una de las características del estudio del republicanismo, no sólo andaluz, sino también español: la historia local y la Restauración Monárquica como periodo histórico predilecto.

			Los trabajos de Arcas Cubero y Martínez López2 estuvieron centrados en el origen y desarrollo institucional del republicanismo en Málaga y Almería, respectivamente. Martínez López señaló la relación que se dio entre el republicanismo almeriense y las clases trabajadoras. En estos trabajos —que tenían en la prensa de partido la principal fuente histórica utilizada— primaban cuestiones como el apoyo electoral para valorar el peso real que tuvo el republicanismo en estas provincias del Sur de España. A pesar de esto, también se observaba en estos estudios una creciente valoración de los centros y casinos republicanos que tenían como objetivo formar a los nuevos republicanos —así como la asistencia a manifestaciones y mítines políticos—, que junto con la participación en el gobierno municipal y la apuesta por el laicismo, la solución del problema social, aunque sólo fuera a nivel teórico, y la defensa del concepto de democracia, contribuyeron según Arcas Cubero a modernizar el discurso político de la Restauración3. Este profesor también apuntó la gran movilización campesina en la revolución de Loja de 1861 para cuestionar el tópico del atraso político del campesinado andaluz durante el siglo xix, que las últimas investigaciones están desechando4.

			Pero sin duda la gran revolución en los estudios sobre el republicanismo andaluz y español ha sido el giro metodológico que se realizó a comienzos de la década de 1990, cuando historiadores como Ángel Duarte, entre otros, reclamaron una mirada distinta para acercarse al republicanismo español, con el planteamiento de nuevos referentes metodológicos y teóricos que dejarán atrás los análisis exclusivamente centrados en la sociología electoral, en los programas e historia de los partidos y sus dirigentes, para valorar más acertadamente la importancia que tuvo el republicanismo en la vida política española del último tercio del siglo xix y la primera parte del xx. Duarte habló de emplear elementos de análisis de «…estructuras sociales y económicas, de tradiciones políticas y culturales diferenciadas…», que podían ofrecer unos resultados positivos acerca del peso real que tuvo el republicanismo español en la politización de las clases populares, y en definitiva, en la construcción de la democracia y la ciudadanía en España5. En esta misma línea, Nigel Townson afirmó con posterioridad, que 

			«…el peso e influencia del republicanismo durante la Restauración no se demostraron por su actuación como fuerza política nacional, sino como fuerza cultural y social; lo que significa que tuvo más éxito en su intento por cambiar las costumbres, tradiciones y modos de pensamiento de la sociedad española que en el de modificar las instituciones y la política gubernamental de la monarquía»6.

			A partir de ese momento irrumpió con fuerza el concepto de cultura política, que nos acerca a una nueva forma de ver el mundo y la vida en sociedad que tenían los republicanos, y que nos aproxima a los clubes, casinos, escuelas de adultos, escuelas laicas, órganos de prensa, panfletos propagandísticos, movilizaciones sociales, romerías cívicas, celebraciones y actividades civiles, e incluso, a la elección del nombre con el que los republicanos bautizaban a sus hijos. Los republicanos representaban toda una nueva forma de ver el mundo y de relacionarse con él y con el entorno; por esto, cuestiones como la secularización de la sociedad y el rechazo de los postulados católicos, supondrán un gran estímulo para promover la movilización republicana, y por consiguiente, un elemento esencial para la politización de los sectores populares.
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			Nota: La información de la primera línea de cada provincia se refiere al distrito de la capital respectiva, el resto a los demás distritos de la provincia.Fuente: Elaboración propia a partir de los daros de Miguel MARTÍNEZ CUADRADO, Elecciones y partidos políticos de España. Madrid, Taurus, 1969.

			Diego Caro Cancela, Antonio López Estudillo y Manuel Morales Muñoz presentaron trabajos novedosos en la década de 1990 sobre el republicanismo andaluz. Morales Muñoz define el republicanismo como un movimiento social y político, con vocación de partido de masas, que constituyó una subcultura política diferenciada de la cultura de los grupos monárquicos, y que además puso en marcha diversas iniciativas para el aprendizaje político de las clases populares y obreras7.

			Caro Cancela presentó una historia política centrada en la localidad gaditana de Trebujena, en la que mezcla la historia local y la biografía histórica, poniendo de manifiesto que las bases obreras del movimiento republicano fueron capaces de aupar a los republicanos al gobierno municipal entre 1910 y 1923. Las dos aportaciones más interesantes de Caro Cancela son, por un lado, la aproximación que realizó a la política republicana en el Ayuntamiento de Trebujena, en donde, a pesar de las limitaciones económicas y el aislamiento que sufrieron de la administración provincial y central, intentaron mejorar las condiciones de vida de la mayoría de la población, llevando a cabo una campaña de regeneración y moralidad de la administración municipal; y en segundo lugar, su propuesta sobre el resurgir republicano de abril de 1931, que para Caro Cancela hundía sus raíces en la tradición republicana que se vivió en la población desde el Sexenio Democrático8.

			Por su parte, López Estudillo nos ofrece el primero y, hasta la fecha, único trabajo sobre el republicanismo que tiene como ámbito de estudio toda la geografía andaluza —aunque con una ausencia casi total del republicanismo jiennense, por ejemplo—, y en el que como novedad nos habla de las dobles militancias que se dieron durante el Sexenio Democrático entre los obreros de base anarquista, que a su vez participaban en el republicanismo federal, circunstancia que más tarde señaló también Morales Muñoz para Málaga, afirmando que el proceso de separación entre republicanismo y obrerismo no fue lineal ni encontró el mismo eco el discurso apoliticista de los internacionales en todos los lugares9. López Estudillo también destacó el importante papel jugado por los trabajadores del campo y los campesinos pobres de Andalucía en la movilización política y en los proyectos republicanos socialistas del Sexenio, argumentando cómo las bases trabajadoras del republicanismo trataron de orientar la República hacia sus propios intereses, y por tanto rechazó las interpretaciones que atribuyen a los trabajadores republicanos solo una posición de subordinación total a las elites del movimiento10.

			Finalmente, los últimos trabajos presentados —centrados en las provincias de Sevilla y Jaén— han destacado la extraordinaria capacidad de movilización popular que tuvo el republicanismo durante el Sexenio Democrático en el caso de Sevilla, y desde la época isabelina hasta la Dictadura de Primo Rivera, en el caso de la provincia de Jaén, subrayando el importante papel que jugó este movimiento en la incorporación a la política de las clases populares y trabajadoras y en la modernización política que se dio en nuestro país desde el Sexenio Democrático. Asimismo, estos trabajos han abordado una de las asignaturas pendientes sobre el republicanismo español y andaluz: el estudio del republicanismo en el ámbito rural, ámbito que, lejos de mostrarse apático e indiferente a la política y a los procesos de construcción de la democracia y los derechos de la ciudadanía, participó con vigor en estos procesos de aprendizaje de la política moderna11.

			A este impulso renovador sobre los estudios del republicanismo andaluz han contribuido también la celebración de congresos como los organizados bianualmente por el Patronato Niceto Alcalá-Zamora, en Priego de Córdoba, y el organizado en 2008 por la Universidad de Almería con motivo del centenario del fallecimiento de Nicolás Salmerón y Alonso.

			Por último, queremos señalar aquellos aspectos y cuestiones que a nuestro juicio aún no han sido resueltos por la historiografía andaluza y española.

			En primer lugar, el estudio del republicanismo andaluz no ha sido homogéneo, ya que no se han realizado estudios sobre todas las provincias y comarcas, ni sobre todos los periodos históricos. De Granada, Córdoba y Huelva sólo disponemos de estudios menores y parciales. De Sevilla y Cádiz contamos con diversos trabajos sobre el Sexenio Democrático, y escasean sin embargo los que abordan la larga etapa restauracionista. Jaén, Málaga y Almería son las únicas provincias que cuentan con trabajos que abordan desde el periodo isabelino hasta la dictadura de Miguel Primo de Rivera. Asimismo, y a pesar del esfuerzo realizado por Caro Cancela, que elaboró una obra monográfica sobre el periodo isabelino, pero que no llegaba a abarcar a todas las provincias andaluzas, es necesario rastrear los orígenes de los republicanos andaluces en ese periodo histórico12.

			Por otro lado, desconocemos en gran medida la geografía electoral del voto en Andalucía, especialmente en lo referente a las elecciones municipales, el espacio predilecto de los republicanos y en el que ensayaron su ideología y programas políticos.

			También debemos incidir en las culturas políticas republicanas, que fuera de los panfletos y programas políticos resulta muy complicado identificarlas13, estando especialmente difuminadas en el ámbito local, pero que nos pueden dar información importante acerca de los comportamientos y actividades desarrolladas por las distintas familias republicanas, que pueden explicar por ejemplo, por qué algunos federales no aceptaron coaligarse con otros republicanos, anteponiendo su programa político a la unión con el resto de fuerzas republicanas, y por qué otros —caso de los progresistas— antepusieron la unión al modelo de República; o por qué para los federales las clases populares y trabajadoras eran actores políticos activos, a quienes había que darles voz y voto, y para otros sectores como el posibilismo esos grupos no estaban preparados para tener un papel protagonista en el engranaje político de la Restauración. Aunque el concepto de cultura política es una cuestión analítica, resulta interesante indagarlo, ya que nos puede facilitar la comprensión de algunas claves históricas sobre el comportamiento político en el siglo xix.

			Por tanto, aunque la identificación de estas culturas políticas en el ámbito local es complicada, profesores como Antonio Herrera han planteado algunas fórmulas para acercarse a las culturas políticas en el ámbito local: identificar y medir las formas concretas de protesta y acciones socioculturales, y a continuación, adscribir esas acciones a las diversas culturas republicanas14.

			Por consiguiente, y como consecuencia de lo señalado, debemos centrar nuestros esfuerzos en el ámbito local, municipal, y no tanto en el ámbito provincial y regional.

			Y por último, y en relación con el taller que ha dado origen a estos textos, debemos mejorar el conocimiento sobre la relación que existió entre republicanismo y regionalismo, así como entre republicanismo y socialismo.

			2. El republicanismo andaluz desde el Sexenio Democrático hasta los años noventa del siglo XIX

			El Sexenio Democrático comienza en España con la revolución de septiembre de 1868, que cambiará para siempre el papel político que jugaron en la historia contemporánea las clases populares de nuestra comunidad, y aunque tuvieron una participación importante en la provincia de Cádiz, Málaga capital y Alcolea, entre otras, podemos afirmar que en términos generales no tuvieron una participación directa en la revolución, pero sí determinante para consolidar su triunfo: tomando las plazas principales de los municipios andaluces y sancionando públicamente la revolución15. La presencia en la calle de las clases populares evitó que se organizara la oposición a la revolución por parte de los elementos isabelinos, y además sirvió para apoyar a los miembros demorrepublicanos y para presionar a las juntas revolucionarias que se constituyeron para que aprobaran las propuestas defendidas por el Partido Demócrata desde 1849: sufragio universal, libertad de reunión y asociación, libertad de prensa, libertad de pensamiento, abolición de las quintas, entre otras.

			Durante veinte días, que es lo que duró aproximadamente la revolución liberal, las clases populares recibieron una extraordinaria formación política, a partir de su participación en el movimiento y la enseñanza positiva que las medidas adoptadas por las juntas revolucionarias —de tipo social, político, económico, laboral, etc.— que contribuyeron sin duda a la concienciación política de este sector. Asimismo, entendieron la importancia que tenía el sufragio universal (masculino), para dirigir la política de los gobernantes municipales, y que en cierta forma explica los buenos resultados que obtuvieron los republicanos andaluces en las primeras elecciones municipales celebradas con sufragio universal durante el Sexenio Democrático.

			Comenzó a popularizarse un nuevo lenguaje y simbología política que aludía a un nuevo tiempo político: pueblo, soberanía nacional, sufragio universal (masculino), honra, libertades y derechos ciudadanos (reunión, asociación, prensa, libertad de cultos, abolición de las quintas…), regeneración, justicia, nación, igualdad, etc., formarán parte del discurso republicano desde ese momento, como ya lo habían formado del programa del Partido Demócrata. Y además, surgió y se popularizó una simbología política de conmemoración del triunfo de la revolución: repique de campanas, colgaduras en los balcones, música callejera… Este lenguaje y simbología política y festiva republicana se conformará como una forma alternativa —una cultura política— de entender el mundo y la sociedad, y como una manera distinta de conmemorar días señalados en el calendario republicano. 

			2.1. La organización del Partido Republicano Democrático Federal en Andalucía

			La constitución del Partido Republicano Democrático Federal en los distintos municipios andaluces seguirá una trayectoria similar a los del resto del país. Se constituye pocos días después de triunfar la Revolución de Septiembre de 1868, y tras la celebración de una serie de reuniones convocadas por el Partido Demócrata en el Circo Price de Madrid en la que estuvieron presentes entre cuatrocientos y quinientos demócratas.

			Siguiendo los pasos de los demócratas de Madrid, se celebran reuniones por todo el país en las que la mayoría de los miembros del Partido Demócrata asumen la República como forma de gobierno propia de la democracia. De forma simultánea, una serie de comités políticos, formados por los núcleos rectores del partido demócrata, serán los encargados de dirigir la política republicana en cada municipio, distrito judicial y provincia. De esta forma, los republicanos españoles y andaluces empiezan a mostrarse al mundo sin disfraces ni velos, llevando «en la frente ceñido el gorro frigio»16.

			Una de las primeras reuniones que se celebra en la provincia de Jaén tiene lugar en Úbeda, donde los demócratas de la localidad se reúnen el 16 de noviembre a las siete de la tarde en el teatro para elegir el comité electoral. La convocatoria de la reunión estaba dirigida a todas aquellas personas que «…considerándose demócratas…» quisieran asistir a la reunión. Para evitar el registro de personas no deseadas, incompatibles con la moralidad del partido demócrata y republicano, establecieron el veto de inscripción para aquellos individuos que «…por sus malas costumbres y malos antecedentes se consideren ajenos a la democracia», y para que no hubiera equívocos, aclaraban que demócratas eran aquellos que aceptaban y estaban dispuestos a sostener el programa democrático que tenía como principal premisa la forma de gobierno: la República Democrática Federal17. Además, insertaban el programa demócrata, que debía ser aceptado por todos aquellos que quisieran entrar a formar parte del nuevo partido: sufragio universal masculino, libertad completa de prensa, absoluta inviolabilidad del domicilio y correspondencia, derecho de reunión y asociación, enseñanza libre y abolición de la pena de muerte y la esclavitud, entre otros derechos individuales. Asimismo, había un listado con las pretensiones en materia de organización territorial e instituciones políticas, como eran la necesidad de elecciones independientes del gobierno o la existencia de jurados para toda clase de delitos, y finalmente, aparecían una serie de reformas administrativas y económicas como la supresión de los consumos, abolición de las quintas y enseñanza primaria universal y gratuita18.

			El Partido Republicano Democrático Federal supo canalizar la movilización popular y las esperanzas que había generado la Gloriosa en amplios sectores de la población, especialmente entre las clases populares, para lo cual emprendió una intensa campaña de propaganda en donde, además de reuniones en las que se constituye el Partido, tienen cabida otro tipo de actividades, como las manifestaciones callejeras en las que se reclamaban, entre otras cuestiones, la abolición de las quintas. 
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			Francisco Díaz Quintero (Huelva, 1819-1878). Onubense muy ligado a Sevilla, fue el protagonista, junto con los gaditanos Ramón de Cala y Eduardo Benot del proyecto constitucional de la minoría en las Cortes Constituyentes de 1873, de orientación democrático socialista y defensor más nítido del federalismo frente al proyecto de la mayoría dirigido por Emilio Castelar. 

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			Muy interesante es la primera noticia que tenemos del Partido Republicano de la localidad serrana de Hornos (Jaén), que se constituye el día 1 de enero. Como era costumbre, su primer acuerdo fue convocar una manifestación de propaganda en favor de la República para el día 6 de enero, «…día de los Reyes, para ver si interceden para que no los haya más sobre la tierra»19. La reflexión que acompaña a la crónica del nacimiento del Partido combate la tradicional apatía con la que se ha identificado el campo andaluz y jiennense y subraya las esperanzas e ilusiones que había despertado el movimiento republicano en ámbitos serranos, tan alejados de las principales vías de comunicación y núcleos urbanos: 

			…se nos acusa á los que habitamos en pueblos pequeños de no estar dispuestos á recibir la forma de gobierno republicana por nuestro apego á las rancias costumbres y por nuestro atraso. Lo primero es una calumnia; pues los de pequeñas poblaciones, lo que estamos es con hambre y sed de justicia mas que ningunos otros, y hasta el muy rudo pastor está convencido no hemos de ser hartos con gobiernos semejantes á los que se han conocido en la nación. 

			Lo segundo es una triste verdad; estamos atrasados; ¿pero á quien se lo debemos? A gobiernos que han temido llegue á nosotros la luz. Pues lo mismo temerán todos los amigos de los reyes, y el argumento queda perpetuamente en pié20.

			Para afianzar la organización del Partido Republicano Federal, se llevaron a cabo —desde enero de 1869— una serie de actuaciones como la constitución de un partido de oposición en las Cortes, y por otro lado, la celebración de pactos federales entre los republicanos de todo el país21.

			Durante los días 10 y 11 de junio de 1869 se celebró en Córdoba la segunda reunión de los republicanos federales, donde estuvieron presentes republicanos de Andalucía, Extremadura y Murcia y donde se acordó un nuevo pacto federal.

			Entre las discusiones más interesantes que tuvieron lugar durante la reunión en Córdoba encontramos la propuesta lanzada por varios representantes de Sevilla, Almería y Cádiz, que planteaban la creación de cuatro estados: Extremadura, Andalucía Occidental, Andalucía Oriental y Murcia, sin que esto implicara apartarse de la nación española. Por tanto, se establecía que junto a los comités locales de distrito y de provincia se crearían los comités de Estado. No obstante, esta propuesta no salió adelante y en cambio se aceptó el criterio provincial como el más apropiado para representar a los republicanos federales de las distintas provincias firmantes del Pacto de Córdoba.

			El peso del republicanismo andaluz se hizo evidente en la reunión del Pacto Nacional —que reunió a representantes de todos los pactos federales que se habían ido constituyendo por todo el país— que se celebró el 25 de julio en la redacción de La Igualdad de Madrid, y de donde salió elegido presidente el representante de Jaén, León Merino, quien a su vez era presidente del Pacto Federal de Córdoba.

			Esta no fue la única reunión que mantendrán los republicanos andaluces durante el Sexenio: Andújar (1869), el Café Suizo, el Casino Republicano y las Escuelas Pías de Madrid (1873) y Córdoba (1873) acogieron reuniones de representantes y diputados andaluces que buscaban estrechar lazos y adoptar acuerdos sobre la marcha del partido. Aunque queda mucho por investigar sobre la relación entre republicanismo y regionalismo, podemos afirmar que estas reuniones de los republicanos andaluces —incluida la reunión de Antequera de 1883— no tenían como objetivo establecer lazos identitarios entre los correligionarios de esta región, sino afianzar la organización republicana y adoptar acuerdos puntuales sobre la marcha del partido y la situación política del país. Lo que define y caracteriza al federalismo español de este periodo es la construcción y definición de la democracia, y no cuestiones de tipo territorial.

			La fuerte movilización que tuvo el republicanismo en Andalucía desde la Revolución de Septiembre se va a traducir también en éxitos electorales, especialmente en el ámbito municipal, un espacio privilegiado por los republicanos para ocupar el poder y ensayar sus proyectos y programas políticos. Ángel Duarte ha señalado la importancia que tenía para los republicanos la conquista del poder local, ya que era «la geografía más propicia para su desarrollo organizativo, para su expansión cultural e incluso para llevar a cabo significativos y prolongados ensayos de gestión administrativa»22.

			Del municipio dependía la enseñanza, la higiene, así como numerosas leyes de equidad y justicia que regulaban y equilibraban «…el peso de gravosos impuestos, que en la actualidad sólo paga el desgraciado menesteroso». Los pueblos pagaban con sus intereses la administración local, por lo que los republicanos reclamaban que esta administración no podía ni debía olvidar que «…es la encargada de devolver esos beneficios en la forma y medios más equitativos y justos»23.

			Por este motivo, los gobernantes republicanos y los que entraron como oposición se esforzaron en demostrar que era posible otra forma de hacer política, en la que primaran los intereses generales y no los intereses particulares. Así lo hicieron en ciudades como Cádiz, Córdoba, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla, y en otras muchas ciudades andaluzas donde se hicieron con el poder desde las primeras elecciones municipales. Pero incluso en aquellas ciudades como Almería en las que no lograron hacerse con el poder, la labor de oposición de los republicanos intentó plasmar los principios democráticos de la Revolución, arrastrando al Ayuntamiento a manifestarse en contra de la pena de muerte y manifestándose en contra de las quintas24.

			Los republicanos jiennenses se definían como los enemigos del privilegio, el vicio, el abuso, el cohecho, el monopolio y la vagancia; los más firmes detractores del libertinaje y la corrupción, y afirmaban que sus fundamentos éticos les obligaban más que al resto a cumplir con sus obligaciones y a no hacer falsas promesas, imposibles de cumplir, a la ciudadanía25.
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			Celebración de la proclamación de la República Federal por la Asamblea Constituyente en junio de 1873 por el diario cordobés La República Federal, libertad y progreso indefinido, 10 de junio 1873.

			Fuente: Biblioteca Pública de Córdoba, Biblioteca Virtual de Prensa Histórica.

			Los republicanos andaluces eran conscientes de que uno de los medios más eficaces para incorporar las masas a la política, y por tanto al proyecto republicano, era gestionar lo público buscando el interés general y pensando sobre todo en las clases sociales menos favorecidas y que más necesitaban del apoyo gubernamental. En este sentido, su gestión municipal tuvo dos ejes centrales: la transparencia económica, para que los ciudadanos conocieran cómo y dónde se destinaban los impuestos que pagaban, y por otro lado, la defensa del interés general por encima del interés particular, defecto que siempre achacaron a los gobernantes monárquicos. En el mandato del alcalde republicano de Málaga, Pedro Gómez Gómez —que gobernó tres ejercicios entre 1869 y 1873— se hacían públicos diariamente los ingresos y gastos municipales, el alcalde recibía por las tardes a los ciudadanos, multaba a los funcionarios que llegaban tarde, y además, se saneó la Hacienda municipal y se moralizó la administración26.

			Además, los gobernantes republicanos buscaban que su elección se reflejara en un gobierno y unos concejales preocupados por las necesidades del pueblo y de aquellos que más necesitaban del apoyo público y político, de ahí que propusieran y aprobaran medidas sobre educación pública y cultura, y otras de tipo social, como acelerar el cobro de los impuestos pendientes por el consistorio, siendo especialmente vehementes con el impago del impuesto por carruajes de lujo; el cobro del arrendamiento de consumos; apertura de suscripciones públicas para recaudar fondos, por ejemplo para librar del servicio militar a los hijos de familias pobres; realización de obras municipales en las que poder contratar a desempleados; aumentar el celo de los médicos municipales para asistir a los enfermos pobres y dispensar medicinas de forma gratuita para este colectivo; aprobación de medidas higiénicas y sanitarias para mejorar la vivienda de los trabajadores, que eran focos de infecciones y muerte; creación de asilos para los huérfanos e inútiles para el trabajo obrero, etc.

			Los ayuntamientos republicanos —y aquellos que contaban con una fuerte presencia de éstos en la oposición— empezaron a ser vistos por las clases populares como el garante de los derechos ciudadanos, aunque como señala Arias Castañón, la imposibilidad de acometer reformas sustanciosas en el plano económico y social —por la oposición de los Gobernadores Civiles y las autoridades monárquicas de Madrid— también les hacía ganarse cierto descrédito entre las bases sociales y los sectores más intransigentes27.

			La fuerte organización federal que se dio en la mayor parte de nuestra comunidad durante el Sexenio tiene su reflejo en provincias como Jaén, donde encontramos sesenta y tres comités locales durante el año 1872, sobre un total de cien municipios con los que contaba la provincia. Esta organización estaba localizada en todas las comarcas de la provincia, desde los ámbitos más urbanos y mejor comunicados, hasta los municipios más pequeños y más aislados. Esto supone que Jaén sería con mucha diferencia la primera provincia andaluza en número de comités republicanos locales en el año 1871, y todo esto sucede cuando aún no había llegado el gran momento para el republicanismo, en 1873 con la proclamación de la Primera República Española28. También esta provincia se muestra en el ámbito estatal como una de las zonas con mayor organización federal sólo superada por Alicante, que contaba con setenta comités republicanos, y por encima de provincias de fuerte implantación republicana como Barcelona, Gerona o Valencia29.

			2.2. La división del movimiento republicano: la vía legalista y la vía insurreccional

			La fuerte movilización federal y la esperanza que la nueva situación había generado entre las clases trabajadoras no impidieron que el movimiento republicano se dividiera a poco de estrenarse el periodo. La primera insurrección republicana del Sexenio —octubre de 1869— afectó a provincias como Jaén, y significó el acto de división del republicanismo entre quienes defendían únicamente la participación política y quienes eran partidarios de la lucha armada para conseguir y defender el programa republicano. El endurecimiento de las medidas de orden público (destitución de ayuntamientos federales, desarme de los Voluntarios de la Libertad, prohibición de mostrar enseñas y gritar consignas republicanas) fueron algunas de las causas que esgrimieron los insurrectos para levantarse en armas30.

			Fermín Salvochea —representante de Cádiz en el pacto federal de Córdoba— lanzó una proclama a los republicanos andaluces incitándoles a levantarse contra los que habían traicionado a la patria: 

			No hay ejemplo en la historia de mas asquerosa traición que la de aquellos hombres, hecha á un pueblo verdaderamente noble y generoso. ¡A LAS ARMAS, pues, republicanos andaluces!… Probemos al país entero lo que son las provincias andaluzas cuando la libertad está á punto de sucumbir. Nuevos espartanos, preferid la muerte á la vergüenza… ¡ABAJO LOS TIRANOS! ¡VIVA LA REPÚBLICA FEDERAL!31

			La insurrección fue sofocada y dejó dividido, desconcertado y desorganizado al Partido Federal. Una parte importante del movimiento republicano perdió por completo la confianza no sólo en las instituciones monárquicas, sino también en numerosos correligionarios y destacados dirigentes, que no supieron o no quisieron levantarse en armas. 

			La división federal se agudizó tras la celebración de la primera asamblea nacional —marzo de 1870— a la que asistieron representantes de cuarenta y nueve provincias, entre ellos representantes de la provincia de Jaén, que apoyaron la propuesta de Pi y Margall, que había apostado porque el municipio y la provincia pudieran agruparse libremente para la formación de Estados o Cantones32. El sector derechista y conservador que fue vencido en la asamblea no tardó en movilizar a sus simpatizantes para socavar el liderazgo de Pi y Margall, logrando una declaración de la prensa republicana de Madrid en la que se establecía, entre otras cosas, la compatibilidad del hecho de que el Partido defendiera tanto la República federal como la unitaria33.

			La proclamación de la Primera República Española —febrero de 1873— no eliminó las diferencias que existían en el seno del republicanismo español. Todo lo contrario. Las críticas al ejecutivo no tardaron en llegar, y tan sólo diez días después de designarse el nuevo régimen asomaron las primeras voces críticas contra el gobierno por no ir más rápido en las reformas que requería el país34. Esta intransigencia de algunos correligionarios, y las diferencias a la hora de afrontar las reformas solicitadas por las distintas corrientes que cohabitaban en el seno del partido, van a dinamitar definitivamente la unidad republicana, algo lógico teniendo en cuenta la existencia de culturas y proyectos políticos diferentes dentro del movimiento republicano español35.

			León Merino, veterano diputado y revolucionario de la provincia de Jaén, criticó por escrito, pocos días antes de iniciarse el movimiento cantonal, a quienes ocupaban cargos en la República y no habían cumplido con los deseos de quienes les habían encumbrado: 

			Hasta ahora no ha podido comprender el país si la forma republicana es preferible á la forma monárquica, porque solo ve, y solo conoce, y solo palpa las mismas gabelas, la misma administración, las mismas contribuciones, el mismo vejatorio sistema de cobranza. No ha visto hasta ahora cambiar en nada el orden establecido por las monarquías… Y ve también que después de cuatro meses y medio de República existe un Gobierno que no ha proclamado ni una siquiera de las reformas que á grandes voces y en todas partes ofrecían los gobernantes al pueblo oprimido36.

			Según Arcas Cubero, la fuerza con que se manifestó el federalismo intransigente y sus demandas por construir cuanto antes la República Federal «de abajo arriba», contribuyó a desestabilizar el régimen republicano desde sus inicios, provocando una continua tensión en el mundo republicano que fragmentaría su base social. Por su parte, López Estudillo ha indicado que los objetivos democratizadores radicales de los cantonales andaluces (mejora de la enseñanza y otros servicios públicos, desestanco del tabaco y libre cultivo de éste, entre otros) eran susceptibles de atraer el apoyo de individuos de diferentes clases sociales. Sin embargo, la utilización negativa de los sucesos de Alcoy llevó a muchos burgueses a inhibirse u oponerse a la insurrección, y el movimiento quedó relegado a grupos obreristas, muy ideologizados37.

			La reducción del movimiento cantonal tuvo varias consecuencias: la persecución y represión de los insurrectos, el desarme de los Voluntarios de la República, el cierre de centros políticos y el nombramiento de nuevos concejales38. Pero sin duda, una de las principales consecuencias que tuvo el cantonalismo fue la división definitiva que se produce en el interior del republicanismo, que desde este momento y hasta la Segunda República caminará dividido en numerosas corrientes y familias y en una constante indeterminación ideológica.

			En definitiva, la experiencia democrática del Sexenio fue muy importante para el movimiento republicano en Andalucía, ya que por primera vez pudo acceder al poder, especialmente a las corporaciones locales —ejemplo de su fuerte implantación desde mediados del siglo xix— en donde se adoptaron medidas políticas, sociales, educativas y culturales que marcaron un punto de inflexión de no retorno en la construcción de la democracia y la ciudadanía en nuestro país. El sufragio universal, la libertad de reunión, asociación, prensa, cultos, el matrimonio civil, etc., son cuestiones que quedaron en el imaginario colectivo de los demócratas republicanos. Y sobre todo, durante este periodo tuvo lugar una democratización de la política, con la entrada en escena de las clases populares y trabajadoras, que pudieron ejercer por primera vez el sufragio universal masculino, acceder al poder, tomar las calles, festejar acontecimientos no religiosos, y en definitiva, participar de una cultura política republicana y democrática, diferente y alternativa a la tradicional, que contribuyó a la modernización política, social y cultural del país.

			2.3. La Restauración Monárquica: división e intentos coalicionistas del mundo republicano

			A comienzos de la Restauración el movimiento republicano andaluz estaba desorganizado y desactivado, como consecuencia entre otras cuestiones de la persecución que sufrió de las autoridades monárquicas. Así lo manifiesta el exdiputado nacional por Jaén, Montero Moya: «Como si hubiese caído sobre nuestros amigos una lluvia sedante y abúlica, a todos les ha entrado un desánimo tremendo y no ven, ni en día próximo o remoto, manera de sacudirse este régimen…». Como causa de la desorganización de los comités republicanos aduce el «miedo de sus individuos a que los metan en chirona», afirmando que del golpe de Estado de Pavía se habían beneficiado los privilegiados de siempre, incluida la Iglesia católica, que había recuperado el poder que tuvo desde antiguo: «Toda esa taifa de beatos y beatas ha sentido recrudecimiento de sus místicos alardes y, como nadie les va a la mano, dentro de poco no podremos cobrar la paga si no llevamos habilitado la papeleta de la comunión que da el cura de la Parroquia»39.
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			Eduardo Palanca, líder del republicanismo malagueño en la etapa del Sexenio Democrático. Diputado por dicha provincia en las legislaturas de 1869, 1871, 1872 y 1873, fue ministro de Ultramar entre julio y septiembre de 1873, en el Gobierno presidido por Nicolás Salmerón, y candidato a la presidencia de la República en enero de 1874, pero dicha posibilidad se frustró con el golpe de Estado del General Pavía que disolvía la Asamblea Constituyente de la Primera República.

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			Será a finales de la década de 1870 cuando empiecen a reorganizarse los republicanos españoles y andaluces. La situación de «ilegalidad» en la que se encontraban les obligaba a tener que denominarse otra vez demócratas, ante la prohibición de utilizar los términos república y republicanos. El día 29 de marzo de 1879, los exdiputados y exsenadores republicanos de todo el país firmaron un manifiesto a favor del retraimiento electoral en las inmediatas elecciones a Cortes, como protesta por no poder participar en ellas la inmensa mayoría de los ciudadanos, ya que se había recuperado el sufragio censitario, lo que implicaba la exclusión del sistema de la inmensa mayoría de los hombres de nuestro país.

			Este manifiesto sirvió de acicate para que los comités democráticos de Andalucía, donde se encontraban enmarcados la mayor parte de los republicanos del Sexenio, acordaran adherirse al mismo y apoyaran la constitución de la Unión Democrática, el primer intento de coalición republicana de la Restauración. El partido de Unión Democrática tenía como objetivo programático la reivindicación del Título I de la Constitución de 1869, «y con él, de su propia condición de fuerza política legal. La Unión Democrática fue la unión republicana de aquellos años; la única posible en tiempos de asedio y hostigamiento, cuando determinadas palabras eran impronunciables y era preciso recurrir temporalmente á términos tolerados que fueran equivalentes»40.

			La división del republicanismo va a caracterizar el largo periodo de la Restauración, en el que surgen diversos partidos políticos que representan también diversas formas de entender la política y la relación con el grupo más numeroso de la base social republicana: las clases populares y trabajadoras. Lo que unía a todos los republicanos de la Restauración era «la animadversión a la dinastía, la réplica a los procedimientos antidemocráticos del canovismo y la defensa de un sistema verdaderamente representativo»41.

			Posibilistas, progresistas, federales pactistas, federales orgánicos y centralistas serán los partidos republicanos que se organizan entre el comienzo de la Restauración y la década de 1890. El Partido Posibilista, el grupo más conservador y menos revolucionario de todo el movimiento republicano, fue el primero en constituirse, pero también fue el que menos movilización y capacidad para atraer a las bases sociales tuvo en nuestra comunidad. No obstante, las peculiaridades de cada comarca y sobre todo, la personalidad de los tribunos locales determinarán que haya ciudades como Huelva donde el posibilismo será predominante hasta comienzos de la década de 189042, sobresaliendo también por su vitalidad en la ciudad de Córdoba43.

			Por el contrario, el Partido Progresista de Manuel Ruiz Zorrilla, y sobre todo, el Partido Federal Pactista de Francisco Pi y Margall, fueron los partidos que más apoyo popular tuvieron en Andalucía.

			El Partido Federal se reorganizó entre 1879 y 1883, aprovechando la gran movilización que consiguió el manifiesto lanzado por los demócratas españoles en marzo de 1879. Será el único partido, de los tres que se constituyen entonces —posibilistas, progresistas y federales— que tendrá vigencia hasta la Segunda República Española. 

			La reorganización del partido estuvo animada por una gira propagandística de Pi y Margall, quien recorrió Andalucía y visitó ciudades como Jaén —a principios de 1880— donde animó a los trabajadores a luchar para conseguir las reformas sociales que eran necesarias para salir de la situación de miseria en la que se encontraban. 

			Fueron los federales quienes más se abrieron a los sectores populares y trabajadores, excluidos por la mayor parte de las formaciones republicanas. Su compromiso con el problema social en España se materializó en la emisión del programa federal de 1894, que llenó de esperanza a los sectores agrarios y mineros de nuestra comunidad vinculados al federalismo. Proponían la reducción de la jornada de trabajo a ocho horas para jornaleros y mineros; el disfrute de la tierra tendría que estar subordinado a los intereses generales, y las tierras públicas serían entregadas a comunidades obreras, así como las de propietarios que hubieran dejado las suyas incultas durante más de cinco años. Se establecía un mínimo salarial e indemnizaciones para las personas —y sus herederos— que sufrieran accidentes que les imposibilitaran para seguir trabajando. De esta forma, el partido federal desarrolló un programa político que en el orden social abordó como nunca nadie antes había hecho algunas de las condiciones laborales que mantenían en la miseria a la mayor parte de la población de nuestro país44.

			También pusieron en marcha numerosas iniciativas, como la fundación de centros instructivos y educativos —laicos y con horarios especiales para que pudieran asistir los trabajadores y sus hijos—, de socorro mutuo, sociedades y cooperativas agrarias y obreras (industriales), fundaron numerosos órganos de prensa y organizaron numerosos actos políticos en espacios públicos y privados, entre otras iniciativas. Las clases populares tuvieron una gran capacidad para participar en el partido, nombrando y renovando comités, y decidiendo el tipo de iniciativas que debían proponer los concejales republicanos cuando entraban en los ayuntamientos. De esta forma, el pueblo y sus necesidades entraron en la política local, lo que supuso en muchas ocasiones, un ataque a los privilegios disfrutados por las clases altas de la sociedad. Reforma fiscal, abolición de las quintas, ceremonias civiles, libertad de cultos, iniciativas culturales y educativas, etc., fueron algunas de las propuestas defendidas y aprobadas por los alcaldes y concejales federales desde el Sexenio.

			Y como no, el mito de la federal —que era vista como la oportunidad para la redención social y económica de amplios sectores populares— siguió estando presente en el debate republicano de nuestro país. Por este motivo, los federales andaluces se reúnen en Antequera (Málaga), en octubre de 1883, con la intención de acordar una constitución federal, en la cual quedó reflejada la preocupación por las cuestiones sociales, circunstancia que la diferenciaba de otras constituciones federales aprobadas en otras regiones de España45 y que es reflejo de la influencia que ejercían las bases del federalismo sobre los cuadros dirigentes. No obstante, como ha señalado Arias Castañón, la impronta social que recogió la Constitución de Antequera no debió de ser tan importante e influyente ya que una década después, en 1894, se aprueba un programa federal social y en él nada se dice de los acuerdos adoptados en la reunión de Antequera46.
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			Eduardo Benot y Rodríguez (Cádiz, 1822-Madrid, 1907), destacado por sus inquietudes intelectuales (filosofía, literatura, lingüística, ciencias experimentales…) y su dedicación a la enseñanza, estuvo ligado a la corriente democrática socialista del republicanismo federal en la etapa del Sexenio, siendo coautor junto con Díaz Quintero y Cala del proyecto constitucional de dicha ideología. Fue presidente de la Comisión que elaboró las bases que sirvieron para la elaboración de la Constitución Federal de 1883 y elegido presidente del Partido Republicano Federal a la muerte de Pi y Margall en 1901

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			Desgraciadamente, la Federación Andaluza, como el resto de coaliciones republicanas que se ensayan durante la Restauración, no tuvo recorrido histórico47.

			El Partido Republicano Democrático Progresista se constituye en 1880, tras varios intentos por conseguir un partido republicano de «centro» que incluyera a los antiguos radicales de Ruiz Zorrilla y republicanos históricos como Salmerón que no se habían unido a Castelar ni al federalismo de Pi y Margall y Figueras48. Entre la derecha castelarina y la izquierda de Pi y Margall se sitúan los demócratas-progresistas, que eran partidarios de una España descentralizada, y aunque no compartían el proyecto federal, tenían un concepto de Estado «muy cercano a lo que hoy es un Estado regional y autonómico»49.

			Una característica que define a los progresistas es que fueron partidarios del pronunciamiento armado hasta finales del siglo xix, cuando los fracasos de los distintos intentos de insurrección y la propia evolución del movimiento republicano les llevó a desestimar la opción como procedimiento válido para conseguir los fines políticos. Consideraban que la insurrección armada debía ser llevada a cabo por los cuerpos militares, no por la base militante. Aunque no dieron la palabra a las clases populares —como hizo el partido federal— sí pusieron en marcha iniciativas que tenían como destinatarios principales las clases más desfavorecidas de la sociedad. Estas medidas fueron adoptadas —fundamentalmente— desde las corporaciones municipales, cuando accedían a los ayuntamientos.

			Por otro lado, además de la división, lo que caracteriza a los republicanos españoles y andaluces de la Restauración es su apuesta permanente por unir las fuerzas para lograr la proclamación de la República, de ahí que desde la década de 1870 se intentan numerosas coaliciones con el objetivo de oponer resistencia a los partidos monárquicos. 

			No obstante, las coaliciones republicanas van a traer diversos problemas para el movimiento republicano, e incluso para los líderes nacionales, ya que para los republicanos de provincias, como los de Jaén, que se encontraban alejados de las luchas de poder que se libraban en la capital, no eran tan insalvables las diferencias doctrinales que presentaban las facciones republicanas para alcanzar acuerdos de unión. Para éstos era más acertado concentrar todas las fuerzas existentes para acabar con las injusticias que permitía y alentaba el régimen monárquico, antes que perderse en luchas familiares que generaban división y hartazgo entre la base social. 

			Por este motivo, los comités locales y provinciales de los diversos partidos actuaban con suficiente autonomía respecto a las direcciones nacionales. Desde la militancia provincial de Jaén se apostó firmemente por las coaliciones republicanas al margen de los partidos si era necesario —excepto los federales— y se criticó duramente a los tribunos nacionales, a quienes se consideraba un freno para conseguir la proclamación de la República. Y por esto, a partir de la década de 1890 hicieron hincapié en construir la unidad republicana desde abajo, sin contar con los líderes nacionales e incluso provinciales. 

			Las coaliciones tuvieron otra consecuencia para los partidos republicanos, especialmente para el partido federal: la división del mismo, entre aquellos que eran partidarios de fusionarse con el resto de formaciones republicanas y aquellos que no querían perder la ideología y el programa federal. «…¡Desdichada Unión que, sin haber dado frutos en veinte años, viene siendo tea de discordia, y sólo se ha logrado por ella desmembrar á nuestro partido!»50.

			De las diversas uniones y coaliciones republicanas que se gestan desde la década de 1870, y que tienen una corta vida, será la que se alcanza en febrero de 1890 coincidiendo con la reimplantación del sufragio universal masculino, la que genera una mayor movilización republicana, lo que se traduce entre otras cuestiones en una importante presencia de concejales republicanos en las corporaciones locales. Incluso se hacen con el poder en localidades como Ronda, y esto a pesar del fraude electoral generalizado.
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			Portada del primer número del bisemanario granadino La Federación. Órgano del Partido Republicano Federal, en el que presenta su programa en el que se afirmaba que «el federalismo es la ciencia de la libertad y necesario a la soberanía popular» y se entendía que «así como el individuo es autónomo y tiene derecho a que se respete su autonomía, son autónomas también esas personalidades colectivas sociales, llamadas Municipios, provincia o cantón, Nación o Estado general…». 

			Fuente: Biblioteca Virtual de Andalucía.

			Finalmente, y como ha señalado López Estudillo, en la década de 1890 se asiste a una descomposición y reestructuración de los partidos republicanos51 que trae consigo entre otras cosas la desaparición del Partido Posibilista, con la inserción en el régimen monárquico de una gran parte de sus miembros, con Emilio Castelar a la cabeza; la división y pérdida de fuerza del Partido Progresista, algunos de cuyos miembros ingresan en el Partido Centralista de Nicolás Salmerón, y otros abogan definitivamente por las coaliciones republicanas, siendo especialmente importante la Unión Republicana que se alcanza en 1903. Asimismo, el Partido Federal pierde fuerza, sobre todo tras la muerte de Pi y Margall a comienzos del siglo xx. Una parte importante de su base social emigrará hacia otras opciones obreristas como el socialismo y el anarquismo.

			En definitiva, en la construcción de la democracia y la ciudadanía en nuestra comunidad participaron de alguna forma todos los partidos republicanos, pero fue esencial la labor realizada por los federales; por las numerosas iniciativas que desarrollaron y, sobre todo, porque incorporaron a las clases populares y trabajadoras a la política activa y les dieron un papel protagonista en el proceso. 

			3. Conclusiones

			Los estudios realizados sobre el republicanismo español y andaluz en las últimas décadas han permitido subrayar el importante papel que jugó este movimiento en la construcción de una nueva cultura política que determinará la conformación de una identidad colectiva republicana, interclasista y laica, opuesta y enfrentada a la España monárquica, clasista, católica y conservadora tradicional. Desde mediados del siglo xix un grupo de ciudadanos comienzan a reivindicar la separación entre Iglesia y Estado, una enseñanza laica, libertad de cultos, etc., cuestiones que atacaban directamente el poder y los privilegios que hasta ese momento había disfrutado la Iglesia católica. Ponen en práctica una serie de iniciativas que encuentran la abierta oposición del sector eclesiástico y tradicional, como el registro civil de los hijos, la negativa a celebrar bautizos cristianos, la celebración de bodas y enterramientos civiles y la creación de un calendario festivo y reivindicativo ajeno a la agenda católica oficial.

			Por otro lado, aunque los republicanos no consiguieron implantar y consolidar un régimen de gobierno republicano, sí consiguieron democratizar la política. Entre sus mayores logros está la incorporación a la política de las clases populares y trabajadoras, fundamentalmente, campesinos, jornaleros y obreros. La politización de estos sectores es un proceso de aprendizaje de la política (sus prácticas, usos e importancia), que va mucho más allá del ejercicio del sufragio universal, que comenzó durante el reinado de Isabel II, fue impulsado durante el Sexenio Democrático, y se prolongó hasta la Segunda República Española, presentando cambios y evoluciones en los conceptos y prácticas aprendidas, y que en muchos casos comenzó en el núcleo familiar. 

			El programa político de amplio contenido social desarrollado por los republicanos en los ayuntamientos fue uno de los mecanismos más importantes de socialización política que pusieron en práctica cuando accedieron al poder, aunque siempre con las limitaciones que les marcaban las autoridades gubernamentales, siempre preparadas para suspender y disolver las corporaciones republicanas. En las corporaciones municipales los republicanos intentaron desde el primer momento dar un vuelco a la realidad política y social del municipio, llevando a cabo numerosas iniciativas que tenían como objetivo beneficiar a las clases populares, de ahí que los ayuntamientos republicanos —o aquellos que contaban con una fuerte labor de oposición republicana— empezaron a ser vistos por estos sectores como el garante de los derechos ciudadanos, de todos los habitantes del municipio y no como el defensor de los intereses y privilegios de los grupos dominantes. 

			En este proceso de socialización política no participaron por igual todos los grupos republicanos, sino que fueron los federales y algunos sectores del partido progresista —y posteriormente del partido radical— quienes más se preocuparon por los sectores populares y trabajadores.

			Por otro lado, a pesar de lo mantenido todavía hoy por una parte de la historiografía española —que sitúa la modernización política en nuestro país durante la Restauración— con anterioridad, durante el Sexenio Democrático el movimiento republicano modernizó el discurso, el lenguaje y las prácticas políticas52. Por primera vez aparecía un partido político que centraba gran parte de su discurso en los derechos del pueblo y las clases populares. La libertad, la igualdad, la solidaridad y fraternidad con el oprimido, la democracia y los derechos ciudadanos se convirtieron en principios defendidos por los republicanos desde el Sexenio Democrático, desde la prensa, el estrado y la corporación municipal. El Partido Republicano Democrático Federal no fue un partido de notables, se preocupó y mucho por potenciar y aumentar el número de simpatizantes, y no actuó como agente pasivo y subordinado, sino activo y convencido de que le correspondía impulsar el verdadero motor del cambio político. Además, potenciaron la creación de espacios políticos —clubes, casinos, sociedades y ateneos— que, lejos de ser espacios restringidos a las élites, fueron espacios de sociabilidad interclasista. 

			No obstante, lo que no hubo fue una democratización del sistema, ya que los sectores conservadores y monárquicos —desde el Sexenio y especialmente durante la Restauración— institucionalizaron unas prácticas fraudulentas que eran parte del engranaje que legitimaba el sistema político, y que no podemos considerar como propio de un proceso político modernizador y democrático53. Cuando el sistema político existente impide la competencia política y la transparencia de los procesos electorales, y está organizado para excluir e imposibilitar el triunfo de las opciones opositoras, es imposible admitir que se diera ningún tipo de democratización política, máxime cuando se aprobaron leyes electorales como la de 1907 que pretendía —y consiguió— frenar la competencia política, la participación de candidatos alternativos a los encasillados desde el Ministerio de la Gobernación54.

			También los republicanos incorporaron a la mujer a la vida política —con las limitaciones y contradicciones propias de la época— como base para cambiar la realidad política desde el núcleo familiar. La mujer participó en manifestaciones y actos políticos, y en alguna ocasión incluso tomó la palabra. 

			Asimismo, la investigación nos está permitiendo desechar tópicos y clichés que sobre el campo andaluz había ido transmitiendo la historiografía tradicional desde principios del siglo xx, con el argumento de que el movimiento republicano no cuajó en Andalucía porque se trataba de un movimiento exclusivamente urbano y protagonizado por élites económicas e intelectuales, que además no casaba bien con el carácter revolucionario de las protestas campesinas andaluzas.

			La amplia organización que tuvo el movimiento republicano en provincias como Jaén y Sevilla durante el Sexenio y el gran apoyo que obtuvo de las clases populares y trabajadoras nos permite descartar la tradicional visión de apatía, apoliticismo y desmovilización que todavía hoy una parte de la historiografía española otorga al mundo rural andaluz con respecto a los procesos de socialización política y consecución de la democracia; además es la principal excusa esgrimida para explicar el fracaso de los procesos democratizadores en Andalucía. 

			El mundo rural jiennense y andaluz, lejos de mostrarse apático e indiferente al desarrollo de la política, participó activamente en ella, y no sólo ejerciendo el sufragio, sino mediante la protesta por los numerosos abusos cometidos por las autoridades en el ámbito económico, social y político. Participó también en insurrecciones armadas, opción secundaria en la vida política republicana; se formó en clubes y centros de reunión; asistió a clases de adultos y lecturas públicas de prensa; concurrió a los plenos municipales, y participó en numerosos actos de propaganda política. 

			Y si la cultura democrática que asumieron no logró imponerse en Andalucía, no fue por la ausencia de proyectos políticos y sectores que la defendieran, sino porque el régimen monárquico no supo o no quiso abrirse a la pluralidad de opciones políticas que estaban en juego. Y desde luego, no fue por la ausencia de unos sectores populares y obreros movilizados, ya que desde mediados del siglo xix y sobre todo desde el Sexenio el movimiento republicano contaba con una sólida organización en numerosas comarcas andaluzas, cuya base social demostró un gran compromiso y capacidad de movilización a la hora de reivindicar mejoras laborales y diversos derechos políticos y sociales. 

			Tampoco podemos admitir que el movimiento campesino andaluz fuera revolucionario por sistema, y que sus acciones fueran espontáneas e irracionales o estuvieran bajo la influencia del movimiento anarquista, como señalaron autores como Eric Hobsbawm55. La inmensa mayoría de las acciones y actitudes políticas desarrolladas por los republicanos no implicaron ningún tipo de violencia contra las autoridades monárquicas, por lo que podemos afirmar que la conflictividad social que tuvo lugar durante el siglo xix y primeras décadas del siglo xx no estuvo dominada por actos violentos, sino que estos fueron una excepción cuando se produjeron, y desde luego respondían a unos objetivos claros y determinados. 
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			El concepto de federalismo en la democracia republicana española del siglo XIX

			Román Miguel González

			Universidad de Cantabria

			Quien en la Asamblea nacional de 1873 hubiese proclamado a viva voz que «la revolución democrática convertirá en una verdad los derechos naturales al instaurar una República democrática federal», sin duda habría cosechado la aquiescencia e incluso el aplauso de todos los diputados republicanos, pero ¿qué significaba el concepto de federalismo para aquella aparentemente homogénea Asamblea Constituyente española de la República democrática federal de 1873? Del mismo modo podemos —y debemos— hacernos la misma pregunta respecto a otros conceptos, que aparecen en la frase, como revolución democrática, república o derechos naturales, pero aquí trataré de centrarme en el concepto de federalismo.

			Lo primero que nos encontramos, ya a simple vista, es una acusada polisemia tras la voz federalismo y tras toda su familia léxica, y ello a pesar de que este entorno semántico constituyó uno de los anclajes principales de las identidades colectivas, de los imaginarios sociales y de los proyectos de futuro que articularon los primeros movimientos sociales españoles realmente masivos durante el Sexenio democrático. Por ello, la clarificación histórica de dicho concepto pasa ineludiblemente por el análisis de las culturas políticas y movimientos sociales articulados a partir de una red conceptual en la que federalismo, federal, federación… constituyeron buena parte de la espina dorsal de sus discursos.

			La genéricamente denominada democracia republicana federal española, que habría controlado los resortes del poder político durante la República federal española de 1873, estaba compuesta, en realidad, por al menos tres movimientos sociales diferentes, articulados respectivamente sobre culturas políticas peculiares (socialista jacobina, demosocialista comunalista y demoliberal), en las cuales el concepto de federalismo poseía significados radicalmente diferentes. De ahí la paradoja de que los más de trescientos diputados federalistas de la Asamblea constituyente de 1873, las Cortes españolas a priori más homogéneas de la Historia, no fuesen capaces de consensuar un proyecto constitucional de mínimos.

			Si lo que aspiramos a comprender es qué entendieron por federalismo cada movimiento social y cultura política republicanos, debemos analizar la posición que el concepto de federalismo ocupó en las diversas redes discursivas en las que se insertaba. Dicho de otro modo, solamente comprenderemos qué significaba y qué horizonte de expectativa definía el concepto de federalismo si lo analizamos en función del imaginario social y de las demás categorías simbólicas que componían el discurso de cada movimiento social.

			1. El discurso republicano, socialista y jacobino. El concepto de federalismo en la tradición ilustrada-mazziniana

			Las expresiones más acabadas del discurso jacobino-socialista español se sitúan entre 1855 y 1860, cuando los antiguos fourieristas1 del Partido Demócrata Español experimentaron un claro giro politicista hacia el neojacobinismo y hacia el federalismo internacionalista mazziniano2. Tuvo sus precedentes durante la década de 1840 y, como veremos, sus sucesores durante el Sexenio 1868-1874 y durante la Restauración Borbónica, pero sus raíces partían de lo que se podría denominar la tradición federalista ilustrada-mazziniana. Si bien el principal referente ilustrado de esta tradición fue J. J. Rousseau, las ideas federalistas de Montesquieu y, sobre todo, de Kant fueron de gran relevancia para otorgar una dimensión y contextualización internacional a los Estados regidos por la voluntad general y la soberanía popular rousseaunianas.

			En sus obras Idea de una historia universal con propósito cosmopolita (1784) y, sobre todo, Para la paz perpetua. Un esbozo filosófico (1795)3, Kant, partiendo de su categoría de la insociable sociabilidad del ser humano, enunció un plan natural para el desarrollo político de la humanidad como especie y conseguir la paz perpetua. Para Kant ello dependía de dos factores principales, que enuncia en los dos primeros artículos definitivos de su obra de 1795. El primero sostiene que, como la estabilidad internacional depende de la estabilidad interna de los estados, la constitución civil de todo Estado ha de ser republicana. El segundo defiende que la paz perpetua debe fundarse en una federación de estados libres internamente organizados de forma republicana.

			Constitución republicana del Estado, federación universal de estados republicanos y progreso de la humanidad como especie fueron las categorías básicas de la red político-conceptual kantiana, la cual se filtró, junto al contractualismo rousseauniano y a la herencia babouvista y carbonaria4, en los discursos de los neojacobinismos europeos de mediados del siglo xix. El republicanismo democrático de la voluntad general, la federación universal de repúblicas y el progreso humano de la especie se entrelazaron indisolublemente en una narración del devenir revolucionario de la humanidad.

			Al calor de la tradición discursiva rousseauniana y jacobina, las categorías de pueblo y humanidad se convirtieron en los elementos centrales del imaginario social de todos los discursos republicanos neojacobinos europeos (blanquista, mazziniana y socialista jacobina...) de las décadas de 1830 y 18405, conformando una cultura política popular romántica y revolucionaria en la que el concepto de federalismo cobró el significado de sistema de asociación interestatal universal para la consecución de la paz perpetua para la humanidad. Sin embargo, para la organización interna de los estados republicanos lo que seguía predominando en los discursos neojacobinos era la fórmula centralizadora en un Estado fuerte en el que una vanguardia habría de gobernar revolucionariamente en pro del pueblo de sus imaginarios sociales.

			Esto se observa claramente en las obras de Fernando Garrido entre 1855 y 18606, obras en las que defendía que el futuro Estado republicano español adoptase un sistema jacobino centralizado y revolucionario, basado en la voluntad general, en el mandato imperativo y en el plebiscito, constituyendo el concepto de federalismo el eje del proyecto revolucionario internacional orientado hacia la consecución de la paz perpetua mediante una federación universal concebida, a la manera mazziniana, como república democrática federal universal7.

			Por tanto, el pueblo es el protagonista del imaginario social de tradición jacobina y los estados son los sujetos que protagonizan su proyecto internacional federalista. Ello conlleva la supremacía del colectivo sobre el individuo en su discurso y, en consecuencia, en su praxis y en sus aspiraciones. Son los pueblos los que se emancipan, los estados los que se federan y la humanidad, como ser colectivo viviente, la que progresa, ante todo lo cual el individuo concreto queda subsumido y su existencia individual se torna secundaria respecto a las grandes epopeyas que protagonizan los pueblos y la humanidad.

			2. El discurso republicano comunalista. Neocontractualismo federalista y revolución democrática

			Precisamente, como reacción a ello se producirán cambios importantes en el discurso del republicanismo socialista europeo, cambios que afectaron tanto a transformaciones semánticas de los conceptos, como a la posición que cada uno de ellos ocupaba en la red conceptual, dando lugar a un discurso completamente nuevo que, aunque manejase el mismo lenguaje (federalismo, pueblo, república democrática, humanidad...), generaba un imaginario social y un proyecto de futuro muy diferentes. Fue así como un nuevo discurso republicano federalista vino, durante el tercer cuarto del siglo xix, a redefinir completamente la trama conceptual del abolengo jacobino y, a la postre, la cultura política popular revolucionaria. La primacía simbólica del colectivo (pueblo, humanidad...) sobre el individuo se quiebra, lo que conlleva que la idea de Estado republicano centralizado se redefina completamente a través de un neocontractualismo pactista, que arrumba al contractualismo rousseauniano-jacobino8.

			La voluntad general, guía absoluta del bien común en la tradición jacobina, es sustituida categóricamente por la voluntad individual9, de modo que el pueblo soberano deja su lugar al individuo soberano que, consciente y voluntariamente, celebra un pacto o foedus con otros individuos, dando lugar a células sociales básicas que, a su vez, se federarán entre sí, siempre de abajo arriba, hasta llegar a asociar federalmente a la humanidad en su conjunto.

			El pueblo y el Estado dejan de ser protagonistas respectivamente del imaginario social y político y el individuo ocupa su lugar, trasformando no sólo el significado de cada uno de los conceptos de la red al modificar sus posiciones e interrelaciones, sino que también altera el sentido general del discurso. Los republicanos neocontractualistas postjacobinos también defienden el federalismo como uno de los ejes básicos de su proyecto de futuro, pero ¿qué similitud guarda ya ese concepto con el que manejaba la tradición ilustrada-mazziniana? 

			Federalismo ya no sólo hace referencia a una asociación interestatal para salvaguardar la paz perpetua, sino que ahora es el mecanismo de reconstitución revolucionaria de la sociedad humana desde abajo, desde los individuos concretos y desde sus células sociales suprafamiliares más básicas —el municipio o comuna—, las cuales pactarán, léase se federarán, entre sí para formar cantones, estados federados y así sucesivamente hasta llegar a la federación universal.
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			Caricatura publicada en la revista satírica La Flaca, 9 de julio de 1873 (Biblioteca de Catalunya), donde se muestra la existencia de varias tendencias dentro del republicanismo federal durante la Primera República entre las propuestas de Emilio Castelar, de Francisco Pi y Margall, como presidente del Gobierno, y las de los sectores más radicales. Unas tendencias que se podrían asimilar de una forma general a las culturas republicanas de la democrática liberal, de la democracia socialista y la del jacobinismo socialista.

			Estamos ante una clara continuidad en el lenguaje, pero ante una transformación radical de los significados y, sobre todo, ante una transformación radical de la propia estructura relacional del discurso, lo que afectará no sólo al ámbito de experiencia al que se refieren los conceptos, sino también al horizonte de expectativa que generan, en el cual se vislumbra una nueva concepción del Estado-nación y de la ciudadanía. Por ello, si los discursos neojacobinos articularon los movimientos revolucionarios de mediados del siglo xix, el nuevo discurso republicano comunalista o municipalista articuló los movimientos sociales que protagonizaron la nueva oleada revolucionaria popular de comienzos de la década de 1870: La Commune de París (1871) y la Revolución popular federalista durante la República federal española de 1873.

			Tras la Revolución de 1848, Louis Blanc y el socialismo jacobino francés se habían sumido en un profundo debate interno respecto a la actuación del propio Blanc en el gobierno provisional de la II República francesa y, sobre todo, en torno a su proyecto de organización del trabajo, que se sostenía sobre altas cotas de intervencionismo y centralización estatales. En este contexto, fourieristas republicanizados, como Víctor Considerant o Ch. Renouvier, criticaron el estatalismo jacobino de Blanc y defendieron proyectos de descentralización comunal y de municipalización de la vida política y administrativa, ya que entendían que sólo de ese modo era alcanzable el viejo ideal de democracia directa del pueblo.

			A pesar de que los republicanos jacobinos, como Blanc o Ledru-Rollin, trataron de estereotipar las posiciones del debate en torno al viejo imaginario revolucionario de jacobinos vs. girondinos, el comunalismo no suponía una mera recuperación del discurso girondino, sino que suponía la redefinición estructural del discurso de tradición jacobina, proceso al cual se sumó P. J. Proudhon10, quien, durante las décadas de 1850 y 1860, evolucionó desde su federalismo económico hasta un proyecto neocontractualista y comunalista de corte republicano.

			En España, la ruptura con la tradición jacobina y la redefinición semántica del concepto de federalismo, desde la tradición ilustrada-mazziniana hacia el comunalismo neocontractualista, comienza a mediados de la década de 1850 coincidiendo con el momento más álgido del socialismo jacobino español y de su acción revolucionaria insurreccional neocarbonaria11. Fueron las obras y periódicos de Francisco Pi y Margall los que comenzaron el giro comunalista de la tradición cultural republicano-socialista española a través de la deconstrucción controlada del discurso republicano neojacobino, en el cual se ubicaba el concepto kantiano-mazziniano de federalismo12. 

			Paralelamente, al igual que los fourieristas republicanizados franceses habían desembocado en el comunalismo, también los viejos fourieristas e icarianos españoles abandonaron progresivamente la tradición jacobina durante la década de 1860, y fueron comunalizando su discurso y su concepto de federalismo, lo que constituía una deriva lógica. ¿Qué era, en última instancia, un falansterio? Un tipo de comuna o municipio que tiende a la autonomía y a la federación económico-política con otras unidades del mismo tipo. Por ello, Fernando Garrido, el que fuera principal teórico español del federalismo de raigambre ilustrada-mazziniana, recoge, en la cabecera del periódico que funda y dirige en 1871, los siguientes lemas: «Federación Republicana Comunal» y «Federación Agrícola e Industrial», en clara referencia esto último al proyecto que Proudhon oponía al «Feudalismo agrario e industrial»13. 

			En otros trabajos ya he abordado cómo el discurso neocontractualista republicano se convirtió, durante la década de 1860, en la base de la nueva cultura política popular demócrata-socialista, republicana y revolucionaria española. En el marco de la República obrera, espacio de confluencia cultural y de movilización entre los intelectuales republicano-socialistas y el incipiente movimiento obrero mutualista y cooperativista, se articuló la nueva cultura política popular revolucionaria que convirtió el federalismo socialista y municipalista en el eje de su proyecto de futuro para España14.

			3. El republicanismo demoliberal. Entre el federalismo tocquevilleano y el idealismo organicista

			Durante la década de 1860 se produjo en España una enconada polémica entre la democracia socialista y la democracia liberal o individualista, que, a grandes rasgos, venía a continuar el debate que, en Francia, se había producido años atrás entre P. J. Proudhon y F. Bastiat sobre el crédito15. Es en ese debate entre socialistas e individualistas y, sobre todo, en las sesiones paralelas del Ateneo de Madrid, donde se va conformando un discurso republicano demoliberal cuyos conceptos centrales los aporta el optimismo bastiatiano en economía, el idealismo alemán (krausista o hegeliano) en filosofía y el liberalismo democratizante (A. Tocqueville, J. Stuart Mill…) en política16.

			En este contexto se produjo, por parte de republicanos demoliberales, como Miguel Morayta, Emilio Castelar o Francisco de Paula Canalejas, la asunción del optimismo económico bastiatiano como marco de referencia para desarrollar, en clave económica, política y religioso-cultural, el concepto de libertad hasta convertirlo en la piedra angular de su horizonte de expectativa. No obstante, su discurso estaba marcado por una categoría todavía más determinante: el pueblo-nación. El idealismo alemán (krausista y hegeliano) les llevó —sobre el trasfondo narrativo tocquevilleano del imparable recorrido de los estados occidentales hacia la democracia— a la exaltación del pueblo-nación como un todo social despersonalizado y constituido por un espíritu o genio nacional colectivo históricamente conformado durante siglos, genio éste que hacía referencia no sólo a una identidad nacional, sino también a una comunidad de valores e instituciones esenciales, como el cristianismo, la familia o el sistema de propiedad, que conformarían la idiosincrasia española.

			Por ello, a su entender, el pueblo-nación español, en su conjunto y casi como un ser colectivo viviente, estaría llevando a cabo una epopeya colectiva de emancipación frente a la tiranía, epopeya que se hallaba en sus últimos momentos y que culminará con la instauración, en España, de una democracia liberal representativa y librecambista, que fuese unitaria en lo político y militar y, al mismo tiempo, estuviese descentralizada en lo referente a la administración del Estado17. Esto no era nada extraño en la tradición republicana demoliberal europea que se inspiraba, como es el caso de la española, en los planteamientos que A. de Tocqueville difundió respecto al modelo estadounidense de organización político-administrativa del Estado democrático federal. Según Tocqueville, 

			Existen, sin embargo, dos especies de descentralización muy distintas, y que importa conocer bien. Algunos intereses son comunes a todas las partes de la nación, tales como la formación de las leyes generales y las relaciones del pueblo con los extranjeros. Otros intereses son especiales de ciertas partes de la nación, tales como, por ejemplo, las empresas municipales. Concentrar en un mismo lugar o en una misma mano el poder de dirigir a los primeros, es fundar lo que llamaré la centralización gubernamental. Concentrar de la misma manera el poder de dirigir a los segundos, es fundar lo que llamare la centralización administrativa… Por mi parte, no podría concebir que una nación pueda vivir, ni sobre todo prosperar, sin una fuerte centralización gubernamental. Pero pienso que la centralización administrativa no sirve más que para debilitar a los pueblos que se someten a ella18. 
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			Caricatura publicada en la revista satírica La Flaca, 28 de agosto de 1873 (Biblioteca de Catalunya). En este caso, el protagonismo le cabe a Nicolás Salmerón, como presidente del gobierno en la Primera República, con un libro sobre la filosofía de Krause en sus manos, muestra de otra de las culturas políticas existentes dentro del republicanismo federal, la demokrausista.

			En definitiva, buena parte del demoliberalismo republicano español del siglo xix concebía el federalismo como descentralización meramente administrativa y como mecanismo de reforma del sistema liberal isabelino, madrileñocéntrico y dominado por lo que denominaban oligarquías presupuestívoras. Su objetivo último era que la administración pública se situase lo más cerca posible y bajo control de los contribuyentes, y lo más lejos posible de las mencionadas oligarquías. En realidad, el concepto de federalismo guardaba escasa importancia en su red discursiva y en su proyecto de futuro para España, pero no ocurrió lo mismo en otros sectores del demoliberalismo español, como fue el caso de los que no tomaron como referencia filosófica a Hegel sino a Krause.

			Recordemos que, en gran parte, el objetivo de los promotores y difusores de la ya mencionada polémica entre individualistas y socialistas era purgar el Partido Demócrata de sus militantes socialistas. Por ello, durante la década de 1860, Francisco de Paula Canalejas forzó el discurso krausista para hacerlo converger con el antiestatalismo y el optimismo económico bastiatianos, mientras que por su parte Nicolás Salmerón, durante el Sexenio democrático e inspirado por la recuperación conceptual que F. Giner de los Ríos llevó a cabo de la función tutelar del Estado y del organicismo social krausista19, desarrolló un discurso demoliberal propio, en el cual el concepto de federalismo poseía connotaciones semánticas claramente diferentes respecto al discurso demoliberal plenamente tocquevilleano de los republicanos liderados por Emilio Castelar.

			De ese modo se produce una cuarta conceptualización del federalismo en el marco de la democracia republicana española. El concepto de federalismo en el discurso demoliberal krausista está fuertemente determinado por el concepto de nación que desarrolló Francisco Giner de los Ríos, concepto que, a su vez, es el fruto semántico de la confluencia del pensamiento federalista de Krause, de la noción de patria de Sanz del Río y de la concepción historicista y organicista del Estado de Ahrens20.

			El resultado es una concepción del Estado-nación como el resultado de la formación histórica de un organismo social compuesto de elementos inferiores que se integran para dar vida a un todo armónico superior y tutor de las partes (municipios, provincias, regiones), a la par que respetuoso respecto a su vida y caracteres propios, pero un todo también con personalidad e independencia (soberanía) para formar federaciones supraestatales. Por ello, en el discurso demoliberal krausista el federalismo era concebido como el mecanismo de articulación práctica del organismo social, ya que permitía cierta autonomía legislativa, judicial y administrativa a las provincias y regiones, pero siempre tuteladas por el Estado central. Todo ello con los objetivos de alcanzar la armonía social en el interior y la paz en el exterior.

			Dice un axioma lógico que el todo es anterior a las partes porque éstas siempre son partes de algo. Ese es el eje lógico del discurso republicano krausista, en el cual el todo o Estado-nación es el fruto del devenir histórico, es la obra imborrable e ineludible de los siglos que determina el devenir social presente. No obstante, un comunalista podría haber apostillado que el todo es siempre anterior a sus partes pero no a los elementos que lo constituyen, y si éstos elementos son susceptibles de voluntad individual consciente, como los seres humanos, entonces podrían constituir y reconstituir el todo y la distribución de sus partes si así lo decidiesen consensuadamente. Frente a la soberanía nacional o del todo históricamente conformado, el demosocialismo comunalista oponía la soberanía de la parte consciente, de la razón individual autónoma. Estos parámetros marcan la elasticidad semántica máxima del concepto de federalismo durante el Sexenio democrático y nos muestran la acusada polisemia que subyacía a proyectos de construcción de la realidad radicalmente diferenciados, aunque no carentes de anclajes simbólicos comunes.

			Espero que se me disculpe la excesiva simplificación que he realizado, a efectos de comprensión, de las diferencias semánticas radicales que existían entre los conceptos de federalismo que se manejaban dentro de la aparentemente homogénea democracia republicana federal española y, esto es lo más relevante, de la Asamblea constituyente de la República federal española de 1873. No obstante, creo que queda constatado que el análisis de los discursos y la clarificación histórica de los conceptos, como hemos llevado a cabo con el de federalismo respecto a la democracia republicana española del siglo xix, nos obligan a descartar interpretaciones fatalistas y teleologistas (fracaso inevitable de la República; repúblicas posibles y no posibles; España no estaba preparada para adoptar una forma republicana federal) o personalistas (la República federal fracasó porque el Partido Republicano Federal era un nido de aventureros y de agitadores de taberna) del devenir socio-histórico de la República federal española21.

			La clarificación histórica del concepto de federalismo y el análisis de las tramas discursivas y de las culturas políticas, en las que tal concepto se insertaba, nos permite observar que dentro de la democracia republicana federalista existían diferentes movimientos sociales, diferentes culturas políticas y diferentes proyectos de culminación del proceso de revolución liberal española, proyectos que iban desde la mera democratización y descentralización administrativa del sistema liberal hasta la reforma estructural del Estado y de la sociedad liberales para trascenderlos ampliamente. Por ello, no es de extrañar que, en 1873, al tratar de consensuar un proyecto de Constitución federal republicana, el concepto de federalismo semánticamente estallase.
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					19 GINER DE LOS RÍOS, Francisco: «La política antigua y la política nueva, I, II, III», en Revista de España, 1868-1869; TRUJILLO FERNÁNDEZ, Gumersindo: Introducción al federalismo español: ideología y fórmulas. Madrid: EDICUSA, 1967, pp. 138 y ss.

				

				
					20 El discurso demoliberal krausista parte del pensamiento político idealista alemán que trataba de superar los conflictos internacionales a través de proyectos federalistas supraestatales que solucionasen los conflictos por cauces alternativos a las guerras. El pensamiento federalista de K. Ch. F. Krause en QUEROL FERNÁNDEZ, Francisco: «El sueño europeo: el proyecto krauseano de una federación de Estados», en La filosofía del derecho de K. CH. F. Krause. Con un apéndice sobre su proyecto europeísta. Madrid: Universidad Pontificia Comillas, 2000; SUÁREZ CORTINA, Manuel: «El Krausismo, la República y la ‘España Regional’ en el siglo XIX», en CHUST, Manuel (coord.): Federalismo y cuestión federal en España. Castellón: Universitat Jaume I, 2004, pp. 161-198.

				

				
					21 De ello me he ocupado ampliamente en MIGUEL GONZÁLEZ, Román: «Culturas políticas republicanas y Revolución democrática en la España del siglo XIX», en LARIO, Ángeles (ed.): Monarquía y República en la España contemporánea. Madrid: Biblioteca Nueva, 2007, pp. 231-250; idem: «Democracia y progreso en el movimiento federal del Sexenio. La construcción ‘desde arriba’ de una nueva legalidad española», en SUÁREZ CORTINA, Manuel (ed.): La redención del Pueblo. La cultura progresista en la España liberal. Santander: Universidad de Cantabria, 2006, pp. 371-402; idem, La pasión revolucionaria. Culturas políticas republicanas y movilización popular en la España del siglo XIX. Madrid: CEPC, 2007, pp. 347-457.

				

			

		

		
			
			

		

	
		
			El proyecto constitucional federal de 1873. Una forma federativa singular y efímera
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			Universidad de Sevilla

			1. Propósito y acotaciones previas

			Por federalismos o formas federativas se entienden supuestos de descentralización del poder político que, más o menos, se adecuan al siguiente canon: 

			a) se trata de Estados compuestos, integrados por dos niveles institucionales completos, con Parlamento, Gobierno y organización judicial propios, con su respectivo ámbito territorial, sea el de toda la federación o el territorial; 

			b) se trata de un sistema en el que el reparto de competencias entre el centro y la periferia está asegurado al máximo nivel normativo, esto es, en la Constitución, resultando inmodificable para el todo o las partes de manera unilateral; 

			c) en este sistema, las disputas competenciales se resuelven por una instancia independiente e imparcial, supra partes, es decir, por un tribunal que actúa exclusivamente con criterios técnicos, aplicando el Derecho.

			El propósito de este trabajo es valorar el federalismo o la forma federativa de la primera República, más concretamente la forma federativa del proyecto constitucional de 1873, y desde aquí extender nuestra mirada hasta el Estado Autonómico de la Constitución de 1978. Una valoración que se asienta sobre todo en fuentes directas y que es estrictamente jurídico-constitucional. Me detendré, sobre todo, en la organización de los poderes o «carcasa organizativa» diseñada por el constituyente de 1873, aun cuando alguna referencia, siquiera breve, se hará a las doctrinas y conceptos políticos en liza y a la dinámica histórica en la que se enmarcan. Es evidente que las fórmulas constitucionales y las ideologías políticas se hayan en una relación de medio a fin. Mucho se ha escrito, por otra parte, acerca de los condicionantes históricos y de la mayor o menor consistencia intelectual y apoyo político y social del federalismo de la primera República. Pero aquí se adoptará una perspectiva eminentemente jurídico-constitucional, formalista si se quiere, ceñida al esquema o a la formulación constitucional, lo que explica, y en cierto modo excusa, el carácter intencionadamente descriptivo de este trabajo.

			Como quiera que sea, entiendo que sería conveniente, para comprender cabalmente la forma federativa de 1873, hacer algunas aclaraciones previas.

			En primer lugar, como certifica la experiencia de la República federal, ni por su origen, ni por su desarrollo, ni por su funcionamiento, existe un modelo único de Estado federal. El proyecto constitucional redactado por Castelar y aprobado por la mayoría de la Comisión constitucional traduce una determinada concepción del federalismo, pero no la única. Tal extremo se pone de relieve al cotejar dicho proyecto con otros dos contemporáneos: el proyecto constitucional de Salmerón y Chao, presentado a la tercera asamblea del Partido republicano federal de 1872, y el proyecto constitucional de la minoría de la Comisión constitucional, elaborado por Quintero, Cala y Benot. En estos tres proyectos cabe apreciar disensiones doctrinales a la hora de concebir el pacto federal: si de abajo a arriba o de arriba abajo, con cantones o sin ellos… Las diferencias son más apreciables, a decir verdad, si comparamos los dos primeros, basados en un federalismo descentralizador, con el tercero, más ajustado a los esquemas pimargallianos. Lo cierto, en todo caso, es que los republicanos partidarios de una solución federal no estaban de acuerdo a la hora de concebir el federalismo, diseñando, en consecuencia, formas federativas distintas. En atención a su indudable relevancia y por razones de tiempo y espacio, me centraré en el proyecto constitucional de la mayoría de la Comisión, sin perjuicio de que pueda hacerse alguna comparación puntual. 

			En segundo lugar, merecería subrayar la singularidad del proyecto constitucional de 1873 no sólo en el contexto de nuestra historia constitucional, sino también en el marco europeo de la época. El constituyente republicano se vio obligado a elaborar un proyecto renovador, teniendo en cuenta el centralismo del Estado monárquico español y europeo de entonces. La Constitución suiza de 1848 difícilmente podría haber servido como referente debido a la sui generis fórmula descentralizadora, de base cantonal, que establecía. Muy clara es, en cambio, la influencia de la Constitución de los Estados Unidos de 1787, como se reconoce expresamente en el Preámbulo. 

			Adviértase, en tercer lugar, que el diseño del constituyente de 1873 es incompleto, puesto que la definitiva puesta en marcha del sistema federal habría exigido la aprobación de las constituciones estatales. El proyecto de 1873 presuponía la interacción de constitución federal y constituciones estatales; la forma federativa del proyecto requería el complemento de las mismas. Sin ese complemento, el modelo no se cerraría. El reparto de poderes y competencial entre Federación y Estados debía definirse en un bloque constitucional o bloque de la constitucionalidad integrado por la Constitución de la República federal y las constituciones de los Estados miembros de la Federación.

			Por último, entiendo que la apuesta federal de 1873 debiera interpretarse a la luz del tipo o paradigma constitucional republicano. Tras la proclamación de la República en febrero, el carácter unitario o federal de la misma quedó en suspenso. Fueron unas nuevas Cortes, de naturaleza constituyente, elegidas en mayo, las que se decantaron por el federalismo como opción, por así decir, natural, conforme a la naturaleza del proyecto constitucional. Como la Comisión constitucional reconoce en el Preámbulo, la constitución se concibe como un «pacto federal» para organizar «el Derecho público de una verdadera Federación liberal, democrática y republicana». Y, en tal sentido, además de conservar y ampliar los derechos y libertades reconocidos en la «vigente» Constitución de 1869 y de dividir los poderes públicos de manera clara y adecuada a tal fin, contenía «una división territorial» destinada a asegurar «una sólida Federación, y con ella la unidad nacional». Derechos fundamentales, separación de poderes, república y federalismo van de la mano. Serían los elementos constitutivos de la constitución republicana, del mínimo constitucional republicano. Sobre todo ello, insistiré a continuación.

			2. Valoración global y ubicación del proyecto constitucional de 1873

			El proyecto de 1873 enlaza objetivamente con la Constitución de 1869 y se distancia de las de 1837 y 1845. Los derechos ilegislables y las libertades públicas son el fundamento del sistema, una exigencia primaria. Además, los derechos se regulan en la Constitución (título II), que no es, como en la tradición del liberalismo doctrinario, una ley como otra cualquiera sino una norma de rango superior. Se trata de derechos que la Constitución no crea sino que reconoce y garantiza, más preocupada por la eficacia del derecho que por su definición. Los derechos aluden a una realidad jurídica que no está a disposición del legislador, que pertenece a todo hombre y que el constituyente, más que definir, debe asegurar1.

			No tiene sentido repasar los derechos recogidos en el proyecto. Más allá de un reconocimiento más auténtico de la libertad religiosa y del derecho de asociación, el constituyente republicano asume en bloque el título I de la Constitución de 1869, transcribiendo literalmente en la mayoría de los casos las disposiciones constitucionales de ésta, modificando ligeramente su redacción en contados casos. Prefiero señalar sólo la existencia de algunas normas de carácter general que contribuyen a perfilar el régimen jurídico de esos derechos. En primer lugar, el carácter rígido de la Constitución cuyos artículos 115, 116 y 117 se ocupan del procedimiento especial de reforma constitucional. En segundo término, y en coherencia con el carácter ilegislable de los derechos, conviene destacar el artículo 21 según el cual «no se establecerá, ni por las leyes ni por las autoridades disposición alguna preventiva que se refiera al ejercicio de los derechos definidos en este título». Finalmente, los derechos del título II corresponden a todos los españoles y, en ocasiones, también a los extranjeros. La tradicional dicotomía entre el hombre y el ciudadano desaparece en la línea de 1869.

			Reconocidos los derechos como el fundamento del sistema y los poderes, el proyecto constitucional precisa la forma en que esos poderes se ejercen. Se opta por un modelo de división rígida, a diferencia del modelo parlamentario europeo, basado en la colaboración entre poderes, más próximo al modelo americano. Así, la condición de diputado o senador es incompatible con la de ministro (art. 65), las Cortes no pueden ser disueltas por el Gobierno, ni éste ha de tener la confianza de aquéllas, que depende sólo de la confianza del presidente de la República (art. 82.5). Irrumpe en el diseño de los poderes el cuarto poder o poder de relación del presidente de la República (arts. 49, 81 y 82). Una especie de mediador entre todos los poderes y moderador de toda la «carcasa organizativa» de la Constitución federal.

			Puede concluirse, pues, que tanto la Constitución de 1869 como el proyecto constitucional de 1873 —y ulteriormente la Constitución de 1931—, a pesar de cuantas contradicciones —sufragio universal masculino y pervivencia de la esclavitud— y deficiencias técnicas pudiéramos observar en sus respectivos preceptos, se sustentaron en una filosofía política ilustrada, potencialmente democrática y mostraron, por consiguiente, una sincera adhesión al principio de los derechos fundamentales en los que, por el contrario, no parecían creer, o al menos no en la misma medida, los constituyentes de 1837, 1845 y 18762.

			En este contexto, entiendo que para el constituyente republicano estaba muy clara la relación entre democracia y descentralización. La descentralización se percibía como más conforme al nuevo espíritu público-democrático. Se venía a considerar que en una democracia de grupos aumentan los centros de poder y las posibilidades de participación política, con lo que se afianzan también las posibilidades de defender esos derechos.

			Como contrapunto a la República federal, la Constitución de 1876, retomando los esquemas del liberalismo doctrinario, restauró un Estado monárquico sumamente centralizado a partir de una idea muy estrecha de España como nación, demostrándose así que todo proceso de autoritarismo en las relaciones sociales entraña un correlativo proceso de incorporación de todos los centros políticos y hasta administrativos al aparato estatal.

			Aunque se trate de un tema discutible, no parece descabellado plantear teniendo en cuenta la experiencia constitucional española, la cuestión de la significación ideológica del federalismo desde la perspectiva de las relaciones centralización-descentralización y autocracia-democracia.

			3. Valoración de la forma federativa

			Entrando ya de lleno en el estudio del aspecto más novedoso y original del proyecto constitucional, el federalismo o la forma federativa3, convendría, en beneficio de una mayor claridad expositiva, deslindar las cuestiones siguientes: 

			a) el entendimiento de la soberanía; 

			b) el mapa político estatal o de Estados miembros; 

			c) el reparto de competencias entre los Estados y la Federación; 

			d) el diseño institucional de la Federación; 

			e) el diseño institucional de los Estados; y

			f) la reforma constitucional.

			3.1. Soberanía plural

			El proyecto constitucional de 1873 alude explícitamente a la soberanía popular como fundamento del orden republicano. La soberanía reside en todos los ciudadanos y se ejerce, en representación suya, por los organismos políticos de la república constituida por medio de sufragio universal —masculino— (art. 42): el municipio, el Estado regional y el Estado federal o nación (art. 43). La soberanía de cada organismo tiene por límites los derechos de la personalidad humana. Además, el municipio reconoce los derechos del Estado y el Estado los derechos de la Federación (art. 44).

			Al margen de la vinculación entre soberanía y derechos y de que se prefiera el término Estado al de cantón para aludir a las entidades territoriales de la Federación —al cantón aluden tanto el proyecto Salmerón y Chao como el proyecto Quintero, Cala y Benot—estas previsiones constitucionales reflejan la vivísima discusión planteada entonces en el seno del partido republicano en torno al modo de entender la Federación o, si se prefiere, de construir un Estado federal. Se trata de la conocida polémica que enfrentaba a los partidarios de la federación desde abajo o desde arriba, de abajo arriba o de arriba abajo.

			La primera opción, federar desde abajo, suponía la construcción del Estado desde un primer impulso establecido por la libertad individual y la autonomía mediante pactos y, en un movimiento hacia arriba, ir progresivamente estableciendo organismos políticos de ámbito cada vez mayor, llegándose a la configuración de un Estado de Estados, de un Estado federal.

			La segunda opción, federar desde arriba, implicaba que, si no la decisión fundante del federalismo, la configuración territorial y orgánica de la Federación y de los Estados debía corresponder a instancias de poder centrales y representativas de ámbito nacional.

			La primera opción, la más genuina y propia del federalismo y que, en buena medida, asume el proyecto de la minoría de la Comisión constitucional —el proyecto Quintero, Cala y Benot— siguió siendo defendida por la facción más radical del partido republicano hasta llegarse a la misma retirada de las Cortes de esta minoría «intransigente» y al desencadenamiento en el verano del 73 de la insurrección cantonal.

			Pero es a la segunda opción a la que, sin duda, responde el proyecto de la mayoría de la Comisión constitucional, el proyecto Castelar, lo que puede apreciarse desde sus pasajes más iniciales al ser la nación española el sujeto de la frase que le sirve de preámbulo. Y se aprecia también en el sistema de reconocimiento escalonado de los derechos de los distintos organismos políticos que define el artículo 43. Así, el municipio reconoce los derechos del Estado y el Estado los de la Federación, actuando los del organismo superior como límite de los del organismo inferior. El planteamiento inverso sería el lógico si, partiéndose del derecho individual como límite de la soberanía de los organismos políticos —algo que, en todo caso, se reconoce— cada uno de esos organismos tuviera como límites los derechos del inferior. Frente a este posible planteamiento, el proyecto supedita la autonomía propia de los organismos políticos inferiores a los superiores. Esta misma lógica se aprecia, mutatis mutandis, en el proyecto Salmerón y Chao.

			3.2. Mapa estatal

			El proyecto constitucional diseña un mapa político-estatal completamente nuevo. La Nación española se compone de diecisiete Estados: Andalucía Alta, Andalucía Baja, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cataluña, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia y Regiones Vascongadas (art. 1). 
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			República, 11 de febrero de 1873: dedicado al Gobierno de la República, imagen alegórica de la Primera República, realizada por Joaquín Magistris y Eduardo Sojo, con la opinión de varios ministros y dirigentes republicanos (Juan Tutau, Francisco Pi y Margall, Estanislao Figuras, Emilio Castelar, José Cristóbal Sorní, Nicolás Estévanez).

			Fuente: Biblioteca Nacional de España, Biblioteca Digital Hispánica.

			La caracterización como Estados de los entes u organismos de la República revela la voluntad del constituyente republicano de subrayar su identidad y autonomía política y, en último término, ensayar un modelo de distribución territorial del poder político completamente inédito, genuinamente federal. Un modelo basado en los Estados y no en las provincias como ocurría desde al menos 1833. La posición central que ocupan los Estados en tanto elemento estructural básico en el nuevo modelo de organización territorial se completa con la facultad que se les reconoce para «conservar las actuales provincias o modificarlas, según sus necesidades territoriales» (art. 1). Se admite así la posibilidad de un modelo federal diversificado en el que el papel y la posición institucional de las provincias podían variar en función de la realidad de cada territorio. Queda claro, en cualquier caso, que los Estados son necesarios; las provincias, contingentes.

			3.3. Reparto de competencias

			A la distribución de competencias entre la Federación y los Estados dedica el proyecto constitucional el título V, de artículo único y sin enumerar. Que ese artículo sea el único del proyecto no numerado revela que el constituyente era plenamente consciente de la complejidad del tema, sin duda el tema clave en la articulación del Estado federal, de modo que se prefirió dejarlo abierto para su discusión en las Cortes.

			El constituyente republicano, siguiendo el modelo de la Constitución norteamericana, opta por el sistema de lista única en la que se recogen las competencias que asume la Federación. Las materias de competencia federal podrían clasificarse en los cinco bloques siguientes: 

			a) relaciones internacionales (relaciones exteriores, tratados de paz y comercio, gobierno de las colonias…); 

			b) defensa (declaración de guerra, conservación del orden público y declaración del estado de guerra civil…); 

			c) servicios esenciales (sanidad) e infraestructuras básicas comunes a toda la Federación (correos, telégrafos, ferrocarriles, caminos generales…); 

			d) economía (moneda, deuda nacional, empréstitos nacionales…); 

			e) intervención unificadora del poder federal (conservación de la unidad e integridad nacionales, arreglo de cuestiones territoriales, envío de delegados a los Estados para la percepción de tributos, el mando de las fuerzas militares encargadas de velar por el cumplimiento de las leyes federales…).

			Por lo demás, y más allá de que se establezca la presunción de la competencia estatal en lo no expresamente atribuido a la Federación (art. 96), el proyecto no suministra criterios claros para poder delimitar las competencias de la Federación y los Estados en aquellas materias no incluidas en la lista única. Si la lista única hubiese podido ser debatida en las Cortes, muy posiblemente se habría completado con otras previsiones o cláusulas destinadas a clarificar el reparto competencial. En tal sentido, la experiencia federal norteamericana podría haber resultado muy provechosa. Me refiero más exactamente a la aceptación de las cláusulas de los poderes residuales —las materias no atribuidas a la Federación ni negadas a los Estados, corresponden a éstos— de los poderes implícitos —competencias que se infieren o deducen de competencias sí expresamente atribuidas a la Federación o a los Estados— y de supremacía —la ley federal se aplica preferentemente siempre que haya sido aprobada conforme al reparto competencial de la Constitución—.

			Asimismo, la no aprobación de las constituciones estatales y la inexistencia de jurisprudencia del Tribunal Supremo Federal en torno al bloque de la constitucionalidad (constitución federal y constituciones estatales, principalmente) impide conocer el ámbito competencial efectivo, real, de la Federación y los Estados.

			3.4. Los órganos de la Federación

			3.4.1. Poder legislativo

			El proyecto constitucional configura un parlamento bicameral, integrado por Congreso y Senado (art. 50). Al Congreso le corresponde la representación del conjunto de la Federación, debiendo haber «un diputado por cada 50.000 almas y siendo todos elegidos por sufragio universal directo» (art. 51). El Senado se concibe como cámara de representación territorial de los Estados, siendo los senadores «elegidos por las Cortes de sus respectivos Estados, que enviarán cuatro por cada Estado, sea cualquiera su importancia y el número de sus habitantes» (art. 52). Las Cortes habrían de renovarse cada dos años (art. 53).

			El proyecto constitucional reproduce fielmente el modelo federal clásico —a diferencia del proyecto Salmerón y Chao— tanto en lo que alude a la representación paritaria de los Estados como a la designación de los senadores por los parlamentos estatales. Pese a que en el título VII (arts. 54-69) se regulaban conjuntamente «la celebración y facultades de las Cortes», se parte del funcionamiento separado, independiente, de ambas cámaras.

			Sea como fuere, el constituyente republicano optó por un bicameralismo imperfecto, atenuado o desequilibrado, de modo que el Congreso ostenta una posición preeminente, especialmente significativa en el procedimiento de elaboración de las leyes. El Senado no tiene iniciativa legislativa y su función es la de «examinar si las leyes del Congreso desconocen los derechos de la personalidad humana, o los poderes de los organismos políticos o las facultades de la Federación, o el Código fundamental» (art. 70). A tal fin, el Senado podrá vetar las leyes del Congreso. Se trata de un control político de los proyectos legislativos aprobados en el Congreso, previo a su aprobación definitiva por las Cortes, y que tiene carácter suspensivo o temporal, ya que si el Congreso reitera su posición por tres veces en tres años, la ley controvertida «se promulgará en el acto por el Presidente y será ley en toda la Federación».

			Un control político que no impide al Tribunal Supremo de la Federación ejercer el control jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes (arts. 70 y 77). Cabría así hablar de un control político previo y un control de constitucionalidad a posteriori.

			3.4.2. Poder ejecutivo

			El proyecto constitucional distingue entre el poder de relación o presidencial (título XI) atribuido al jefe del Estado o presidente de la República, y el poder ejecutivo (título IX) atribuido al gobierno o consejo de ministros. Se conforma así un ejecutivo sui generis en el que concurren características del Gobierno parlamentario y presidencial.

			El presidente de la República ostenta el poder supremo y la suprema dignidad de la Nación (art. 82.11). Para ser presidente se requiere poseer la ciudadanía española y una edad mínima de 30 años (art. 81). La duración del mandato es de cuatro años. Se prohíbe la reelección inmediata (art. 81) y se accede a la presidencia por vía electiva. El presidente es elegido por sufragio universal indirecto de segundo grado, por un procedimiento inspirado en la Constitución norteamericana: los electores de cada Estado eligen a unos representantes que, a su vez, constituyen un colegio electoral que elige por mayoría absoluta o simple al presidente (arts. 83-91).

			Al presidente de la República se le asignan una serie de funciones que son las de un cuarto poder o poder moderador o de relación. Tales funciones (art. 82 y otros conexos) podrían ser clasificadas como sigue:

			1. Funciones ejecutivas stricto sensu. 

			1.1. Nombrar y separar con libertad al presidente del gobierno. 

			1.2. Nombrar y recibir embajadores y demás agentes diplomáticos y, en general, sostener las relaciones internacionales.

			2. Funciones legislativas. 

			2.1. Ejercer la iniciativa legislativa (art. 60). 

			2.2. Promulgar las leyes. 

			2.3. Convocar reuniones extraordinarias de las Cortes en supuestos excepcionales. 

			2.4. Hacer al Congreso las observaciones que estime pertinentes en caso de discrepancia entre éste y el Senado.

			3. Funciones judiciales: conceder indultos.

			4. Funciones relaciones o mediadoras. 

			4.1. Dirigir mensajes a los poderes públicos sobre el cumplimiento de sus deberes legales.

			4.2. Cuidar de que sean respetadas las constituciones estatales.

			La función ejecutiva está confiada, en cambio, a un Consejo de ministros cuyo presidente es nombrado y separado, como ya se ha dicho, por el presidente de la República. Al Consejo de ministros le corresponde:

			a) Garantizar la seguridad interior y defensa exterior de la Federación.

			b) Nombrar los empleados públicos de la Federación.

			c) Distribuir los ingresos y hacer los gastos con arreglo a las leyes.

			d) Emplear todos los medios legítimos para que se cumpla y se respete la ley.

			e) Facilitar al Poder judicial el ejercicio de sus funciones.

			f) Presentar a las Cortes memorias anuales sobre el estado de la Administración pública y proponer a su deliberación y sanción las leyes que le parezcan conveniente.

			g) Enviar a cada Estado regional un delegado con encargo expreso de vigilar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, y de los decretos y reglamentos federales, pero sin autoridad ninguna dentro del Estado o del municipio.

			h) Dar reglamentos para la ejecución de las leyes.

			El poder ejecutivo, tal y como se configura en el proyecto, es un híbrido entre el ejecutivo presidencial y el ejecutivo dualista o de gabinete. Se asemeja al primero por cuanto hay un jefe del Estado elegido por el pueblo —elección indirecta o de segundo grado, en todo caso— y que nombra y separa libremente al presidente del gobierno, sin contar con el Parlamento. Pero se aproxima al segundo por cuanto se separan las funciones del presidente de la República y del gobierno, si bien la continuidad del gabinete depende sólo de la confianza del jefe del Estado y no de la confianza del Parlamento.

			3.4.3. Poder judicial

			El Tribunal Supremo Federal, en tanto órgano que culmina la organización judicial de la Federación, asume funciones jurisdiccionales estrictamente federales:

			a) Velar por la constitucionalidad de las leyes.

			b) Conocer de los conflictos de competencia entre los poderes públicos de un Estado o entre éstos y la Federación.

			c) Resolver los conflictos que pudieran suscitarse al hilo de la interpretación de los tratados.

			d) Conocer las causas formadas al presidente y a los ministros en el ejercicio de sus cargos.

			e) Entender de las demás funciones jurisdiccionales ordinarias que determinen las leyes.

			Nótese que el proyecto, adelantándose en medio siglo a las primeras experiencias europeas de control concentrado, atribuye al Tribunal Supremo Federal el examen de la constitucionalidad de las leyes. Por otro lado, la previsión de un mecanismo de resolución jurisdiccional de los conflictos de competencia entre Federación y Estados es un elemento estructural del federalismo.

			La dimensión federal del Tribunal Supremo se aprecia, asimismo, en su composición. Cada Estado designa a tres magistrados, eligiéndose a continuación entre ellos a su presidente (art. 73).

			3.5. Los órganos de los Estados

			El proyecto asume en la configuración de los poderes y órganos de los Estados la idea de la dualidad con todas sus consecuencias. Parte así de la existencia de dos ámbitos de poder: el propio de la Federación y el de cada uno de los Estados miembros que la componen. Se descentraliza territorialmente el poder, lo que implica que cada uno de los tres poderes clásicos del Estado se reconfigura teniendo esa dualidad. Dualidad en el poder ejecutivo, puesto que hay un gobierno común para todos y el propio de cada uno de los Estados miembros. Dualidad en el poder legislativo, porque existe un Parlamento federal y un Parlamento en cada uno de los Estados. Y dualidad también en el Poder Judicial, donde un Tribunal Supremo es, como se ha visto, el órgano judicial máximo de la Federación y hay unos tribunales propios de cada Estado. Hay que reconocer con respecto a la dualidad judicial que el proyecto Quintero, Cala y Benot fue más audaz, regulando con más detalle el poder judicial cantonal.

			Obviamente, el diseño completo de los poderes y órganos de los Estados habría exigido la aprobación de todas y cada una de las constituciones estatales. La frustración del proceso constituyente republicano impide hacer una valoración jurídica detallada de la orientación que hubiera podido seguir nuestra primera experiencia federal.

			El proyecto federal reconoce a los Estados una amplísima facultad para definir sus instituciones de autogobierno. Esa facultad comprende la de «darse una Constitución política» que no podrá en ningún caso contradecir a la Constitución federal (art. 92). Los Estados son titulares de poder constituyente, pero el ejercicio de ese poder constituyente se ejerce en el marco de la Constitución federal. A tal fin, el proyecto añade que los Estados «sujetarán sus Constituciones respectivas al juicio y sanción de las Cortes federales, que examinarán si están respetados o no en ellas los derechos de la personalidad humana, los límites de cada poder y los preceptos de la Constitución federal» (art. 102). El control de constitucionalidad de las Constituciones estatales se asigna no a un órgano jurisdiccional, sino a un órgano eminentemente político como son las Cortes de la Federación. El constituyente de 1873 entiende que la Constitución estatal es un instrumento que canaliza una voluntad política constituyente y por eso su control se encomienda a un órgano de naturaleza política, de tal forma que no se contempla la intervención del poder judicial.

			Sentada la obligación de respetar la Constitución de la Federación, el proyecto constitucional reconoce autonomía política a los Estados. Pero ello no impide establecer unos principios básicos a los que habrá de acomodarse esa autonomía: separación de poderes y sufragio universal. Principios que debieran ser entendidos no como límites o restricciones sino más bien como criterios de congruencia en la configuración institucional de la República federal. En efecto, «los Estados constituirán sus poderes con entera libertad pero con analogía al tipo federal y dividiéndolos en los tres fundamentales de legislativo, ejecutivo y judicial» (art. 101). Por otra parte, los Estados «nombran sus Gobiernos respectivos y sus asambleas legislativas por sufragio universal» (art. 94).

			Como cláusula de salvaguardia del autogobierno estatal, «en la elección de los Gobiernos, de los legisladores y de los empleados de los Estados no podrá nunca intervenir ni directa ni indirectamente el poder federal». Se prohíbe la intervención del poder federal en la conformación de los órganos electivos y del personal de la Administración de los Estados.

			El reconocimiento constitucional de la autonomía política de los Estados se extiende, asimismo, a su integridad territorial. Ningún nuevo Estado será erigido o formado en la jurisdicción de otro Estado (art. 104). Igualmente, «ningún nuevo Estado será formado de la reunión de dos o más Estados sin el consentimiento de las Cortes de los Estados interesados y sin la sanción de las Cortes federales» (art. 105). Lo cierto es, en todo caso, que ambas previsiones admiten una lectura ambivalente. Por un lado, se garantiza la autonomía de cada Estado en la delimitación de su territorio; por otro, se asegura la estabilidad del mapa federal. No se descarta la modificación de ese mapa pero siempre sobre la base de la voluntad concurrente de la Federación y el Estado o los Estados afectados.

			Por último, merece la pena destacar que para el constituyente la autonomía política de los Estados se enmarca en un contexto de ciudadanía común: «los ciudadanos de cada Estado gozarán de todos los derechos unidos al título de ciudadano en todos los otros Estados» (art. 103). La unidad de la Federación, inherente a la propia naturaleza del Estado federal, se asienta en última instancia en el vínculo común ciudadano. En coherencia con ello, el proyecto establece que los Estados «no podrán legislar ni contra los derechos individuales, ni contra la forma democrática republicana, ni contra la unidad y la integridad de la Patria, ni contra la Constitución federal» (art. 99). Cláusulas prohibitivas o de intangibilidad material que no sólo condicionan la potestad legislativa de los Estados sino que están dirigidas —aunque no se deduzca de su tenor literal— a todos los poderes públicos sin excepción, tanto de la Federación como de los Estados miembros. Cualquier actuación legislativa contraria a los derechos incurriría en vicio de inconstitucionalidad.
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			«La Primera República, 1873», en el periódico La Flaca, núm. 55, de 6 de marzo de 1873 (Biblioteca de Catalunya). Imagen alegórica de la Primera República con toda una simbología que ha sido analizada minuciosamente por OROBON, Marie-Angèle: «Marianne y España: la identidad nacional en la Primera República española», en Historia y Política, núm. 13, 2005, pp. 79-98.

			3.6. Reforma constitucional

			El proyecto constitucional diseña un procedimiento de reforma constitucional que podría definirse como moderadamente rígido. Las Cortes pueden modificar la Constitución sin que se exijan mayorías cualificadas o reforzadas, aunque sí un doble pronunciamiento. Una vez que las Cortes acuerden la conveniencia de la reforma, el Congreso y el Senado se disuelven y el presidente de la República convocará nuevas Cortes que se reunirán dentro de los tres meses siguientes. Las nuevas Cortes tendrán el carácter de constituyentes tan sólo para deliberar sobre la reforma, continuando después como Cortes ordinarias.

			Sorprende y resulta criticable desde la óptica federal el nulo papel de los Estados en el proceso de reforma. Una importante laguna o contradicción del modelo federal de 1873 —en la que también incurre el proyecto Salmerón y Chao—; el constituyente republicano se limitó a copiar el procedimiento de revisión de la Constitución de 1869, sin adaptarlo a la nueva distribución territorial del poder político. En cualquier caso, la distinta naturaleza del Senado federal constituía una importante garantía para que los intereses estatales fuesen tomados en consideración con ocasión de la reforma de la Constitución de la Federación.

			4. Una mirada al 78 desde el 73

			Sin sobredimensionar la forma federativa de 1873 y sin tampoco subestimar la de 1978, entiendo que resultaría provechoso hacer una valoración sencilla, muy matizable por supuesto, de nuestro Estado autonómico a la luz de la forma federativa del proyecto constitucional republicano.

			Parto de la convicción de que el Estado autonómico se encuentra muy próximo, desde el punto de vista institucional, al modelo federal4. Pero el modelo federal presenta algunas ventajas sobre el Estado autonómico. En un régimen federal, las comunidades autónomas serían verdaderos Estados. No Estados soberanos, pues el poder soberano último corresponde al conjunto y no a cada una de las unidades federadas (esa es la diferencia esencial con un sistema confederal, en el que las unidades federadas retienen el poder soberano). La Federación es una forma política que piensa en la unidad y que está llamada a durar, a permanecer, pero la denominación estatal de la forma política propia podría invitar a una mayor completitud institucional, de modo que los Estados miembros dispusiesen incluso de su organización judicial, lo que no ocurre en el Estado autonómico5.

			La denominación estatal, por otra parte, tiene una dimensión identitaria nada desdeñable; contribuiría a reconocer la diversidad identitaria dentro de España, si bien desde una óptica esencialmente unionista.

			Cada Estado tendría su Constitución, aprobada por los poderes constituyentes territoriales, sin intervención de la Federación, aunque cupiese ser sometida a un control de constitucionalidad. No serían leyes de la Federación, al modo en que actualmente lo son —los Estatutos de Autonomía son aprobados como leyes orgánicas (art. 81.1 CE)—. Las Constituciones serían expresión, por tanto, de un poder constituyente propio aunque limitado. Cuestión distinta y resuelta de forma original por el proyecto de 1873, es si los límites del poder constituyente estatal de cada territorio deben ser apreciados en última instancia por la jurisdicción constitucional federal o por otro órgano de naturaleza más política. 

			Lo que se refuerza necesariamente en el sistema federal son los instrumentos de articulación o relación entre la Federación y los Estados. En tal sentido, en el Estado federal el Senado habría de ser de verdad una cámara de representación territorial que permitiese a los Estados participar en el funcionamiento y la formación de la voluntad del Parlamento federal6.

			Tampoco hay que olvidar que nuestro ordenamiento contempla otros mecanismos no parlamentarios (Conferencia de presidentes, Conferencias sectoriales, Consejo de política fiscal y financiera, comisiones de transferencias, Conferencia para asuntos relacionados con las comunidades europeas, etc.) para conseguir de alguna manera que las demandas de las Comunidades Autónomas sean atendidas por el Estado a la hora de tomar decisiones. Otra cosa es que arrojen resultados plenamente satisfactorios, teniendo en cuenta su funcionamiento heterogéneo y poco eficaz. La profunda descentralización política no se ha visto acompañada de una articulación equivalente de relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas, ni siquiera entre Comunidades Autónomas. La norma fundamental no previó estas relaciones intergubernamentales, de forma que se ha impuesto el bilateralismo en las relaciones Estado-Comunidades Autónomas. En ausencia de relaciones institucionales generales, se acude a relaciones bilaterales que, por lo demás, acaban siendo más relaciones interpartidistas que relaciones intergubernamentales. Falta institucionalización de las relaciones entre gobiernos y sobra confrontación partidista. Y falta, por lo que alude a la participación de las Comunidades Autónomas en la Unión Europea, establecer un procedimiento por el que el Gobierno español se comprometa a defender una determinada posición común en los órganos comunitarios cuando la decisión afecte a las competencias autonómicas. Cabe, en suma, cuestionar que exista impulso político para la coordinación y cooperación territorial7.

			
				
					[image: ]
				

			

			«Himno Nacional Republicano, para canto y piano, y banda militar», compuesto por Federico Chueca y Robles, y dedicado al ciudadano Emilio Castelar (1873). Dentro del desarrollo de una simbología emblemática de la República también existieron varios proyectos de realizar un himno republicano, como el que muestra esta ilustración.

			Fuente: Biblioteca Nacional de España, Biblioteca Digital Hispánica.

			Como quiera que sea, el Estado federal no puede vivir sin una cultura o un clima específico. Y la cultura federal se asienta en la aceptación de la solución jurídica a los problemas, pues en el Estado federal las disputas territoriales no se presentan en términos identitarios sino como conflictos competenciales a resolver con criterios técnicos por una instancia jurisdiccional común.

			El principal problema que se plantea hoy es si el Estado federal podría ser aceptado no siendo asimétrico. Reformar el título VIII de la Constitución exigiría llegar a un acuerdo sobre nuestro modelo territorial —habría que «cerrar el modelo antes de cambiar la Constitución»8— y en particular, un acuerdo acerca de si conviene optar por la asimetría o por el contrario la simetría en la distribución territorial del poder político.

			Algunas decisiones del constituyente de 1978 (arts. 2, 148 y 151 CE) parecían apuntar a un modelo territorial predominantemente diferenciado. Pero, por otro lado, el artículo 148.2 CE convertía las diferencias competenciales en una fase provisional. Andado el tiempo, unas Comunidades Autónomas reclamarían, en efecto, más competencias y otras rechazarían la igualación, de suerte que si ésta se produjo por el crecimiento de las de vía lenta, las de vía rápida, inicialmente dotadas de más alto techo competencial, exigen por la vía del artículo 150.2 CE, nuevas competencias. La situación actual, de clara tendencia a la igualación, satisface a algunas Comunidades y no a otras, que se consideran defraudadas en su expectativa inicial de mantener una diferencia cualitativa respecto a otras Comunidades. Lo cierto, en todo caso, es que tal situación no puede calificarse de inconstitucional porque se ha llegado a ella por unos cauces constitucionales irreprochables (art. 148.2 CE) y por una interpretación de otros (art. 150.2 CE) que cabe en la Constitución. Se ha forzado, por así decir, la uniformidad realmente existente frente a la diversidad no menos real.

			A mi juicio, sin negar que los hechos diferenciales constitucionales (geografía, hecho insular, historia ininterrumpida y diferenciada, lengua oficial y capitalidad) dotan al sistema de una cierta dosis de diversidad y sin negar tampoco que la descentralización política conlleva necesariamente la posibilidad de que los derechos y deberes de los españoles sean diversos, el Estado de las autonomías o, si se prefiere, el futuro Estado federal español debiera cerrarse si es que hay voluntad para ello con la igualación competencial entre todos los territorios.

			Y es que la igualación es garantía del buen funcionamiento del Estado descentralizado, así como de su capacidad de integración. De otro modo, el sistema podría romperse, máxime teniendo presente la evolución del Estado autonómico a favor de la igualación. El principio de igualdad es consustancial al Estado constitucional. El Estado constitucional español no tutela ni la desigualdad jurídica injustificada o arbitraria entre los ciudadanos ni, en principio, la persistencia de particularismos territoriales que mediaticen la pertenencia a una organización política general. Demostrada la voluntad de autogobierno y la capacidad de todas las Comunidades Autónomas quedan sin base las razones que pudieran esgrimirse para justificar la desigualdad. Más allá de la diversidad expresamente contemplada en la Constitución, se hace difícil encontrar, en suma, justificación constitucional a cualquier pretensión de asimetría9.

			Pero a decir verdad, como acredita el Derecho Comparado, tampoco es descartable una decisión expresa del constituyente a favor de la asimetría como recurso para apaciguar las tensiones territoriales. La desigualdad territorial como mal menor.

			Este es el problema político que tenemos que resolver, aún no sabemos cómo.
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			Territorio y ciudadanía en la Constitución de Antequera de 1883

			Remedios Morán Martín

			UNED

			«Esos falansterianos no tenían remedio, pese a la inteligencia de Víctor Considérant, quien desde la muerte del maestro presidía el movimiento fourierista. Su pecado original, que abría un abismo infranqueable entre tú y ellos, era el mismo de los sansimonianos: no creer en una revolución hecha por las víctimas del sistema».

			Mario Vargas Llosa, para Flora Tristán «la andaluza», en El Paraíso en la otra esquina, 2003, capítulo V.

			Desde el mundo romano1, la Bética fue concebida como una unidad administrativa que se mantuvo en el reino visigodo con conciencia clara de su unidad. A diferencia de lo que suele decir la mayor parte de la historiografía, lo cierto es que fueron los musulmanes los que consideraron a al-Andalus como todo el territorio peninsular conquistado, más allá de la Bética, y salvo en el periodo del califato que mantuvieron la unidad, la descomposición interna llevó a su división en reinos de taifas. Los reinos de taifa situados en la actual Andalucía, último reducto musulmán, tras la reconquista por los reyes cristianos fueron aglutinados por la Corona de Castilla y León asumieron los títulos de dichos reinos como signo de prestigio.

			1. Planteamiento del tema

			Con motivo de la celebración de los 25 años de la Constitución española y del Estatuto de autonomía andaluz, abordé por primera vez el análisis de la Constitución de Antequera de 1883 en una conferencia en la Diputación de Córdoba2. Pasados diez años de aquel acto, por una parte debo ratificar algunos de los aspectos allí expuestos y, por otra, no tanto revisar la bibliografía publicada desde entonces, que debe valorarse positivamente, porque se ha avanzado bastante en los estudios sobre federalismo y sobre las mismas circunstancias que rodearon al tema que de nuevo abordo, sino desarrollar algún aspecto que en aquel momento no abordé suficientemente y que ahora acometo: la configuración territorial de Andalucía, tanto desde una perspectiva histórica como desde el mismo texto antequerano, puesto que es el ámbito en el que se inserta el ciudadano andaluz, y la regulación de los derechos y libertades plasmados en el texto y, dentro de éste, el tema específico de la mujer, que es uno de los aspectos más novedosos e innovadores que aborda.

			Como esbozaba José Manuel Pérez-Prendes con motivo de la Constitución de 1837, es preciso distinguir (no aislar) el plano de las fuerzas sociales que configuran, esgrimen o combaten un texto constitucional, de aquel otro relativo a los aspectos de técnica jurídica con la que se redacta3. 

			Es lo que intento esbozar en este trabajo, porque la gestación de la Constitución de Antequera no puede desligarse de la lucha por la tierra, de la estructura social andaluza que no solo permanece invariable durante los últimos siglos del Antiguo régimen, sino que se agudiza en el siglo xix después de la desamortización, la venta de bienes nacionales y la abolición del régimen señorial, que incrementa el poder de los grandes propietarios y por consiguiente la fragmentación social4. Paralelamente, se va conformando una conciencia reivindicativa que antes no había existido, como ya puso de relieve en diversos trabajos Antonio Miguel Bernal, señalando cómo las revoluciones anteriores a 1868 tenían motivaciones inciertas, pero relacionadas con la tierra. Precisamente fue en el trienio 1868-1871 donde se marca la línea divisoria, al producirse el cambio de una burguesía andaluza, escasa, pero progresista, que camina hacia la pérdida de todo progresismo, especialmente en el caso de la burguesía agraria. Esto dio lugar a un cambio sustantivo en la consideración misma de Andalucía hacia sí y hacia el exterior5, ahora encabezada por un grupo de personajes procedentes de la élite intelectual andaluza o asimilada a ella. Este momento marca también el cambio en Andalucía de la revuelta por la tierra a la lucha por el cambio político6.

			Por otra parte, Andalucía surgió como entidad administrativa territorial, después de veinte siglos, en la reforma de Javier de Burgos, y los proyectos que la precedieron. Sin embargo, no había tenido una cohesión de territorio, ni en sí misma ni por la propia Administración central desde la época romana hasta el primer tercio de siglo xix, con la aportación de los viajeros decimonónicos por Andalucía. Aquellos viajeros no solo dejan ver una tierra llena de tópicos, sino una tierra en la que el espíritu de su gente presenta una cohesión en cuanto a su historia, su carácter y su proyección y al mismo tiempo unos movimientos de tipo ideológico opuestos al centralismo y dirigidos a reivindicar unas peculiaridades, como pueda ser la obra de Blas Infante como recapitulación de dichos movimientos. 

			Así mismo, para la correcta comprensión del texto antequerano y sus consecuencias en el proyecto federal, no debe olvidarse el ambiente político en el que se fraguó: tras la revolución de 1868, los federales andaluces ampliaron la aspiración de autonomía a Extremadura y Murcia (oferta esta última que se hará más tarde por Blas Infante en el Pacto de Córdoba de 1919). Como en ocasiones anteriores, los intelectuales promotores del mismo utilizan el periódico La Andalucía para la difusión de sus ideas, y los hombres que lo apoyan parten de dos principios: andalucismo y federalismo. Son los puntos esenciales por los que se decantará Andalucía cuando se firme el 30 de julio de 1869 el Pacto Confederal de los Pueblos de España. Esta idea de Estado fue esbozada por el catalán Valentí Almirall y defendida por Francisco Pi y Margall en las Cortes constituyentes de 1869 (sesión de 19 de mayo), donde propone, frente a la monarquía unitaria, la República federal7, lo que supone ya un punto de inflexión en el Partido demócrata, insertándose en su ideario el federalismo; su iniciativa es secundada por los republicanos andaluces, extremeños y murcianos que firman el 12 de junio de 1869 en Córdoba el Pacto federal de las Provincias de Andalucía, Extremadura y Murcia, al que luego se adhieren las islas Canarias8.

			A principios de septiembre los andaluces se reúnen en Andújar para llamar al pueblo andaluz a las armas contra el poder central con el aglutinante de exigir la creación de un Estado federal; estos movimientos de espíritu federalista serán el punto de partida del cantonalismo que aparecerá a mediados de 1873. El fundamento político se ejemplifica, según algunos historiadores, en el manifiesto A los federales de Andalucía, fechado en Despeñaperros, el 21 de julio de 1873, en el que se pide la «inmediata formación de los Estados confederados», y concluye «Su Despeñaperros, histórico e inexpugnable baluarte de la libertad, se enarboló ayer la bandera de la Independencia del Estado Andaluz. Ínterin se constituyen los cantones del Estado Andaluz», enlazándolo con los movimientos junteros de 1835 y los pactos federales de 18699.

			En toda España, y especialmente en Andalucía10, se abre un período de gran conflictividad social en el que de nuevo se distancian las posturas del campesinado que lucha por la subsistencia y de la burguesía intelectual urbana de ideas federalistas, que solo en algún momento llegan a confluir como en la rebelión andaluza de 1869 en contra del gobierno provisional que estaba deshaciendo las esperanzas puestas en la implantación de una República y en una descentralización real. En el Pacto federal de las Provincias de Andalucía, Extremadura y Murcia se protesta contra la dejadez del Gobierno provisional respecto a las provincias andaluzas (art. 5).

			El movimiento cantonalista acentuó en Andalucía la disparidad entre el mundo obrero y el campesinado, que tenderá hacia una ideología anarquista, aunque el federalismo seguirá teniendo su influencia en los años siguientes y la burguesía urbana, apartada cada vez más de cualquier movimiento reivindicativo. El andalucismo se situó en un substrato pequeño-burgués, radical, de ideología organicista, desconectado del pueblo, que incluso llegó a perder su vehículo de conexión, el periódico La Andalucía, al derrumbarse el grupo de intelectuales que se había formado en torno a Francisco María Tubino, federalista, periodista y propietario de La Andalucía, y que se convirtió en personaje central del primer andalucismo, impregnado de un relanzamiento de la economía basado en el comercio.

			La experiencia federal no dio los resultados apetecidos, y terminó en 1873 con el enfrentamiento y la división de los republicanos. En 1874 Castelar formula ya la condena explícita del republicanismo, abogando por la «República posible»11:

			Aquélla verdaderamente tradicional entre nosotros, la que considera las nacionalidades como organismos totales cuyos órganos particulares no pueden descomponerse ni separarse, siquiera sea temporalmente, sin peligro de muerte; la que pone ante todo y sobre todo la obra maravillosa de diez siglos, la unidad y la integridad de nuestra España.

			Siguiendo las consignas de la asamblea de 1882, al año siguiente se elaboraron proyectos de Constituciones regionales, aprobados por los distintos órganos en Navarra, Cataluña, Asturias y Galicia. En este contexto generalizado de impulso federal surge, a iniciativa del periódico malagueño El defensor del Pueblo (dirigido por Antonio de Azuaga), la convocatoria el día 27 de octubre de la Asamblea de Antequera, cuya ubicación se debió tanto a su situación geográfica como a su tradicional movimiento obrero; en el orden del día principalmente figuraba acordar la constitución de la región andaluza y su proyecto constitucional presentado por el diputado de Alora, Carlos Saornil12.
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			Mapa de 1782 donde se recoge la división de los territorios de Andalucía en los reinos de Sevilla, Córdoba, Jaén y Granada. Charte géographique des provinces de Granada, Cordova et Jaen, dressé sur les memoires du Sr. T. López, par F.L. Güssefeld, à Nuremberg, chez les Heritieres de Homann, 1782. Norimbergae: apud Homannianos Heredes, Aº 1782.

			Fuente: Biblioteca Virtual de Andalucía.

			A nivel ideológico en Andalucía se mantiene fuerte el partido federal, de ideología pimargalliana, cuyas claves son federación y pacto. Su proyecto se materializa en la asamblea del partido federal de 20 de mayo de 1882, con asistencia de representantes de las provincias andaluzas, y en ella estuvo presente el hecho andaluz, haciéndose referencia a la gravísima situación de Andalucía y especialmente al problema de la tierra13. En esta asamblea se impulsa la formación de un partido federal en Almería, que a finales de 1882 prepara para su discusión un proyecto de Constitución del Estado Cantonal de Almería, convocándose el congreso provincial el 1 de enero, y celebrado finalmente el 13 de mayo de 1883.

			El inicio de la década de los ochenta no fue muy propicio económicamente: 1882 fue un año de malas cosechas, especialmente en Andalucía, lo que dio lugar a graves agitaciones campesinas. Había hambre y miseria, descritas por los corresponsales que llegaron a Andalucía en aquellos años, como Leopoldo Alas, Clarín, y más tarde Azorín. En esta situación empezó a actuar La Mano Negra y fue la excusa para la represión del gobierno contra todo tipo de descontento popular14. En este ambiente de disparidad entre un grupo de ideólogos y la realidad andaluza, necesitada de una profunda reforma agraria y económica, en general, en medio de continuadas revueltas sociales, surge la llamada Constitución de Antequera de 188315.

			Por tanto, mi objetivo es doble: por un lado, hacer una aproximación a la concepción de la organización territorial que propone el texto antequerano, con la ideología que subyace, considerando a ésta como delimitación territorial en la que se circunscribe el andaluz. En segundo lugar, analizar el concepto de ciudadano que tiene la Constitución de Antequera y el análisis de su parte dogmática, en un intento de dilucidar si supuso un peldaño en el avance de lo que generalmente denominamos «derechos y libertades», dentro de los cuales estaría la consideración de la mujer, uno y otro desde un acercamiento jurídico al texto antequerano, que si bien no se puede separar de su ambiente, considero que en gran medida es fruto de una élite intelectual que fluctúa entre las corrientes ideológicas del entorno en el que se fragua y la visión política propia de los reunidos.

			2. Propuesta de la Constitución de Antequera de 1883. Delimitación del territorio y organización administrativa

			Los aspectos relacionados con la configuración administrativa y territorial son importantes no solo por su referencia al territorio mismo, sino porque éste marca la delimitación en la que se inscribe el ciudadano, como sujeto del Derecho al que se dirige el texto antequerano. Realmente la Constitución antequerana dejó como primera nota caracterizadora la conciencia de unidad geográfica, para establecer el principio de la soberanía e independencia respecto de cualquier otra circunscripción de tipo administrativo superior, dentro del proyecto federal que propugna, si bien con las matizaciones, que luego se analizarán.

			2.1. Andalucía en la Administración territorial histórica

			En Andalucía puede decirse que no hubo conciencia de su entidad territorial desde el punto de vista administrativo hasta el siglo xix16. 

			Para hacer un breve recorrido histórico me centro en la Corona de Castilla y León, por ser la que afecta a la organización territorial de Andalucía. El criterio histórico de circunscripciones territoriales fue primar una de las áreas de la administración, cuyo interés desde el punto de vista de la monarquía fue cambiando a lo largo del tiempo: superpuestos a los reinos, que no tuvieron entidad como circunscripción administrativa, desde los primeros tiempos de la Reconquista fue la administración de justicia la que tuvo un interés predominante. Por lo tanto, las circunscripciones serán las del oficial de justicia que tenga la competencia en dicho territorio (adelantamientos, merindades, después corregimientos, más tarde intendencias, etc.). Paralelamente, la provincia fue desde el siglo xiii al xviii una evolución de la entidad administrativa por excelencia romana, pero que en la Corona de Castilla y León solo tuvo efectos a nivel del cobro de impuestos votados en Cortes, por lo que ni siquiera fueron circunscripciones fiscales. Por otro lado, hay que tener en cuenta que las circunscripciones enunciadas no desaparecen, sino que se superponen una vez que son sustituidas por otras nuevas o con criterios diferentes, lo que produce una verdadera retícula de espacios con diferentes fines y delimitaciones. Teniendo en cuenta estas características, me centro en la evolución de Andalucía.

			Actualmente, los límites geográficos de Andalucía están claros17, pero no siempre fueron un ámbito diferenciado. Andalucía nunca fue una entidad político-administrativa distinta de Castilla, e incluso dentro de Castilla las circunscripciones administrativas nunca coincidieron con el actual territorio andaluz, que no existe hasta avanzado el siglo xix, porque a diferencia de otras comunidades autónomas, Andalucía desde su Reconquista cristiana a principios del siglo xiii no tuvo instituciones político-administrativas propias (cortes, consejos, etc.), sino que se incorporó a Castilla plenamente, siguiendo el modelo de unificación institucional de la corona castellano-leonesa.

			Su primera división fue la de «reino» (reino de Jaén, reino de Córdoba, reino de Sevilla y reino de Granada), que siempre actuó de referencia para divisiones posteriores, fundamentalmente la provincial, aunque no con una coincidencia exacta. Durante el Antiguo Régimen, Andalucía se dividió en cuatro reinos: Córdoba (1236), Jaén (1246), Sevilla (1248) y Granada (1492)18, entidades poco perfiladas administrativamente y con nulas atribuciones. Se pasaba de la administración municipal a la Central de la Corona de Castilla sin dar cabida a ningún espacio intermedio en la administración territorial. 

			A pesar de que administrativamente no era considerada una unidad, sin embargo en la mente popular y de personas de muy alta consideración durante el siglo xvi-xviii, Andalucía es vista como una unidad. En este sentido son significativas las continuadas referencias de Santa Teresa de Jesús en varias de sus obras y en sus cartas, ella habla siempre de «el Andalucía»19 o «provincia del Andalucía»20. No obstante, en la primera edición de sus cartas que hizo Juan de Palafox y Mendoza en 1752, al comentar alguno de estos pasajes, atribuye el concepto de nación para referirse a Andalucía21. En todo caso, es constatable la diferencia entre las identidades de Castilla y Andalucía que aprecia la Santa, al considerar que es más fácil la salvación en Castilla que en Andalucía, a tenor de sus palabras por los rigores de aquélla frente a la frondosidad y felicidad de ésta que hace más difícil romper las cadenas de lo mundano, que, en todo caso, aluden a la contraposición de universos sociales y económicos diferentes.

			El siglo xviii significó algún cambio en la estructura administrativa andaluza, creándose una división nueva con Carlos III, al fundar las demarcaciones de las Nuevas poblaciones de Sierra Morena y Andalucía (dicotomía secular entre dos Andalucías, Oriental y Occidental), sumadas a las entonces provincias de tipo fiscal, y también en este momento se crean también las intendencias, que ya perfilan la división provincial actual. 

			Pero la reestructuración más significativa se inicia con el Plan de Cayetano Soler de 1799, que crea, de las provincias marítimas de Cádiz22 y Málaga (segregadas de las intendencias de Sevilla y Granada, que a su vez ocupaban el mismo espacio que los anteriores reinos del mismo nombre) y posteriormente se agregará a Jaén la zona de la Sierra de Segura, que estaba asignada a la provincia de Cartagena. Esta aparente pequeña adición es una muestra de la fluctuación secular que tuvo Andalucía por el Este, cuyos límites con Murcia no estuvieron claros hasta momentos tardíos, lo mismo que se verá posteriormente por la zona Oeste en relación con Extremadura, no solo respecto a los límites geográfico-administrativos: en la mente tanto popular como de los impulsores del andalucismo, estas zonas siempre fueron un tanto indefinidas, susceptibles de ser integradas en Andalucía. 

			Un paso importante para la demarcación lo dio el desarrollo del Estatuto de Bayona de 1808, por medio del Decreto dado en Sevilla, el 17 de abril de 1810, Por el que se establece la división del gobierno civil de los pueblos del Reyno en Prefecturas y demarcación de sus límites, que divide a España en treinta y ocho prefecturas23. El intento por racionalizar el sistema impositivo (que arranca de la reforma de fiscal de 1739) y dotar a la Administración de unas circunscripciones claras, influyó en el Estatuto de Bayona, que intenta reorganizar administrativamente el país, dando el paso al erradicar la antigua división del territorio en reinos para denominarse desde entonces de manera unitaria Nación española. 

			La división territorial de Bayona no se relaciona con la labor legislativa que paralelamente se estaba desarrollando en Cádiz, donde ya en la misma constitución se esboza la división en provincias, perfilando el sistema a seguir en la división de éstas y agrupando el territorio en entidades superiores o regiones, en las que se tenderán a englobar los «territorios históricos» de España, de aquí que en el art. 10 de la constitución gaditana se recogieran las diferentes regiones que luego se denominarían «históricas». Sin embargo, la Constitución de Cádiz de 181224 mantiene la antigua división en reinos, aunque no los nombra como tales, refiriendo en Andalucía los reinos de Córdoba, Granada, Jaén y Sevilla. Si se observa dicha enumeración puede comprenderse que, excepto en el caso andaluz, están numeradas el resto de las regiones25. 

			La estructuración esbozada por los liberales gaditanos tendrá las mismas fluctuaciones que el resto de la política nacional, de modo que en los períodos liberales se efectuarán cambios en la división territorial de Andalucía, siendo los más importantes los de 1822, cuando se perfilan las provincias de Jaén, con base en la antigua prefectura; se divide el antiguo reino de Sevilla en tres provincias (Sevilla, Huelva y Cádiz); la de Córdoba vuelve a los términos anteriores que se habían respetado en el desarrollo inicial de la Constitución de 1812 y, asimismo, el antiguo reino de Granada se divide en las provincias de Granada, Málaga y Almería. Esta división queda sin vigor en 1823, con la vuelta de los moderados.

			En 1833, con la reforma de Javier de Burgos (ministro del primer gobierno liberal de M.ª Cristina) se procede a la división provincial que se mantiene en la actualidad con pequeñas modificaciones26. De este modo, en el art. 2 del decreto de 30 de noviembre de 1833 se recogen las regiones ya enunciadas en el art. 10 de la Constitución de Cádiz (sin los territorios de ultramar), se enumeran las provincias que engloban cada una de dichas regiones y solo se modifica el criterio en el caso de Andalucía, que aparece ya con este nombre y sus ocho provincias, en lugar de los cuatro reinos de la constitución gaditana: 

			La Andalucía, que comprende los reinos de Córdoba, Granada, Jaén y Sevilla, se divide en las ocho provincias siguientes: Córdoba, Jaén, Granada, Almería, Málaga, Sevilla, Cádiz y Huelva. 

			Es de notar que también en dicho art. 2 del decreto de 1833 hay una diferenciación en la enumeración de Andalucía respecto al resto de las regiones, puesto que mantiene la referencia a los cuatro reinos, lo que se ha interpretado como un recurso expositivo basado en la larga tradición que precedía a dicha división27.

			Para el tema que aquí se aborda, posiblemente el cambio más importante desde el punto de vista administrativo en relación con Andalucía es el recogido en el Proyecto de Constitución Federal de 1873, donde ya se recoge Andalucía como una tierra con una singularidad, aunque sea fragmentada en dos (Andalucía Alta y Andalucía Baja)28. Esta división responde a la circunscripción eclesiástica, que desde siglos había dividido esta región en dos arzobispados, si bien tuvieron diferentes entidades territoriales a lo largo de la historia.
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			Mapa de Andalucía con la división de las ocho provincias establecida en 1833. Mapa de Andalucía con sus nuevas divisiones formado por A.H. Dufour, geógrafo. Paris Magasin de Cartes Geographiques de Lanèe Seur. de Longuet, Graveur-Editeur 8 rue de la Paix, París, Magasin de Cartes Geographiques de Lanèe Seur. de Longuet, Graveur-Editeur 8 rue de la Paix, entre 1836 y 1837.

			Fuente: Biblioteca Virtual de Andalucía.

			No obstante, la división administrativa de Andalucía como circunscripción diferenciada, no terminó con el perfilamiento total en sus zonas limítrofes con Extremadura, La Mancha o Murcia, coincidiendo, prácticamente, con las zonas que mantuvieron históricamente una total indecisión respecto a su pertenencia a unos u otros espacios, que fueron apuntadas en los límites asignados a diferentes provincias andaluzas, murciana, manchegas o extremeñas, tanto por Felipe Bauzá como por Javier de Burgos y que se va a plasmar en los momentos reivindicativos que se produjeron durante el siglo xix y primer tercio del siglo xx. Por lo tanto, si bien desde la reforma de 1833 el territorio andaluz queda totalmente delimitado, sin embargo caminan por otro lado los sentimientos a tenor tanto en los movimientos políticos de signo andalucista que se desarrollan en este momento como en las publicaciones que los difunden: así en la Junta Suprema de Andújar de 1835, en la cual se intentan articular las Juntas dentro de un proyecto de tipo confederal y en la que puede decirse que es la primera vez que políticamente en Andalucía se tiene cierta conciencia de su identidad. Sin embargo más tarde, en el proyecto de la Junta de Córdoba se habla de agregar a esta confederación a La Mancha; asimismo es claro el ejemplo de la publicación en 1857 del periódico La Andalucía, dirigido por Francisco María de Tubino desde 1860, ejerciendo su control un grupo burgués gaditano, con intereses comerciales y con fines federalistas, no solo de las provincias andaluzas, sino que pretendía atraer a Extremadura intentando conjugar los intereses de ambas, motivo por el cual el diario aparece con el subtítulo de «Órgano de la unión Bético-Extremeña»29. 

			Desde otra perspectiva, pero coincidiendo con lo dicho, es en este momento cuando desde el punto de vista de la percepción de su unidad como pueblo se rompe la fragmentación entre Andalucía Oriental y Occidental; por eso no se planteó el escribir una Historia de Andalucía como unidad hasta avanzado el siglo xix, concretamente por Guichot en 1867, cuando se agudizan los particularismos al amparo del romanticismo y por lo tanto, es en ese momento donde, como movimiento cultural, con toda la riqueza de aspectos que el mismo tiene, se empezaron a plantear en Andalucía movimientos sociopolíticos y culturales que, entre otras cuestiones, planteaban la unidad de su territorio, con lo que de nuevo los ideólogos volvieron a la Historia para comprobar el proceso de conformación de este territorio. En todo caso, en Andalucía los proyectos andalucistas y los sentimientos del pueblo llano casi siempre se dieron la espalda, ajenos entre sí, sin que llegaran a calar los primeros sobre los segundos.

			Dentro del planteamiento inicial que aquí se está abordando y del espacio geográfico que se consolidó a lo largo del siglo xix, es de nuevo sorprendente que el Proyecto de Constitución Federal de 1873, donde se desarrollaron reivindicaciones de signo autonomista, federal o confederal y que presenta, en cuanto a la unidad geográfica, tendencias centrípetas y centrífugas, con intentos de aglutinar a Andalucía bajo un único texto normativo, pero al mismo tiempo siempre abiertos a la unión con las regiones limítrofes, sin embargo no rompe con la secular diferencia entre Andalucía Alta y Andalucía Baja (art. 1, del título 1).

			Sobre esta división administrativa de la región andaluza, excepto por la dicotomía dicha, es sobre la que se desarrollan los tres proyectos autonomistas anteriores al actual Estatuto de autonomía, como serían la Constitución de Antequera de 188330, la Asamblea de Ronda de 1919, que lo asume con diferencias mínimas, y el Proyecto de estatuto de gobierno autónomo de Andalucía de 193131, al que siguió un amplio debate hasta 193632; asimismo, sobre la base de la tramitación del Estatuto de autonomía actual de 1981 se abrió el debate para la tesis autonomista que se había planteado con motivo de la existencia inicialmente de dos modelos de comunidades autónomas33.

			2.2. Naturaleza jurídica del texto antequerano

			Lo que se conoce como Constitución de Antequera de 1883 es el primero de un conjunto de tres proyectos federativos (federación, cantón y municipio), con denominación paralela: Proyecto de Constitución federal regional de Andalucía; Proyecto de Constitución del cantón andaluz y Proyecto de Constitución del municipio andaluz34. Están a su vez articulados mediante cuatro apéndices que contienen las facultades que los vecinos delegan a cada municipio para su constitución; en segundo lugar las que éste delega a cada cantón; en tercer lugar las que éstos delegan al resto de los cantones para formar la federación andaluza, y finalmente las que ésta otorga a la federación española o ibérica35. Por lo tanto, se trataría de una pirámide normativa de abajo-arriba, cuya base es la constitución comunal o municipal, sobre la que se sustenta la cantonal, sobre ella la constitución andaluza y finalmente la española o ibérica. En esencia su conjunto acoge la teoría pimargalliana del pacto: cada uno de los cuatro niveles están legitimados por un pacto entre los componentes del nivel inferior con el inmediatamente superior, tal como se recoge sucesivamente en el primer artículo de cada texto.

			Al analizar los mismos, se advierte que existe una primera paradoja entre el principio de unidad geográfica que propugna la Constitución antequerana, con la propuesta de tres textos paralelos en los cuales, el segundo, el Proyecto de Constitución del cantón andaluz, plantea una división provincial alejada de una visión unitaria de Andalucía. Esto se vuelve a plantear cuando en el Proyecto de Estatuto de Gobierno Autónomo de Andalucía de 1931 se recoge la posibilidad de incorporar al poder regional los territorios como los de Extremadura, sin cerrar la vía a otros territorios afines, también en el art. 1.

			Desde un punto de vista formal, ya centrándonos en la técnica jurídica, como decía al principio de este trabajo, citando a José Manuel Pérez-Prendes, hay que decir abiertamente que no solo se utiliza una «hipérbole», sino que el texto que analizamos no es una constitución desde el punto de vista jurídico. Esto es así porque su elaboración no se adecua a las formas de elaboración de un texto constitucional: no se abre un proceso constituyente, mediante convocatoria de elecciones, nombramiento de diputados ni tramitación parlamentaria ni, por lo tanto, se trata siquiera de un proyecto de constitución. Teniendo en cuenta la forma de convocatoria (a iniciativa de un director de un periódico, por los comités provinciales del Partido Federal de Málaga y Granada), convocando a los miembros del Partido Republicano («correligionarios») a una asamblea (por lo tanto parcial y de un partido), debe más bien considerarse como un manifiesto36 surgido con motivo de una asamblea del partido republicano. Ni siquiera puede considerarse una «carta otorgada», como el Estatuto de Bayona de 1808 o el Estatuto Real de 1834, porque los convocantes no tenían legitimidad para ello. No obstante, la utilización del término «constitución» para dicho texto tiene ya una larga trayectoria, por lo que se sigue utilizando y así ocurre en el presente texto, si bien con las consideraciones indicadas.

			Asimismo, solo se podría considerar una norma de rango superior en Andalucía el texto referente a la federación andaluza (por encima solo estaría la constitución de la federación española), puesto que los otros se sitúan en niveles inferiores (cantonal y municipal) y no tendrían rango de norma superior (salvo que hubieran estado los proyectos cantonal y municipal integrados en el cuerpo de la regional, como es el caso de la Constitución de Cádiz que en su título sexto integra la materia de organización territorial), si bien en su espíritu los textos se lo dan al sustentarse cada uno de los textos superiores sobre el inmediatamente inferior, y no al contrario, haciendo depender los superiores de los inferiores. 

			En relación con las constituciones del siglo xix, se trata de un texto breve, tanto en cuanto a su articulado (98 artículos distribuidos en 12 títulos)37, como en cuanto a su redacción, puesto que cada uno de sus títulos y artículos se presentan de forma escueta: no incluye exposición de motivos ni preámbulo y su articulado es conciso en el tratamiento de los temas.
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			Portada de Constitución de la República Democrática Federal Española presentada en la Asamblea Federal del Partido Republicano Federal celebrada en Zaragoza en 1883.

			Fuente: Biblioteca Nacional de España.

			Respecto a su contenido, centrándome en el aspecto arriba expuesto de derechos y libertades, podría compararse con otros de similares características, como el de Cataluña de la misma fecha, pero aquí se hará una comparación con los textos constitucionales o los proyectos de constitución que no llegaron a promulgarse. En este sentido, previsiblemente el texto de Antequera debiera adecuarse al Proyecto de Constitución Federal de 1873 o, posiblemente la de 1869. Sin embargo, mantiene con ellas notables diferencias, que pueden observarse en dos planos: tanto en el espíritu que la impregna, en el que se dejan ver las fuerzas internas que la concibieron, como en su técnica que, en general, presenta una constante imprecisión terminológica y conceptual que la convierten en un texto técnicamente muy deficiente que, además, en cuanto a sus principios difiere a veces sustancialmente del Proyecto de Constitución Federal de 1873. Para comprobar tal afirmación considero conveniente incluir en cada uno de los subepígrafes un cuadro comparativo de dichos textos, de franca dicotomía en el mismo Partido Federal. 

			2.3. La propuesta político-administrativa de la Constitución de Antequera

			2.3.1. Condiciones y objeto de la Federación

			El Proyecto de Constitución federal regional de Andalucía, en el que me centro ahora, declara en su artículo primero que «Andalucía es soberana y autónoma», estableciendo un sistema democrático republicano («democracia republicana representativa»), por lo que, continúa «no recibe su poder de ninguna autoridad exterior al de las autonomías cantonales que la instituyen por este Pacto». No recoge la declaración de la organización federal del Estado, tal como se predica en la rúbrica del título, sino que solo se menciona en el artículo 438. Pero más notable es cómo elude la referencia a la legitimación del texto, o al tema tan debatido en las constituciones decimonónicas de la soberanía, es decir, si la «soberanía de Andalucía» reside en la nación (andaluza), de la que no hace mención, por lo tanto no especifica a quien corresponde la elaboración del texto constitucional en la democracia republicana representativa que propugna, interesándose más por el territorio que por los ciudadanos de éste y el ejercicio de la soberanía. Por el contrario, sí menciona al «pueblo soberano» (que es el que se constituye en municipio), por lo que parece defender la soberanía popular frente a la soberanía nacional, especialmente reflejada aquélla en el artículo 10.

			El problema fundamental que veo en este punto es la concomitancia que se recoge en el primer artículo de cada uno de los tres textos, porque es complicado considerar a cada una de las partes soberanas e independientes al mismo tiempo:

			Cuadro 1

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Proyecto de Constitución federal regional de Andalucía

						
							
							Proyecto de Constitución del cantón andaluz

						
							
							Proyecto de Constitución del municipio andaluz

						
					

				
				
					
							
							Andalucía es soberana y autónoma; se organiza en una Democracia republicana representativa y no recibe su poder de ninguna autoridad exterior al de las autonomías cantonales que le instituyen por este Pacto.

						
							
							El Cantón X es soberano y autónomo; se organiza en una Democracia republicana representativa y no recibe su derecho de ningún Poder exterior al de las Autonomías que le instituyen por este Pacto.

						
							
							1. La primera determinación de la Soberanía colectiva es el Municipio. Éste se instituye hoy por la plena voluntad de todos los ciudadanos. 

							2. El Municipio no recibe su Autonomía de ningún Poder exterior al de aquéllas que le instituyen por este Pacto.

						
					

				
			

			El motivo de este planteamiento reside en que el Proyecto de Constitución federal regional en este punto acoge la teoría pimargalliana de la soberanía individual y de la «autonomía humana», en la cual solo el individuo libremente asociado en el municipio es la base de toda organización. Por tanto, no debe verse el texto del proyecto regional separadamente del sentido del proyecto de constitución para el municipio, en cuyo pacto se fundamenta (art. 1: «La primera determinación de la Soberanía colectiva es el Municipio. Éste se instituye hoy por la plena voluntad de todos los Ciudadanos»), que a su vez sustenta el poder del cantón. Esto es lo que provoca la aparente ausencia que se detecta en el proyecto regional, puesto que la federación andaluza no nace de una asamblea constituyente, sino que lo hace por un contrato o pacto entre los cantones andaluces, previamente constituidos, que delegan en ella una serie de atribuciones y a su vez cada cantón es creado por los «Municipios contratantes» constituidos con anterioridad, que delegan en ese nivel las competencias que señala el apéndice segundo39. 

			En el pacto que instituyen las «autonomías provinciales», de nuevo deja sin definir a éstas, entrando en contradicción con el art. 2, que señala como contratantes a los «Cantones», que tampoco relaciona ni define ni en éste ni en el Proyecto de Constitución del cantón andaluz, si bien hace remisión al apéndice tercero, en cuanto a las atribuciones que delegan en la «Federación regional», tampoco especificada en ninguno de sus términos ni en el apéndice segundo, lo que llega a ser una especie de maraña de remisiones que llevan a la confusión más absoluta.

			Recoge, por otra parte, en su art. 4 lo que realmente sería materia del preámbulo, puesto que es una declaración de intenciones, al no poder considerarse parte dogmática, de declaración de derechos y libertades, que solo señala vagamente, recogiéndose en este artículo los principios inspiradores de todo el texto, como también en sus correspondientes proyectos del cantón y del municipio.

			Cuadro 2

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Constitución de 1869 Preámbuloa

						
							
							Proyecto de Constitución federal de la República española de 1873. Preámbulob

						
							
							Constitución de Antequera de 1883, art. 4

						
					

				
				
					
							
							La nación española y en su nombre las Cortes Constituyentes, elegidas por sufragio universal, deseando afianzar la justicia, la libertad y la seguridad, y proveer al bien de cuantos vivan en España, decretan y sancionan la siguiente Constitución.

						
							
							La nación española, reunida en Cortes Constituyentes, deseando asegurar la libertad, cumplir la justicia y realizar el fin humano a que está llamada en la civilización, decreta y sanciona el siguiente Código fundamental.

						
							
							La federación andaluza tiene por objeto:

							a) Mantener el reposo interior y asegurar la independencia e integridad de su territorio.

							b) Realizar, mantener y garantir la libertad y la igualdad, por medio de las instituciones republicano democrático (sic) federales.

							c) Aumentar el bienestar general y la instrucción pública; realizar el derecho humano, cumplir la justicia, acelerar el progreso y el desarrollo general; fomentar los intereses morales y materiales del país.

							d) Estudiar el principio de igualdad social y preparar su advenimiento definitivo, consistente en la independencia económica de todos.

						
					

				
			

			Notas:a: Esteban, Jorge de (ed.): Constituciones españolas y extranjeras, I. Madrid: Taurus, 1977, pp. 234-248.b: Ibid., pp. 251-266.

			2.3.2. El poder federal y sus facultades

			El Proyecto de Constitución federal regional de Andalucía, por lo tanto, se basa como principio esencial en «mantener el reposo interior y asegurar la independencia e integridad de su territorio». Para ello, desarrolla en el título IV las facultades de lo que denomina poder federal «éste, al manifestarse, actuará según los modos legislativo, ejecutivo y judicial» (art. 34). Aunque el lenguaje no se adecua a ninguna técnica jurídica rigurosa, queda absolutamente diluido su contenido cuando predica en el artículo siguiente que «Los poderes son colegiados, amovibles y responsables los dos últimos. Ninguno de ellos emana el uno del otro, sino todos directamente del pueblo»40.

			La ideología organicista subyace en los tres proyectos, de ahí la independencia de sus poderes y que su base esté en el ciudadano en última instancia. No es posible hacer un análisis pormenorizado de su articulado, pero al menos hay que resaltar algunos aspectos, porque en la sucesión de competencias que asumen la federación, el cantón y el municipio, existe una clara disfunción entre las que se asignan a los cantones y las que se atribuyen a la federación. Así en el proyecto federal (lo que conocemos como Constitución de Antequera), en teoría es el poder federal el que debe arbitrar los conflictos y ser último garante del pacto, puesto que según el artículo 37.a tiene competencia en la «organización, dirección y vigilancia de una administración de Tribunales de Justicia, de una Hacienda y de un Ejército»; mientras el artículo correspondiente del proyecto cantonal (art. 36. b) atribuye al cantón la competencia de «Crear una Administración, una Hacienda o Ejército, destinados a cumplir los fines de la Federación cantonal». Asimismo, la federación tiene muchas competencias en materia laboral, se supone que con el fin de unificar criterios de contratación, por ejemplo, pero sin embargo, se atribuyen al cantón materias tan importantes como la custodia de los litorales, ríos, canales, pantanos, etc., la codificación en sus diferentes ramas, orden público, justicia, sostener la relaciones exteriores y cumplir los tratados (la federación solo la competencia de sancionar los tratados intercantonales), conceder la ciudadanía y la naturalización; reparar, conservar y aumentar todas las vías públicas y medios de comunicación, etc. 

			En algunos casos, no obstante, sí hay una coherencia entre los tres proyectos, por ejemplo en materia de educación, tan importante para los redactores de los textos, al atribuir la competencia en enseñanza superior, militar y naval a la federación (aunque la organiza el cantón); mientras la enseñanza secundaria y preparatoria, además de las Escuelas de Artes y Oficios y otras las tiene el cantón y finalmente las «Escuelas públicas, gimnasios, Escuelas de Artes y Oficios y de Bellas Artes, etc.» son competencias de los municipios. Por lo tanto, aunque con ciertas coincidencias, se aprecia una jerarquización, que no existe en otras materias como las señaladas arriba.

			Los motivos de que se atribuyan estas funciones las llevo por una parte a la improvisación en la redacción de los textos, y por otra a un intento de redactar de forma paralela los tres, con lo que se consigue el hacerlos inaplicables, al no haber un cuadro de competencias coherente ni por razón de la materia ni por razón de la jerarquización de las instituciones, lo que contrasta sensiblemente con el Proyecto de Constitución federal de la República española (17 de julio de 1873), en el que, en teoría, se basa.

			3. De los habitantes de Andalucía y sus derechos y deberes

			Como en el esbozo que he hecho en el epígrafe anterior, es interesante analizar el concepto de ciudadano andaluz que los redactores plasman en la Constitución de Antequera y su relación con los proyectos de constitución del cantón y del municipio. Indudablemente el tema está relacionado con la parte dogmática que esboza, la relacionada con los derechos y deberes de los andaluces, así como las garantías que contiene la constitución antequerana (relacionándolo con el estado confederal que propugna). 

			Se recogen dichos principios en los títulos primero y segundo, fundamentalmente, teniendo en cuenta que dicho articulado se reproduce de forma literal en los proyectos de constitución cantonal y municipal, excepto las puntualizaciones oportunas según se trate de competencias del cantón o del municipio, teniendo correspondencia, incluso, la numeración del articulado. Como aspecto significativo debe analizarse el avance que supone en su regulación los derechos de la mujer, aspectos todos ellos que desarrollo en este epígrafe.

			3.1. El ciudadano andaluz

			Considero que los redactores de la Constitución de Antequera se dejaban llevar más por la emoción que por la razón y la técnica jurídica.

			El título segundo del texto antequerano, titulado «De los habitantes de Andalucía» y compuesto solo por tres artículos, se centra en el tema de la adquisición y pérdida de la ciudadanía andaluza, diferenciando entre ciudadanos andaluces y residentes en Andalucía (art. 5, véase más abajo el cuadro 3). La redacción de este artículo, así como los siguientes del título, difieren sustancialmente de la redacción de los artículos similares de las constituciones decimonónicas, por varios motivos: en primer lugar por intentar regular en una norma superior, lo que en otros se deja a normas de diferente rango, como es la diferencia entre ciudadanos y residentes y en segundo lugar, porque confunde capacidad jurídica con capacidad de obrar y regula ésta de forma confusa e incompleta41.
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			Proyecto de Constitución o Pacto federal para los cantones regionados andaluces, presentado por Carlos Saornil en la Asamblea federal de Antequera de 1883, Sevilla, A Resuche impresor, 1883. Copia de la portada del ejemplar en su primera edición que el autor había enviado al Ateneo Barcelonés.

			Fuente: Biblioteca del Ateneu Barcelonès.

			El concepto de ciudadano se adopta durante el constitucionalismo como recurrente del sujeto de Derecho que era el único que ostentaba los tres status del Derecho romano necesarios para la adquisición de la capacidad jurídica (status libertatis, status civitatis y estatus familiae) y por lo tanto los únicos que podían participar en la vida pública de la ciudad (de ahí todos los conceptos derivados: ciudad, ciudadano, cívico, etc.). Este concepto fue perdiendo su sentido durante la Alta Edad Media, diluyéndose en la categoría de vecino y así se mantiene durante el desarrollo del Derecho común con la elaboración de la potestad estatutaria de las ciudades, para volver a retomarse en el siglo xix, ciudadano, para denominar al sujeto del Derecho que tiene la cualidad de pertenecer a la comunidad nacional organizada en forma de Estado. Por tanto, se trata de la integración de la persona en cualquier organización política de carácter estatal, sometida al ordenamiento jurídico de dicho Estado, debiendo este reconocer y respetar sus derechos fundamentales y las libertades cívicas. Esto es así desde el punto de vista del Derecho público, que es el que aquí analizamos: ciudadano es el nacional, libre y con plenitud de derechos políticos (de la misma raíz: polis, ciudad), de nuevo evocando la teoría de los tres status romanos, puesto que entre los requisitos que se exigen se recogen la libertad y el nacimiento de padres españoles (en este supuesto matizado posteriormente si la ciudadanía se adquiere por carta de naturaleza o residencia). En este sentido se recoge en nuestras constituciones del siglo xix42 (véase cuadro 3). En contraposición a esto, en la Constitución de Antequera se adoptan principios totalmente distintos. Habla indistintamente de ciudadanos y naturales; sin embargo, ambos conceptos en el momento en el que se redacta el texto estaban plenamente configurados, adquiriéndose desde la Edad Media la naturaleza por nacimiento dentro del territorio del reino, mediante el cual se adquiría un vínculo jurídico-público con su rey, que en época constitucional se transformará en la categoría de ciudadano, frente al de súbdito, con los derechos y deberes constitucionalmente reconocidos.

			En primer lugar, en su artículo 5, diferencia entre ciudadanos andaluces y residentes en Andalucía: a diferencia de los textos constitucionales, en los cuales la consideración de español es absoluta y se adquiere por nacimiento en el territorio (además de otras causas cuyos requisitos se recogen en el texto constitucional o leyes de desarrollo), en la Constitución de Antequera se dice que son aquéllos que «teniendo más de veinte años de edad…». Asimismo prescribe que lo adquieren solo los que están «libres de sentencia condenatoria y de todo impedimento civil o moral, posean un modo de vivir conocido y honesto», confundiendo en ambos casos la adquisición de la ciudadanía con la plenitud de la capacidad de obrar. Finalmente, que sean hijos de padre o madre andaluz. Con lo cual se llegaba al absurdo de no considerar ciudadanos andaluces a los menores de veinte años, que solo serían residentes, suponiendo una exclusión de derechos en total disonancia con la conceptualización jurídica del momento. Es más, el hijo nacido de padres menores de veinte años (con lo cual éstos no habrían obtenido la ciudadanía andaluza) no podrían adquirir teóricamente nunca la ciudadanía andaluza, por carecer de uno de los requisitos previos con rango constitucional, por lo que siempre serían residentes mientras no adquieran la ciudadanía por otros medios, como la residencia durante dos años en Andalucía u otras formas. Realmente, la redacción de este artículo recuerda, por una parte, la diferenciación que el mundo romano hacía entre ciudadanos romanos y latinos, y la imposibilidad de éstos de adquirir la ciudadanía, salvo las causas reconocidas en el Derecho romano. Por otra, recuerda las reticencias ilustradas a la inserción entre los hombres con plenitud de derechos, a aquéllos que no tenían ocupaciones productivas, los llamados vagos y maleantes, cuya discriminación llevó a extremos verdaderamente crueles. No creo, sin embargo, que la intención de los redactores fuera tan restrictiva y confusa, a tenor de los derechos y libertades que recogen en el título siguiente, solo que se dejan llevar más por una visión romántica del tema, que por las consecuencias jurídicas a las que llevaría la misma, denotando más falta de técnica que falta de miras con relación a los hombres y mujeres que vivían en Andalucía.

			En segundo lugar, se regula la suspensión de la condición de ciudadano andaluz, en el que de nuevo se confunde la capacidad jurídica con la capacidad de obrar. Esta regulación en el resto de las constituciones decimonónicas43, se recogía de forma clara y causas tasadas (en algún texto se deja a una regulación posterior, utilizando, en su caso, fórmulas de cierta ambigüedad, porque, evidentemente, iban a cambiar los motivos en virtud de consideraciones especialmente de carácter penal y político que podían ser modificadas sin necesidad de modificación de la ley fundamental). No obstante, en constituciones como la de 1812, se recoge expresamente, tanto la suspensión como las causas de pérdida de la ciudadanía (arts. 24 y 25).

			La regulación recogida en los proyectos de constitución del cantón y del municipio coinciden sustancialmente con el articulado de la regional o Constitución de Antequera. No obstante, son aún algo más restrictivos que esta, en cuanto exigen que, para ser ciudadano, deban ejercer industria o profesión cualquiera; o bien, tanto en el proyecto de constitución cantonal como municipal44 se deja claramente expresado que se consideran residentes a los menores, por lo tanto no se trata de algo inadvertido, sino que es una confusión de concepto total del redactor del texto, con lo que en esta parte los tres textos vuelven a ser contradictorios. Pero fundamentalmente al intentar conseguir textos paralelos en su articulado y regulación se aprecia una contradicción en cuanto al establecimiento de las competencias del poder cantonal, entre la que tiene la de conceder la ciudadanía y la naturalización (art. 36l del proyecto de constitución cantonal) lo que supone que, en todo caso, no se podría hablar de ciudadanos andaluces, sino de ciudadanos de cada uno de los cantones. Por otro lado, adolece de una clara división de competencias, por lo que en el caso hipotético de que se hubieran podido llevar a la práctica en algún momento, hubieran sido objeto continuo de conflicto.

			Si bien parece que el texto antequerano fue asumido en 1919, no se acogió la regulación del aspecto que aquí se trata en el Proyecto de Estatuto de gobierno autónomo de Andalucía de 1931, en el cual se adoptan los principios propios del constitucionalismo desde 1812, en el título «De los españoles», si bien ahora queda reducido al artículo 2 del título primero («De la personalidad política de Andalucía»), donde se recoge la adquisición y pérdida de la ciudadanía andaluza, aunque sigue manteniendo la diferenciación entre ciudadanos y residentes45.

			Cuadro 3

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Constitución de 1869

							Título II. De los españoles y sus derechos

						
							
							Proyecto de Constitución federal de la República española de 1873

							Título II. De los españoles y sus derechos

						
							
							Constitución de Antequera de 1883

							Título II. De los habitantes de Andalucía

						
					

				
				
					
							
							Art. 1. Son españoles:

							1.º Todas las personas nacidas en territorio español.

							2.º Los hijos de padre o de madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España.

							3.º Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza.

							4.º Los que, sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo del territorio español.

						
							
							Art. 3. Son españoles:

							1.º Todas las personas nacidas en el territorio español.

							2.º Los hijos de padre o de madre españoles, aunque hayan nacido fuera de España.

							3.º Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza.

							4.º Los que, sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo del territorio español.

						
							
							Art. 5. Los habitantes de Andalucía se dividen en Ciudadanos andaluces y residentes en Andalucía.

							Son Ciudadanos cuantos, teniendo más de veinte años de edad y encontrándose libres de sentencia condenatoria y de todo impedimento civil o moral, posean un modo de vivir conocido y honesto y sean hijos de padres o madres andaluces, nacidos dentro o fuera de Andalucía. También obtendrá los derechos de Ciudadano todo residente dos años en ella, o que, sin llevar este tiempo de residencia, adquiera carta de naturaleza como tengan las condiciones requeridas a los naturales del país.

							Son residentes los ciudadanos de otra Región o Nación y los incapacitados por la ley.

						
					

					
							
							La calidad de español se adquiere, se conserva y se pierde con arreglo a lo que determinen las leyes.

						
							
							La calidad de español se adquiere, se conserva y se pierde con arreglo a lo que determinen las leyes.

						
							
							Art. 6. Se pierde la cualidad de Ciudadano durante un tiempo fijo:

							Por condena del Tribunal competente.

							Por insolvencia e inhabilitación civil.

							Por embriaguez habitual.

							Por recibir sueldo del Gobierno extranjero.

							Por asistencia habitual a la Beneficencia pública.

							Art. 7. Todos los residentes se consideran privados de intervención electoral y del ejercicio de cargos públicos.

						
					

				
			

			3.2. Derechos y deberes

			Ya en el Pacto federal de las Provincias de Andalucía, Extremadura y Murcia se recogían una serie de principios entre los que destacan la soberanía popular (artículo 4) y la consideración de que los derechos individuales son absolutos, inalienables e imprescriptibles (artículo 3); pero es en el texto antequerano donde se presenta una amplia parte dogmática, recogida en el título tercero (artículos 8 al 33), que es la más minuciosa de las recogidas en este período, sacándola del título que generalmente la recoge en la mayoría de los textos constitucionales, «De los españoles y sus derechos», para redactar un título específico de derechos y deberes. Deben, no obstante, hacerse algunas puntualizaciones a dicha regulación. 

			En primer lugar incluye en el mismo título lo que puede denominarse derechos y garantías de la federación (artículo 8) con los de los individuos (artículos 9 y siguientes).

			La ideología pimargalliana está presente en gran parte de este articulado, de tal manera que, exceptuando el citado artículo 8, inicia la exposición de los derechos con la plasmación de la autonomía individual. Esta autonomía individual («autonomía humana» en frase de Pi y Margall), que se predica en el artículo 9, impregna también todos los derechos políticos que se recogen en otros títulos del proyecto, porque se revela a la vez fin y motor del sistema, ya que su esencia es la confederación libre de los individuos en el municipio mediante el pacto. En este sentido el «sufragio universal no interviene para nada en el momento constituyente municipal», ya que es un derecho que solo opera «en la elección de los gobernantes y para garantizar la participación en el poder; nunca para constituir éste a sus distintos niveles». Y ello porque «el hombre soberano y autónomo ni puede delegar en otros la constitución de un poder sobre él (Asamblea constituyente de representantes típica del Derecho político), ni puede conceder legitimidad a un poder que él no quiere». En suma: «el habitante del municipio a la hora de constituir éste ni vota para nombrar representantes que lo hagan en Asamblea constituyente, ni reconoce ninguna Constitución que salga de ella, sino que estampa su firma en un contrato en el que se especifican tanto la naturaleza del poder que se crea como sus condiciones de existencia»46.

			Respecto a los derechos individuales en dicho artículo 9 se incluyen diecinueve derechos del ciudadano andaluz relacionados con su autonomía personal, algunos de los cuáles integran varios derechos47. Se redactan de forma concisa, como todo su articulado, sin dejar su posible regulación a leyes de desarrollo posterior ni relacionarlos en ninguna medida con apéndices ni otros textos, por lo que se revelan como derechos sustantivos e inalienables del ciudadano, que aglutinándolos en grandes bloques, tanto el artículo 9 como otros relacionados, son los siguientes (véase su redacción literal en el cuadro 4): 

			a) «El derecho a la vida, a la seguridad y dignidad de la vida»: hay que llamar la atención hacia la novedad de la inclusión de tal derecho en el Proyecto de Constitución Federal de 1873 y se recoge el mismo literalmente en el texto de Antequera, ni siquiera se enunciaba en la Constitución de 1869. En clara coherencia con este derecho queda abolida la pena de muerte y las penas infamantes (artículo 23). Son principios claramente progresistas para este momento, teniendo en cuenta que la pena de muerte y la ejecución infamante de las penas se siguen recogiendo en los códigos penales de su momento.

			b) Se puede diferenciar un bloque de derechos que están relacionados entre sí a tenor de la polémica que en torno a ellos se planteó a lo largo del siglo xix. Son los referidos a la libertad de expresión enumerando los derechos a la emisión y difusión libre del pensamiento hablado o escrito y la libertad de enseñanza. La inclusión de un título completo en la Constitución de Cádiz («De la instrucción pública»), recogiendo especialmente en el artículo 371 el derecho a la libre expresión abre una polémica, ya enunciada con la ilustración, sobre la libertad de enseñanza, que será el campo de batalla de la educación durante el siglo xix y que se va derivando hacia la libertad de apertura de centros de enseñanza, más que el propio derecho a la educación. Desde la Constitución de 1837 el derecho a la emisión y difusión del pensamiento se convierte en uno de los derechos fundamentales que se enuncian en primer lugar (artículo 2) o en lugar preferente en los textos de carácter más progresista, de modo que se reproduce de forma más o menos amplia en las constituciones de 1845 (artículo 2), de 1869 (artículo 17) y 1876 (artículo 13). No obstante, este derecho se funde con frecuencia con la libertad de enseñanza, tal como aparece en el Proyecto de Constitución federal de 1873 (artículos 2 y 3). En este tema se centró parte del debate decimonónico que tuvo una difícil solución en la cual se vio envuelta la Institución Libre de Enseñanza. Sin embargo, en el texto de Antequera la libertad de enseñanza se recoge en el artículo 9.d, como derecho independiente, por lo que están diferenciados libertad de expresión y libertad de prensa respecto a la libertad de cátedra (incluso con la libertad de creación de centros educativos, que recoge en un artículo diferente, el artículo 18), con lo que sigue en gran medida a las constituciones más progresistas, pero ampliando dichos derechos y asegurando en los artículos 10 y siguientes su protección; además concibiéndolos como derechos ilegislables, no remitiendo a desarrollo posterior el recorte de los mismos, como había pasado tan frecuentemente con la libertad de imprenta y la libertad de expresión durante el siglo xix. Por el contrario, expresamente en el artículo 10 prohíbe el recorte de tales derechos inalienables de la autonomía humana48. Dentro de este grupo de derechos está la libertad de reunión, asociación, petición y manifestación (artículo 9.e), que no puede ejercerse a mano armada ni en la vecindad de poderes legislativo y judicial (artículo 25). Apenas solo esbozada en los términos aquí recogidos.
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			Proyecto de Constitución o Pacto federal para los cantones regionados andaluces, presentado por Carlos Saornil en la Asamblea federal de Antequera de 1883, Sevilla, Imprenta de Ángel Resuche impresor, 1894. Copia de la portada de una nueva edición publicada en 1894.

			Fuente: Biblioteca de Humanidades, Universidad de Sevilla.

			c) El derecho a la instrucción gratuita: si bien el debate decimonónico se centró en la libertad de creación de centros, como el desarrollo de la libertad de cátedra, no es menos cierto que desde la introducción del título noveno de la Constitución de Cádiz se considera no solo derecho de los ciudadanos el acceso a la enseñanza, sino deber del Estado el facilitarlo. Deber y derecho presentan en dicho texto una especie de transitoria (no recogida como tal), incluida en el artículo 25, apartado sexto, por el cual se deja un período de veintitrés años (hasta 1830) para exigir como requisito para el ejercicio de los derechos de los ciudadanos el saber leer y escribir. A partir de este momento se abre un período de implantación de planes de estudio y de reformas en busca de la ampliación de la enseñanza, especialmente primera enseñanza, tanto a niños como a niñas, que tendrá avances significativos a partir de la revolución del 6849. El texto de Antequera en el tema del derecho a la instrucción, no solo en sus niveles inferiores sino en «hasta sus más altos desarrollos», no se limita a la proclamación de su principio en el artículo 9, sino que impregna diferentes artículos del texto. De este modo, considero que introduce en su articulado las ideas krausistas de formación integral de la persona, así como las ideas pimargallianas de instrucción laica, de tal manera que no solo prohíbe a los diferentes poderes que impidan su desarrollo (artículo 10.a), sino que expresamente en este mismo artículo impide la dejación de la misma abandonando la financiación (artículo 10.c) o su cesión a la Iglesia, aunque no la cita expresamente (artículos 10.f y 13.b). Por el contrario, considera como atribución de los poderes públicos la materia de instrucción que se organiza en los tres escalones establecidos por los tres proyectos constitucionales, de forma que de abajo-arriba, se atribuye al municipio el mantenimiento de la instrucción pública, impidiéndole abandonarla «dejando de sostener establecimientos de instrucción, en las escalas y condiciones oportunas» (artículo 10.c del proyecto de constitución municipal). El cantón debe mantener la secundaria y control de la primaria, impidiéndole abandonar dicha competencia («Abandonar la instrucción pública, dejando de sostener escuelas los Municipios e Institutos de segunda enseñanza el Cantón», artículo 10.c del proyecto de Constitución cantonal) y correspondiéndole a la regional tanto el establecimiento de la enseñanza primaria para ambos sexos hasta los doce años (artículo 13.b), en lo que puede ser más una salvaguarda que su puesta en práctica, a tenor de la concordancia con los artículos de los proyectos municipal y cantonal, atribuyéndose claramente la enseñanza superior (artículo 37.q), que es atribuida al Departamento (equivalente a Ministerio) de Instrucción y obras públicas (artículo 58), con lo cual parece retomar la noción ilustrada de «fomento», aunque ahora separada de Agricultura, Industria y Comercio. Asimismo, aún estableciendo una discriminación respecto a los ciudadanos hombres, recoge el voto femenino cuando «hayan cursado en establecimientos de secundaria o profesional, nacionales o extranjeros». No obstante, el ejercicio de tales principios presenta alguna confusión, puesto que en el artículo 18 se recoge la posibilidad por parte de ciudadanos y extranjeros de creación de centros de instrucción y educación (plasmando el artículo 24 de la Constitución de 1868 y el artículo 27 del Proyecto de Constitución federal de 1873), lo cual parece de difícil engranaje con los artículos 9.h y 10.c y f, según los cuales los poderes públicos no pueden hacer dejación de la instrucción, en los términos señalados arriba. Asimismo, comparando estos aspectos con la redacción de los textos del cantón y el municipio, no se establece claramente una jerarquía de competencias, como se ha señalado en el epígrafe anterior.

			d) Un cuarto grupo de derechos propios de la autonomía individual están relacionados con la ideología burguesa que preside el texto, como son el derecho al trabajo y a su libre disponibilidad, y el derecho a la libertad profesional (artículo 9.c). No se recoge, sin embargo, el principio de igualdad, mérito y capacidad en la función pública que estaba recogido en constituciones como la de 1837 (artículo 5), 1845 (artículo 5), 1869 (artículo 27) y en el Proyecto de Constitución federal de 1873 (artículo 29); por otra parte este texto es más amplio en la regulación del derecho a la libertad profesional que el texto antequerano (título preliminar, 5). 

			Todo el texto está impregnado de la ideología propicia a la población productiva («no se reconoce el derecho al ocio», artículo 12) y dentro de los cauces de una moral preestablecida (no religiosidad). Sin embargo, aparecen cuatro aspectos muy interesantes relacionados con el trabajo y que se recogen por primera vez: la responsabilidad civil subsidiaria de los empresarios (agrícolas, industriales, mineros, de transporte, etc.) en casos de accidentes laborales (aunque no se especifique de este modo), así como el derecho de la persona a la asistencia pública para los inútiles para el trabajo que carezcan de medios (artículo 9.r); la prohibición del trabajo para los menores de 12 años (artículo 32) y finalmente el derecho «de huelga pacífica y la práctica de la resistencia solidaria» (artículo 33), lo que son avances muy importantes para el momento en el que se redacta50. Por tanto, puede decirse que acoge los derechos sociales como inalienables del individuo y salvaguardados por el poder regional, cantonal y municipal, posiblemente en este sentido, ahora de arriba-abajo, si bien la regulación de tal materia corresponde fundamentalmente al poder federal, acogiendo la competencia legislativa en esta materia de una forma amplia (art. 37.r, 1.º a 6.º). No considero que deban relacionarse con este derecho la competencia que se atribuyen los poderes públicos en materia de beneficencia, que en ningún caso puede ser ejercida por otra instancia, interpretándose que se arrebata a la Iglesia (artículo 10.f, en relación con el 37.f de los respectivos proyectos constitucionales).

			e) Si puede decirse que en los textos constitucionales progresistas del siglo xix hay un derecho claramente establecido, es el principio de igualdad ante la ley y sus correlativos en materia procesal. Su contenido se recoge también en el texto antequerano, de concisa redacción pero amplio contenido. Así se recoge en el artículo 9.g tanto la igualdad ante la ley, sin ninguna especificación, como aparece en algunos de los textos constitucionales decimonónicos a partir de la Constitución de Cádiz (artículo 258). Se recogen unos amplios derechos en materia procesal: derecho a la justicia criminal gratuita, a ser juzgado por un jurado en toda clase de delitos, derecho a la oralidad y publicidad del proceso, derecho a la completa rehabilitación después de cumplida la condena y el derecho procesal contra todo funcionario del orden gubernativo o judicial (artículo 9.l-p); asimismo se regulan ciertas garantías procesales en materias de detención, cumplimiento de penas, etc. (artículos 28-30). Sin embargo, igual que se apreció en el caso de la concesión de la ciudadanía como competencia del poder cantonal, en esta materia se establece la competencia de la legislación en materia civil y criminal al poder federal (art. 34 de dicho proyecto de constitución), sin embargo se considera competencia del poder cantonal (aunque en el título IV se rubrica como «Del poder federal y sus facultades», como en la regional) la codificación civil, criminal, de comercio y de procedimiento (art. 36.e).

			f) La libertad de conciencia y el libre ejercicio de todos los cultos: debe relacionarse con el tema de la anticonfesionalidad (más que aconfesionalidad) del Estado, donde en materia religiosa se acogen las ideas de Pi y Margall51, a tenor de su reiterada exclusión de toda forma de profesión religiosa del Estado52, ni de ningún tipo de concesión a los clérigos. Pero, por otra parte, se consagra el principio de la libertad de conciencia y ejercicio de culto (artículo 9.f), lo que entra en clara contradicción con la prohibición de los votos religiosos (artículos 12 y 13.a), y con la exigencia para ser elector y elegible el tener la condición de seglar (artículo 16). En coherencia con la laicidad de la federación, se recogen una serie de aspectos, como la exclusión de la cesión de fondos para el sostenimiento de cualquier culto (artículo 10.b), la no existencia de relaciones Iglesia-Estado (artículo 10.g), la exclusividad de los registros civiles tanto de nacimiento, de matrimonio como de defunción (artículo 11), etc.

			g) El derecho de propiedad limitado por los derechos sociales, sin vinculación ni amortización perpetua (artículo 9.q): la enunciación de un derecho de propiedad limitado por los derechos sociales no es acorde con los principios defendidos por la burguesía. Sin embargo, aunque se recoge en el artículo 9, está ampliamente matizado por los artículos siguientes, en los cuales se establece un fuerte sistema de garantías para que el derecho de propiedad quede salvaguardado. De esta manera se establece que nadie puede ser privado de sus bienes y derechos, salvo por sentencia, ni existe la prisión por deudas civiles (artículo 21); indemnización en caso de expropiación (artículo 22), etc. No obstante, en el cuadro de competencias que se presenta en el título IV de los respectivos proyectos, la asunción de las mismas por cada uno de los poderes municipal, cantonal y regional hace difícil el desarrollo de tal derecho y los principios que sustenta, fundamentalmente por no establecer un cuadro de competencias claro, como ocurre en otros de los puntos expuestos.

			h) Asimismo se establece como derechos inalienables de la autonomía humana la libertad de establecer y mudar de domicilio (artículo 9.i); la inviolabilidad de la morada, salvo en los casos de incendio y análogos (artículo 9.j) y la inviolabilidad de la correspondencia por los medios actuales y futuros (artículo 9.k), todos ellos con un sistema de garantías expuesto en los artículos siguientes (artículos 19 y 20). Si bien todos ellos están recogidos en las constituciones progresistas, especialmente en la de 1869, también se desarrollan ampliamente tanto en el proyecto constitucional de 1873 como en la Constitución de la Restauración, la de 1876.

			i) Finalmente, el artículo 9.s establece el derecho a la gobernación pública y a la intervención legislativa por medio del sufragio universal permanente. Este derecho se encuentra impregnando gran parte del articulado de los tres proyectos constitucionales (municipal, cantonal y regional), lo que nos lleva a uno de los temas que están de más actualidad entre los partidos que están irrumpiendo en los últimos años en España y que han provocado un debate político y social importante: el derecho de participación política directa, rompiendo los principios de representación indirecta usuales. Por lo tanto, es en este punto en el cual el derecho de voto sobrepasa en el texto antequerano todos los textos constitucionales hasta entonces vigentes53, con la fijación en el artículo 49 de un sistema de participación directa, mediante lo que denomina (el derecho de) «barra», que es una iniciativa legislativa popular muy amplia y con pocos requisitos, incluso para propuestas en materia de reforma constitucional:

			Artículo 49. Cada semana habrá señalado un día en el cual existirá la barra.

			Todo Ciudadano andaluz, toda Sociedad o Corporación laica podrá presentar y defender cuantas mociones o proyectos estimen de interés general, siempre que no vengan a modificar la Constitución y estén autorizados por cincuenta firmas auténticas de Ciudadanos andaluces. Los proyectos serán presentados en la Secretaría del Congreso, que los hará publicar en el Diario de Sesiones, señalando con ocho días de antelación aquél en que debe comenzarse a discutir.

			La Secretaría podrá, de acuerdo con la Presidencia, negar la discusión del proyecto.

			Todo proyecto no tomado en consideración, y que altere el texto constitucional será necesariamente discutido, si lo piden diez mil Ciudadanos o tres Diputados.

			Por lo demás, sigue bastante de cerca los preceptos recogidos en el título segundo del proyecto de Constitución de 1873, si bien, en general, este último presenta en este título mayor tecnicismo, sistemática y rigor en la regulación de los derechos y libertades de los españoles que la Constitución de Antequera respecto a los ciudadanos andaluces54.

			Cuadro 4

			
				
					
					
				
				
					
							
							Proyecto de Constitución federal de la República española de 1873

						
							
							Constitución de Antequera de 1883

						
					

				
				
					
							
							Título preliminar

							Toda persona encuentra asegurados en la República, sin que ningún poder tenga facultades para cohibirlos, ni ley ninguna autoridad para mermarlos, todos los derechos naturales.

							1.º El derecho a la vida, y a la seguridad, y a la dignidad de la vida.

							2.º El derecho al libre ejercicio de su pensamiento y a la libre expresión de su conciencia.

							5.º La libertad del trabajo, de la industria, del comercio interior, del crédito.

							3.º El derecho a la difusión de sus ideas por medio de la enseñanza.

							4.º El derecho de reunión y de asociación pacíficas.

							7.º La igualdad ante la ley.

							8.º El derecho a ser jurado y a ser juzgado por los Jurados; el derecho a la defensa libérrima en juicio; el derecho, en caso de caer en culpa o delito, a la corrección y a la purificación por medio de la pena.

							6.º El derecho de propiedad, sin facultad de vinculación ni amortización.

						
							
							Título tercero. Derechos y garantías: deberes

							Artículo 8. Andalucía reconoce y garantiza las autonomías generatrices de cada jerarquía federativa, consagrando cuanto sus respectivas Constituciones anteriores para el Municipio y el Cantón.

							Artículo 9. La autonomía individual comprende:

							El derecho a la vida, a la seguridad y dignidad de la vida.

							El derecho a la emisión y difusión libre del pensamiento hablado o escrito.

							El derecho al trabajo y a su libre disponibilidad. El derecho a la libertad profesional.

							La libertad de enseñanza.

							La libertad de reunión, de asociación, de petición y de manifestación pacífica.

							La libertad de conciencia y el libre ejercicio de todos los cultos.

							La igualdad ante la ley.

							El derecho a la instrucción gratuita hasta en sus más altos desarrollos.

							La libertad de establecer y mudar de domicilio.

							La inviolabilidad de la morada, salvo en los casos de incendio y análogos.

							La inviolabilidad de la correspondencia por los medios actuales y futuros.

							El derecho a la justicia criminal gratuita.

							El derecho a ser juzgado por Jurado en toda clase de delitos.

							El derecho a la oralidad y publicidad del proceso.

							El derecho a la completa rehabilitación después de cumplida la condena.

							El derecho procesal contra todo funcionario del orden gubernativo o judicial.

							El derecho de propiedad limitado por los derechos sociales, sin vinculación ni amortización perpetua.

							El derecho de asistencia pública para los inútiles para el trabajo que carezcan de medios.

							El derecho a la gobernación pública y a la intervención legislativa por medio del sufragio universal permanente.

						
					

				
			

			3.3. La mujer en la Constitución de Antequera

			Si hay algo innovador y progresista respecto a los derechos de la mujer como propuesta legislativa, se encuentra en la Constitución de Antequera, especialmente si la relacionamos con los textos constitucionales inmediatos: no aparece ningún derecho específico de la mujer ni en la Constitución de 1869 ni en el Proyecto de Constitución Federal de 1873, que prácticamente reproducen los artículos referentes a los españoles y sus derechos. Esto es significativo si tenemos en cuenta que alguno de los ideólogos y participantes en uno y otro texto, especialmente en el Federal, procedían de la Institución Libre de Enseñanza y entre los objetivos de su activismo estaba la educación de la mujer, como por ejemplo Rafael María de Labra, firmante de dicho Proyecto de Constitución federal55. 

			Si bien no se presenta como un derecho propio de la autonomía individual, se recoge en este mismo título tercero del texto de Antequera una importante aportación en cuanto a la igualdad de la mujer, tanto en cuanto a la instrucción, gratuita y obligatoria hasta los doce años para ambos sexos (artículo 13.b), como en cuanto al reconocimiento de la independencia civil y social de la mujer desde su mayoría de edad (artículo 14). Asimismo se reconoce su derecho a voto por primera vez, no obstante se recortan sus derechos respecto a los varones, al exigírsele como requisito cierta instrucción, si bien ésta no se recoge claramente56.

			Para comprender el avance de tales principios recogidos en el texto antequerano debemos compararlo con algunos parámetros del momento, en los que la mujer estaba, pero no era considerada: por ejemplo, el nacimiento de nuevos partidos entre los que tuvo un papel destacado el Partido Demócrata y la serie de ideologías que se aglutinaron en su entorno57, los movimientos anarcosindicalistas andaluces, apenas hacían alusión a la mujer trabajadora en sus reivindicaciones y seguían manteniendo a los obreros, en masculino, como su objetivo primordial. Incluso con algún conflicto con los movimientos feministas. Temma Kaplan recoge cómo los anarquistas no tomaron conciencia del problema de la mujer trabajadora hasta el Congreso de la Federación de Trabajadores de la Región Española celebrado en Sevilla en 1882, cuando Manuela Díaz y Vicenta Durán pidieron en una sesión del mismo que sacara una resolución sobre los derechos de la mujer, declarando el Congreso su apoyo y si bien desde entonces entraron en la Federación, no supuso realmente un avance sustantivo ni en sus derechos ni en su inclusión en los órganos directivos58. Asimismo, los fourieristas, con Joaquín Abreu como actor más significativo, siguiendo a Fourier, mantenían una visión de la mujer y los niños siempre en estado de inferioridad, con lo cual ansiaban la armonía social pero mantenían la inferioridad de la mujer59, si bien es cierto que fueron en los círculos fourieristas donde se plantearon las primeras voces feministas.

			Cuando se analizan obras sobre los movimientos políticos y sociales del siglo xix, en muy escasa medida aparecen nombres femeninos; los más conocidos como Concepción Arenal o algunas andaluzas como María del Rosario Cepeda y Mayo (1756-1816), María Teresa Fernández de Rábago, marquesa de Rábago (1775-1861), Margarita López de Morla, Francisca Javiera Ruis de Larrea y Aherán, conocida como Frasquita Larrea (1775-1838), Cecilia Böhl de Faber (1796-1877), María Josefa Zapata y Cárdenas (c. 1822-?), Margarita Pérez de Celis (c. 1830-1882), Carmen de Burgos (1867-1932)60, o Flora Tristán (1803-1844), que aunque no nació en España, mantuvo fuertes lazos familiares y más cercana al tema que aquí tratamos61. Sin embargo, apenas hay referencias a nombres de mujeres dentro de dichos movimientos sociales o son muy escasas62, lo que contrasta con fuentes iconográficas, por ejemplo, en las que es habitual la presencia de mujeres en grabados63, pintura64, etc., en la literatura coetánea o cercana al momento. Un ejemplo es Galdós, en cuyos episodios nacionales son tan frecuentes las mujeres tomando las armas y cuando hay constancia en fuentes documentales o testigos de los hechos, como Díaz del Moral65, evidencia que muchos de los que fueron apresados o represaliados, incluso condenados a muerte con motivo de las revueltas, eran mujeres.

			La Constitución de Antequera rompe con la ausencia de las mujeres de los textos legislativos y recoge una serie de preceptos de especial interés:

			En primer lugar porque recoge en su articulado una serie de derechos en los que equipara hombre y mujer: 

			«Se establece la instrucción gratuita y obligatoria hasta los doce años para ambos sexos» (artículo 13.b, misma redacción y artículo en el Proyecto para el municipio; en el Proyecto cantonal, dice desde los siete a los doce años —artículo 12.a—).

			«Se reconoce la independencia civil y social de la mujer. Toda subordinación que para ella establezcan las leyes queda derogada desde la mayoría de edad» (artículo 14)66.

			«Todo ciudadano andaluz es elector. También lo serán las mujeres que, poseyendo las condiciones de ciudadanía, cursen o hayan cursado en establecimientos de enseñanza secundaria o profesional, nacionales o extranjeros» (se recogen en términos muy similares en los arts. 14 de los proyectos de Cantón y Municipio).

			En primer lugar, la garantía de la instrucción gratuita y obligatoria para ambos sexos es un avance sustancial que no se había establecido en estos términos anteriormente en los textos constitucionales, si bien obedece tanto a los avances que se habían producido en la normativa desde la revolución del 6867, como a la ideología de los redactores del Texto antequerano, muy proclives a todos los aspectos relacionados con la educación y la inclusión de la mujer. 

			Los dos puntos siguientes son más importantes e innovadores: 

			La independencia civil de la mujer era uno de los temas que prácticamente no estaban a debate entre los legisladores del momento. De hecho, en el Código civil de 1889 la situación de la mujer queda absolutamente vinculada al padre, hermano o fundamentalmente al marido, siempre bajo tutela y con una perpetua minoría de edad en todos los aspectos. Por lo que la mujer, para adoptar la nacionalidad del marido, debe obedecer al marido, seguirlo donde éste resida, es el marido el administrador de la sociedad económica conyugal, es su representante legal, no puede disponer de sus bienes sin su licencia, etc.68
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			Portada del discurso sobre el feminismo leído en la Universidad de Sevilla en el acto solemne de la apertura del año académico de 1904-1905 por D. Javier Lasso de la Vega y Cortezo, Sevilla, 1904 (Biblioteca Universidad de Sevilla). Lasso de la Vega, (Sevilla, 1855- 1911) fue miembro del Folk-lore Andaluz junto a Antonio Machado Álvarez y Alejandro Guichot y concejal de Unión República de Sevilla entre 1904 y 1909. En este discurso se defendían los derechos de las mujeres en línea con las orientaciones progresistas de un pensamiento que había tenido también sus apoyos desde el republicanismo federal, como muy bien ilustra el Proyecto de Constitución de los Cantones Andaluces Federados, presentado en Antequera en 1883.

			Respecto al derecho al sufragio femenino, es un texto avanzado en extremo, puesto que ni siquiera se plantea en la Constitución de 1869 ni en el proyecto federal de 1873 (como tampoco los otros dos aspectos arriba recogidos), por lo que se convierte en la primera vez que en España se introduce en un texto que pretende ser normativo69. Si bien está recortado respecto al hombre en cuanto que la mujer debe tener una cierta educación secundaria70, lo que a efectos prácticos queda reducido al voto de las mujeres de las clases altas e ilustradas, puesto que se debe señalar cómo el texto recoge también el reconocimiento de los títulos extranjeros, en gran medida en atención a la procedencia de los teóricos del momento, cuyas familias sufrieron exilio a lo largo de todo el siglo xix.

			Estas ideas son importantes en este texto hasta el punto de romper, incluso, con las más difundidas y defendidas por su entorno político más cercano, como pudo ser Pi y Margall, que en las mismas conferencias dominicales del final de los años sesenta, celebradas en la Universidad Central bajo el auspicio de Fernando de Castro y Concepción Arenal, donde Labra defendía inicialmente planteamientos en defensa de la autonomía civil y política de la mujer, aquél mantenía el entorno femenino de la mujer71, con un pensamiento apegado a la tradición más genuina. Es curioso que Pi y Margall posteriormente evolucionara hacia la reivindicación del voto femenino, treinta años después, y Labra retrocediera un poco en sus iniciales planteamientos.

			Realmente, es un texto pionero en esta materia, redactado incluso unos años antes de que Adolfo Posada escribiera su magnífica y primera obra en España sobre el Feminismo, con este mismo título, cuya iniciativa se fue esbozando en colaboraciones en La España Moderna, entre los años 1896 y 1898 y que termina con la publicación de este libro en 1899. Esta obra tiene la doble virtud de hacer un análisis del tema desde diferentes puntos de vista (físico y moral), introduciendo el aspecto económico del trabajo femenino como medio de liberación y considerando una cuestión de justicia la igualdad de sexos. Hace no solo un estudio comparado con la situación de la mujer en el resto de los países europeos y los estudios recientes, sino que analiza la situación jurídica de la mujer en España, de su exclusión del concepto de ciudadanía72 y las incongruencias de la opinión social sobre la participación política de la mujer, etc. En definitiva, realiza un análisis de los textos constitucionales y de los Códigos vigentes, aportando una visión igualitaria de la mujer como modo de llegar a la justicia social73.

			4. A modo de reflexión final

			Se puede optar por considerar la Constitución de Antequera de 1883 como el inicio del andalucismo, o bien criticar su articulado por carecer de técnica jurídica; también valorar los avances que supone respecto a otras propuestas en materia de derechos y libertades o el retroceso en cuanto al recorte de otras, o bien se puede optar por una posición en la cual se valore la actuación de un partido y un grupo de personas en su momento, etc. Todo ello en un momento especialmente complejo para la historia de España y para el despegue económico de Andalucía, en el cual no se puede hablar de forma lineal de revolución burguesa, pero sí de pasos en los cuales va a depender de una mixtura de acontecimientos que llevan a balbuceos en derechos y libertades que solo posteriormente se consolidan. 

			El sentido de la parte dogmática del texto antequerano, amplio y contradictorio, no es otro que el afán por conseguir una regulación acorde con la burguesía naciente y la clase intelectual que está detrás de la redacción de los textos que aquí se analizan, de forma que se intenta que vaya dirigida a una población activa y acorde con unos modelos de vida preestablecidos y deseables para los redactores del texto, de espaldas a una realidad social que se desarrollaba en Andalucía durante el último tercio del siglo xix. Por este motivo la regulación de la ciudadanía, debiendo ser personas con profesión, vida honesta y derechos civiles: el ideal de unas clases privilegiadas, ahora por el status social, que se debaten en la lucha política, no en la lucha por la subsistencia. Por lo demás todo el espíritu del texto se adecua a esta clase incipiente burguesa e intelectual, lo que queda plasmado en la competencia del poder federal en materia de propiedad industrial, minera, agrícola, forestal, etc., siempre que no afecte a las del municipio o cantón (artículo 37.e) o en este mismo sentido la competencia en materia de facilitar el ejercicio profesional libre y franco (artículo 36.j); existencia de diputados profesionales o de clase (elegidos por los gremios), con una gran diferencia respecto a los diputados de elección (uno por cada 20.000 habitantes, frente a uno por cada 200 en el caso de los diputados profesionales74, artículo 40); la elaboración del censo gremial cada dos años, frente a la elaboración del censo de la población cada diez (artículo 52); la creación de un Departamento de Agricultura, Industria y Comercio (artículo 58); etc.

			Sin embargo, la otra cara de dicho momento hay que verla en la masa de campesinado sin tierra: se aprecia que el andalucismo se fraguó exclusivamente en un sector de la pequeña burguesía ciudadana e intelectual, porque en Andalucía faltó durante el siglo xix una burguesía que fuera, no ya solo la capitalizadora de las ideas andalucistas, sino la promotora de las reformas sociales. La clase más cercana que hubo a tales planteamientos, formada fundamentalmente por intelectuales y profesionales (una clase media, que realmente no podemos catalogar como verdadera burguesía, sino que se denomina así con fines prácticos), se desconectó de la clase alta por su pensamiento político, al ser ésta totalmente centralista, mientras que fue tendiendo hacia la autonomía política como remedio de Andalucía frente a regiones más prósperas. Al mismo tiempo no pudo conectar con el mundo rural, tanto de los propietarios medios, siempre de espíritu conservador, como de las clases populares (tanto del medio rural como urbano), aunque en sus proyectos se hiciesen alusiones al igualitarismo económico, a la desaparición de la estructura de clases, incluso a la estimulación de una mayor movilidad social, que siempre estuvo alentada por causas concretas e inmediatas, relacionadas con crisis de subsistencias y problemas puntuales, sin que apenas pudieran llegar a tener conexión con un proyecto social ni político determinado de lucha social en la práctica real.

			Habrá que esperar a los inicios del siglo xx y a la influencia, entre otros, de Blas Infante y la catalización que hizo de diferentes corrientes de pensamiento, para que se recojan estas iniciativas, y para entonces el andalucismo ya había perdido en gran medida sus señas de identidad, debiendo retomarse después de sesenta años en el punto que se dejó en los proyectos constitucionales antequeranos, que se convertirán en el emblema del andalucismo y de nuevo serán enarbolados en 1931.

			Los ideólogos del siglo xix vivieron su tiempo, inserto en las corrientes propias del romanticismo, cuya derivación en movimientos políticos es el nacionalismo. Al redactar los proyectos de Constitución de Antequera, dentro del programa del partido federal, plasmaron un ideal acorde con su tiempo, pusieron sin duda en ello corazón más que técnica, pero no puede obviarse su aportación en el intento de ampliar y consolidar los derechos y libertades, introduciendo algunos importantes, como los derechos sociales o los derechos de la mujer, y tampoco debe olvidarse que reivindicaron, aunque bien es verdad que apenas lo dijeron, las ideas krausistas y regeneracionistas que impregnaron en tan gran medida el movimiento andalucista de inserción del hombre dentro de la humanidad, sin reduccionismos.
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			Andalucismo y federalismo en el siglo XIX: estado de la cuestión y planteamientos generales
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			1. Introducción

			El andalucismo es un término que se utiliza para referirse, en general, a la preocupación por la identidad andaluza y, más concretamente, para referirse a los movimientos que reivindican la existencia de un pueblo, de una cultura y de una conciencia andaluza y, a partir de ahí, la necesidad de una organización político-administrativa propia para el territorio de Andalucía, que incluye desde meras alternativas descentralizadoras a otras federales o confederales1. La valoración diferente de los elementos integrantes y la ambigüedad programática que los caracteriza han dificultado una delimitación nítida de sus significados y han conllevado diferentes visiones historiográficas.

			Los defensores del andalucismo, a quienes Manuel González de Molina y Eduardo Sevilla Guzmán incluyen en la «hagiografía del andalucismo» o «el mito andalucista»2, plantean una teoría ideológica del proceso histórico andaluz unilineal y acumulativa, siguiendo los planteamientos de Blas Infante en el Ideal Andaluz, con la búsqueda de los orígenes en tiempos remotos, desde la Antigüedad, y una serie de etapas en la Edad Media, con el protagonismo de al-Andalus y la cultura musulmana, y Moderna, con las insurrecciones anticentralistas, hasta culminar en un regionalismo plenamente consciente del siglo xix, que tendría sus hitos en la Junta de Andújar de 1835, las uniones andaluzas de la etapa de la Unión Liberal, el Pacto Federal de Córdoba de 1869, el cantonalismo de 1873 y la Constitución Federal de Antequera de 1883. Todos estos acontecimientos tendrían el federalismo como hilo conductor, por debajo del cual circulaba el andalucismo, que tendría su pleno desarrollo como movimiento nacionalista en el siglo xx.

			Próximos a esta interpretación contemporaneista están los estudios de José Acosta Sánchez, en los que por una parte aparece la interpretación esencialista y unilineal del proceso histórico andaluz apuntado, pero por otra, ha evolucionado hacia la consideración de un protoandalucismo para el siglo xix, guiado por un confederalismo dentro de la «complejidad de fuentes del federalismo español»3, de Juan Antonio Lacomba Abellán, quien ha mantenido unas posiciones más equilibradas, realizando las síntesis más completas sobre el tema4; o últimamente, de Rubén Pérez Trujillano, que sigue la interpretación de estos últimos autores5.

			Las posiciones críticas han sido múltiples, con Antonio Miguel Bernal, Manuel González de Molina, Eduardo Sevilla Guzmán, Agustín Ruiz Robledo, José Antonio González Alcantud, Antonio Luis Cortes Peña, entre otros, cuestionando no solo los orígenes remotos más allá de la época contemporánea, sino también la interpretación del andalucismo decimonónico, destacando tanto la poca entidad de los episodios citados como su escasa significación regionalista, ya que son situados no como acontecimientos específicamente andaluces, sino dentro de la dinámica general de la Historia de España6. Desde estas perspectivas se sitúa a principios del siglo xx, en torno a 1907-1910, la aparición de un andalucismo político, aunque no deja de reconocerse unas etapas anteriores en la formación de una identidad andaluza en el entorno del desarrollo de un andalucismo cultural. Al respecto, fueron importantes las aportaciones desde la antropología y de la literatura. Isidoro Moreno Navarro estableció una primera etapa con el «primer descubrimiento consciente de la etnicidad», entre 1868 y 1890, cuando se produce lo que denomina «el primer descubrimiento consciente de la identidad cultural andaluza, realizado por los primeros antropólogos y folkloristas andaluces», en contraste con una situación anterior caracterizada por una débil «autoconciencia de la existencia de Andalucía como pueblo» y «el acentuado sentimiento particularista de pertenencia a una comunidad o comarca concretas»7. Otros autores han añadido la visión desde una perspectiva literaria, con las aportaciones de los viajeros extranjeros y del costumbrismo romántico a la hora de establecer toda una serie de imágenes sobre la identidad de Andalucía8. Ello ha llevado a que Manuel González de Molina y Manuel Gómez Oliver planteen en su análisis sobre la «identidad cultural andaluza» un primer periodo desde comienzos del siglo xix hasta el 98, que se corresponde «con la emergencia y expresión de las primeras síntesis identitarias andaluzas confundidas con lo español», entre las que incluyen las tres líneas apuntadas: aportación de los viajeros extranjeros y la literatura costumbrista del romanticismo, por una parte, en la que lo andaluz se confunde con lo español, con el consiguiente bloqueo de unas opciones regionalistas, y por otra, el movimiento folk-lorista desde el que se plantea la conformación de una identidad alternativa, crítica y protonacional9.
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			Francisco María Tubino y Oliva (San Roque —Cádiz—, 1833-Sevilla, 1888), escritor y periodista, fue uno de los promotores de la idea de la Unión Andaluza en los últimos años de la etapa de Isabel II y director del diario sevillano La Andalucía, que en la etapa del Sexenio Democrático se mostraría como defensor de la República Federal y de las ideas andalucistas, y autor de la obra Patria y Federalismo en la que defendía una organización provincial de tipo político-administrativo de las provincias andaluzas y una confederación andaluza de tipo socio-cultural. 

			Fuente: REVUELTA TUBINO, Matilde, «Un académico olvidado: Francisco María Tubino, a los cien años de su muerte (1833-1888)», Boletín de la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, núm. 68, 1989, p. 62.

			En resumen, la visión sobre el papel del andalucismo en la etapa del siglo xix, se resume desde la perspectiva historiográfica entre la visión andalucista que encuentra en dicho siglo un andalucismo consciente, que tiene presencia política en algunos momentos significativos, y la visión crítica que establece una diferenciación entre un andalucismo cultural que tendría sus primeros desarrollos en el siglo xix aunque subordinados a lo español, y otro andalucismo político correspondiente sustancialmente al siglo xx con el desarrollo de un nacionalismo esencialista y cultural, ya que no entiende el juntismo y el federalismo decimonónico como manifestaciones del andalucismo o bien le resta importancia.

			Desde luego que estas manifestaciones resultan puntuales; están, por lo general, endeblemente argumentadas, tienen un seguimiento minoritario y, además, tienden a ser partidistas y de clase, con lo que no tienen buen encaje con las orientaciones regionalistas/nacionalistas que, al menos en teoría, supondrían una tendencia para superar algunas divergencias sociales, políticas e ideológicas, y en consecuencia, acabaron fracasando. Sin embargo, entre todas esas visiones, quizá estos fenómenos decimonónicos debieran analizarse teniendo en cuenta el concepto liberal de nacionalismo, que es el que predomina en toda Europa antes de que, a fines de siglo se acabe imponiendo el nacionalismo cultural. Eric Hobsbawm considera que, para el liberalismo de mediados del siglo xix, la concepción de un Estado-nación podía implicar orientaciones multinacionales, multilingüísticas y multiétnicas, ya que se consideraba, por una parte, que la diversidad era lo natural y la ley del progreso iría homogeneizando culturas y, por otra, que el pluralismo no resultaba incompatible, sino que resultaba enriquecedor del conjunto, y por tanto, «la etnicidad, la lengua o la historia no eran criterios decisivos de la construcción liberal de naciones»10. Estas perspectivas son, sin duda, las que ha aplicado Josep María Fradera al hablar del «doble patriotismo» al analizar la construcción del catalanismo en la época liberal isabelina, y parecidos planteamientos han realizado Justo Beramendi para los proyectos gallegos y Manuel Martí y Ferrán Archiles, para el caso valenciano11.

			2. La etapa isabelina: Andalucismo costumbrista y provincialismo

			Dejando al margen experiencias de tiempos remotos, se puede entender el andalucismo, al igual que sucede con el nacionalismo, como un fenómeno netamente contemporáneo, ligado al proceso modernizador en el tránsito del Antiguo al Nuevo Régimen y en el desarrollo de las revoluciones liberales. Dicho proceso conlleva el cuestionamiento de las formas de poder político y de la organización del territorio de los Estados tradicionales, para sustituirlas por otras nuevas, y suponen el cuestionamiento de los lazos de identidad tradicionales y la necesidad de crear otros diferentes, dadas las transformaciones sociales, económicas y culturales que se producen. 

			Es en estas sociedades de tránsito donde toma importancia el costumbrismo de la época romántica, que como apunta Joaquín Álvarez Barrientos, es 

			...un fenómeno con implantación europea, que vuelve la mirada sobre el mundo alrededor, particular, y sobre su circunstancia, que recupera y mantiene lo nacional, aunque con una mirada ambigua, de indecisión, ante la tensión entre adoptar las nuevas costumbres que trae el progreso, y el olvido de las antiguas, que ese progreso fuerza. 

			En España, ese costumbrismo puede considerarse en buena medida una recreación del casticismo dieciochesco aristocrático-plebeyo, que reacciona frente a la moda extranjerizante, cosmopolita y homogeneizadora de la Ilustración, y es una respuesta a la crisis de identidad que conllevan los cambios ligados al proceso de modernización, intentando reordenar la sociedad, «fijar el carácter de una sociedad cambiante que se debate entre la continuidad del pasado y los retos del presente». En este debate el estereotipo andaluz tendrá tanta importancia que —según el autor citado— se creaba «el andalucismo, concepto estético, artístico e ideológico que ya se manejaba en la época» como un aspecto ideológico y estético del costumbrismo. Fue un fenómeno que se extendió al resto de España, «coloreándola de «lo auténtico español», identificado con lo andaluz, conservador y tradicional, y que se valió para fijar sus contenidos de los elementos y la imaginería que integran la estética de la pobreza»12.

			Este costumbrismo andalucista tenía, sin duda, una base en la cultura popular y en las formas tradicionales de difusión, como las coplas de ciego, la literatura de cordel, romances, etc.13, pero también era el resultado de un proceso creativo de descubrimiento, cuando no de invención. Es de sobra conocido el papel de los viajeros extranjeros en la fabricación de una imagen de Andalucía, que a veces era asumida como propia14, pero tanto o más importante es el de los escritores españoles y andaluces, muchos de ellos autores de categoría que colaboran en obras colectivas como, por ejemplo, Álbum de tipos y costumbres andaluzas (Sevilla, Librería de José Fernández, 1840); Semanario Pintoresco Español (1836-1857), con un protagonismo destacado de lo andaluz; en la aparición del denominado «género andaluz» en el campo de la escena teatral (José Sánchez Albarrán, José Sanz Pérez, Francisco Sánchez del Arco, José María Gutiérrez de Alba…); o bien en la obra narrativa y poética de otros autores como Tomás Rodríguez Rubí (1817-1890) con sus Poesías Andaluzas (1841) y sus «cuadros de costumbres andaluzas»; Serafín Estébanez Calderón (1799-1867), con sus Escenas Andaluzas (1847); Ángel de Saavedra, duque de Rivas (1791-1865), con sus romances; Pedro Antonio de Alarcón, con sus relatos cortos y novelas y sus libros de viajes como La Alpujarra (1872); Cecilia Böhl de Faber, Fernán Caballero (1796-1877), con sus «Cuentos y poesías populares andaluzas», donde intenta descubrir el «espíritu del pueblo» a través su «poetización de la verdad» que da lugar a una visión idealizada y nostálgica de la realidad, aunque su narrativa abre las puertas a la novela realista15; y Gustavo Adolfo Becquer, también en la búsqueda de un espíritu popular y de la identidad andaluza de signo espiritual y estético, en quien su tradicionalismo es compatible con el liberalismo y no tiene nada de arqueológico: mira al pasado pero se proyecta al futuro y está muy abierto ya a la preocupación regionalista y folklorista de finales de siglo16. Es interesante reflejar la obra de José María Gutiérrez de Alba con El pueblo andaluz, sus tipos, sus costumbres y sus cantares (1870), con las que pretende trazar un «cuadro de costumbres andaluzas» y «dar idea acabada del pueblo andaluz bajo todos sus aspectos»: la justificación del epílogo de José Martín y Santiago no tiene desperdicio como manifestación del patriotismo múltiple y de la justificación del andalucismo en comparación con otras regiones:

			Cuando Cataluña, evocando la memoria de sus mas faustos días, anhelando reconstruir su venerable idioma, reanuda su cultivo y el de su poesía y literatura; cuando Galicia, parece tener al mismo objeto, con mejor deseo que fortuna; cuando en toda la Península se verifica el gran desenvolvimiento crítico y literario a que estamos todos asistiendo, no debe extrañarnos que de los cuadros de costumbres y de las canciones andaluzas hayan intentado algunos escritores modernos hacer un género especial… 

			No creemos nosotros que de este inesperado movimiento intelectual, tenga nada que temer ni recelar la España moderna; porque, según ha dicho un eminente crítico —el señor Amador de los Ríos— nunca será más grande, mas fuerte y poderosa la unidad de un gran pueblo, que cuando se muestra en ella más enérgica y vividora la rica variedad que la constituya; ni pensamos que entraña la importancia que se le supone, y particularmente en Andalucía, donde se habla castellano; que al fin Galicia y Cataluña tienen sus dialectos especiales17.

			Cabe preguntarse, en todo caso, si este costumbrismo andalucista era realmente regionalista en esta etapa porque algunos autores lo entienden más bien como provincianismo. Los escritores eran perfectamente conscientes del papel de la historia para crear la memoria de los pueblos, como deja evidente, por ejemplo, José Amador de los Ríos en un artículo titulado «Recuerdos»18, pero la historia que se realizaba, como apunta Manuel Moreno Alonso, era eminentemente local y provincial, ligada especialmente a las capitales de las provincias establecidas en 1833, y los grandes historiadores de origen andaluz (Alcalá Galiano, Adolfo de Castro, Andrés Borrego, Antonio Cánovas, Alberto Lista, Francisco Cárdenas, José Amador de los Ríos, A. Fernández Guerra…) pudieron comenzar realizando historia de ese tipo, para acabar compatibilizándola o derivando hacia una Historia de España19. Un panorama parecido muestra el estadio de la prensa, que era abrumadoramente local o provincial, aunque no dejaba de haber cabeceras con referencia a Andalucía20. Según este listado, predominan los títulos publicados en Sevilla, 17, frente a 4 en Cádiz, 3 en Córdoba y 2 en Málaga, y ninguno en el resto. Se trata, en general, de prensa muy efímera, predominantemente de tipo cultural, y cuando lo es de tipo político, su orientación es progresista avanzada, democrática o republicana. Las excepciones fueron los dos grandes diarios de información general: La Andalucía (1857-1899), publicado en Sevilla, y El Correo de Andalucía (1851-1896), publicado en Málaga, que encontraremos participando en algunos de los proyectos políticos para la región, que son, como veremos, ante todo la proyección expansiva de dichas ciudades.

			La verdad es que no tiene nada que extrañar el protagonismo de las capitales y provincias existentes. Aunque la división territorial apenas se había establecido unos años antes, en 1833 como es conocido, y no respetase en muchos casos las antiguas regiones, no significaba que fuese radicalmente nueva. Antonio María Calero ha resaltado, por ejemplo, el papel de las capitales en la construcción de la división provincial. En el caso de Andalucía, la división provincial establecida no fue una cuestión que plantease especiales problemas. A fines del siglo xvi, las ciudades de Sevilla, Córdoba, Jaén y Granada tenían representación en Cortes, y la reforma territorial ilustrada acometida en tiempos de Carlos IV, entre 1799 y 1801, supuso la creación de las provincias marítimas de Cádiz y Málaga. En la Constitución de 1812 se fijaban los territorios de Córdoba, Jaén, Granada y Sevilla, que son los que aparecen igualmente en el Decreto de 23 de mayo de 1812 estableciendo diputaciones provinciales. En los proyectos de organización territorial siguientes (Proyecto Bauzá-Larramendi de 1821; Proyecto de la Comisión de Cortes de 1821; y Decreto de 1822) aparecen ya las ocho provincias, aunque con límites y capitales diferentes en algunos casos, que son las mismas que aparecían en la división definitiva del Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, según el cual se establecía que «La ANDALUCÍA que comprende los reinos de Córdoba, Granada, Jaén y Sevilla se divide en las ocho provincias siguientes: Córdoba, Jaén, Granada, Almería, Málaga, Sevilla, Cádiz y Huelva»21.

			Desde la perspectiva política, dos son los proyectos que se han resaltado en esta etapa isabelina que se relacionan con posturas andalucistas: el movimiento juntero de 1835, que lleva a la Constitución de la Junta Central de la Federación de Andalucía en Andújar, y el fenómeno de la Unión Andaluza, defendida por algunos periódicos en la época de la Unión Liberal. El primer caso ha sido analizado por los defensores del andalucismo como una muestra del espíritu federal y confederal, y manifestación de una conciencia andalucista y regionalista, ya que se habla de la «indisoluble unidad que ofrece el pueblo andaluz», de las «provincias federadas» o de «toda Andalucía libre» y se constituye una «Junta Superior de Gobierno», una «Junta Central» compuesta por los «representantes de las directivas de Gobierno de la Federación de Andalucía» y que, además, se atribuye capacidades gubernativas, pero sus objetivos son coyunturales y limitados. Se trata de una movilización contra la tiranía y el mal gobierno y una defensa de las «libertades patrias» que proclama la adhesión pura a Isabel II y a la Regente del Reino y la defensa del trono constitucional, al que se identifica con el «pueblo ibero» o «pueblo hispano», convocatoria de Cortes constituyentes que establezcan «un código fundamental que fije los derechos y deberes del pueblo español». Además Huelva no estuvo representada, Córdoba, Sevilla y Cádiz reconocieron rápidamente al nuevo gobierno de Mendizábal, mientras que la permanencia unos pocos días de las demás juntas estuvo ligada al proceso de negociación con las autoridades centrales tratando de obtener una serie de ventajas (la obtención de cargos políticos y públicos para los junteros y la reorganización como juntas de armamento y defensa dentro de la estructura estatal, entre otros) más que a una voluntad de permanencia de un poder representativo de una supuesta federación22. El problema, al fin y al cabo, es la interpretación del fenómeno juntista, que ha sido visto por algunas corrientes historiográficas como la manifestación del federalismo en cuanto la representación de unos territorios, mientras que para otras tiene orientaciones centralistas, las juntas como instrumento para la conquista del poder político en Madrid23. No es este el lugar para tratar estas cuestiones, pero se debe apuntar, al menos, que es cuestionable la visión de las juntas como instrumentos de representación, cuando normalmente no eran instituciones electas, en todo caso, podían ser la manifestación de una representación orgánica y jerárquica, añadiéndose la paradoja de que cuando existían procesos electorales, estos no hacían sino agudizar las contradicciones y acelerar su disolución. Por otra parte, habría que ligar las reticencias a la disolución por parte de algunas juntas en los momentos en que se produjeron, que fueron más bien escasos, a divergencias ideológicas y políticas y a los procesos de negociación para conseguir prebendas personales o territoriales24.

			El otro fenómeno que apuntábamos, la cuestión de la Unión Andaluza, tiene otras connotaciones muy diferentes, ya que está ligada a los procesos de desarrollismo y de descentralización de facto típicos de la etapa de la Unión Liberal con la defensa de los intereses de dichas provincias y la creación de un mecanismo de influencia sobre la toma de decisiones en los poderes centrales y la competencia con otras regiones. La iniciativa parte del periódico sevillano La Andalucía, un diario de «política, comercio, agricultura, minas, artes, literatura y ferrocarriles», fundado el 31 de diciembre de 1857 por «hombres de capital y bien conocidos en el comercio, en la industria y en la banca», algunos de ellos ligados al capitalismo gaditano y al periódico La Palma, para defender los intereses de la provincia de Sevilla, en principio, pero con proyección expansiva. De ahí la crítica a la división provincial de 1833, hacia la Andalucía occidental en el eje del Guadalquivir (Córdoba-Sevilla-Cádiz) y Huelva o bien hacia toda Andalucía e incluso Extremadura. El proyecto de la Unión Andaluza proponía la «unión de las provincias andaluzas» y se lanzó en el número de 8 de septiembre de 1858, en el contexto de la preparación de las primeras elecciones a Cortes, bajo el proyecto de Unión Liberal, celebradas el 31 de octubre de 1858, con dos planteamientos prácticos: la colaboración de la prensa y de los diputados de dichas provincias en la defensa de sus intereses. Tuvo cierto eco en diversos periódicos de otras provincias andaluzas, como es el caso de La Crónica, El Sereno y El Diario de Córdoba, de esta ciudad; La Palma, de Cádiz; El Correo de Andalucía, de Málaga; El Darro y La Alhambra, de Granada; El Guadalete, de Jerez; El Eco de la Industria y El Mensajero, de Almería; El Avisador, de Jaén; y también se celebraron algunas reuniones de diputados a Cortes elegidos por los distritos de Andalucía para tratar el tema de las redes ferroviarias y de la política comercial, con las polémicas entre librecambismo y proteccionismo. Pero no parece que el proyecto tuviese mucho éxito ante las divergencias de las provincias, entre Granada y Málaga por una parte, y Cádiz y Sevilla, por otra. El propio La Andalucía denunciaba en enero de 1859 la indiferencia que se mostraba ante su propuesta y El Correo de Andalucía diría en febrero que el proyecto de la Unión Andaluza era una utopía. Para mediados de 1859, el proyecto estaba agotado y, desde el 15 de noviembre de dicho año hasta el 11 de noviembre de 1864, La Andalucía pasaba a subtitularse como «Órgano de la Unión Bético-Extremeña». No se olvidaba totalmente la Unión Andaluza pero quedaba subordinada a esta nueva estrategia de una Sevilla al frente de Andalucía occidental en colaboración con Extremadura25.
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			Apoyo de los periódicos La Alhambra. Diario granadino y El Diario de Córdoba, en 1858, a la idea de «La Unión Andaluza», lanzada desde el diario sevillano La Andalucía, dirigido por Francisco María Tubino.

			Fuente: Biblioteca Virtual de Andalucía.

			Las características de este proyecto de Unión Andaluza podrían resumirse de la forma siguiente:

			a) Regeneracionismo: la visión de una Andalucía riquísima con un pasado glorioso que no ocupa la posición que le debe corresponder y ello, por la inacción de los propios andaluces en parte pero, sobre todo, por la desunión de sus territorios y la marginación a que la someten los poderes centrales.

			b) Descentralización y mimetismo regional: denuncia del centralismo y del olvido de las provincias andaluzas por los poderes centrales, competencia, comparación y mimetismo con otras regiones, especialmente Cataluña, a la que se le criticaba su prepotencia pero se la proponía como modelo que debía imitarse.

			c) Necesidad de unión de las provincias andaluzas como fundamento de la prosperidad:

			La unión andaluza ha de ser el basamento de toda su prosperidad futura, política, social, y materialmente considerada; el día en que sus ocho provincias se conviertan en una, para todos aquellos negocios en que se interese el beneficio de cualquiera de ellas; el día en que al levantarse una sola voz en demanda de una causa legítima, de una exigencia ventajosa, y todas ocho coadyuben al propio pensamiento, patrocinándolo con sus hombres, con sus influencias, con sus recursos, con todo su poder, ese día, beneficiadas las condiciones naturales del país, Andalucía se convertirá en un espléndido centro de riqueza y bienandanza, de valimiento y de fortuna: esto es lo que sucede actualmente a las provincias catalanas: ellas logran consideraciones que no son dadas a las demás; ellas valen en el concepto nacional lo que otros pueblos no han sabido adquirir, aun en medio de costosos servicios; a ellas quizá solamente están otorgados el favor y la deferencia26. 

			d) Vaga definición de una identidad andaluza, como se muestra en el párrafo siguiente: «¡La unión andaluza, palabra que resuena en el mundo moral como el grito de un pueblo que despierta, como el augurio del porvenir!... ¡no somos mas que un pueblo!»27; o en este otro: «Unidas las ocho provincias que la forman por los lazos de la identidad de origen, de lenguaje, de costumbres, por la unidad de intereses y la semejanza de aspiraciones», sólo se necesita evitar «mezquinas cuestiones políticas o resentimientos de localidad» y que se «opongan miras e intereses personales a los de su país»28.

			e) El papel de Andalucía en la historia, como resume el texto siguiente:

			Andalucía ha sido la etapa de las civilizaciones. Desde la primera emigración asiática hasta la emigración alemana del siglo xviii, todos los pueblos cuya existencia llevaba en si una indispensable evolución histórica han sacudido en sus riberas el polvo de la antigua patria, han abierto en sus comarcas el surco de la idea. Los fenicios, primera nación marítima; Cartago, que hace una factoría del mundo conocido; Roma, base política de diez siglos; Mahoma, que al pisar la Bética eleva el Koram hasta la epopeya del romanticismo: la Cruzada española, que se corona de místico laurel en las almenas de la Alhambra; el siglo xix que vierte a raudales en la tierra-poesía los tesoros de su ciencia, de su fe, de su trabajo, de su pasión; todos estos pueblos, todos estos siglos, todas estas evoluciones han pasado por la Andalucía, como si un secreto instinto les dijese que el progreso tiene también su geografía (…). La desunión es la tisis, la miseria, la derrota; la unión es el atleta, la riqueza, la victoria ¿cabe la duda, cabe la inercia, cabe la vacilación? Elegid: o ser el carnaval de la civilización, o ser el cadáver de la historia, o marchar al frente de la España29.

			f) Españolismo y economicismo: se rechazaba que la Unión Andaluza fomentara «el espíritu de insubordinación y de provincialismo» y, como si se tratara de evitar malentendidos, se establecían los fines de la unión en sus justos términos: el fomento del comercio, de la agricultura y de la industria, sin exclusivismos, ni monopolios y con la intención de obtener la «tutela y protección que los gobiernos otorgan, cuando se les pide con tanta insistencia». Fuera como respuesta a unas acusaciones, o no, el hecho es que frente a unos objetivos generales (prosperidad política, social y material, regeneración), en numerosas ocasiones se presentaba a la Unión Andaluza con una finalidad limitada, de tipo económico fundamentalmente: «...la unión de las provincias andaluzas para todo lo que concierne a su comercio, a su industria, a su agricultura y a sus intereses materiales»; «la liga que se intenta llevar a cabo es el orden económico...»; para pedir más justicia en el reparto de la contribución territorial, reforma arancelaria para los cereales, caldos e hilazas30. 

			3. El Sexenio Democrático: andalucismo cultural y federalismos

			La etapa del Sexenio Democrático supuso un momento importante en el desarrollo cultural de Andalucía a través de la difusión de nuevas corrientes científicas y filosóficas como el krausismo, el hegelianismo, el positivismo, el darwinismo y el impulso de las investigaciones sobre todas las ciencias naturales y sociales, desde la filosofía, la literatura, la historia y el arte hasta los primeros estudios sociológicos, pasando por la arqueología y la antropología y las ciencias naturales, que tendrían una buena representación, en el caso de Sevilla, en instituciones como la Revista Mensual de Filosofía, Literatura y Ciencias de Sevilla (1869-1874), la Sociedad Antropológica de Sevilla (1871-1873) y la propia Universidad de Sevilla, con protagonistas como Antonio Machado y Núñez, Federico de Castro y Fernández, Francisco María Tubino, Antonio Benítez de Lugo, Francisco Escudero y Peroso, José María Millet… entre otros, que tuvieron en esta etapa un compromiso político ligado generalmente al progresismo democrático y al republicanismo31. A través de estas instituciones y personalidades el estudio de la cultura andaluza derivaba hacia un conocimiento de la identidad andaluza y el desarrollo de un andalucismo cultural, siempre insertado en un nacionalismo español, en la vía del «doble patriotismo» antes apuntado, a la vez que su actividad política de orientaciones democráticas-republicanas les ligaba de una forma directa o indirecta, a través de unas relaciones personales, profesionales o ideológicas, con unas corrientes federalizantes, aunque eso sí, ambiguas y poco definidas, lo que en buena parte permitía dichas aproximaciones, pudiendo plantearse quizá que esta etapa del Sexenio podría ser cuando dicho andalucismo cultural con algunas inclinaciones políticas tuvo mayor conexión con el federalismo, antes de que con la experiencia del cantonalismo en la Primera República y la clarificación de los conceptos se separasen sus caminos en el comienzo de la Restauración.

			No puede olvidarse que fue en dicha etapa cuando Joaquín Guichot y Parody publicó su Historia General de Andalucía (1869-1872), a la vez que Federico de Castro Fernández desarrollaba una historia del pensamiento español en la que tenía su protagonismo la filosofía andaluza (de Cervantes y la filosofía española (1863) al Discurso de apertura del curso 1891-1892 de la Universidad de Sevilla titulado «La filosofía andaluza») y planteaba un «concepto de la nación» bajo el influjo del volksgeist del idealismo alemán en sus Estudios sobre la Historia General de España (1871). Antonio Machado y Núñez publicaba sus cuatro catálogos sobre la fauna andaluza, especialmente de la parte occidental (1854, 1857, 1859 y 1869), así como de los mamíferos andaluces, dentro del cual se sitúa una caracterización del «hombre andaluz» en el «Cathalogus Methodicus Mammalium», publicado en la Revista Mensual de Filosofía antes citada (1869). Y Francisco María Tubino realizaba sus investigaciones sobre el arte andaluz en el Renacimiento y planteaba una «Filosofía del arte en Andalucía» (Revista de España, XXIV y XXIX, 1872) y su Patria y Federalismo (1873), dentro de su múltiple obra sobre arte, literatura, arqueología, sociología, filosofía, historia y antropología32, a la vez que convertía a La Andalucía, como su director, en un diario republicano federal, mientras continuaba con la promoción de la defensa de los intereses de las provincias andaluzas, buscando claramente la colaboración de las clases burguesas, comerciales e industriales especialmente, con las profesiones liberales y las clases populares.

			Entre las obras citadas merece una mención especial la Historia General de Andalucía de Joaquín Guichot, que cuenta con una introducción de José María Asensio y Toledo, quien había sido fundador de la Sociedad de Bibliófilos Andaluces en 1867 y sería presidente de la Sociedad El Folklore Andaluz en 1881, en la que desarrolla toda una filosofía de la historia que, al igual que la de Guichot, podía situarse en la órbita del «doble patriotismo» que hacia compatibles españolismo y andalucismo. José María Asensio muestra una concepción idealista de la historia según la cual «la evolución filosófica precede siempre a la evolución social» y «la humanidad camina siempre hacia la perfección» guiada por el espíritu. Siguiendo a Hegel, distinguía tres tipos de historia y de historiadores: a) los «historiadores primitivos o contemporáneos; escritores que narraban lo que veían, que vivían en los sucesos, tomando en ellos parte activa; testigos presenciales que consignaban en sus crónicas sus sensaciones»; b) «la historia reflexionada o erudita, la historia académica que estudia, reúne y colecciona los hechos por orden de fechas»; y c) la «historia filosófica» o «filosofía histórica» que «es la verdadera ciencia, la que nos demuestra los pasos de cada pueblo en la senda de su perfeccionamiento, enseñándonos su cultura absoluta y su cultura en relación con los demás pueblos y con la humanidad entera». Desde esta perspectiva filosófica, «la historia no es más que la demostración por medio de los hechos de que la razón rige los destinos humanos» y requiere «comprender en toda su extensión los sucesos, para poder darles su verdadero carácter en una historia general», pues «el desarrollo y adelanto de las ciencias económicas y sociales exige hoy que a la historia política y exterior de cada pueblo vaya unida la de su vida interior, la de su particular manera de ser; queremos abarcar en una ojeada la existencia de la nación con la de la familia y el individuo. La vida privada de los pueblos…».

			Con estas orientaciones, Asensio consideraba que la «historia de España no está escrita», ya que dicha historia filosófica «no es posible todavía entre nosotros» porque faltan las monografías que analicen la complejidad del desarrollo de la civilización española que habrían de «preceder al trabajo de escribir la historia general filosófica de la nación española» y además «faltarían también los lectores» ya que «no está preparada la inteligencia de nuestro pueblo a recibir esa instrucción compleja, sintética, que abarca en sí tantas y tan profundas variedades». En consecuencia, «los escritores deben limitarse a ir preparando el advenimiento del gran día en que pueda escribirse»: «Si cada región, cada provincia, cada pueblo de España se dispusiera a coleccionar y dar a luz los primitivos monumentos de su historia; si la arqueología por una parte y por otra la geología se esforzaran en presentar los descubrimientos que revelan los diversos grados de civilización de nuestras comarcas, se iría allanando el camino y podríamos vislumbrar el día en que la historia filosófica de España pudiera escribirse y leerse con aprovechamiento». Ese era justamente la función que tenía la Historia General de Andalucía de Joaquín Guichot: 

			Viene a tiempo; nace porque ha debido nacer. Satisfará a la vez esa necesidad de estudios serios que la generalidad de los españoles sienten en estos momentos en que la lucha se renueva, en que las aspiraciones no están bien definidas; al derrocarse gran porción de lo que en nuestro edificio restaba de tradicional, con el deseo de levantar algo más armonioso y en terreno más científico preparará el camino a otros trabajos análogos y allegará los materiales para historia filosófica de la nación española33.

			La Historia General de Andalucía es ante todo la historia de un territorio que está dentro de España, como queda claro desde su primera página al hablar de una «región de España que desde los primeros siglos de la Era cristiana se llamó Andalucía», «una provincia de España», y de sus habitantes, los pueblos que la habitan, los hijos de Andalucía, los andaluces, en suma el «pueblo andaluz», que forma parte de España, de los españoles, del pueblo español y, en suma, de lo que acabará siendo «la nación española»; una «España de los españoles» que no aparece verdaderamente sino ligada a Covadonga, Fernando III e Isabel I y a una cultura hispano-cristiana, en una historia guiada por la Providencia34, hasta culminar en la Guerra de la Independencia y en Cádiz, «la perla del Océano, que cual otra Covadonga, y en circunstancias semejantes, lanzó el grito de libertad…», mientras que las Cortes generales y extraordinarias del reino acometían la ímproba y gloriosa tarea de regeneración política35. Así, esta Historia General de Andalucía trazaba todo un esquema básico sobre la construcción de España con una justificación de la revolución liberal española, como además ratifican sus referencias a las obras sobre la Historia de España de Modesto Lafuente, marqués de Miraflores, conde de Toreno y Antonio Pirala, entre otros, solo que su análisis se centraba en el papel jugado por una Andalucía y un pueblo andaluz, eminentemente liberales en dichos procesos, y adquiría en su etapa contemporánea una defensa del liberalismo progresista frente al moderado, hasta culminar en una justificación de la Revolución de 1868 y de la monarquía parlamentaria que culminaba en Amadeo de Saboya, con una deriva democrática en la que de nuevo Andalucía volvía a tener un protagonista sin igual36.

			Las conexiones de unas orientaciones andalucistas más de tipo político con el federalismo en esta etapa del Sexenio Democrático estuvieron ligadas al protagonismo del republicanismo federal37, especialmente con motivo de los Pactos Federales de 1869 y de la Primera República en 1873, y por lo que se refiere a Sevilla en las orientaciones de este tipo que tomaron Tubino y La Andalucía durante dicha etapa. La Andalucía del Sexenio Democrático seguía con su estrategia de crítica del centralismo, cuestionando la política gubernamental con «las provincias andaluzas»38 y defendiendo ante todo los intereses de Sevilla y su provincia, como la campaña defendiendo un provincialismo sevillano con motivo de la elección de diputados a Cortes de 1869, en donde la candidatura republicana federal de Sevilla incluía al unionista Manuel Pastor y Landero, apoyado por los comerciantes sevillanos, para tratar de conseguir la línea férrea Sevilla-Mérida, lo que lograría con la consiguiente felicitación del diario «a las provincias bético-extremeñas por el hecho que tanta afecta a su porvenir y engrandecimiento». La convocatoria del Pacto Federal de Andalucía, Extremadura y Murcia en Córdoba, en junio de 1869, sirvieron a La Andalucía para desenterrar las fórmulas defendidas por el diario de la Unión Bético-Extremeña y de la Unión Andaluza, ligadas a su etapa de apoyo a Unión Liberal, que ahora, al defender el republicanismo federal se transformarían en «Unidad Nacional, Federación Regional». La fórmula Unión Bético-Extremeña quedó desligada del mundo republicano federal, como revela el que no se utilizara más en ese sentido dentro del Sexenio, para intentar unir en cambio, no parece que con mucho éxito, a proyectos «apolíticos» como el de la organización de una Exposición Bético-Extremeña en 1872, promocionada desde la Real Sociedad Económica de Sevilla, que no se celebraría hasta 1874. En cambio, la fórmula «Unión Nacional, Federación Regional» reaparecería con la Primera República con el mismo significado que el título de la obra Patria y Federalismo de su director Francisco María Tubino, en el que defendía un federalismo organicista. A ambos les encantaba la fórmula de la «variedad dentro de la unidad».

			Con su Patria y federalismo, Tubino reflejaba los dos niveles considerados por él como fundamentales: «patria», a la que identifica con nacionalidad, como sustrato firmemente establecido, con el que se refería a España, y «federalismo» como forma de organización del Estado39. Este marcado dualismo, estableciendo una distinción entre patria-nacionalidad y federalismo, en la que constituida la primera, España, la segunda solo se refiere «...al principio que el Estado representa», a la organización del «régimen político», era sin embargo, más un camino hacia la descentralización que hacia el federalismo y Tubino, interesado en la defensa de este, se vio obligado a conjuntar los dos polos de su dualismo a través del pacto federal orgánico: «Ni admite duda alguna que el federalismo con reconocer el pacto, como su forma orgánica, se opone a todo conato de secesión, pues sobre que esta es contraria a la legalidad establecida, rompe la unidad de la patria, de esa patria preexistente, que el federalismo afirma y defiende con todas sus fuerzas»40.

			Independientemente de todas las limitaciones y contradicciones que mostraban las ideas sustentadas por Tubino, lo que si le resultaba evidente era la necesidad de una revisión de la división territorial que debía distanciarse de la división provincial y de la de los antiguos reinos: «Desde luego, afirmamos la inconveniencia de mantener las cuarenta y nueve provincias que hoy existen… No creemos tampoco conveniente bajo ningún concepto el restablecimiento de los antiguos reinos... Admitiéndose su restauración, tendríamos algo parecido a una confederación, y ya hemos afirmado que a los intereses individuales como a los generales, no cuadra que España sea un Estado confederado». Y esa actitud la aplicaba a Andalucía: «...tocante a Andalucía. No aseveramos que convenga mantener la actual subdivisión empero sí que nunca puede constituir un solo Estado, a menos de sacrificarse legítimos y muy respetables intereses». Tubino no rechazaba, sin embargo, la propuesta regional en toda su extensión: «Lo que Andalucía debe pensar —decía— es en confederarse, aquí sí que procede la aplicación de este principio, para sostener en común, ciertos servicios con lo cual ganaría mucho la ciencia y el interés particular»41.

			La propuesta de Patria y Federalismo era, en efecto, una mezcla de ambos niveles: 

			1) Conservación de la división provincial existente como base fundamental. Las provincias debían ser regidas por la Diputación Provincial, dependerían de una Constitución Federal («Las provincias —apuntaba— deben continuar con su Diputación o Cuerpo supremo provincial, sin que sea preciso establecer una nueva constitución cuando basta la federal...»), de una Asamblea Federal, elegida por sufragio universal a través de la representación provincial, y de un Gobierno Central, nombrado por esa42. 

			2) Establecimiento de una «Confederación Andaluza» para el sostenimiento de ciertos servicios, creando para ello una serie de institutos regionales que atañían al campo de lo social: análisis (Instituto de Antropología...), asistencia (manicomios, asilos...) y control (penitenciaría, manicomios...), y al campo de lo científico-cultural, ya en una faceta de investigación sobre «materias primas» (Jardín de Aclimatación, Granja modelo...), ya en una de formación intelectual (Universidad, Bellas Artes...). 

			En resumen, se trataba de una colaboración regional en la investigación-asistencia-control sobre dos de los elementos de la producción (población, materias primas) y sobre la cultura (justificación ideológica) y vistas las limitaciones funcionales del «Congreso Regional» que los debería coordinar (reunión una vez al año, pocos días, únicamente para enterarse del estado, cuentas y mejoras de los institutos), parece que tendrían que ser los dirigentes provinciales, las Diputaciones Provinciales, las que aplicasen los resultados en los territorios por ellas dirigidos. La cooperación se planteaba, pues, en el campo sociocultural, no en el político-administrativo.

			Lo que cabe deducir de estos difíciles equilibrios de Francisco María Tubino entre federalismo con una España como única nación, la organización de unos estados provinciales y la confederación de algunos servicios, entre el provincialismo de cada una de las ocho provincias y las posibilidades de articular dos estados andaluces o un solo estado regional andaluz, no era sino la manifestación de la falta de consenso al respecto. El diario La Andalucía como diario estaba mucho más sometido a la dinámica de la dialéctica periodística de reflejar la opinión pública, influyendo sobre ella y la coyunturalidad de las circunstancias. Las polémicas y sucesos de junio-agosto de 1873 afectaron, desde luego, al cambio de sus posiciones. De La Andalucía de mayo, entusiasta promotor de la unanimidad entre los diputados andaluces y del Estado Andaluz, y que a veces adoptaba otras estrategias y tomaba posiciones más radicales para no perder el apoyo popular, a La Andalucía post-cantonal, condenando los parlamentos regionales y las divisiones geográficas de los antiguos reinos y adoptando posiciones mucho más conservadoras, media un abismo. En octubre, cuando pretendía lanzar la reorganización del Partido Republicano Federal de Sevilla, aparecían ideas similares a las expresadas por Tubino en su libro43.

			Los cambios en las propuestas organizativas del republicanismo federal a lo largo del Sexenio también revelaban la confrontación de ideas y de culturas políticas, y también la divergencia de intereses entre los territorios. Los Pactos Federales de 1869 pretendieron crear una nueva organización territorial del partido republicano federal, que debería servir para aplicarla al país. Aquí nos interesan las propuestas del Pacto Federal de Andalucía, Extremadura y Murcia, firmado en Córdoba el 12 de junio de 1869. Frente al criterio regional utilizado en el Pacto de Tortosa para establecer las unidades espaciales (Aragón, Cataluña, Valencia...), que constituirían cada una un estado dirigido por una «Comisión de estado», el criterio del Pacto de Córdoba, salvando el posible sentido regional de la fórmula «provincias confederadas de Andalucía, Extremadura y Murcia», es más bien de tipo provincial (once provincias). Y decimos esto, después de observar que en la parte preliminar y final del Pacto se citaban las once provincias y nada se hablaba de las regiones históricas44. Esta visión se confirma además con la no consideración de estados regionales, ni de comisiones de estado, y con la ausencia de la fórmula advirtiendo que no se pretendía la separación del resto de España, porque evidentemente no hacia falta45. Por lo demás, bajo la perspectiva confederal, lo que subyacía era el fuerte provincialismo existente y muchas confusiones y ambigüedades46. 

			El Pacto aprobado había sido el resultado de la propuesta de una comisión con representantes de Córdoba, Granada, Jaén y Málaga. Los representantes de Sevilla, Cádiz y Almería habían planteado una alternativa que no fue aprobada, y que era casi literal de los cuatro puntos de que constaba el Pacto de Tortosa, aunque adaptado a esta área sur. Así, la fórmula «las tres antiguas provincias de Aragón, Cataluña y Valencia... están aliadas» era sustituida por la siguiente: «Los representantes... de Sevilla, Cádiz, Huelva, Málaga, Córdoba, Granada, Jaén, Almena, Badajoz, Cáceres y Murcia convienen en que estas provincias están aliadas...». Podría pensarse que estamos ante el mismo criterio anterior, el provincial; sin embargo, en el artículo 3.º de dicha proposición se reconocían comisiones de Estado y que la confederación contaría con cuatro Estados: Extremadura (Cáceres y Badajoz), Andalucía Occidental (Sevilla, Cádiz, Huelva y Córdoba), Andalucía Oriental (Granada, Málaga, Jaén y Almería) y Murcia47. Frente a la confederación de once provincias, la de cuatro Estados; pero ¿qué base tenían estos? Aunque no se especifica, no queremos dejar de llamar la atención sobre su posible carácter mixto. Si en el artículo 1.º se establecía la reunión de representantes de once provincias, en el 3.º se hablaba de la confederación de cuatro Estados que, obviamente, han de ser creados, puesto que inicialmente no aparecían como entidades representativas. Ahora bien, esa creación no parece que fuera puramente artificial, sino consecuencia de la agrupación de provincias de forma regional o cuasi-regional. La organización territorial según esta proposición parece pues partir de una base provincial para crear áreas supraprovinciales, que bajo la denominación de Estados tendrían en cuenta una cierta tradición histórico-regional. También el Pacto Federal, el proyecto mayoritario, recurría a los argumentos historicistas, aunque ciertamente de forma bastante retórica, pues se decía: 

			...nuestros intereses van a seguir siendo como nuestra historia como nuestro suelo, la situación de una misma existencia, de una misma atmósfera. Nos hermanan antiguos y aún comunes acontecimientos, y si unidos estuvieron nuestros pueblos y nuestros predecesores cuando fueron más estrechos los círculos de su comunicación y de su actividad, justo es que conservemos hasta el porvenir aquellos mismos lazos hoy que nuestro objeto común es más grande, que nuestros propósitos van a dilatarse por más extensos espacios.

			El Pacto Federal de Andalucía, Extremadura y Murcia volvería a tener otra reunión el 31 de agosto en Andújar, donde se nombraron los delegados para el Consejo Federal, pero la estructura de los Pactos fue abandonada después del fracaso de la insurrección armada de octubre de 1869 y el Partido Republicano Federal se organizó desde 1870 de forma provincial, aunque con fuertes enfrentamientos sobre el significado del federalismo, entre la simple descentralización, el organicismo o el pactismo sinalagmático, dando lugar a la Declaración de la Prensa (1870), en la que Tubino defendía el organicismo en Madrid; mientras que La Andalucía, decía defender la posición pactista de Pi y Margall, pretendiendo, sin duda, seguir obteniendo la consideración popular. Al final, ni el provincialismo ni el regionalismo iban a resolver casi nada, pues era una cuestión de algunos sectores o de algunas elites, por que las bases eran eminentemente municipalistas48 y la cuestión era cómo se organizaba la federación.

			Con la proclamación de la República, vuelven a darse unas reuniones de representantes de Andalucía, Extremadura y Murcia en Madrid, a fines de febrero y principios de marzo de 1873, en el contexto del enfrentamiento entre radicales y republicanos, y con el objetivo fundamental de defender la República49. Reuniones de tipo similar volvieron a darse en mayo-junio (al menos, el 19 de mayo en Córdoba, el 31 de mayo y 2 de junio en Madrid), en un contexto y con unas perspectivas diferentes: reuniones de los diputados elegidos, en la primera de Andalucía, en las demás de las tres regiones citadas, con el objetivo de tratar de fijar sus posiciones en las Cortes Constituyentes sobre «la organización de la federal, ya en cantones o ya en grandes grupos o regiones» y de las reformas económicas necesarias, determinándose que los fines de la asociación no debían ser otros que «los que tuvieran carácter regional, dejando las cuestiones de principios y conducta política a la iniciativa y relaciones de cada diputado…»50.

			Las agrupaciones regionales volvieron a reunirse para nombrar a sus delegados para formar Comisión Constitucional, ya que se había impuesto el criterio de Castelar, según el cual, debía haber representantes nombrados por la mayoría, por la minoría y por las agrupaciones regionales, en medio de las polémicas porque había diputados partidarios de una elección por provincias, para evitar prejuzgar la cuestión divisoria, y otros se mostraron disconformes con las agrupaciones regionales establecidas51. Al final, por lo que se refiere a Andalucía, aparecían los dos estados de Andalucía Alta y Andalucía Baja, que sería la propuesta que aparecería en el proyecto constitucional, redactado por Castelar, que había apoyado la mayoría de la Comisión Constitucional (17 de 25 votos). Enfrente estaba el proyecto de la minoría, defendido por los diputados Francisco Díaz Quintero, Ramón de Cala y Eduardo Benot, en el que precisamente se combinaba la acción desde el centro con la acción desde las provincias, al establecerse una estructura y una organización federal del Estado, pero sin preestablecer una división territorial de los futuros cantones, sino determinando que «el Pacto de las actuales provincias constituirá el Cantón, teniendo en cuenta la proximidad geográfica y las relaciones naturales y económicas», que «el pacto de los cantones constituye la Federación» y estableciendo que «las actuales provincias de la Península se reúnen en Cantones en uso de su autonomía» y que «los pactos de las provincias forman parte de esta Constitución»52. Al final, el cantonalismo iba a dejar en evidencia la falta de consenso y la fuerza del provincialismo y del municipalismo, si se mira desde unas ópticas democratizadoras, o la preponderancia del localismo, ya que por encima de todas las expectativas formadas los ámbitos vivenciales de la mayor parte de los ciudadanos seguían siendo eminentemente locales53.

			4. La primera etapa de la Restauración (1874-1898): andalucismo cultural frente al federalismo pactista

			En estos primeros años de la Restauración se daría el momento culminante de la primera etapa que Isidoro Moreno ha denominado «primer descubrimiento consciente de la identidad andaluza» con la actividad de un movimiento de folkloristas y estudiosos de la identidad cultural y popular andaluza54. Manuel González de Molina y Manuel Gómez Oliver denominan a dicho movimiento como corriente de «identidad crítica y protonacional» y consideran decisiva para «la conformación de una identidad alternativa, popular y crítica a la que el romanticismo y el españolismo habían construido», configurándose así «una identidad cultural andaluza crítica y autónoma y conectada directamente, pero de modo reflexivo, con la práctica y la vida cotidiana del pueblo»55. Sin embargo, esta búsqueda de una cultura popular andaluza autónoma de la realidad oficial no dejará de ser una tendencia minoritaria y aislada, dado que más que el apoyo institucional y el apoyo social, encontró la obstrucción, pues dejaba en evidencia las contradicciones y desigualdades de los poderes establecidos y las injusticia sociales y, en consecuencia, tampoco logrará generar un movimiento político significativo.

			La orientación política de muchos de sus integrantes estaba ligada, desde luego, a corrientes democráticas y republicanas, que buscaban lógicamente la movilización popular e incluso su aproximación al mundo obrero, pero la estructura socio-económica oligárquica y el sistema político de la Restauración bloquearon, a través del caciquismo, clientelismo y la militarización del orden público, cualquier posibilidad de movilización ciudadana y reprimieron sin contemplaciones la movilización obrera y campesina56. Tampoco ayudó mucho la fragmentación del republicanismo entre las orientaciones posibilistas de Castelar, progresistas de Ruiz Zorrilla, centralistas de Salmerón y federales de Pi y Margall, con sus incapacidades e imposibilidades de lograr la Unión republicana, que no era, por otra parte, sino una manifestación más de las estructuras existentes en un país desarticulado y localista. No mucho más éxito tuvo la familia federal en su intento de hacer eficaz su atractivo entre obreros y campesinos que, por otra parte, no era la que mayores conexiones tenía con las corrientes del andalucismo culturalista, aunque el constitucionalismo federal de los años ochenta y la Constitución de Antequera de 1883 y su proclamación de una soberanía andaluza, les hiciesen pensar a Blas Infante y a los militantes andalucistas en uno de los antecedentes del regionalismo o andalucismo político.

			La explosión cultural que se había producido en el Sexenio Democrático ligado a las expectativas generadas por la apertura democrática siguió en los primeros años de la Restauración, a pesar de la restricción de las libertades, en buena parte como continuidad de una actividad académica y cultural en centros públicos como las universidades y colegios de segunda enseñanza, o centros privados como ateneos, sociedades y academias, pero también porque muchos jóvenes que habían comenzado una carrera política con motivo de la movilización política de la Revolución de 1868 tuvieron que reorientar ahora sus vidas para dedicarse al periodismo y a la literatura. En el estadio de la prensa seguían apareciendo periódicos, la mayor parte efímeros, que incorporaban en el título su interés por Andalucía57. De ellos, buena parte tenían unas orientaciones culturales, otras informativas, pues a La Andalucía de Sevilla y El Correo de Andalucía, malagueño, que seguían con su trayectoria se unían otros periódicos sevillanos (El Eco de Andalucía, El Noticiero Andaluz, La Andalucía Moderna, El Correo Andaluz, El Comercio de Andalucía, La Región y El Correo de Andalucía), y muy escasos periódicos federales: El Bético-Extremeño (1881), El Pacto Andaluz (1884), La Región Andaluza (1887), entre los que tenemos referencia.

			El análisis del andalucismo cultural puede realizarse en buena parte siguiendo el desarrollo periodístico, desde los malagueños La Revista de Andalucía (1874-1881), La Ilustración andaluza (1879-1880), y El Reformista Andaluz (1880-1882), dirigidos por Antonio Luis Carrión, y la gaditana Ilustración Andaluza, publicada en Cádiz (1877-1880), a los sevillanos La Enciclopedia (1877-1883) y Folklore Andaluz (1882-1883), entre otros. La Revista de Andalucía, publicada en Málaga desde el 10 de octubre de 1874 hasta 1881, se presentaba como «Órgano de las academias científicas, literarias, filosóficas y artísticas de las Sociedades Económicas de Amigos del País y de los círculos agrícolas, mercantiles e industriales de las provincias andaluzas» y estuvo dirigido por Antonio Luis Carrión, un dirigente del republicanismo federal del Sexenio que pasaba de la política al periodismo literario con el objetivo prioritario de lograr «la concienciación y revitalización de las señas de identidad cultural de los andaluces»58. Dicha revista pretendía «dar a conocer el movimiento científico, industrial, mercantil, filosófico, artístico y literario de la región andaluza», y en ella se mostró preocupación por la situación económica y el estado material de Andalucía, denunciando la situación de deterioro y postración en que se veía inmersa dicha región, para tratar de crear, poco a poco, «una conciencia de tal situación entre la pequeña burguesía y los profesionales liberales de ideas avanzadas, que constituyen su público lector»59.

			En el caso de Sevilla, la movilización cultural del Sexenio tendría continuidad en los primeros años de la Restauración a través de múltiples revistas un tanto efímeras —El Ateneo (1875), dirigido por José María Asensio; La Ilustración Bética (1881), dirigido por Benito Mas y Prat…—, hasta encontrar en La Enciclopedia, fundada en 1877 por un grupo de jóvenes universitarios, un primer referente importante. En ella fue donde Antonio Machado y Álvarez inauguró una «Sección de Literatura Popular», con la colaboración de Francisco Rodríguez Marín, Federico Barbado, Torres Salvador y Luis Romero de Espinosa, entre otros, que sería el antecedente inmediato de Folklore Andaluz, y que era también continuación de sus «Estudios de Literatura Popular», publicados con la colaboración de Rafael Álvarez Surga en la Revista Mensual de Filosofía, Literatura y Ciencias de Sevilla, entre 1869 y 187260. 
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			Joaquín Guichot y Parody (Madrid, 1820-Sevilla, 1906), escritor y periodista, fue autor de Historia General de Andalucía desde los tiempos más remotos hasta 1870, que se comenzó a publicar en Sevilla desde 1869. En dicha obra analiza el papel jugado por una Andalucía y un pueblo andaluz en la construcción de la Historia de España, visto desde una perspectiva eminentemente liberal y es una buena muestra del «doble patriotismo» que hacía compatibles españolismo y andalucismo. Joaquín Guichot fue además traductor de obras como Estudios sobre la Constitución de los Estados Unidos.

			Fuente: Biblioteca Universidad de Sevilla. Biblioteca Virtual de Andalucía.

			Desde La Enciclopedia se impulsó la iniciativa de Antonio Machado y Álvarez para la formación de la Sociedad del Folk-Lore Español, un ambicioso e idealista proyecto científico que estaba asociado a un proyecto nacional español, a la finalidad patriótica de regeneración de la nación española, utilizando los conocimientos que daba la ciencia para cimentar la unidad nacional. El Folk-Lore se presentaba como una ciencia nueva que tenía como objetivo inmediato «la recopilación y estudios del saber y de las tradiciones populares», siendo consideradas como «materiales indispensables para la reconstrucción científica de la historia y de la cultura española», que debería servir para una toma de conciencia y para el desarrollo de la identidad nacional española. El estudio del folklore era el punto de partida para poder escribir una auténtica Historia de España, protagonizada por el pueblo, ya que «la historia patria» no había sido escrita hasta ahora «más que en su parte más externa y política, y eso solo a retazos y de una manera deficiente y anti-científica»61. Esta concepción de la historia tenía similitudes con la que había expuesto en la introducción de la Historia de Andalucía, de Joaquín Guichot, Asensio y Toledo, quien iba a ser precisamente el presidente de la Sociedad Folk-Lore Andaluz, solo que Machado y Álvarez potenciaba el papel del pueblo no en sentido abstracto, sino en un sentido concreto y popular62: «La obra del pueblo español, la del primero y más importante de los factores de la historia patria, ha sido completamente desatendida hasta aquí y por nadie estudiada: diríase o que en España no ha existido pueblo», o solo ha servido de comparsa. Esas eran, precisamente, las deficiencias que «la Sociedad del Folk-Lore Español viene a subvenir, en la medida de sus fuerzas, a conseguir este feliz resultado para la historia patria: en este sentido, es una institución de interés verdaderamente nacional, que debe ser favorecida y apoyada por todos los buenos españoles, sin distinción de sexo, clases, ni opiniones»63.

			La originalidad de este folk-lorismo machadiano dentro del movimiento internacional folk-lorista radicaba en su apuesta por una organización federalizante y descentralizadora, ya que en las bases constitutivas de la Sociedad del Folk-Lore Español, firmadas el 3 de noviembre de 1881, se establecía: a) que dicha «Sociedad constará de tantos centros cuantas son las regiones que constituyan la nacionalidad española», y que «cada centro se constituirá del modo y forma que tenga por conveniente», respetando los fines de la sociedad y las obligaciones y recomendaciones que se fijaban en dichas bases; y b) «Estas bases se revisarán, corregirán y ampliarán en el primer Congreso nacional que se celebre, con el concurso de todos los Centros regionales que hayan llegado a formarse, todos, los cuales, como verdaderos hermanos, iguales en derecho y miembros activos del Folk-Lore Español, determinarán, si lo creen conveniente, la formación de un gran Centro Nacional, donde todos se hallen legítimamente representados»64.

			Si el 3 de noviembre de 1881 se habían firmado las bases de «El Folk-Lore Español, Sociedad para la recopilación y estudio del saber y de las tradiciones populares», que estaba por constituir, el día 28 de ese mismo mes se procedía a la constitución de la Sociedad del Folk-Lore Andaluz, eligiéndose una junta directiva con Antonio María García Blanco como presidente honorario, José María Asensio y Toledo como presidente efectivo, y Antonio Machado y Álvarez como secretario, junto con Antonio Machado y Núñez, Gonzalo Segovia y Ardizone. Joaquín Guichot y Parody, Manuel Sales y Ferre y Francisco Rodríguez Marín, entre otros. Dicha sociedad envió el 15 de diciembre una circular dirigida «a todos sus paisanos de las ocho provincias andaluzas, invitándoles, como a hermanos queridos, a que presten su valiosa y eficaz cooperación a la modesta y levantada empresa por ellos iniciada, de recoger y archivar para ulteriores fines los conocimientos y tradiciones del pueblo de esta privilegiada región de España…». Una región, de la que se decía que tenía tras de sí toda una historia llena de protagonistas de prestigio. En dicha circular se establecían dos fines principales: «recoger materiales para la verdadera historia de estas provincias, hasta ahora, como la de España, no escrita todavía, y poner de manifiesto ante el mundo entero el alma de esta privilegiada y originalísima raza andaluza...». En concreto, lo que la Sociedad del Folk-Lore, o «Sociedad del Saber Popular», se proponía en relación con Andalucía era lo siguiente: 

			a) «Una obra eminentemente moral y civilizadora». Con ella se iba a ejercer «un acto trascendentalísimo de justicia»; se iba a «reconocer el derecho que tiene el pueblo a ser considerado como un factor importante en la historia humana, historia que no es, en definitiva, otra cosa que el complejo, no la suma, de las biografías de todos y cada uno de los hombres». 

			b) Una obra «completamente ajena a toda mira política o escuela filosófica», 

			...obra que, apenas conocida, ha tenido ya la eficacia de reunir en una idea común a hombres de las opiniones y partidos más opuestos, es eminentemente educadora porque enseña a los amantes del pasado el cariño que deben a la generación moderna, hija de aquel, y a los adoradores de esta el respeto que deben a las generaciones anteriores, sin cuyo generoso esfuerzo no hubiéramos nunca llegado al grado de cultura y de relativo bienestar que hoy alcanzamos. 

			c) Una obra de «verdadera trascendencia social», porque lleva 

			...a reconocer como hermanos a todos los hombres sin distinción de clases, partidos, ni opiniones, en ella caben todos y a todos llamamos para llevarlos a cabo; desde la más humilde campesina, hasta la más aristocrática dama; desde el más modesto artesano, hasta el que ocupe la jerarquía social más elevada, todos tienen, a títulos de andaluces o de vivir bajo este hermoso cielo, derecho a ocupar un puesto en la Sociedad del Folk-Lore Andaluz, a todos acudimos porque todos nos son necesarios; empresa de todos, todos estamos interesados en su prosperidad y florecimiento65. 

			Pese al interés que, al menos en teoría, podían tener estas propuestas de la Sociedad Folk-Lore Andaluz desde Sevilla, en la realidad las repercusiones fueron muy limitadas en las provincias andaluzas, quedando reducidas a las de Sevilla y Cádiz, y a Granada, que se hizo eco al menos, pero que no llegó a constituir ninguna sociedad. En marzo de 1882 aparecía en Sevilla la revista El Folk-Lore Andaluz, como órgano oficial de dicha Sociedad, editada gracias al generoso ofrecimiento del librero Francisco Álvarez, en cuyos talleres era compuesta gratuitamente la revista. Se publicará solamente hasta febrero de 1883. A ella seguirá la Revista El Folk-Lore Bético-Extremeño, desde mayo a diciembre de 1883, ligada a la unión de estos dos folk-lores, y la publicación de la «Biblioteca de las Tradiciones Populares» (1884-1886). En 1883, Antonio Machado y Álvarez tiene que trasladarse a Madrid y la presidencia de la Sociedad pasa a Joaquín Guichot y Parody y la secretaría a Alejandro Guichot y Sierra, encontrando su difusión en 1884 desde los periódicos El Porvenir y La Andalucía, a la vez que comenzaba la creación de nuevas sociedades en Andalucía como El Folk-Lore de Guadalcanal y El Folk-Lore de Mairena del Alcor, en 1884; y El Folk-Lore Provincial Gaditano, en 1885, con Antonio Machado y Álvarez y Alejandro Guichot y Sierra como presidentes y secretarios honorarios y con Fernando de Gabriel y Ruiz de Apodaca y Ramón de Cala como presidente y vicepresidente, creándose un Boletín Folklórico Gaditano (julio a noviembre de 1885)66. 

			No más éxito tuvo el llamamiento a la formación de otras sociedades en otras regiones de España, ya que solo se constituyeron centros siguiendo los postulados del folk-lore en Extremadura, Castilla y Galicia, no sin dificultades, ya que Machado y Álvarez tuvo que buscar el apoyo de algunos intelectuales que aceptaron colaborar sin mucho entusiasmo, como sucedió en Castilla con Gaspar Núñez de Arce y en Galicia con Emilia Pardo Bazán, ante la oposición del regionalista Manuel Murguía, tomando unos derroteros muy diferentes las sociedades constituidas en otras regiones (Cataluña, Asturias, Vasco-Navarra, Madrid…). Mientras, en Sevilla se comenzaba el 15 de enero de 1885 la publicación del Boletín Folklórico Español, dirigido por Alejandro Guichot, para que sirviera de vehículo de comunicación entre los folkloristas hispanos, pero apenas pudo desarrollar dicha tarea, ya que solo pudo publicar ocho números, hasta el 30 de abril de dicho año. Esa había sido la máxima expansión del movimiento folklorista y a partir de ahí comenzó su declive, hasta caer prácticamente en el olvido. El Folk-Lore Nacional no se pudo llegar a constituir. Las sociedades existentes cesaron poco a poco su actividad entre 1888 y 1889, y lo mismo sucedería en el caso de Andalucía, donde solo quedarían algunas actividades individuales o locales, como puede ser, respecto a Sevilla, la actividad desarrollada por Alejandro Guichot o la fundación en 1887 del Ateneo y Sociedad de Excursiones bajo la iniciativa de Sales y Ferré, que pretendería seguir en cierta manera la difusión de ese culturalismo antropológico y del andalucismo, pero sus actividades, como es sabido, no cobrarían verdadera relevancia hasta principios del siglo xx67.

			Ni las instancias políticas oficiales, ni el mundo universitario, ni los sectores sociales más poderosos que podrían haberlo financiado, y tampoco los sectores populares, que debían ser sus protagonistas, mostraron el más mínimo interés por este proyecto ambicioso de nacionalización, en unos momentos de disputas políticas, divergencias sociales y desarticulación territorial, que no hacían sino dejar en evidencia las contradicciones y confrontaciones existentes. El que dicho proyecto estuviese lleno además de idealismo y de novedades, y también de algunas contradicciones, no hizo sino complicar más su propia viabilidad. No era fácil que pudiese triunfar un proyecto que pretendía ser apolítico, interclasista, y plural ideológicamente, planteando unas propuestas que difícilmente podían tener cabida en las anquilosadas estructuras políticas y sociales de la Restauración. Las orientaciones krausistas de Machado Álvarez, primero, y su giro hacia el positivismo y el evolucionismo, después, le ligaban a unas corrientes filosóficas que provocaban la animadversión de muchos sectores del mundo oficial, universitario y conservador, máxime cuando su proyecto regenerador del folk-lore nacional se fundamentaba en dichas filosofías. Esta fundamentación científica es lo que le había llevado a presentar al pueblo, precisamente, no solo como sujeto de estudio sino como agente activo:

			Nuestra Sociedad no puede componerse sólo de eruditos y literatos; antes bien, necesita del concurso de todos, y muy especialmente de la gente del pueblo: el ideal de nuestra Sociedad es contar con representantes y obreros en todos los pueblecillos y aldeas, y, aun a ser posible, en todas las haciendas, cortijos y caseríos; que allí donde haya siquiera un rústico español, allí hay conocimientos y sentimientos y deseos que nos importa conocer y traer a la vida68.

			Sin embargo, aunque el movimiento mostrase su intención de ser popular, en la práctica no pudo pasar de ser elitista y minoritario. No puede explicarse su escaso atractivo o su fracaso solo por circunstancias externas de la hostilidad de la burguesía andaluza o de la incomprensión de las clases trabajadoras por sus orientaciones anarquistas y socialistas, porque el republicanismo federal estuvo en una situación similar y ello no fue óbice para que consiguiera movilizaciones considerables. Habría que pensar también en limitaciones y contradicciones en el propio proyecto. El propio Alejandro Guichot valoraba la práctica del folklorismo de estos años comentando que «en el fondo se señaló el predominio del cultivo de los géneros literarios, el estudio y colección de la literatura popular y tradicional sobre los estudios de mitografía, de etnografía, de hierología, de etología, de arte popular y de ciencia popular», no habiéndose «hecho síntesis constructivas, étnicas ni históricas» y predominando en la forma «la mera recolección de materiales sobre la clasificación y la composición de los mismos, sin haber entrado en las generalizaciones de hecho ni en la deducciones críticas»69; y Mercedes Gómez-García, siguiendo a este autor, habla de la heterogeneidad de las competencias e ideologías de los colaboradores y de la estructura federal de la institución que habrían minado la institución desde dentro y podrían apuntarse como causas probables del fracaso del folk-lore español70. Pilar Sanchiz Ochoa explica la dificultad de aunar la ciencia y la conciencia, y de establecer la identidad en una región como Andalucía, caracterizada por la variedad y la pluralidad, lo que unido a las carencias metodológicas de la pura descripción etnográfica lleva a explicaciones más o menos subjetivas de la identidad andaluza y a «acudir al estereotipo para establecer su singularidad»71. Y Aguilar Criado expone las limitaciones de dicho movimiento en la utilización de unos conceptos de «cultura popular» y «pueblo», que tomaba la parte por el todo, «asociándolos a una sola capa social: la obrera, campesina o urbana sin señalar, además, explícitamente sus límites socioeconómicos, atribuyéndoles, por extensión todos los valores sustanciales de una pretendida identidad nacional que explicaría las características culturales de las clases y capas sociales»72. Por mucho que se proclamase las orientaciones populares, no dejaba de ser un acercamiento interclasista y aséptico ideológicamente, y al final, las investigaciones prácticas llevaban a trabajar sobre unos materiales que podían ser populares pero que quedaban muy lejos de las inquietudes sociales y las condiciones económicas de los trabajadores, que eran ideológicas y de clase.

			En todo caso, realidades prácticas aparte, sobre las novedades teóricas que pretendía introducir el folk-lorismo no hay duda. Si bien, ya el romanticismo había establecido la cultura popular como elemento definidor del espíritu nacional, había realizado una aproximación historicista y literaria. El paso del folklorismo romántico al folklorismo evolucionista suponía una ampliación del campo de estudio de la literatura a todas las producciones del espíritu humano, en una concepción de la visión antropológica de la cultura, dándole además unas orientaciones contemporáneas y dinámicas, que permiten conocer el pasado, comprender el presente y prevenir el futuro; en suma, significaba el paso del arte a la ciencia73. Al respecto, es muy interesante la diferencia que establece A. Aguirre entre el «folklore español», que surge en Sevilla con Antonio Machado y Álvarez y el «regionalismo folklorista», que se desarrolla en Cataluña, Galicia y País Vasco, con «la lengua como diferenciador étnico privilegiado». El primero es un folklorismo naturalista, que supone el inicio de la etnografía moderna, y desde un punto de vista ideológico-político, se articuló en una forma de pensar positivista y liberal, progresista y españolista. El segundo, en cambio, es un folklorismo literario-romántico, «conservador y antievolucionista y su actitud ante el folklore era la de conservarlo como la única cultura propia». Frente a la modernidad homogeneizadora, los folkloristas del historicismo romántico afirmaban «la cultura popular rural como incontaminada y portadora de los valores eternos del pueblo» y establecían que lo que hay que «investigar en esta cultura popular rural es la identidad cultural tradicional como forma ideológica y política de afirmación colectiva y nacionalista». Como concluye este autor: «Lo importante del estudio del folklore era para unos el poder analizar científicamente la cultura popular secular, para poder comprendernos mejor; para otros, lo importante era “retener” el tiempo y luchar contra una modernidad disolvente de la cultura tradicional»74. Así se podría explicar porque el proyecto regeneracionista y nacionalizador de Machado y Álvarez no encontró apoyo en el mundo del regionalismo histórico, máxime si se añade que su concepto de nacionalidad, que intentaba ser sintético, estaba más cerca de las orientaciones de un nacionalismo político y cívico que del nacionalismo cultural esencialista, típico de estos movimientos75.

			De todas formas estas cuestiones son complejas, porque si los regionalistas históricos lo podían acusar de españolista, en cambio, muchos españolistas tendían a acusarlo de separatista por proponer un sistema organizativo federalizante y descentralizador. Desde luego, con su propuesta de centros folklóricos dotados de amplia autonomía podía parecer que hasta estaba proponiendo un sistema descentralizado de tipo confederal, pero no es así, porque los centros debían suscribir unas bases nacionales y el fin último de la organización folklorista era el proyecto nacionalizador español. Como había afirmando Machado y Álvarez en sus polémicas con Joaquín Costa, «no se trataba de formar Folklores regionales sino el Español por medio de los regionales»76. Cabe pensar, pues, que el federalismo que subyacía en la organización del Folk-Lore Nacional a través de los regionales, de esta mezcla de unidad en la variedad, estaba en sintonía con las orientaciones organicistas de un krausismo que Machado y Álvarez nunca habría abandonado del todo77, y podría hablarse por tanto de un federalismo organicista, en la línea de Salmerón, que evidentemente tampoco tenía cabida dentro del sistema de la Restauración78. Las propuestas de federalizaciones de tipo regional, con la propuesta de un listado de regiones, planteaba además el problema añadido de la falta de consenso sobre el número y la extensión de las mismas, como sucedía en el caso de Andalucía, porque al fin y al cabo la única que respondió fue Cádiz creando un folk-lore gaditano, es decir, provincial. Como apuntaba años después Alejandro Guichot: aunque en teoría, dado el complejo de las diferencias regionales, parecía mejor la organización del mayor número posible de sociedades en regiones y localidades, «a fin de que cada una entendiera de su pueblo y su lugar propios»; al final, «la experiencia posterior enseñó que, por entonces, en el orden administrativo hubiera resultado mejor una sola sociedad general en vez de las regionales y locales que se crearon… y en el orden de la investigación resultó que el fruto de la labor colectiva fue escaso y el de la individual fue superior y relativamente notable»79.
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			Caricatura de la revista sevillana El Padre Adam en la que se muestran las expectativas que habían generado los pactos federales organizados por el Partido Republicano Federal en 1869, entre ellos el de Andalucía, Extremadura y Murcia en Córdoba, como instrumento de regeneración de la política española (El Padre Adam, 9-6-1869).

			Fuente: Biblioteca de Humanidades de la Universidad de Sevilla.

			Estas orientaciones de un federalismo armonicista y organicista, que se han apuntado como características de la concepción del folklorismo español, estarían en sintonía con las simpatías del republicanismo centralista de Salmerón, que tendrían Antonio Machado y Álvarez, Manuel Sales y Ferré y Alejandro Guichot y Sierra, a quienes se podrían considerar los protagonistas fundamentales del proyecto, aunque si se analiza la composición de los organismos directivos del Folk-Lore Andaluz de Sevilla aparecía una orientación interpartidista. El grueso de los componentes estaba integrado por los colaboradores del periódico La Enciclopedia, que se acabará convirtiendo en órgano del partido democrático-progresista, en una línea democrática monárquica con diferentes orientaciones (Martos, Moret…) en la que se encuentran personajes como Joaquín Guichot, Antonio Machado y Núñez, Javier Lasso de la Vega y Cortezo, Ramón Díaz Bustamante, Antonio Sendrás y Burín, Manuel Sierra y Durán, Roberto González Nandín80; y junto a ellos, estaba algún republicano posibilista, como Antonio González y Ruiz, otros republicanos progresistas como Francisco Rodríguez Marín, y destacados miembros del conservadurismo como José María Asensio y Toledo, Gonzalo Segovia y Ardizone, Manuel Cano y Cueto, Luis Montoto… Aparecía así una configuración pluripartidista, coherente con las orientaciones del apoliticismo y del pluralismo ideológico con las que se había definido dicha Sociedad, y que sin embargo, no dejaría de ser una de las fuentes de polémica que acabarían haciéndola fracasar81.

			En cambio, no parecía existir mucho interés por el folk-lore andaluz en el seno del republicanismo federal. En los años ochenta la única presencia que conocemos de esta corriente política en dicha sociedad es la de Juan Antonio de Torres y Salvador, alias Micrófilo, fundador del Folk-Lore de Guadalcanal, quien se caracterizó por su apoyo a las políticas de coalición republicana. En 1886-1887 aparece como director del bisemanario El Pacto, periódico republicano federal, que se había editado en Sevilla desde principios de 1886 hasta julio de 1887, en el que también colaboraron Alejandro Guichot y Sierra y Francisco Rodríguez Marín, defendiendo las posiciones de la coalición de los republicanos. Esta postura queda bien clara en 1889, cuando Juan Antonio de Torres aparece como miembro de la Junta de Coalición Republicana de Sevilla; en 1890, como presidente del Comité Municipal Republicano Coalicionista de Sevilla; cuando muestra su apoyo a la coalición de la prensa republicana y se le cita como «el ilustre periodista republicano federal», e incluso a partir de 1895, cuando colaboraba en El Aviso. Periódico republicano, dirigido por el republicano federal Laureano Rodríguez de las Conchas, con colaboraciones de José Marcial Dorado, republicano centralista, y Daniel Máximo Ruano, republicano federal, entre otros82. Si Juan Antonio de Torres y Salvador apoyaba desde el republicanismo federal las políticas de conciliación republicana a finales de los años ochenta y principios de los noventa, cual si fuese el encargado dentro del folk-lore andaluz de explorar los apoyos populares a través de la ideología republicana federal, en los años de finales de siglo xix y principios del xx quien estaba en ese cruce de caminos era Alejandro Guichot y Sierra, desarrollando una actividad que podemos organizar en dos etapas: primera, con una evolución paulatina hacia el republicanismo federal, en sintonía con las políticas sociales y el interés por las clases obreras presente en el Programa Federal de 1894, y que se manifestaría de forma plena en sus conferencias en el Círculo Educativo Republicano a partir de 1897, la fundación del Centro Republicano Social en 1898, y la presidencia de la Comisión de Reformas Sociales, la propuesta de una Casa del Pueblo en 1904 y de una Universidad Popular en 1905, dentro de una política municipal popular desarrollada como concejal del Ayuntamiento de Sevilla entre 1904 y 190683. La segunda etapa se correspondería con su resurgimiento a la vida política a partir de 1913, con la reanudación de las conferencias a los obreros, un enfoque crítico sobre la realidad sevillana, y la apuesta por el andalucismo con su interpretación sobre el «Ideal Andaluz»84, retomando una visión sobre el regionalismo cultural que podría considerarse una continuación del folklorismo de los primeros años ochenta, si no hubieran cambiado los tiempos, porque si entonces era defensor del evolucionismo positivista y del organicismo krausista, ahora tendía mas bien a ser un tanto más idealista y federalista.

			5. La Constitución de Antequera de 1883 y el federalismo de fines del siglo XIX

			Muy diferente de la propuesta del Folk-Lore Andaluz era la propuesta del Proyecto de Constitución o Pacto Federal para los Cantones Regionados Andaluces, conocido popularmente como la Constitución de Antequera de 1883, y por ello se explica que, aunque fuesen coetáneos, siguiesen caminos distintos en el contexto histórico de los años ochenta del siglo xix. Realmente es problemático un análisis de estos proyectos desde una perspectiva andalucista o regionalista. Como ya se ha comentado, la corriente historiográfica «hagiográfica andalucista» le da una importancia central en el desarrollo del andalucismo político, mientras que la corriente crítica cuestiona dichas perspectivas regionalistas, entendiendo que forman parte del proceso de organización del federalismo pimargaliano español sin especificidad significativa andaluza85. Al igual que los Pactos federales de 1869, el constitucionalismo federal de los años ochenta, y la Constitución de Antequera en concreto, podría considerarse como otra propuesta para la reorganización del Partido Republicano Federal, que tuvo más de artificio efectista y propagandístico que de sustancia real, y desde la perspectiva de organización territorial del partido fue más el final que el comienzo de algo, una especie de canto del cisne. Y sin embargo, también se podría decir que su vuelo era más bien el de un ave fénix, con su resurgimiento en el siglo xx. En todo caso, el fracaso final, que era ante todo decimonónico, no debería quitarle importancia al hecho de que se propusiese en ese momento todo un proyecto de república democrática social con una democracia pluralista y un programa social muy avanzado, y de que quisiera acometer un proceso ambicioso de organización territorial que pudiera servir también para la organización de una futura república federal, articulando los espacios municipales, comarcales y/o provinciales, dentro de una estructuración regional, como propuesta definidora, no solo frente a las corrientes autoritarias del liberalismo y de la democracia y frente a las demás corrientes democráticas y republicanas, sino también frente al resurgimiento de una Federación de Trabajadores de la Región Española que arrastraba a una parte de las bases obreras del federalismo, provocando amplios debates.

			5.1. La Asamblea Federal de Antequera

			En el caso de Andalucía, la mayor parte de sus provincias enviaron sus representantes a las asambleas federales de mayo de 1882 y de junio de 1883, en las que se puso en marcha este proceso regionalizador del Partido Republicano Federal. Como es conocido, la iniciativa de convocar una asamblea de los comités locales, de distrito y provinciales correspondientes a las provincias andaluzas para deliberar en la ciudad de Antequera acerca de las bases de la «organización regional» y redactar una «Constitución política y social», correspondió a Antonio Azuaga y Andrés Osorio, presidentes de los comités provinciales republicanos federales pactistas de Málaga y Granada respectivamente, y fue publicada por el periódico malagueño El Defensor del Pueblo86, dirigido por el citado Azuaga, un activo dirigente demócrata republicano federal, implicado en procesos insurreccionales y defensor de las corrientes socialistas87. La celebración de dicha asamblea se había previsto para el día 29 de junio de 1883, pero se retrasó en principio al 15 de septiembre, atendiendo a las peticiones de los correligionarios de Sevilla y Cádiz, para que pudieran acudir el mayor número de representantes a dicha asamblea regional, para «acordar la Constitución de la Región andaluza», y se terminó celebrando a finales de octubre, los días 27, 28 y 29, sin la presencia de representantes de las provincias de Almería y Cádiz88. 

			Representantes de las provincias andaluzas en las asambleas federales de los años ochenta

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							I Asamblea Federal

							Madrid, mayo de 1882

						
							
							II Asamblea Federal

							Zaragoza, junio de 1883
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							Madrid, octubre de 1888
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							Eduardo Benot

							Antonio Sánchez Pérez

						
							
							Sin representación
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							Emilio Abad

							Francisco Pi y Margall
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							Luis Blanc
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							(Felipe Salas Arriola)

						
							
							Sin representación

						
							
							Diego Carrasco Romero y Ramón Cala (suplentes: Emilio de Vega Murguía y José Talón)
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							Luis Blanc

							Eduardo López y López
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							Ángel de Torres y Jerónimo Palma (suplentes: Tomás del Río y Ramón Saldaña)
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							Francisco Lumbreras
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							Francisco Lumbreras y José Gómez Cano

						
					

					
							
							Huelva

						
							
							Antonio Sánchez Pérez

						
							
							Antonio Sánchez Pérez

							Juan Sánchez Rodríguez

						
							
							Francisco López Gabidos

						
							
							No se conocen sus representantes

						
					

					
							
							Jaén

						
							
							Eustaquio Gómez

							Francisco Forasté

						
							
							Sin representación

						
							
							Antonio León y Ruiz (Villacarrillo)
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							Sevilla

						
							
							Eduardo Aguirrevengoa

							Antonio Pedregal y Guerrero

						
							
							Antonio Pedregal y Guerrero

							Gabriel Campelo y Oroña

						
							
							Romualdo Fernández Luque

							Pedro Gascón (Écija y Constantina)
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			Fuente: elaboración a partir de ORIVE, Salustiano de y VERA Y GONZÁLEZ, Enrique: La Asamblea Federal de 1883. Bilbao: Imprenta El Comercio, 1883, pp. 46-50 y 162; RODRÍGUEZ SOLÍS, E.: Historia del Partido Republicano español, II, pp. 763. La Vanguardia, 3 y 6 de junio y 4 de noviembre de 1883, y La República, 4, 3 y 5 de octubre de 1888.

			Como es de sobra conocido, en dicha Asamblea federal de Antequera se tomó en consideración por unanimidad el «proyecto de Constitución o Pacto federal para los cantones regionados andaluces» presentado por Carlos Saornil, como representante de Alora, un pueblo de tradición republicana e internacionalista89, proponiendo un texto para su estudio por los «cantones andaluces» que debería haber sido discutido en una nueva Asamblea Regional, cuya celebración se había fijado para el mes de mayo de 1884 en la ciudad de Córdoba. Sin embargo, esta reunión no se celebró y, en consecuencia, el proyecto de Saornil quedó sin discutir y no se pudo presentar a la Asamblea Federal nacional de 1888 en que se aprobaron los proyectos de las distintas regiones españolas. Desde las posiciones más defensoras del Andalucismo se argumenta que fue la represión existente, coincidiendo con los episodios de la Mano Negra, lo que impidió que dicho proceso regionalizador prosperara en Andalucía, pero habría que tener en cuenta también la falta de consenso dentro del federalismo andaluz90, con las confrontaciones entre federales pactistas y federales autónomos pactistas, entre otras muchas diferencias, y con las divergencias sobre la dinámica de la organización territorial entre el peso del municipalismo y del provincialismo. A este respecto, parece muy significativo que la provincia de Almería no enviase representación a la Asamblea Regional de Antequera, cuando había aprobado el 13 de mayo de 1883 el proyecto de una llamada «Constitución del Estado Regional de Almería», aunque también es cierto que tampoco lo había enviado a la Federal de Zaragoza de ese mismo año91. Si enviará, en cambio, representación a la III Asamblea Federal de 1888, donde se presentaba un proyecto de constitución, a la que se denominaba «Cantón de Almería» o bien «Constitución de Almería», que fue aprobado por la comisión encargada de examinar las diferentes constituciones con algunos matices92.

			5.2. Carlos Saornil, en la izquierda del federalismo

			Carlos Saornil, que había aparecido como autor de los proyectos de constitución de los «cantones regionados andaluces», figura en los años ochenta como un escritor, domiciliado en la calle Tallers 55-57 de Barcelona93, y estaba ligado al republicanismo federal catalán. En mazo de 1881, figuraba entre los firmantes de un manifiesto, condenando las posiciones federalistas de Figueras y defendiendo las teorías pactistas de Pi y Margall94. En mayo de este mismo año, Saornil formaba parte de la Comisión de la Juventud Democrática Federalista de Barcelona el 21 de mayo de 1881, que había sido elegida el día 6 de mayo, enviando un comunicado a la juventud para la recepción de Francisco Pi y Margall, el líder del partido federalista español, en un llegada a dicha ciudad para la celebración de un festival federalista de Catalunya95.

			En 1883 participaba en el Congreso Regional Republicano Democrático Federal de Cataluña, como representante de la ciudad de Barcelona, en el que se pretendía, entre otros objetivos, establecer las condiciones mediante las cuales celebraría Cataluña el pacto de unión con las demás regiones españolas o ibéricas; y aparece no solo entre los firmantes que aprobaron el proyecto de Constitución para el Estado Catalán, sino también entre los firmantes de una proposición, aprobada por unanimidad, en la que se solicitaba, «atendiendo al carácter eminentemente práctico y partidario del proselitismo o de la propaganda que caracteriza al partido Republicano Democrático Federal de Cataluña», que la Constitución del Estado Catalán se imprimiese y distribuyera «profusamente no solo en catalán sino también en castellano, con el objeto de darlo a conocer a las demás regiones españolas en que el idioma catalán no es conocido»96. 

			En dicho Congreso, Saornil tuvo una participación muy activa: formaba parte de la comisión que elaboró el dictamen sobre la organización definitiva del Partido Federal de Cataluña, aprobado por unanimidad, en el que se concedía una importancia primordial a la comarca, atendiendo a la importancia que tiene «en la vida pública y en la conciencia de Cataluña» junto con el municipio, que eran considerados como «los grados intermedios desde su origen personal en el individuo, hasta llegar a su realización superior en la Región»97. Además, encabezó varias proposiciones como una en defensa de una federación ibérica con las demás regiones de España y con Portugal, aprobada por unanimidad, otra sobre la absoluta libertad profesional, que encontró la oposición de Vallès i Ribot imponiendo el papel del Estado y la enseñanza oficial, y otras dos de alto contenido igualitario. Una sobre la organización del sistema educativo de la enseñanza pública en Cataluña y la otra presentando las «bases de un proyecto de ley para que el día en que Cataluña, dueña de su destino, pueda atender en cuanto a ella la toca a las grandes necesidades que al mundo acechan en la órbita de los intereses sociales», entre los que merece la pena destacar los siguientes aspectos: defensa de impuestos directos y progresivos, «sostenimiento de los pobres por la asistencia pública», «establecimiento del crédito al trabajo», «creación de Cajas de asistencia para los enfermos, viudas, ancianos, huérfanos e inutilizados del trabajo», «enseñanza gratuita en todos sus grados» y «redacción y promulgación de un Código de trabajo» entre otros. Estas dos últimas proposiciones no fueron aprobadas, pero llevó a la formación de comisiones que elaborasen un dictamen que pudiese discutirse en la próxima Asamblea Catalana, quedando el mismo Saornil al frente de la de cuestiones sociales98, a la que se le añadió, además, el encargo de las relaciones con la Federación de Trabajadores anárquico-colectivistas99. En el análisis sobre este Congreso Regional, Pere Gabriel sitúa a Carlos Saornil dentro del sector de izquierda, formando parte del grupo que seguía a Baldomer Lostau, defendiendo unas posiciones de tipo municipalista y garantes de la autonomía municipal, frente a las orientaciones mas regionalistas y regionalizadoras de Vallès i Ribot. Junto a la defensa de una libertad profesional absoluta, ya que así podrían obtener títulos las personas que no tengan los recursos necesarios y que no puedan asistir a los establecimientos oficiales centralistas, el igualitarismo educativo y las políticas sociales, las orientaciones radicales de Saornil quedarían acreditadas además por su oposición a la existencia de un Senado y a una reserva militarizada; y por la defensa de la elección de todo el poder ejecutivo por el Congreso, de que la legislación penal fuese una competencia regional, de una comisión dictaminadora de la Constitución más participativa, que la representación industrial en la Asamblea económica catalana estuviese integrada por el mismo número de obreros que de patronos, la formación de una ley especial sobre el trabajo de los niños y niñas en las fábricas, así como su apoyo del voto femenino, aunque en este caso se había impuesto la exigencia de un título académico, a propuesta del mismo Saornil100.

			No menos interesante fue la actividad periodística y de difusión del mensaje federalista, realizada por Carlos Saornil por algunos puntos de España. En los primeros años ochenta, pueden destacarse sus colaboraciones en el periódico madrileño La Unión, diario democrático, dirigido por el onubense Antonio Sánchez Pérez101, en La Unión Democrática. «Diario político, literario y de intereses materiales. Órgano oficial del Partido Democrático Progresista de la Provincia Alicante»102 y en el diario madrileño La Vanguardia, órgano del Partido Republicano Federal103. Las ideas que muestra Carlos Saornil a la altura de 1880 son las de unas orientaciones ácratas con un autonomismo de base municipalista, que acepta el principio regionalista con un carácter transitorio. Entonces presenta la evolución histórica como una confrontación entre el poder y la libertad, «siendo el poder inarmonizable con la libertad». El poder resultaba ser «patrocinio del pasado y el no poder constituye el secreto del porvenir», y se establecía que «el poder es una idea en decadencia y la libertad una idea en desarrollo», y en consecuencia, se debía aspirar a «eliminar o transformar el poder», de forma que le redujese a la «impotencia». Como la fuerza del poder era mucha y no se podría destruir directamente, debía estudiarse la forma de su división de forma que su anulación quedase asegurada. La solución pasaba «virtualmente» por su fraccionamiento «tanto cuanto el número de miembros del organismo social lo permitiera» y «de una manera empírica se conseguirá, haciendo afluir el poder a la escala última de las jerarquías políticas: al municipio», resultando la Comuna de París en 1871 el modelo ideal104. 

			Saornil presentaba una visión de la historia guiada por la razón, la necesidad y la lógica, en la que «las leyes de la circulación universal reconstituyen incesantemente los organismos, pero no el mismo organismo que murió» y la sociedad se presentaba como «un organismo que se desenvuelve», ya que «toma en sus transformaciones múltiples apariencias, que le conducen lenta, pero seguramente, á una indefinida perfección, que podríamos concebir como la plenitud humana dentro de la plenitud social». Los embates de la razón y de la ciencia con los principios de la libertad y de la democracia habrían ido desmoronando de forma paulatina el antiguo edificio con los valores que habían transmitido: «Dios y el hombre, la naturaleza, la autoridad, el derecho, la historia, las tradiciones y los dogmas revelados,… el bien y el mal, la propiedad, la justicia y la familia», para formarse «otro derecho público y otra legalidad general», y así «nacieron, una soberanía que reside en la libre voluntad de las muchedumbres, y un derecho social, que forma cuerpo con la naturaleza y la existencia del hombre y que es antagónico del derecho histórico»105. Para Saornil, el pasado era la historia de cómo la autoridad había sojuzgado a los pueblos y a las naciones hasta la actualidad:

			Siempre procedió así la autoridad en todos los tiempos, en toda la extensión de nuestra geografía y en todas las manifestaciones de su propia existencia. La autoridad real con sus luchas dinásticas, con su poder y sus conquistas; la teocracia con la intolerancia de sus dogmas y el error de su potestad infalible; la aristocracia de los barones, con la servidumbre de sus feudos; la guerra, con sus ruinas y la esclavitud. Hoy hacen otro tanto, ante nuestros ojos, el tercer estado monopolizando el trabajo del obrero con su opulencia, la miseria del pobre con la usura y la prostitución, el saber y la influencia con las instituciones políticas; el parlamentarismo con el censo, la centralización y las mayorías; el poder judicial con el cadalso; el militarismo con sus pasiones y sus cuartetes106.

			Su recorrido por las diferentes fases del proceso histórico destaca el papel de las ciudades frente al feudalismo, y considera a las municipalidades como «verdaderas fuerzas sociales y políticas» frente a «el derecho divino de los reyes y la autoridad patrimonial y oligárquica de la aristocracia». La reforma protestante y los procesos de la modernidad y especialmente la Revolución Francesa habían sido momentos significativos en los procesos de cambios, pero su obra habría quedado «inacabada»: «lo que así se había atacado no era la existencia social de la autoridad sino solamente su forma», por eso no es extraño, que naciera lo que llama «el doctrinarismo representativo», que no hizo sino aumentar el uniformismo y la centralización. Frente a dichos procesos, el principio autonomista «sintetiza el logro de estas tendencias generales por medio de la libertad, camino natural y único de llegar a conseguirla». En este camino era necesario desde luego, olvidarse de cualquier perspectiva historicista:

			Para ello es absolutamente indispensable desoír la voz de todo lo tradicional, de todo lo histórico. Lo impone la necesidad, pues de otro modo traeríamos, fatalmente, algunas pavesas de la vieja autoridad. Es esto irremediable; todas las tradiciones crecieron a la sombra del poder, alimentándose con su savia. Por eso la razón no ha respetado la idea del Estado, que sacrifica, inexorablemente, relegándole al archivo de la historia, y ha seguido imperturbable derribando, sin vacilar, ídolos, reverenciados todavía por los hombres e inmolándolos ante el ara del mañana. En este orden de ideas el poder deja de ser uno de los fundamentos sociales. Pero no es solo él; ninguna de sus creaciones escapa a los embates dé la inquieta razón. Si en todo cuanta el pasado nos lega, se revela la autoridad, esgrimamos fieramente contra esta autoridad la segur [sic] amenazadora107. 
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			Antonio Machado y Álvarez (Santiago de Compostela, 1848-Sevilla, 1893), hijo de Antonio Machado y Núñez, y padre de los poetas Antonio y Manuel Machado, krausista y positivista, fue fundador de «El Folk-Lore Español, Sociedad para la recopilación y estudio del saber y de las tradiciones populares», y de la Sociedad del Folk-Lore Andaluz, con la revista del mismo título, que fue uno de los hitos del andalucismo y del regionalismo cultural ligado a Andalucía.

			Fuente: Biblioteca de Humanidades, Universidad de Sevilla.

			La solución estaba en buscar «la forma de una asociación capaz de cobijar los intereses sociales y morales de todos sus miembros, garantizando todas las espontaneidades personales y haciendo que, después de asociado, cada individuo conserve integérrima su autonomía». Y esta solución es la que, como se ha visto, daba el municipalismo, junto con lo que denomina «el autonomismo socialista»:

			La democracia creando las asociaciones municipales, ha formado los huesos, los vasos, los músculos y los nervios del organismo que apetecemos. El autonomismo socialista, creando vínculos puramente humanos, ha procurado con la solidaridad universal el torrente circulatorio de aquellos órganos (…). El día en que un país llega á obtener grandes federaciones de municipios, ha acabado su penosa historia la autoridad108.

			Pero como se entendía que era difícil alcanzar directamente el federalismo municipalista, ya que muchos intereses lo combatían, cobrará realidad la utilización del principio regionalista como un mecanismo transitorio, «como si dijéramos el prólogo de una gran transformación social» que podría facilitar el acceso al «sistema municipalista puro», tal y como se dice: «el principio regionalista que, si bien no como definitivo, puede al menos con carácter transitorio, servirnos perfectamente, estableciendo diversos organismos federativos cuyo sucesivo fraccionamiento daría vida, espontáneamente, al sistema municipalista»109. El «elemento regionalista» sería, por tanto, una fase intermedia entre el sistema municipalista y el centralismo parlamentario del doctrinarismo representativo:

			Entre el sistema municipalista y el centralismo parlamentario existe una solución intermedia, correspondiente á la acción recíproca de los principios de ambos. En ella se interpone entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento la valla del elemento jurídico por un lado, y entre el Parlamento y las municipalidades, la soberanía intermedia del cantón, la provincia ó el condado. Tal es el elemento regionalista, representado por la autonomía regional; caso que nos ofrecen los Estados Unidos de América. (…) Al mismo tiempo la satisfacción de las tendencias regionales, con la autonomía provincial y los parlamentos propios, esterilizaría todos los esfuerzos encaminados a la resurrección imposible de un mundo autoritario y nacionalista; ampararía las reivindicaciones del cuarto estado, y crearía horizontes hoy desconocidos, por la aplicación activa é inteligente de todas las energías latentes de los pueblos, al saber y á la producción; al desarrollo del bienestar por la ciencia y el trabajo110.

			Además de la actividad periodística, Carlos Saornil también desarrolló una actividad divulgadora de las doctrinas federalistas con sus viajes y asistencia a actos propagandísticos en algunos puntos de España, como sucedió con la región valenciana. El 2 de septiembre de 1880 participó en una reunión del Partido Democrático-Histórico de Alicante, con la lectura de un discurso y ello dio paso a algunas de sus colaboraciones en los periódicos alicantinos, La Unión Democrática y Las Germanías, como ya se ha comentado anteriormente. El 15 de septiembre de 1881 enviaba una carta al diario La Vanguardia desde Valencia111. No es extraño así que el presidente del comité republicano federal de Alicante, Lino Antón, se dirija el 19 de abril de 1883 al ciudadano Carlos Saornil con motivo de la celebración de la Asamblea Regional de Barcelona, haciéndolo «mediador entre los buenos republicanos catalanes y sus hermanos los alicantinos» y «el intérprete de nuestros sentimientos felicitando a todos esos buenos amigos». Lo mismo hace Honorio Alegre desde el comité republicano federal de Orihuela. Y tampoco es extraño que al establecerse que la Asamblea catalana se dirigiese a los correligionarios de Baleares y Valencia para que se celebrasen los congresos de dichas regiones, los señores Saornil y Navarro anunciasen que habían hecho algunos trabajos en Alicante y Albacete para construir la región Valenciana-Murciana112. 

			Quizá estas conexiones podrían extrapolarse para explicar las relaciones de Saornil con Andalucía. Fuese consecuencia de algún viaje o de relaciones personales, que desconocemos, o bien de la labor publicística de Saornil en La Vanguardia, el hecho es que los republicanos federales de Lucena en Córdoba le nombraron en julio de 1882 presidente honorario de su comité, y que los federales granadinos, a través de Andrés Osorio como presidente del comité provincial, utilizasen, el 20 de abril, a Saornil como intermediario para «felicitar a la Asamblea federal catalana, rogándole que se inspire en sus actos en las sanas doctrinas y más lata libertad que tengan por base fundamental de la federación la autonomía con el pacto, con cuantas reformas sociales sean convenientes a esa Región»113. 

			El que Carlos Saornil fuese miembro de la masonería introduce otra línea de posibles conexiones que debería ser investigada. Al menos desde 1884 fue colaborador en el Diccionario enciclopédico de la Masonería, completado con una Historia General de la Masonería, obra dirigida, primero por Luis Ricardo Font y Lorenzo Frau Abrines y después por Rosendo Arús y Arderius, y en 1887 se le cita como hermano de la Logia Avant, número 11 de la Federación de la Gran Logia Simbólica Regional Catalana, con motivo de la celebración del sexto aniversario de su instalación en Barcelona114. Dicha Logia había sido creada formalmente en 1881 por los masones catalanes de ideología republicano-federal bajo la dirección, precisamente, de Rosendo Arús y Arderius, quien en mayo de 1880 había sido elegido Gran Presidente del Gran Capítulo Catalán, creado en 1879. Se había configurado así un movimiento democrático y autonomista, ligado a un federalismo de base regionalista, influido por Pi y Margall y sobre todo por Almirall, que culminaría con la creación en 1886 de la Gran Logia Simbólica Regional Catalana. La Constitución de esta logia establecía entre sus objetivos: «Conseguir que Cataluña forme un Estado soberano y autónomo, sin otras limitaciones que las derivadas del contrato que celebre y le una con las demás regiones Ibéricas»; y el artículo 5.º establecía que dicha obediencia debía: «Procurar en todas las demás antiguas regiones españolas, la constitución de Grandes Logias regionales que proclamen, sostengan y defiendan para su Región respectiva, lo que para Cataluña proclama y defiende esta Gran Logia»115. 

			Las organizaciones masónicas amplificaban pues orientaciones prácticas del republicanismo en la difusión del federalismo por las tierras de España desde el núcleo catalán. Desde una perspectiva general, no es descabellado relacionar estas orientaciones democratizadoras y anticentralistas que introducía el simbolismo dentro de la masonería con los movimientos similares que se dieron por esos mismos años en las provincias andaluzas, como fue el caso de la creación de Capitulo provincial de Andalucía en 1877, la Confederación Masónica del Congreso de Sevilla de 1878 que desemboca en la Gran Logia Simbólica Independiente Española, creada en 1881 con sede en Sevilla, que aspiraba a organizar la masonería española de una forma descentralizada y confederal116. Esta Gran Logia tendría presencia en Barcelona con la Logia Constancia 17 (1880) y en 1884 auspició la constitución de la Gran Logia Provincial de Barcelona, organizada con un espíritu marcadamente democrático, aunque fracasó en su intento de articulación de las logias catalanas117. 

			Desde una perspectiva concreta, también en los contactos andaluces con Saornil aparecía la militancia masónica de Andrés Osorio Martín en las logias Numancia y los Numantinos de Granada, a quienes hemos visto como intermediarios de los republicanos granadinos con los catalanes a través de Saornil, con motivo de la celebración de la Asamblea Regional catalana, y fue uno de los convocantes de la Asamblea Federal de las Provincias andaluzas en Antequera118. También el otro convocante de dicha Asamblea, Antonio Azuaga Díaz, fundador en 1882 del periódico malagueño El Defensor del pueblo desde el que se lanzaría dicha convocatoria, tenía conexiones con la masonería, lo mismo que Luis Benot y Rodríguez y Manuel Infante Traucho, vicepresidente y secretario respectivamente en 1881 del comité republicano federal de Málaga que él dirigía119.

			5.3. La Constitución Federal de Antequera

			No hace falta decir que este esbozo sobre las posibles relaciones de Saornil con el republicanismo andaluz debe ser investigado de una manera mas profunda. Parecidos interrogantes se plantean cuando se aborda la ubicación de las ideas del Proyecto de Constitución o Pacto Federal para los Cantones Andaluces en el contexto del federalismo español y su relación con Andalucía. Obviamente, las ideas de este proyecto debían reflejar ante todo el pensamiento de Saornil, ya que suya era la propuesta, y podrían ser definidas como una interpretación izquierdista del federalismo pactista, en la vía de una república federal social. Este proyecto constitucional o pacto federal, que pasaría a ser conocido como la Constitución de Antequera, estaba formado realmente por tres textos constitucionales: Proyecto de Constitución Federal Regional para los Cantones Andaluces, Proyecto de Constitución Cantonal, y Proyecto de la Constitución Municipal, aplicables a los tres niveles en que se articula el espacio regional, municipal, cantonal y propiamente regional, con unos apéndices que permitirían articular dichos niveles a través de la teoría del pacto o del federalismo asociativo para constituir lo que se llama «Federación de las Regiones españolas o ibéricas», o «Federación española o peninsular». Estos textos presentan las siguientes características:

			a) La defensa de una democracia pluralista y social, mezcla de democracia representativa y de democracia directa. Los textos hablan de que Andalucía es «soberana y autónoma» y se «organiza en una democracia republicana representativa», o bien en una «democracia republicana federativa». Se establece que la Federación cantonal tiene por objeto: «Realizar la República representativa y la Democracia igualitaria»; y entre las atribuciones del poder federal cantonal, se cita la de «garantizar la Libertad y la Igualdad social en la República democrática…». Estas orientaciones quedan plasmadas en el planteamiento de un sistema representativo de tipo unicameral, con un sufragio universal que reconoce el voto femenino y la representación de las minorías. Los poderes son colegiados, amovibles, antipresidencialistas, excepto el Judicial, y responsables, y «ninguno de ellos emanará el uno del otro, sino todos directamente del pueblo». Introduce el corporativismo en el legislativo, al establecer que se compone de diputados de población, elegidos por sufragio universal directo, y de «diputados profesionales o de clase», designados por los respectivos gremios, y se estipula un judicial que hace las veces del Senado y tiene funciones legislativas, ya que se concreta la existencia de un Tribunal Supremo de Justicia, que es «representación directa de los Cantones», y le corresponde al Presidente de dicho Tribunal, la sanción de las leyes, el derecho de veto suspensivo por una legislatura y el derecho de devolución. Junto con estas formas representativas reconoce otras formas participativas, típicas de la democracia directa, entre las que cabe destacar el mandato imperativo, el sufragio permanente, que permite a los electores elegir, controlar y destituir a sus representantes, y lo que se denomina «derecho a la barra», un sistema de participación ciudadana con derecho de petición e iniciativa legislativa popular. Además, el Congreso de representantes podía convocar al pueblo en plebiscito, entre otras causas, «en alzada del veo suspensivo del Presidente del Tribunal Supremo de Justicia, o cuando este haya devuelto por segunda vez sin sancionar la ley».

			b) Especial desarrollo tienen las orientaciones comunales o municipalistas, ya que se establece que el municipio se encamina «a realizar, mantener y garantir la República representativa y comunal, y la Democracia igualitaria, preparar el advenimiento de la completa igualdad social, mediante la independencia económica del pueblo», y actúa según las formas de la democracia directa, a través «de su poder comunal, según los modos legislativo, ejecutivo y judicial». El poder judicial y el ejecutivo son emanados del Pueblo, amovibles y responsables, y «el poder legislativo reside en la Asamblea comunal de los ciudadanos», estableciendo que, «para la facilidad de la práctica legislativa, se divide la localidad en Colegios comunales de tres mil habitantes», y que «toda decisión de un Colegio será discutida y votada en los demás, habiendo de tener para ser ley, la mayoría plebiscitaria». Se instituía además la existencia de una «Milicia nacional constituida por todos los varones de treinta a cuarenta y cinco años», siendo elegidos sus cargos por sufragio universal directo de los individuos, estableciendo que «los milicianos serán armados y equipados a sus expensas, salvo los que manifiesten y justifiquen».

			c) Reconocimiento de las libertades y derechos típicos de una democracia social, en la que junto a los derechos civiles y políticos básicos, como los de reunión, asociación, de petición y de manifestación pacífica junto con una secularización y desarrollo laicista de orientaciones anticlericales, entre otros muchos, se hacía toda una apuesta por la igualdad social, ya que como hemos visto antes se pretendía realizar la «democracia igualitaria» y «garantizar la igualdad social». Así se establecía que la Federación Andaluza tiene por objeto «aumentar el bienestar general y la instrucción pública; realizar el derecho humano, cumplir la justicia, acelerar el progreso y el desarrollo general, fomentar los intereses morales y materiales», así como «estudiar en principio la igualdad social y preparar su advenimiento definitivo, consistente en la independencia económica de todos», aunque se reconocía la propiedad privada («nadie será privado del goce de sus bienes, haberes o derechos, a no ser por sentencia judicial; tampoco se encarcelará por deudas de carácter civil»; «Toda expropiación por causa de utilidad irá precedida de la correspondiente indemnización»). Estas perspectivas igualitaristas quedan plasmadas en la consideración de un «derecho de propiedad limitado por los derechos sociales sin vinculación ni amortización perpetua», en la responsabilidad civil de los propietarios120, en la defensa de la propiedad pública («Poseer y explotar, sin derecho a enajenarlas, todas las propiedades públicas de la Región»), en el «derecho al trabajo y a su libre disponibilidad», en el reconocimiento a los obreros «el derecho de huelga pacífica y la práctica de la resistencia solidaria», así como la creación y fomento de Cajas de resistencia, en derechos culturales y educativos, de orientaciones universales y gratuitos «hasta en sus más altos desarrollos», en la progresividad fiscal e intervencionismo estatal en el campo económico y social, con unas perspectivas reguladoras y asistenciales considerables121, y en el reconocimiento de «la independencia civil y social de la mujer» junto con su igualdad jurídica.

			d) Un regionalismo político voluntarista o cívico. La visión racionalista ahistoricista de Carlos Saornil quedaría reflejada en un proyecto constitucional que sería fruto del pacto libre y voluntario de los ciudadanos, sin consideraciones de herencias historicistas y características culturales predeterminantes. La única referencia al pasado se establece al determinar que la deuda «se compone de las correspondientes a las provincias actuales de Andalucía al instituirse la Federación» (artículo 82 del proyecto constitucional de la Federación Regional de Andalucía). Por tanto, podían asociarse estas concepciones con las típicas de un nacionalismo político o cívico, en la que los criterios de identidad derivan de la libertad y de la voluntad de los ciudadanos (la toma de conciencia sobre el hecho de ser ciudadano), frente a las orientaciones esencialistas, culturalistas e históricas típicas del nacionalismo cultural, aunque las interpretaciones oficiales imperantes establecen, respecto a la organización regional, que lo primero sería federalismo y las orientaciones políticas culturalistas serían típicas del regionalismo específicamente. Pérez Trujillano, en cambio, prefiere hablar directamente de un nacionalismo de tipo político al entender que los proyectos de la Federación Andaluza realizan un «reconocimiento implícito de Andalucía como una nacionalidad» con derecho a la autodeterminación122.

			e) Un Federalismo pactista, que parte de la «autonomía individual», de los individuos como seres libres dotados de identidades singulares y autónomas que pactan libremente para ir constituyendo entidades colectivas superpuestas en distintos niveles, municipal, cantonal, regional, culminando en el nacional (La Federación española o de las regiones españolas…). Así el Municipio es la «síntesis de las Autonomías personales», y se instituye mediante pacto «por la plena voluntad de los ciudadanos», resultando ser la «primera determinación de la soberanía colectiva»; el Cantón, igualmente soberano y autónomo, era el resultado de la alianza de los municipios, y «no recibe su derecho de ningún Poder exterior al de las Autonomías que le instituyen por este Pacto»; y lo mismo sucedía con la federación regional: «Andalucía es soberana y autónoma; se organiza en una democracia republicana representativa, y no recibe su poder de ninguna autoridad exterior a la de las autonomías cantonales que la instituyen por este Pacto» (art. 1). De esta forma, el pueblo soberano constituido en Municipio, los municipios aliados en Cantón y los cantones federados regionalmente generaban una «jerarquía federativa» organizada por lo que se llama «las autonomías generatrices»: «Andalucía reconoce y garantiza las autonomías generatrices de cada jerarquía federativa, consagrando cuanto sus respectivas Constituciones anteriores establezcan para el Municipio y el cantón» (art. 8). 

			Estas orientaciones pactistas han llevado a los máximos estudiosos de estas constituciones, Acosta Sánchez y Pérez Trujillano, a interpretarlas como una manifestación plena del confederalismo pimargalliano123, en una calificación que, cuanto menos, plantea dudas, porque presenta la visión de unos textos absolutamente coherentes, obviando todas las contradicciones y paradojas existentes. Román Miguel González decía que «generalmente se identifica de forma mecánica pactismo a ultranza y pensamiento pimargaliano, sin atender realmente a toda la complejidad de los discursos, debiendo diferenciarse de forma precisa entre constitución (conformación) y funcionamiento del Estado federal»124. En estas constituciones se habla, desde luego, de un juego de soberanías: soberanía individual, municipal, cantonal, regional y nacional, como si se pudiera hablar de una soberanía múltiple o policéntrica, y la elaboración de las constituciones plantean procesos autónomos, pero el espacio andaluz (la «Federación Regional de Andalucía») se da por prefigurada antes de los pactos, cuando, en buena lógica, debería haberse quedado en la indeterminación, tal y como se establecía para la constitución de los cantones andaluces y además, como se ha visto también se habla de una «jerarquía federativa». Cada uno de los poderes federados tenía prerrogativas, facultades y atributos que podían ejercer sobre los entes que habían pactado. Aunque estos poderes habían sido cedidos voluntariamente y se establecían procedimientos sobre variaciones constitucionales o ampliaciones federativas al final resultaba que podían ser entes soberanos en la teoría, pero en la práctica la tenían cedida. No la ejercían en la práctica. Desde luego, una cosa era el pactismo como filosofía y punto de partida de organización política, y otra su resultado, plasmado en unas constituciones que no dejaban de ser una forma de organización del poder, aunque en dichos textos no se hubiera citado ni una vez la palabra Estado. Al final resultaba que en los procesos de toma de decisiones se establecían proporciones, porcentajes y mayorías, que parecen mecanismos más propios de sistemas federales que del pactismo confederalista, pues para ser coherentes y respetuosos con la autonomía y soberanía absoluta que se dice proclamar, este sistema exigiría tomas de decisiones por unanimidad. Es decir, una «democracia unanimista», que en el espíritu ácrata que circula de forma general en las relaciones entre federales e internacionalistas podría derivar en orientaciones antirrepresentacionistas y antiparlamentarias y en la lógica anarquista de la disolución del poder, pero, como hemos visto, resultaba que uno de los ejes fundamentales de este constitucionalismo era el de la democracia pluralista, si bien organizado con unos planteamientos tan complejos que difícilmente podría funcionar sin el consenso (¿democracia consensual?).

			Si la caracterización confederalista de la Constitución de Antequera realizada por Acosta y Pérez Trujillano plantea interrogantes, porque el tema es complejo, mucho más cuestionable es su consideración de que dicho confederalismo fuera la plasmación del pensamiento de Pi y Margall, presentando una visión absolutamente homogénea, y minusvalorando su evolución y sus contradicciones, cuando quizá fuera más exacto plantear las orientaciones ideológicas de los textos como una «interpretación izquierdista» de dicho pensamiento, que se podría aplicar en todo caso a las orientaciones ácratas del primer Pi y Margall, el de la Reacción y la Revolución de 1854, pero no al Pi y Margall de la etapa del Sexenio Democrático, de la Primera República o al de las Nacionalidades (1877) en la etapa de la Restauración. Gumersindo Trujillo interpretó a Pi en la línea de un «Federalismo asociativo», negando sus orientaciones confederalistas125, y una interpretación similar han hecho más recientemente autores como José Luis Villacañas, Cagiao Conde, Rivera García, Ramón Maíz, o Miquel Caminal, proponiendo este último los conceptos de «federalismo pluralista» y «federalismo plurinacional» que estaría en concomitancia con la orientación apuntada de la democracia pluralista126. El mismo Pérez Trujillano llama la atención sobre la necesidad de estudiar Los Proyectos de Constitución federal, cantonal, provincial y municipal, elaborados por Roque Barcia en 1870, que representan «un buen ejemplo del constitucionalismo confederal que luego germinará en la Constitución de Antequera», «eslabón en la historia del republicanismo confederal hispánico» y los ve como «precedente más o menos sistemático de la Constitución de Antequera». Pero como observa muy bien dicho autor, Roque Barcia, del cual decía que Saornil lo admiraba, fue un dirigente que en la etapa del Sexenio democrático militaba dentro del sector intransigente del republicanismo federal127. Se puede añadir, siguiendo la caracterización de Román Miguel, que Roque Barcia formaba parte dentro del sector jacobino-socialista de base comunalista, que militaba en la extrema izquierda y fue un activo militante del cantonalismo en 1873, nada más y nada menos que como presidente de un Comité de salud pública, que tenía como objetivo revolucionar Madrid convirtiéndolo en el París español, y también de la Junta de Salvación de Madrid, primero, y del Gobierno Provisional del Cantón de Cartagena, después128. Es decir, los movimientos que trajeron de cabeza a un Pi y Margall defensor de una orientación republicana democrático-socialista, que no aprobaba la insurrección cantonalista y que encontró la oposición sistemática de los sectores intransigentes en sus intentos de darle una organización de partido al movimiento republicano federal. 
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			Alejandro Guichot y Sierra (Sevilla, 1859-Sevilla, 1941), hijo de Joaquín Guichot y Parody, participó en la fundación de la Sociedad de El Folk-lore Andaluz (1881), de la Biblioteca de las Tradiciones Populares Española y del Ateneo y Sociedad de Excusiones (1887), junto con Manuel Sáles y Ferré y Antonio Machado y Álvarez. Guichot y Sierra evolucionará hacia el republicanismo federal, en sintonía con las políticas sociales y el interés por las clases obreras, y traza un puente entre el folklorismo de fines de siglo con el regionalismo cultural andalucista de comienzos del siglo XX.

			Fuente: Biblioteca Universidad de Sevilla.

			No eran muy diferentes las posiciones de Pi y Margall en los años ochenta, aunque para entonces su pensamiento había quedado sistematizado en su obra las Nacionalidades, en donde el racionalismo idealista había sido atemperado por unas orientaciones positivistas y unas perspectivas historicistas que le llevaron a relativizar el federalismo de base individualista y pactista para asumir la existencia de una base comunitaria de algunas formaciones sociales, de algunos organismos naturales como el municipio y la región; de esta forma el federalismo pactista de base individual quedaba mediatizado por un cierto organicismo129. Las diferencias teóricas con las ideas de Carlos Saornil eran obvias, aunque este le hubiese dedicado a Pi y Margall un ejemplar de sus constituciones andaluzas. Como se ha visto anteriormente, Carlos Saornil era mas bien defensor de un racionalismo puro y de un voluntarioso ciudadano, en los que no había que tener ninguna consideración con cualquier herencia con el pasado, y en consecuencia defensor de un municipalismo puro, y las concesiones al regionalismo son puramente instrumentales y coyunturales, mientras que el municipalismo pimargaliano debía compatibilizar con las entidades regionales como organismos naturales. No sabemos qué pensó exactamente Pi y Margall sobre los proyectos constitucionales andaluces, pero podría pensarse que tendría sintonía con unas orientaciones igualitarias y sociales que estaban en la base de la cultura republicana demosocialista, pero muy diferente debía ser su posición respecto a las cuestiones de la organización de los poderes en lo que tiene que ver con la cultura republicana del jacobinismo-socialista de base comunalista. Esto es lo que cabe pensar, si vemos que la Asamblea Federal de Madrid en 1888 supervisó las constituciones de los Estados miembros, no sin polémica, frente a quienes defendían la incompetencia del poder federal para imponer soluciones a las regiones, o que en la Constitución Federal reformada allí se diera atribuciones al Senado para la supervisión de dichos textos. El mismo Pi y Margall, al hablar en su discurso de despedida de dicha asamblea, se refería a la cuestión del «sufragio universal, directo y permanente», para exponer las dificultades que planteaba, y aunque afirmase que pudiera estudiarse el modo de vencerlas, acababa concluyendo que «más hoy por hoy es innegable que no es susceptible de aplicación» dicho sistema130.

			Como se puede observar, buena parte de los principios propuestos en el proyecto constitucional elaborado por Saornil en la Constitución de Antequera eran semejantes a los que él mismo y los sectores más radicales del federalismo habían intentado sacar adelante sin éxito en el proyecto constitucional del Estado Catalán, solo que aquí se encontraron con la oposición del líder Vallès i Ribot, que buscaría el apoyo de los notables del partido para imponer soluciones más moderadas131. Que el proyecto de Saornil saliese adelante en la Asamblea Federal de Antequera, cabe relacionarlo quizá, dado que no es imposible saber cual habría sido el apoyo real, con que al fin y al cabo solo se había tomado en consideración y no se había llegado a discutir. En todo caso, dicho proyecto no dejaba de presentar especificidades andaluzas, como veremos más adelante, y sus ideas son semejantes a las que mostraron algunos de los representantes de las provincias andaluzas en las asambleas federales de ámbito nacional y que, por otra parte, estaban muy presentes por lo menos en algunos sectores del federalismo en Andalucía, aunque no dejaba de haber divisiones. Así sucedió en la Asamblea Federal de Zaragoza de 1883, con las intervenciones de Luis Blanc, quien dirigía en 1883 una fracción federal socialista, proclive a una más nítida definición socialista del partido y defensor de la insurrección, que contó con apoyos notables en Málaga y Granada, con su apuesta por el federalismo socialista, el «sufragio directo y permanente» y la «instrucción obligatoria, laica y gratuita» y su declaración como «contrario a las manifestaciones religiosas»132; con las intervenciones de Salas Arriola, suplente por la provincia de Cádiz, aunque al final se quedara sin representación, en defensa del socialismo y del colectivismo, de que el partido debía «ser federal y socialista» y de unirse con «los colectivistas y los anarquistas», y también de la abolición de «todas las manifestaciones religiosas»133. Con la defensa por parte de Pedregal Guerrero de la necesidad de dejarse de medias tintas y marchas «resueltos a mejorar la condición del infeliz obrero»; él decía no hablar «en nombre de la escuela socialista ni de la escuela individualista», ya que sostenía que «las reformas sociales no deben sacrificarse a espíritu de secta, sino realizarse sin vacilaciones», y mostraba su apoyo entusiasta a las reformas sociales, porque no cree que «menoscaban las autonomías» sino que «garantizan los intereses de la clase obrera»; se mostraba además celoso de la autonomía municipal y de la voluntad de las regiones y partidario de que «las provincias tengan las facultades que los municipios les dejen y las regiones las que les dejen las provincias» y de los derechos individuales, menos la propiedad, como ilegislables, que deben ser anteriores a la Federación, aunque se mostraba partidario del bicameralismo y de no conceder el sufragio de la mujer por «el estado de ilustración en que se encuentra»; con el apoyo de Aguilar y Gallego al unicameralismo, al sufragio directo y permanente y que fuese la Constitución general la subordinada a constituciones regionales; con las peticiones de Lumbreras y Sánchez Pérez de que la aprobación de actas de los diputados fuese una atribución del Tribunal Supremo de Justicia y no del Congreso, u otras de este último, preguntando si la Constitución Federal se sometería a la aprobación de las Cámaras regionales, o pidiendo que la iniciativa de las leyes se extendiese al «Poder judicial, a las cortes regiones y aun a todos los ciudadanos»134. Y volvió a suceder en la Asamblea de 1888, con la enmienda presentada a la Constitución de Zaragoza por la Junta provincial del Partido Republicano Federal de Granada, defendida por Francisco Lumbreras, quien había sido presidente del comité de Salud Pública granadino en 1873, a favor de que los diputados del congreso fuesen elegidos por el «sufragio directo y permanente»135; con la enmienda presentada por el Comité provincial de Jaén de orientaciones anticlericales, que no obtuvo, sin embargo, el apoyo de los representantes de Almería, Córdoba, Cádiz y Granada136; con las posiciones críticas de los representantes de Almería, Cádiz, Huelva y Jaén, frente a la posición de Córdoba, con respecto a las atribuciones que tenía la Asamblea Federal para analizar las constituciones regionales. Con la votación en contra de los representantes de Almería, Cádiz y Huelva, mientras que los de Córdoba y Jaén lo hacían a favor de una proposición que pedía que la Asamblea «aconseje a las regiones que en sus constituciones respectivas además de la Cámara, representación de las autonomías individuales, se sirva consagrar las autonomías municipales mediante la existencia de una segunda cámara»137.

			Respecto a las posibles especificidades relacionadas con Andalucía del proyecto constitucional presentado por Saornil, podría argumentarse de una forma general sobre qué mejor conciliación que los planteamientos sobre participación popular e igualitarismo social en una región con tantas desigualdades sociales y económicas, pero con una especificidad más concreta podría plantearse en el hecho de que, en la articulación territorial de Andalucía, Saornil propusiese un estadio cantonalista entre el municipal y el regionalista, frente al dualismo del municipalismo puro y la concesión regionalista que realizaba en sus escritos de 1880, y que predomina en la mayor parte de las ideas federales de estos años ochenta. Aunque su proyecto de 1883 no delimitaba la extensión y número de cantones, que debería ser el resultado del libre pacto entre los municipios andaluces, conociendo la trayectoria de Andalucía en el siglo xix y la fuerza del provincialismo, resultaba claro que la vía cantonal abría un camino en el que se podrían insertar las provincias existentes, jugando con una dialéctica municipalista, provincialista y regionalista. Una propuesta teórica que quizá pretendía ser pragmática, pero que resultaba polémica, ya que chocaba con la realidad de unas bases populares eminentemente municipalistas138, unos sectores de la burguesía comercial y profesiones liberales de algunas ciudades que aspiraban a controlar áreas provinciales y podrían ambicionar incluso un área regional, siempre y cuando fuese dirigido por ellas, y unas propuestas regionalistas bastantes ambiguas, fruto ante todo de las elucubraciones culturales de algunos intelectuales. Este eclecticismo, esta especie de síntesis entre culturas republicanas, demosocialistas y jacobino-socialistas comunalistas, y entre los espacios del municipalismo, del provincialismo y del regionalismo, era difícil que prosperara, y no prosperó entre la falta de consenso sobre las propuestas políticas y ante las realidades socio-económicas: era difícil que los sectores burgueses del federalismo pudiesen aceptar propuestas políticas y sociales de orientación tan radical, y los sectores populares y obreros que podrían sentirse atraídos eran ante todo municipalistas y tenían la competencia del anarquismo. 

			5.4. El republicanismo federal y el regionalismo andaluz en el fin de siglo

			Al final el proceso del constitucionalismo federal fue un fracaso en todas partes. En la asamblea federal de 1888, junto con la sanción de varias constituciones, se había aprobado, de forma concordante con dicho programa, la organización del partido republicano federal en comités municipales y regionales, pero la organización del partido en comités regionales fue muy complicada, salvo en Cataluña, y no sin dificultades, y de forma puntual, en otras regiones como Galicia y Valencia. La representación siguió siendo básicamente municipal y provincial, entre las disputas ideológicas, sobre la interpretación del federalismo y del clasismo, y estratégicas, bien insurreccionales o electoralistas, bien siguiendo vías propias o en coaliciones. El que el sistema de la Restauración pareciese evolucionar hacia la democracia con la ley de asociaciones de 1887 y el sufragio universal de 1890, aunque al final resultase un espejismo, y el que el republicanismo federal también participase de los procesos de uniones republicanas de estos años finales de los ochenta y principios de los noventa, tampoco debieron dar muchas oportunidades al desarrollo del federalismo regionalista, porque no era esta propuesta del agrado de los demás partidos republicanos, que entendían que había otras vías. 

			Incluso en el caso del federalismo catalán que había desarrollado de manera más intensa y plena, con mayor alcance, un proyecto federal «regional» de la mano de Josep Maria Vallès i Ribot, llegando a su culmen a finales de los años ochenta, cuando —según Pere Gabriel— «el federalismo catalán contaba con una presencia organizada en todo el territorio sin parangón con cualquier otro movimiento político», terminando entonces «la hegemonía del catalanismo progresista de raíz republicana y federal» para dar paso en la década de los noventa a la hegemonía del catalanismo conservador. Según este autor, el fracaso de este proyecto vallesista se habría producido «a raíz de la imposibilidad manifiesta de articular desde el federalismo una alternativa política general al régimen» frente a las orientaciones cada vez más conservadoras que buscaban la consolidación del régimen de la Restauración; y dicha quiebra tendría múltiples repercusiones: por una parte, se «reforzó la tendencia al localismo político, que garantizaba una intensa presencia en el mundo popular, pero facilitaba el cada vez mayor fraccionamiento del partido»; por otra, supuso la revitalización de unas orientaciones de izquierda que estaban interesadas más en la afirmación de una voluntad o promesa de una actuación «enérgica y revolucionaria» desde una perspectiva social y clasista, que no en la definición de un proyecto político de mayor alcance, y empezaron a proclamar una beligerancia anticatalanista, al considerar el catalanismo como la expresión de sectores burgueses y conservadores; y por último, «el localismo y la inviabilidad del federalismo como alternativa política operativa frente a la monarquía», favorecieron «una reconversión de la política más profesional del partido hacia el electoralismo más estrecho y acomodaticio respecto de la situación»139. Un visión similar es la que apunta Ángel Duarte al analizar el republicanismo catalán, pues decía que los únicos que contaban con una «estructura organizativa catalana realmente operativa eran los federales» a través del Consell Regional, y con todo saltaban por encima de ella con facilidad los niveles complementarios de lo local y de lo estatal, en especial cuando lo requerían las luchas internas. Este autor explicaba las dificultades del federalismo para articular un espacio regional, resaltando la disparidad territorial en los desarrollos económicos, sociales y culturales, las «actitudes cerradas y autosuficientes de sus diversos núcleos» y la ausencia de un liderazgo carismático; y todo ello quedaría plasmado en los recelos comarcales y en la importancia de lo local. De esta manera, «las múltiples organizaciones locales de pequeño tamaño y gran densidad de vinculación» irían sufriendo un proceso de erosión lento frente «a la eclosión del proyecto nacionalitario»140. Visto lo expuesto, podía concluirse perfectamente, como apunta Pere Gabriel, que 

			En general, el federalismo fue incapaz de generar unas dinámicas «regionales» potentes, ni como partido ni como movimiento. En la práctica apareció desarticulado, «localizado», inmerso en la paradoja de contar con una alta capacidad de incidencia dentro del tejido social popular y trabajador y una desesperante falta de dirección global incapaz de generar ningún tipo de dinámica política «regional» (usualmente ni tan solo provincial). A la postre, a lo máximo que se llegó es al entendimiento de los grupos dirigentes de las capitales con algunos notables locales en los momentos de las discusiones electorales141.

			No es extraño así que, cuando desde el Consejo Federal, presidido por Pi y Margall, y no desde una Asamblea Nacional del Partido Republicano Federal, se volvió a lanzar otra gran propuesta programática, que quedó plasmada en el Manifiesto-programa de 22 de junio de 1894, después de los fracasos sucesivos de los intentos de organizar uniones republicanas, los aspectos más importantes estuvieran ligados al desarrollo de las políticas socializantes en la búsqueda del apoyo popular y obrero142. También estaba presente, desde luego, la cuestión de la autonomía municipal y regional, pero no se entraba en detalle sobre unas cuestiones sobre las que distaba de haber consenso y, por supuesto, que no se hacía ni la más mínima referencia al constitucionalismo federal de los años ochenta, quedando este proceso, al menos oficialmente, marginado u olvidado. Sin suponer una radical novedad, dicho programa ofrecía, respecto a las versiones anteriores —como ha comentando Artola— «un significativo desplazamiento del interés hacia los problemas del proletariado» y también cierta evolución en relación a la organización política, ya que «frente al regionalismo que, desde otros supuestos, asume y amplía las demandas de autonomía, Pi adopta una posición más conservadora, al considerar la unidad nacional como una realidad intangible en la que la única modificación concebible sería la incorporación de Portugal»143. También Ángel Duarte destaca como «el ejercicio de regionalización del federalismo republicano» tendrá que competir con la emergencia de los nacionalismos y regionalismos subestatales a partir de los años noventa, siendo «momentos difíciles de tránsito para el conjunto del federalismo». Es ese un momento en el que el partido republicano federal empieza a ser «una realidad agotada», a pesar de los esfuerzos organizativos y de haber planteado un nuevo programa en 1894 en el que «el contenido social del federalismo alcanza su condición más madura» y que resulta ser un programa «central en la memoria republicana del primer tercio del siglo xx»144.

			La percepción que desde el federalismo sevillano se tuvo de estas cuestiones puede ser una muestra de cómo se pudo desarrollar dicho proceso en Andalucía. A comienzos de los años noventa, la referencia republicano-federal era, desde luego, la Constitución Federal, aprobada en Zaragoza en 1883, y el semanario federal de Pi y Margall, El Nuevo Régimen, hacía una reproducción de él en sus páginas en 1892, ante las peticiones de sus suscriptores, después de que se hubiera agotado la edición que se había hecho145. En Sevilla, ese texto, y no la Constitución de Antequera, era la referencia de Francisco Soto Espejo, representante de una línea republicana federal autónoma pactista no dispuesta a transacciones, pues decía: «El partido federal autónomo pactista definido tiene sus principios y sus esperanzas sociales en la Constitución de Zaragoza, en sus principios y en esas reformas tienen material los republicanos no federales para entablar una discusión»146. En cambio, en 1894, los federales sevillanos hicieron una nueva edición de la Constitución de Antequera147 y quisieron realizar una intensa labor de difusión a principios de dicho año. Así en febrero, el Centro Federal de Sevilla regalaba a sus correligionarios de la península dos magníficos cuadros: uno con el retrato de Pi y Margall y al pie el reglamento de la Sociedad Federalista y el otro contenía las Constituciones discutidas en la Asamblea de Antequera para la región andaluza. Se trataba —según El Baluarte— de «un interesante trabajo de propaganda republicana», consistente en un cuadro notablemente impreso, donde consta el proyecto de Constitución o pacto federal para los cantones andaluces presentado por Carlos Saornil, diputado por Alora, a la Asamblea Regional verificada en Antequera el año de 1883. Según dicho periódico, la iniciativa era de Daniel Máximo y Ruano y el trabajo de propaganda federal empezó «por una tirada de quinientos cuadros y mil folletos de la Constitución Municipal y continúo con el cuadro-reglamento que publicaba el retrato de D. Francisco Pi y Margall», sumando en total 2.000 ejemplares148. Es llamativo en estas noticias que se distinga entre el cuadro que se hizo del proyecto de Constitución o pacto federal para los cantones andaluces y que los folletos se reduzcan a la Constitución municipal, lo que puede ser una prueba más de que lo que realmente interesaba era el municipalismo. En todo caso, cuando el Consejo Federal, con Pi y Margall al frente, publicó el Manifiesto-programa de 22 de junio de 1894, el apoyo de la dirección del partido republicano federal en Sevilla fue total, como evidencia la adhesión del Centro Republicano federal a través de su presidente Ramón Martínez Lombardo en un escrito a Pi y Margall como presidente del Consejo Federal:

			Hacía tiempo que ese organismo callaba; obligábanle a ello la situación especial de relaciones con los demás partidos republicanos. Habla hoy a la Nación con su Manifiesto-programa, y lo hace tan claro como oportuna y valiosamente; interpreta las necesidades y deseos de aquella, y sobre todo, las aspiraciones y los sentimientos del partido federal. Es un documento como para servir de digno comienzo, un punto de partida en la campaña de propaganda a que ahora, con más empeño que nunca, debe dedicarse, a nuestro juicio, el partido federal. Esta Junta Directiva lo acepta en todas sus partes; y creyéndole merecedor de gran circulación. Ha tomado el acuerdo de hacer de él una numerosa tirada149.

			El mismo Daniel Máximo y Ruano, quien se declaraba defensor de la república federal social en otro escrito de adhesión a Pi y Margall, salía en defensa de dicho Manifiesto-programa del que decía que su gran alcance había consistido «en educar la voluntad del pueblo, haciéndose a la vez eco de sus sentimientos de nacionalidad y trabajo», aunque no dejaba de recordar la «propaganda no poco importante» que el partido federal de Sevilla había realizado de la labor de la Asamblea de Antequera, que situaba en 1886 «dejando a la región andaluza en posesión de todo un elemento de gobierno»150. A partir de entonces el documento que se publicó reiteradamente y fue referencia constante de una buena parte por lo menos, del republicanismo federal fue el Manifiesto-programa de 22 de junio de 1894151 y cuando en 1902, el federalismo sevillano conmemore el primer aniversario de la muerte de Pi y Margall, dicho texto era desde luego su máxima referencia152. No parece por consiguiente que en los años de finales de siglo los textos de la Constitución de Antequera estuvieran muy presentes dentro del federalismo sevillano y lo mismo podría decirse del andaluz, máxime cuando volvían a estar mezclados en nuevas orientaciones de las uniones republicanas. Que dicho texto no debía estar muy presente en la realidad de aquellos años puede quedar en evidencia con lo ocurrido en la Asamblea Andaluza de Unión Revolucionaria, celebrada en Sevilla el 17 de octubre de 1897 presidida por Antonio Azuaga, que pretendía aglutinar las corrientes republicanas revolucionarias independientes, progresistas y federales, con amplia presencia de representante andaluces, aunque también se había invitado a los republicanos de Extremadura, Murcia y Valencia. En dicha Asamblea se impuso el criterio de la organización de una Unión Revolucionaria en toda la nación, con la organización de comités locales, provinciales y uno central, sobre la propuesta de que se crease una organización en Andalucía con las ocho provincias formando una región revolucionaria, aunque la Comisión Ejecutiva allí nombrada funcionase en la práctica como directora de la Asamblea Andaluza y en ella hubiera mayoría de andaluces, desempeñando los cargos más importantes, con los almerienses Ezequiel Sánchez como presidente, Rafael Fernández Rodríguez de Soria, como vocal, y el malagueño Antonio Azuaga, como secretario, junto con Alejandro Lerroux y Antonio Gálvez Arce153. Son ilustrativos los comentarios que la revista Germinal le dedicaba a esa Asamblea de Unión Revolucionaria Republicana argumentando que los republicanos allí reunidos deberían haber proclamado la «Unión Revolucionaria Republicana Socialista» y se añadía que «esta omisión por si sola demuestra que los hombres de aquella Asamblea de Andalucía no estaban a la altura de su misión. Ni siquiera han pensado en proclamar la constitución de la Región Andaluza que hubiera sido una obra práctica y oportuna»154.
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			Caricatura publicada en La Mosca, 1 de junio de 1881, en la que se representa a Francisco Pi y Margall como «el nuevo judío errante», con la idea del «pacto» federal y la vara de la «honradez» en la «calle de la autonomía», que no parecía tener mucho atractivo dentro de las corrientes republicanas que se habían configurado en los comienzos de la Restauración, aunque al final se continuó en el Partido Republicano Federal por él dirigido.

			Fuente: Biblioteca de Catalunya.

			Las orientaciones regionalistas tuvieron en Andalucía verdaderas dificultades frente a las provincialistas y municipalistas que, como ya se ha comentado reiteradamente, eran prácticamente dominantes. La organización de nuevas logias masónicas a finales de los años ochenta y primeros de los noventa puede dar una buena muestra de dichas realidades en el propio republicanismo, dadas las relaciones existentes entre ambos movimientos. La aparición de las orientaciones simbolistas dentro de la Masonería conllevó la reivindicación de formas organizativas democráticas y descentralizadoras frente al centralismo del filosofismo anterior. Las orientaciones autonomistas y federalizadoras dieron lugar a propuestas de tipo regional y provincial, Grandes Logias Simbólicas Regionales y Grandes Logias Simbólicas Provinciales Independientes. En Andalucía, cabe destacar una en cada ámbito territorial que son buenos ejemplos de actitudes muy diferentes. Por una parte, estaba la Gran Logia Regional de Andalucía, constituida en Córdoba el 20 de abril de 1888, que pretendía estimular la creación de Grandes Logias Regionales que dependiesen de una Gran Logia Central y acabó pactando con la obediencia más conservadora de la España de aquellos momentos. Muy distinta fue la propuesta de la Gran Logia Simbólica Provincial de Málaga, obediencia formada en los últimos meses de 1890, que pretendía acabar con las divisiones dentro de la Masonería y con las organizaciones de tipo centralista, creando un Gran Oriente español a través de una federación por provincias, por ser «más democrática, regular y autónoma», «sin trabas de regionalismo como las Diputaciones Provinciales en un Estado Federal»155. Martín de los Ríos titula un artículo en el que explica los objetivos de esta Logia como: «Confederación provincial y unidad nacional» y caracteriza su forma de organización como el «triunfo del provincialismo» a través de un «movimiento autónomo y provincialista» que tenía «la unidad como lema y la autonomía como base indispensable». Así se destacaba como objetivo final la unión de la Masonería española en un solo Oriente, organizándolo de forma democrática. El procedimiento estaba en conseguir una «organización federativa provincial» o bien la creación de una «confederación» que se definía como la «única fórmula por la que pueden estar unidos de verdad y entenderse perfectamente». La base debía ser, desde luego, la provincia ya que entendían que dicha «forma está sancionada en nuestra patria por la Historia y garantizada por la riqueza en que vivía nuestro pueblo en la época en que precisamente la autonomía informaba los actos de nuestras Provincias». La justificación de las propuestas utilizaba, pues, una legitimidad histórica y otra funcional de tipo económico y también democrático dada su «creencia de que con la unidad de la Masonería se conseguiría mayor unidad en los partidos avanzados y democráticos». El círculo se cerraba con otra justificación providencialista, con una historia guiada por el «dedo Eterno que continuamente señala a los hombres el camino que deben seguir para llegar más pronto al grandioso edificio en donde se encuentra la felicidad humana»156. 

			Como apunta Álvarez Lázaro, se retomaba la idea ya conocida pero distorsionada por parte de algunas Grandes Logias Simbólicas Regionales de «no separar la autonomía del simbolismo de la lucha contra el centralismo y de la defensa del sistema federalista con base provincial». De una orientación distinta al federalismo regionalista de la Catalana-Balear, la logia malagueña deseaba «la independencia de cada provincia dentro de cada región» por considerar que «los usos, costumbres y el carácter de los habitantes de cada provincia son distintos, cosa que nadie podrá nunca hacer desaparecer, lo que influye también mucho en nuestro ánimo para que sostengamos que ha de dar mejores resultados, en todos los conceptos, la forma Provincial que la Regional con la que NUNCA estaremos conformes». En consecuencia, esta logia rechazó la solicitud de la Gran Logia Simbólica Castellana de establecer relaciones de amistad, argumentando que podía acceder a ella hasta que la Logia descendiese a su nivel y cambie «el adjetivo Regional por el de Provincial» y aprovechó la firma del tratado de amistad de la Gran Logia Simbólica Regional de Andalucía con el Gran Oriente Nacional de Pantoja «para atacar a los regionalismos y demostrar su sometimiento a Madrid y sus falsos deseos de unión, puesto que se aliaban con una potencia que sin duda alguna no iba a la unión masónica a no ser que el resto de las potencias masónicas españoles se sometiesen a su bandera»157. 

			Frente al federalismo regionalista de la Gran Logia Simbólica de Cataluña a través de un sistema pactista, la de Andalucía parecía protagonizar una nueva forma de centralismo desde algunas provincias, una descentralización semiperiférica, ya que se arrogaba la representación regional sin necesidad de pacto explícito alguno. Podría decirse que entre ambos modelos se estaba dando una confrontación entre unas interpretaciones pactista y organicista del regionalismo. En cambio, la propuesta de la logia malagueña era la de un federalismo provincialista, que podría ser el mismo que seguían las Grandes Logias Provinciales de Almería, Cádiz, Jaén y Sevilla, creadas también en 1890, aunque en el caso sevillano parece que también se pudo utilizar la otra vía del organicismo regionalista, ya que Enríquez del Árbol habla de la existencia de una Gran Logia Regional de Andalucía, fundada también el 14 de mayo de 1890, que no sabemos si es la misma que la anterior, ya que esta tiene sede en Sevilla, con Juan Antonio de Torres como su gran Maestre. En todo caso, su duración fue muy corta pues el 12 de octubre de 1891 fue anulada junto a las demás grandes logias regionales del Gran Consejo General Ibérico para aceptarse solo la existencia de las Grandes Logias Provinciales158. Este Gran Consejo General Ibérico y su Gran Logia Simbólica Española del Rito Antiguo y Primitivo Oriental de Memphis y Mizraim, que acabaron impulsando el provincialismo, se habían fundado en 1887 y la mayor parte de sus principales dignatarios eran destacados republicanos que a finales de los años ochenta y principios de los noventa andaban impulsando la Coalición Republicana de la Prensa159. Este Gran Oriente tuvo cierta influencia por lo que a Andalucía se refiere, en las provincias antes indicadas, pero el proyecto fue un fracaso: las logias provinciales más que aglutinar a las logias de cada provincia se convirtieron en una más, enmarañando todavía más el panorama de la fragmentación y acabaron fracasando en unos pocos años160. Lo que dejaba en evidencia estos proyectos y fracasos masónicos en Andalucía, no era ya la inexistencia del regionalismo, sino incluso que el provincialismo tenía dificultades antes la presencia del particularismo y del localismo, entre otras cuestiones. 

			No es este lugar para tratarlo, pero desde luego estos años de finales del siglo xix no parecían ser buenos años para la defensa de unas posiciones regionalistas en Andalucía, fuesen vistas desde las perspectivas que fueran. Predominaban unas orientaciones municipalistas y provincialistas, si se veían desde unas perspectiva positivas e identitarias, o el localismo y el provincianismo más extremo, si el fenómeno se analizaba desde una perspectiva negativa, como manifestación de la desarticulación y fragmentación territorial. Si en torno al folklorismo algunos intelectuales pudieron desarrollar cierta idea sobre un andalucismo, otros intelectuales andaluces, como Sánchez Moguel y Valera que participaron en los debates sobre regionalismo a comienzos de los años ochenta, negaban —basados en argumentos culturales— la existencia de un regionalismo andaluz; particularmente Valera, quien en su artículo «El regionalismo literario en Andalucía» viene a decir que «el regionalismo andaluz se manifiesta más a través de un determinado localismo, de comarca o patria chica, que de una región en su totalidad»161. Pueden rastrearse, evidentemente, denuncias sobre los problemas de Andalucía con el agravio comparativo con el centralismo madrileño o la actuación de otras regiones y algunos intentos de colaboración entre las provincias andaluzas en los ámbitos culturales, administrativos o económicos162 e incluyo algún proyecto político o periodístico que ambicionaba ser regional, pero estaban escasamente desarrollados, se mostraban muy débiles y acababan fracasando. Sirva de ejemplo la propuesta de la revista malagueña Andalucía Científica, desarrollando todo un regeneracionismo regionalista aplicado a Andalucía:

			Andalucía Científica viene a demostrar que en esta hermosa región no es todo su cielo hermoso y su esplendente sol, que la fama le canta; ni sus naranjos ni sus vides, que llevan su nombre a los mas remotos países, ni la gracia y el espíritu que en sus hijos rebosa y le dan universal renombre, sino que en ella palpita también la vida intelectual y en su seno viven entendimientos cultivados, que siguen con afán la marcha de la ciencia y le rinden tributo en proporción mayor de lo que ha podido creerse decirse con mas falta de justicia que sobra de buena fe (…). Patentizar que nuestra patria tiene hombres de notable valor dedicados a la magna obra del progreso, por más que no brillen lo bastante, unas veces por modestia excesiva, otras por natural desprendimiento y las por falta de medios para hacer públicos sus inventos e ideas (...). Erigir en concepto indubitable, que tenemos una juventud en cuyo cerebro bullen con impetuosa actividad los gérmenes del adelanto científico, y donde se esconden inteligencias aptas para afrontar las soluciones de los grandes problemas planteados (...). Contribuir en la medida de sus facultades a robustecer la propaganda científica e industrial en esta región, para que en ella surjan nuevos y, cada día mas, numerosos amantes de esta beneficiosa labor, que contribuyan a ensancharla y mejorarla llevando con el poder de sus especiales aptitudes a todos los rincones de la tierra española y a todos los hijos de las comarcal andaluzas, los rayos crecientes del desarrollo científico tan necesario a la vida del espíritu163.

			Ideas similares se encuentran en periódicos sevillanos como La Andalucía Moderna, que se presentaba a la altura de 1 de enero de 1898 de la forma siguiente: 

			Es el único periódico de Andalucía que publica números ilustrados sobre ciencia, política, industria, arte y comercio, que tienen por objeto dar a conocer los principales centros e institutos de este género que radican en la región… Aparte de estos trabajos especiales La Andalucía Moderna consagra diariamente sus tareas a la defensa de los intereses morales y materiales de la región andaluza, entre los cuales ocupan lugar muy preferente los de las clases mercantiles y agrícolas164.

			Y como El Regional, Diario de la mañana, que se presentaba, en su primer número de 28 de junio 1898, como «intérpretes de los deseos y necesidades de la región bético-extremeña, tan hermosa como desamparada», habiendo sido 

			...fundado este periódico por una Sociedad mercantil, ningún título mejor tiene para garantizar su absoluta independencia y su alejamiento completo de cualquier partido político. Dedicado a la defensa de los intereses morales y materiales de la hermosa región bético-extremeña, han de encontrar en él, la Agricultura, el Comercio y la Industria, base de nuestra riqueza, enérgico y decidido apoyo, tratando con amplio criterio cuantas cuestiones con ellos se relacionen165. 

			E incluso se encontraban ideas análogas en el periódico que se publicaba en Madrid y se titulaba Andalucía. Periódico semanal. Defensor de los intereses de la Región Andaluza, que en su primer número de 3 de diciembre de 1899, publicaba un editorial titulado «Andalucía» en el que se presentaba todo un alegato regionalista: 

			El nombre de nuestro periódico es síntesis de todos sus propósitos y de todas sus aspiraciones. Andalucía pretende ser en Madrid, y por conseguirlo trabajaremos, algo que sea representación modesta de la región andaluza; un eco de las aspiraciones nunca satisfechas de aquella importante zona de España, aquí donde no llega jamás, ni cuando suplica ni cuando amenaza, la voz de los pueblos hambrientos, de las clases obreras en la miseria, de las clases productoras en la ruina. No lo alcanzaremos, no lo conseguiremos; pero la honradez del propósito nos escuda… Será Andalucía defensor imparcial de los intereses de la región andaluza. Ajeno a toda clase de compromisos políticos, no tendrá que vender a nadie finezas, ni halagos, y cumplirá lo que se propone sin flaqueza ni miedo. Ha allá hambre de sed y de justicia: Andalucía pedirá justicia para aplacar esas hambres. Porque se satisfagan estas aspiraciones de todas clases, del obrero, del industrial y del agricultor, trabajará siempre Andalucía, no auxiliando la súplica, no sumando su voz al coro de los que piden, sino alentando al trabajo y a la lucha; porque cuando la súplica no basta, puede ser eficaz la exigencia; lo que no se da se toma, si hay derechos para tomarlo. En ninguna región de España se echa de ver más claramente el vicio de la apatía que tenemos agarrado a nuestra sangre, cargado de linfa, y metido en nuestra médula sin substancia. Perezas de unos, olvido de otros, abandonos de los más, dejáronla obscurecida, y a poco más consiguen anularla. Y es, sin embargo, Andalucía la región que dispone de mayores elementos para marchar a la cabeza. Es ella la más feraz, la más rica; tierra mimada del sol, hay en sus senos fecundidades inagotables; en sus entrañas se encierran riquezas fabulosas, que nadie soñó descubrir… Es justa ley, ella debiera ser también la más próspera. Por fortuna, no está lejos de soñar la hora de la regeneración por el trabajo. Elementos viriles se agitan en la región, que luchan por el porvenir, y todas las provincias alientan, redivivas, y trabajan y prosperan. La labor de estos elementos será la que nosotros auxiliaremos. De ellos será Andalucía representación modesta, de los que luchan por el presente y se afanan por el porvenir; de la Andalucía del trabajo y de la industria; de una Andalucía casi desconocida, disfrazada por exageraciones lamentables, fundadas, sin duda, en pecados que no se deben negar, porque la verdad es siempre saludable y enfermiza la mentira. Dar a conocer estas generosas fuerzas a los hombres de buena voluntad, a las grandes inteligencias que allí existen; dar a conocer sus obras y sus empresas; alentarles y auxiliarles: ese es nuestro propósito. La Andalucía del trabajo y de la inteligencia nos tiene a su lado para ayudar a destruir a la menguada Andalucía de la juerga, de la taberna y de la plaza de toros: esa es nuestra aspiración…166
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			Caricatura publicada en El Motín, 29 de julio de 1883, en la que se representa a Francisco Pi y Margall como «el nuevo Moisés» con el «Pacto sinalagmático, conmutativo bilateral» como las tablas de la ley con las que se pretende poner orden a un pueblo enfrentado a golpes.

			Fuente: Biblioteca Nacional de España, Hemeroteca Digital.

			Muchos de los proyectos apuntados estaban en la órbita de la crisis del 98 y del regeneracionismo que tendrían su presencia en Andalucía, para mostrarnos los límites de las realidades, de las ambiciones y de las posibilidades167. Esta realidad confrontada de espacios diversos se podría y debería rastrear para conocer la verdadera realidad de Andalucía, para llegar posiblemente a las conclusiones que nos muestran en sus análisis sobre Cádiz, Pérez Serrano, quien destaca, por una parte, el protagonismo identitario de un «gaditanismo» como «exaltación hasta límites extremos de la autoconciencia local», pero, por otra parte, se presenta como un «regionalismo gaditano» en la defensa de identidades e intereses honorables, evitando las connotaciones peyorativas que podrían tener las calificaciones de localismo o provincialismo. Y también Marchena Domínguez, quien destaca una mezcla de «sentimiento nacional, regionalismo y gaditanismo» desglosada en dos corrientes, no necesariamente divorciadas, entre una visión pesimista, denunciando la decadencia, la marginación, el desinterés de las clases capitalistas insolidarias y la apatía ciudadana y otra «optimista o constructivista» que «pretende plantear el colectivo gaditano con unas cualidades determinadas de «raza», con una capacidad de solidaridad y vertebración y con un sentimiento de pequeña unidad regionalista o hiperlocalista que facilitaría la unión de las fuerzas y la disposición de estas a los intereses nacionales»168. 

			Algo similar, en algunos aspectos al menos, parece ocurrir con la defensa de los intereses de Granada, dando lugar a un movimiento que se acabaría autodenominando «regionalismo granadino» que articulaba la ciudad en si misma, como capital de provincia y centro regional de la Andalucía oriental y que resultaba una mezcla de municipalismo localista, provincialismo y regionalismo. Este movimiento ya había estado presente en la etapa isabelina, en la primera etapa de Alhambra, una revista cultural de talante romántico (1839-1843) e incluso en la Historia de Granada de Miguel Lafuente Alcántara169, y reaparecía en los años ochenta para culminar en torno al 98. En estos momentos, uno de los protagonistas volvía a ser Alhambra. Revista decenal de artes y letras, en una publicación de corte cultural-localista, pero dando cabida al regionalismo, dirigida por Francisco de Paula Valladar, y que tuvo dos etapas, una primera en 1884-1885 y una segunda entre 1898 y 1924, contando con la colaboración de la mayoría de los eruditos y literatos del lugar, como el conocido Antonio Joaquín Afán de Ribera170. En la etapa de los años ochenta, esta revista se hizo eco de la propuesta de Antonio Machado y Álvarez de un regionalismo de corte etnográfico y en abril de 1884 se realizaría una reunión de intelectuales, profesores y eruditos granadinos interesados en temas tradicionales, con el objeto de crear un centro provincial del Folk-Lore Andaluz, pero la idea no prosperó171. La revista Alhambra volvió a reaparecer a partir del 15 de enero de 1898 con Francisco de Paula Valladar de nuevo al frente, y no dejará de editarse hasta su muerte en 1924, animando la cultura local mediante los estudios de la historia, el patrimonio artístico y las tradiciones de su ciudad natal172. Para entonces este «granadinismo» había tomado cuerpo a partir de un fuerte componente municipal. En 1896 había aparecido Granada la bella, con un Ángel Ganivet García con una interpretación municipalista de la identidad colectiva de una comunidad ideal, plasmada en la superioridad conceptual de la ciudad definida por el carácter de sus habitantes, mientras que entendía que «el resto de los entes sociales son “interinidades” frente a la potencia de lo local»173. En consecuencia en sus cartas abiertas a Unamuno, publicadas en 1898 en El Defensor de Granada, se mostraba contrario a un regionalismo historicista, y en el establecimiento de uno nuevo, él se decantaba por las dos Andalucías: «yo, que soy andaluz, declaro que Andalucía políticamente no es nada, y que al formarse las regiones habría que reconocer dos Andalucías: la alta y la baja; el mismo Pi y Margall, en Las Nacionalidades, las admite»174. Y orientaciones parecidas tenían los defensores del regionalismo granadino, como Francisco Seco de Lucena y Juan Echevarría, que soñaban con el liderazgo de Granada al frente de una Andalucía Oriental en un proceso de toma de conciencia regionalista. Ellos fueron quienes lograron la reunión de la Asamblea Regionalista el 16 de mayo de 1897 en el Ayuntamiento de Granada, y Seco de Lucena, director de El Defensor de Granada en aquellos momentos, fue el autor de la célebre conferencia sobre «el regionalismo», impartida el 6 de enero de 1898 en la Cámara de Comercio de Granada175, en la que se mostraba defensor de dicha teoría, que no se definía como regionalismo político, sino en «la forma práctica del regionalismo» que es «la descentralización administrativa», compatible con todas las formas de gobierno176, para aplicarla al «antiguo reino de Granada, a la región que un distinguido literato granadino llamó con notable acierto la región de sudeste», veamos «como en ella hace falta más que en ninguna otra que despierte y dé muestras de vida el espíritu regional»:

			…la idea regionalista bien entendida y aplicada, puede contribuir al engrandecimiento de las entidades territoriales que forman la patria, y por consiguiente al engrandecimiento de la patria misma, en Granada como en ningún otro país puede dar frutos de próspera bienandanza el despertar del espíritu regionalista; porque difícilmente podrá encontrarse un territorio que tenga los rasgos de su personalidad tan enérgicamente marcados, como este conjunto de las cuatro provincias que formaron el reino de Granada en tiempo de los moros…177

			Es una simple muestra de una forma de pensar que debería ser amplificada sin duda con un estudio minucioso de estos aspectos en toda la geografía andaluza, para poder constatar la verdadera realidad y la dificultad de articular territorial e identitariamente la región entre las realidades municipales y provinciales, como ya se ha reiterado anteriormente178.

			Desde la perspectiva del republicanismo, no se volverán a encontrar proyectos sobre Andalucía que conozcamos hasta los primeros años del siglo xx, en torno a la Unión Republicana de 1903 y los procesos de Solidaridad en 1906 que llevaron a crear una Unión Republicana Andaluza, en el primer caso, y una Liga Regional Andaluza de Unión Republicana, en el segundo. 

			La Unión Republicana Andaluza fue una consecuencia de la Asamblea de Unión Republicana, celebrada en Madrid el 25 de marzo de 1903, en el que se nombraría un directorio en el que estaban presentes diversos dirigentes del republicanismo andaluz, y de las campañas políticas que se desplegarían en Andalucía por la configuración de la nueva unión republicana. Este proceso culminaría con la celebración de una Asamblea Regional de Unión Republicana en Córdoba, los días 27, 28 y 29 de septiembre de 1903, que contaba con la representación de todas las provincias andaluzas y también de las de otras regiones. Según Arcas Cubero, en dicha iniciativa había tenido especial protagonismo Pedro Gómez Chaix, el líder del republicanismo progresista malagueño, quien había lanzado desde su periódico El Popular la idea de reunión de todos los republicanos andaluces en una gran Asamblea para «pactar una confederación de las ocho provincias andaluzas» con motivo de la conmemoración del 35 aniversario de la Revolución de 1868 y a dicha propuesta respondió en primer lugar el periódico El Radical, de Granada para sumarse después otros como La Bética, de Puente Genil, El 11 de febrero de Córdoba, Gente Nueva de Sevilla, Libertad de Huelva, El 25 de marzo de La Línea y La Antorcha de Ronda179. Entre otras cuestiones, dicha Asamblea acordó la constitución de la Unión Republicana Andaluza y la preparación de lo que llamaron Congreso Social Agrario Republicano, nombrándose comisiones que los dirigiesen. La composición del primer organismo puede verse en el cuadro adjunto; la del Congreso Social estaba presidida —como apunta Barragán Moriana— por el republicano y masón cordobés Esteban Beltrán Morales, autor de Manolín, y en ella estaban incluidos otros prohombres del republicanismo andaluz, como García Duarte, Moreno Mendoza, Ángel María Camacho o el propio Gómez Chaix, que tenían amplias relaciones con el mundo obrero. A través de su presidente, Beltrán Morales, esta comisión convocó el Congreso Social para septiembre de 1904, proponiendo a «todos los republicanos, socialistas, proletarios y obreros» un cuestionario con toda una serie de medidas de carácter igualitario180. Entre los dirigentes de esa comisión del Congreso Social también estaba Manuel Moreno Mendoza quien, desde la comarca de Jerez, había sido el principal impulsor y primer presidente de la Federación de Trabajadores de Andalucía, que ha sido estudiada por Caro Cancela. Esta Federación se había constituido a finales del 1900, con la presencia de 21 sociedades obreras de las provincias de Cádiz, Sevilla y Málaga, que decían representar a más de 24.000 obreros de la región, y pretendía no solo organizar a los trabajadores para defender sus intereses de clase, sino también incentivar su participación en la vida pública, respaldando las candidaturas que los republicanos comenzaban a presentar a partir de ahora, tanto para las elecciones legislativas, como para las municipales181.

			Representantes de las provincias andaluzas en las Asambleas de Unión Republicana de principios del siglo XX
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			Fuente: elaborado a partir de las referencias de Fernando Arcas Cubero y Antonio Barragán Moriana.

			El otro proyecto de una unión de los republicanos andaluces se dio en 1906 con la Liga Regional Andaluza de Unión Republicana, inspirado de alguna forma en el modelo convergente puesto en marcha por Solidaridad Catalana, aunque en el caso de Andalucía quedaría integrado solo por fuerzas republicanas. En una reunión en Madrid el 15 de mayo de 1906, los diputados andaluces y representantes de Almería, Cádiz, Córdoba, Jaén, Málaga y Sevilla organizan una Liga Regional Andaluza de Unión Republicana, con el sevillano José Montes Sierra como presidente y el malagueño Pedro Gómez Chaix, para crear un «partido republicano andaluz». La reunión constitutiva se realizó en Sevilla el 1 de julio de 1906, con la ausencia de los partidarios de Lerroux, ya decididamente «antisolidarios» y se creo un organismo dirigente al que se denominó Junta Regional Andaluza de Unión Republicana, siendo ratificados Montes Sierra y Gómez Chaix como presidente y secretario respectivamente. Las propuestas programáticas mezclaban las medidas características del republicanismo para la regeneración política desde el municipalismo y la autonomía municipal con las soluciones para los problemas sociales y agrarios. La mayor novedad radicaba en que la autonomía regional se ligaba al regionalismo, eso sí dentro del nacionalismo español, dejando claro que no podía permitirse el desmantelamiento del Estado sino potenciar la «solidaridad nacional». Esta propuesta no dejó de ser contradictoria y problemática, como evidencia que Adriano Moreno, representante por Jaén, hablase sobre el peso del regionalismo, para acabar concluyendo que en Andalucía «no hay espíritu regional, no puede haberlo», porque las mentes estaban obnubiladas por una serie de tópicos (el vino, las mujeres, la guitarrería…). A ello oponía «la cuestión agraria como el problema trascendental de Andalucía», mostrándose decidido a luchar «por los intereses del pueblo en que Andalucía es la cuestión agraria»182. 

			La crisis nacional de la Unión República y los enfrentamientos entre solidarios y antisolidarios, salmeronianos y lerrouxistas, supuso la desaparición de la Liga Regional, sin apenas reacción en los medios republicanos andaluces. En los meses siguientes se haría evidente que sus máximos dirigentes no confiaban mucho en el regionalismo. Como comenta Barragán Moriana, los parlamentarios andaluces, con Montes Sierra en primer lugar, adoptaban en ese periodo la defensa de un cierto «nacionalismo español», en la medida en que, aunque defiende los intereses de la región, con unas intervenciones que suponen una especie de «memorial de agravios», «lo harán siempre desde la perspectiva de la solidaridad y de la integridad territorial del Estado»183. El caso de Gómez Chaix, todavía es más claro, como explica Arcas Cubero, analizando las razones que hicieron inviable la cristalización del afán regionalista nacido de la democracia republicana. Dicho político era más bien partidario de un nacionalismo de raíz jacobina, así que no fue raro que matizara sus posiciones políticas anteriores, fruto más bien de una coyuntura para cuestionar las orientaciones políticas regionalistas que le parecían un peligro para la unidad de la patria, cosa que no ocurría con la descentralización. Se terminaba desembocando así en un españolismo muy de talante republicano, para establecer que en Andalucía no había la más mínima posibilidad de regionalismo, ya que no había andalucismo, es decir, una conciencia de identidad sólida y de virtudes cívicas. Seria necesario modificar esencialmente el carácter andaluz, al que identificaba con los tópicos tradicionales, y como dicha tarea no era obra de un momento, concluía que en «Andalucía no hay, ni puede haber regionalismo». Había problemas andaluces, como el gran problema agrario, que era una cuestión de lucha de clases, y el caciquismo, que no se podían resolver mediante el regionalismo, sino mediante el municipalismo, al que veía como remedio de impedir una nueva centralización que sustituía la tiranía del Estado por la de las regiones. Podemos terminar esta caracterización de las concepciones de este tipo de republicanismo con las conclusiones que establece Barragán Moriana: 

			En definitiva, para sectores importantes del movimiento republicano en Andalucía no había sino una forma de hacer regionalismo y esta no era otra que la potenciación del municipalismo, único ámbito en donde era posible, desde su punto de vista, extirpar el funcionamiento de las redes c1ientelares del Estado de la Restauración y de sanear la administración pública y, todo ello, en la más estricta tradición federal y progresista del republicanismo decimonónico español184. 

			Evidentemente el regionalismo que aparecía en estas coaliciones de Unión Republicana tenía poco que ver con el federalismo pactista que había definido el republicanismo federal en las constituciones federales de los años ochenta. Al menos una parte del republicanismo federal también había participado en dichas coaliciones, pero sus principios fundamentales del pactismo y del radicalismo obrero habían quedado cuidadosamente marginados. El republicanismo centralista de Salmerón aceptaba un regionalismo de tipo organicista, y el republicanismo progresista no pasaba de una España nacional, que podría a lo máximo organizarse descentralizadamente185. Las propuestas de los dirigentes republicanos de las provincias andaluzas de principios de siglo, Unión Republicana Andaluza y Liga Regional Andaluza de Unión Republicana, no tenían nada que ver con la Federación Andaluza de la Constitución de Antequera, máxime cuando este texto no solo aceptaba el federalismo pactista, sino que hacia una interpretación radical de él. Nada que ver, especialmente, desde la perspectiva de la fundamentación y organización del poder e incluso desde la perspectiva de los desarrollos de las políticas sociales, aunque en este campo podría existir mayor coincidencia. 

			6. Epílogo

			Aunque la Constitución Federal de Antequera se hubiese reeditado en los primeros años noventa, era evidente que había sido un texto olvidado, incluso como mecanismo de organización del propio Partido Republicano Federal en la última década del xix y primera del xx, que acabó dándole más importancia a las cuestiones sociales. Y, sin embargo, como es conocido, acabó siendo recuperada por Blas Infante y el Andalucismo en la I Asamblea del Regionalismo Andaluz, en enero de 1918 en Ronda, para convertirla en un precedente que se ajustaba a sus ideas de una forma extraordinaria. ¿Era el crepúsculo del federalismo o su aurora? ¿Había sido el final de un ciclo en que la propuesta quedaba obsoleta, o una propuesta incomprendida que se adelantaba a su tiempo? Quizá las dos posibilidades tenían algo de cierto. Había mucho de utópico sin duda, pero las utopías pueden dejar de serlo para convertirse en realidad. Quizá si se interpreta el texto como una constitución, pueden constatarse contradicciones y desajustes formales que llevan a pesar en su inaplicabilidad, máxime cuando el idealismo romántico había dado paso a las políticas de la realidad. Desde esta perspectiva ya estaba dada la sentencia, pero no hay que obsesionarse con el pragmatismo, porque la interpretación de este cambia con el paso de los tiempos, y porque el texto nunca tuvo la más mínima posibilidad de ponerse en práctica y además, como todo proyecto constitucional, debía discutirse y podía modificarse. Más interesante es su interpretación como programa, es decir, como un texto que permite vislumbrar qué ideas se estaban debatiendo y proponiendo, y en este sentido la propuesta era nada más y nada menos que la de una democracia republicana, federal, pluralista y social, guiada por un nacionalismo de orientaciones cívicas. En ella podía haber algunos elementos cuestionables, como la concepción ácrata del poder, el concepto de ciudadanía y la delimitación de atribuciones entre los poderes, pero otros resultaban de una modernidad sin igual, en línea con lo que en Europa defendía el liberalismo social, la socialdemocracia reformista y, en algunos aspectos, hasta el conservadurismo organicista, orientaciones minoritarias y marginales entonces, pero que serían las que acabarían triunfando en el siglo xx con la democracia social del Estado del Bienestar.
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			Antonio Azuaga Díaz, tipógrafo e impresor de profesión, político y periodista malagueño, fue un activo dirigente demócrata republicano federal, implicado en procesos insurrecciónales y defensor de las corrientes socialistas. Tuvo un papel protagonista, junto con el granadino Andrés Osorio, en la organización de la Asamblea Federal de Antequera de 1883, donde se presentó el Proyecto de Constitución o Pacto federal para los cantones regionados andaluces, con el que estaba en sintonía ideológica.

			Fuente: España Republicana Málaga, Archivo-Biblioteca Municipal de Málaga.

			No eran buenos tiempos para el federalismo, máxime si este era pactista, en la España del tránsito del siglo xix al xx, y tampoco en Europa, aunque paradójicamente eran los territorios de la diversidad. En el fondo, lo que estaba en cuestión era la idea de la democracia, con el miedo de los poderes establecidos a la democracia de masas y también a la democracia de los ciudadanos que vivían en territorios diferentes. Un miedo a las masas que llevó a una férrea tutela de la transición del liberalismo a la democracia, con la invención de teorías y mecanismos con los que poder minimizar los desarrollos de la democracia; mecanismos como la potenciación de los poderes ejecutivos, el desarrollo de las leyes en reglamentos fácilmente manipulables, las adulteraciones de los sistemas electorales, acompañados de discursos demagógicos y populistas y de una prensa de masas amarillista, etc. Y teorías, apoyadas con el desarrollo de las nuevas ciencias sociales, sobre la psicología de las masas, según las cuales estas resultaban absolutamente irracionales y, en consecuencia, iban acompañadas de otras teorías sobre la excelencia de las élites en la organización política y social de los pueblos, bajo un sustrato básico social-darwinista y racista que establecía que lo más natural del mundo era la existencia de seres superiores e inferiores, la confrontación y el uso de la fuerza, resultando así normal el derecho de la supervivencia de los más fuertes. Todo ello mezclado hasta encontrar la solución en una interpretación esencialista del nacionalismo, cultural y etnicista, que lo podía aglutinar todo: ya era posible que los poderes representasen a los pueblos sin necesidad de que la democracia debiera tener grandes desarrollos; por fin, podía quedar domada la democracia de masas.

			Si la nación se interpretó de una forma que permitiera cubrir los objetivos expuestos, también el desarrollo del Estado tuvo su cometido con un intervencionismo socioeconómico paulatino que realizaba concesiones sociales para los sectores populares y obreros, pero también para los sectores más poderosos y que suponía el engrandecimiento del propio Estado y de su capacidad de seducción y de represión. De todas formas, las concesiones no dejaban de ser limitadas, no permitiéndose en ningún caso que quedasen cuestionados los mecanismos de toma de decisiones, es decir, el sistema político que debería seguir bajo férreo control, creando un sistema en que los movimientos políticos y sociales reformistas aceptaban el juego de que, ya que no se podía cambiar el sistema político, al menos podrían conseguir reformas sociales. Un juego al que parecía ajustarse el partido republicano federal cuando primaba sus orientaciones sociales sobre las federales, mediatizadas también por las divergencias que generaba la organización territorial del Estado.

			En este contexto, resulta lógico que Blas Infante y los andalucistas186 acabasen encontrando en la Constitución Federal de Antequera con sus propuestas de una democracia federal, pluralista y social, una posible solución regional desde Andalucía a la involución autoritaria del sistema de la Restauración, después de que hubiera quedado claro que la posible evolución hacia la democracia había sido un espejismo, máxime cuando tenían el precedente catalán de un federalismo nacionalista de izquierdas que había abierto camino en los comienzos del siglo xx187. La diferencia estaba en la limitación y/o ausencia de fuerzas sociales regionalistas y en la fundamentación identitaria. En esta interpretación —regionalista primero, nacionalista después— de la Constitución federal de Antequera, el problema era la cuestión de su justificación y de la creación de una identidad que legitimara todo el proyecto. La lógica racionalista ahistoricista de la Constitución de Antequera llevaba a una concepción política y civilista del nacionalismo, en congruencia con el pacto federal de individuos libres y autónomos guiados por su voluntad libre y autónoma. Pero plantear dichas orientaciones a la altura de 1918 era proponer una heterodoxia sobre otra heterodoxia: la resurrección del federalismo pactista acompañada de una visión civilista del nacionalismo, porque para entonces se había impuesto una visión unitaria y excluyente del concepto de nacionalismo: este era cultural, esencialista, idealista y etnicista, lo demás era otra cosa. No era suficiente la libre voluntad de los ciudadanos, hacían falta argumentos esencialistas e históricos que le dieran un plus de legitimidad a dicha voluntad: lo primero era puro liberalismo; lo segundo nacionalismo.
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			Luis Blanc y Navarro (Barbastro, 1834-La Almunia, 1887), político, periodista y escritor aragonés muy ligado al republicanismo de Andalucía, especialmente querido en Cádiz y Málaga. Fue representante de Cádiz en las I y II Asambleas Federales del Partido Republicano Federal de 1882 y 1883, y sus orientaciones federales y socialistas tenían muchas simpatías entre los sectores más radicales de dichas provincias, ya que representaban las directrices ideológicas del Proyecto de Constitución o Pacto federal para los cantones regionados andaluces presentado en 1883 en Antequera.

			Fuente: Los Diputados pintados por sus hechos, I, p. 212, Biblioteca Nacional de España.

			En esta legitimación culturalista de la voluntad para crear identidades, una posible salida hubiera sido la experiencia del regionalismo culturalista de Folklore Andaluz, que incluso estaba bien cercana con la herencia de Alejandro Guichot y Sierra, pero como es sabido, no fue exactamente así. Quizá el factor más importante que pueda explicar este desencuentro es que al final el folklorismo de Machado y Álvarez no había terminado de elaborar un discurso regionalista: había planteado buenos puntos de partida, pero la labor se quedó en una fase de recopilación sin suficiente sistematización e integración en un esquema que pudiera ser asumido como identitario, y en los planteamientos originarios tenía mucho peso un proceso de nacionalización español que no era compatible con el federalismo pactista. Por otra parte, aunque el proyecto de Machado y Álvarez partía de los presupuestos de un positivismo evolucionista, él mismo no había superado absolutamente sus orígenes krausistas, y en la práctica buena parte del folklorismo no pasó de un estadio literario, y por tanto, al final las diferencias con el esencialismo idealista de final de siglo no eran tantas. En todo caso, la asunción de un esencialismo idealista por parte de Blas Infante y de la mayor parte de los andalucistas de principios de siglo estaba en la lógica del nacionalismo cultural imperante, y era la salida más realizable desde la perspectiva de unos intelectuales actuando en solitario y sin apoyo institucional y social, ya que la vía del positivismo evolucionista —además de ir contracorriente— hubiera implicado la disposición de unos recursos de los cuales no se disponía. El problema es que el reconocimiento de estas debilidades del punto de partida llevaba a la creación de una construcción identitaria andalucista que al final no sería reconocida por la propia realidad, al no ser asumida por la mayor parte del pueblo andaluz ni de las Andalucías. 

			En todo caso, lo que estaba proponiendo Blas Infante con esta especie de regionalización/nacionalización culturalista del Proyecto Constitucional de Antequera, era la mezcla de un nacionalismo esencialista con otro cívico, que no era la extravagancia de proclamar una especie de nacionalismo antinacionalista, como se ha llegado a decir, sino la asunción de una visión liberal del nacionalismo en la que, bien desde posiciones del nacionalismo político o desde el nacionalismo cultural, se llegaba a confluencias y mezcolanzas, que es lo que realmente funcionaba en la práctica. Posiciones en las que habían estado la mayor parte de los pensadores europeos progresistas del siglo xix, antes de que se impusiera la interpretación culturalista excluyente de finales de siglo, en la búsqueda de unas garantías para evitar, por así decirlo, que la ideología nacionalista hiciera peligrar el liberalismo y la democracia.

			Al final, las propuestas alentadas por Carlos Saornil con el apoyo de Antonio Azuaga y Andrés Osorio y algunos sectores del radicalismo federalista andaluz en el proyecto Constitucional de la Federación Andaluza en 1883 y las reinterpretaciones de Blas Infante y de los andalucistas en las primeras décadas del siglo xx, resultaron fallidas. Pero no se puede decir que, al menos en algunos aspectos de sus proposiciones de una democracia federal, pluralista, social y regional-nacionalista, no hubieran planteado algunos interrogantes que siguen estando vigentes en la democracia actual, con el planteamiento de un federalismo plurinacional, con el que se pretende evitar la desintegración del Estado español y los debates sobre si la democracia debe ser puramente formal, representativa o participativa y el desmantelamiento paulatino del Estado social que alientan las orientaciones del neoliberalismo actual.

			

			
				
					1 Véase ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «Andalucismo político», en BLAS GUERRERO, Andrés de (dir.): Enciclopedia del Nacionalismo. Madrid: Tecnos, 1997, pp. 31-35, y ARIAS CASTAÑÓN, Eloy y CORDERO OLIVERO, Inmaculada: «Georgismo y Andalucismo: Blas Infante y el Ideal Andaluz», en ÁLVAREZ REY, Leandro y LEMUS LOPEZ, Encarnación: Historia de Andalucía Contemporánea. Huelva: Universidad de Huelva, 1998, pp. 333-359.

				

				
					2 GONZÁLEZ DE MOLINA, Manuel y SEVILLA GUZMÁN, Eduardo: «En los orígenes del nacionalismo andaluz: Reflexiones en torno al proceso fallido de socialización del andalucismo histórico», en Revista Española de Investigaciones Sociológicas, 40, 1987, pp. 73-95; idem: «Reflexiones sociológicas sobre las variantes históricas del andalucismo», en Actas III Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1989, pp. 245-271; y SEVILLA GUZMÁN, Eduardo: «Mito y realidad del andalucismo histórico», en Aproximación sociológica al andalucismo histórico. Córdoba: Ayuntamiento de Córdoba, 1990, pp. 9-34; estas obras incluyen en dicha corriente historiográfica a Manuel Ruiz Lagos, José María de Los Santos, José L. Ortiz de Lanzagorta, entre otros muchos, mientras que José Acosta Sánchez y José Antonio Lacomba Abellán mantendrían unas posiciones más equilibradas a pesar de sentirse atraídos por las explicaciones esencialistas y tienden a magnificar la realidad. Por otra parte, José Luis Millán Chivite incluye dicha corriente dentro de lo que denomina historiográfica romántica del andalucismo, distinguiendo además otra corriente universitaria y otra dialéctica en el estudio del andalucismo, en MILLÁN CHIVITE, José Luis: «Andalucismo histórico e Historia de Andalucía: Hacia un planteamiento historiográfico», en Actas del V Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1993, pp. 225-241.

				

				
					3 ACOSTA SÁNCHEZ, José: Andalucía. Reconstrucción de una identidad y la lucha contra el centralismo. Barcelona: Anagrama, 1978; idem: «Factores y desarrollo del regionalismo en el primer tercio del siglo XX», Documentación Social, 45, 1981, pp. 83-126; idem: La Constitución de Antequera. Estudio teórico crítico. Democracia, federalismo y andalucismo en la España contemporánea. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1983; idem: «La Constitución de Antequera y el federalismo», en Actas del I Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1985, pp. 49-82; idem: «Federalismo y krausismo en los orígenes y evolución del andalucismo. De Tubino y  “La Andalucía” al  “Ideal Andaluz”», en Actas del II Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1987, pp. 81-135; idem: «Francisco María Tubino. Federalismo y proto-andalucismo», Revista de Estudios regionales, 52, 1998, pp. 255-276; idem: Andalucía y España. Revolución, federalismo y autonomía. Córdoba: Almuzara, 2010.

				

				
					4 LACOMBA ABELLÁN, Juan Antonio: «Pequeña burguesía y revolución regional: el despliegue del regionalismo andaluz», en Revista de Estudios Regionales, 1, 1978, pp. 65-85; idem: Cuatro textos políticos andaluces (1883-1933). Granada: Universidad, 1979; idem: «Regionalismo y nacionalismo andaluz: pasado y presente», en VV.AA.: Nacionalismo y Regionalismo en España. Córdoba: Diputación, 1985, pp. 217-219; idem: Teoría y praxis del Andalucismo. Málaga: Ágora, 1988; y, sobre todo, idem: Regionalismo y autonomía en la Andalucía contemporánea (1835-1936). Granada: Caja de Ahorros y Monte de Piedad, 1988.

				

				
					5 PÉREZ TRUJILLANO, Rubén: Soberanía en la Andalucía del siglo XIX. Constitución de Antequera y andalucismo histórico. Sevilla: Editorial Atrapasasueños, 2013; idem: «La democracia republicana representativa en la Andalucía de entresiglos», en FOLGUERA, Pilar y PEREIRA, J. C. et al. (eds.): Pensar con la Historia del siglo XXI. XII Congreso de la Asociación de Historia Contemporánea. Madrid: UAM/ACM, 2015, pp. 3219-3239; idem: «Contrato Social y género en los proyectos de Constitución de Antequera (1883)», en FOLGUERA, Pilar y PEREIRA, J. C. et al. (eds.): Pensar con la Historia del siglo XXI. XII congreso de la Asociación de Historia Contemporánea. Madrid: UAM/ACM, 2015, pp. 5585-5603; idem: «Contrato social y género en el constitucionalismo republicano (1873-1883): especial referencia al caso andaluz», en Revista Internacional de Pensamiento Político, 10, 2015, pp. 291-313; idem: «Un proyecto de construcción nacional: la Iberia de los pueblos según la Constitución de Andalucía (1883)», en Espacio, tiempo y forma, Serie V Historia Contemporánea, núm. 28, 2016, pp. 45-71.

				

				
					6 BERNAL, Antonio Miguel: «La Andalucía Contemporánea», en DRAIN, M. et al.: Los andaluces. Madrid: Istmo, 1980, pp. 189-220; idem: «El protagonismo político andaluz», en Historia de Andalucía. VI. La Andalucía liberal (1778-1868). Madrid-Barcelona: CUPSA-Planeta, 1981, pp. 13-116; idem: «Andalucía caciquil y revolucionaria», en Historia de Andalucía. VII. La Andaluza Contemporánea (1868-1983). Madrid-Barcelona: CUPSA-Planeta, 1983, pp. 13-120; SEVILLA GUZMÁN, Eduardo: «Estructura social e identidad andaluza», en HERNÁNDEZ, F. y MERCADÉ, F. (eds.): Estructuras sociales y cuestión nacional en España. Barcelona: Ariel, 1986, pp. 261-300; GONZALEZ DE MOLINA, Manuel y SEVILLA GUZMÁN, Eduardo, con las obras ya citadas y además: «Para una teoría del nacionalismo periférico: el caso andaluz», en SEVILLA GUZMÁN, E. (ed.): Aproximación sociológica al Andalucismo Histórico. Córdoba: Ayuntamiento, 1990, pp. 37-97; RUIZ ROBLEDO, Agustín: «Una mirada casi herética al andalucismo histórico», Revista de Estudios Regionales, 27, 1990, pp. 137-154; GONZÁLEZ ALCANTUD, José Antonio: «Andalucía: Invención del país y realidad etnográfica», en Historia y Fuente Oral, 8, 1992, pp. 7-24; CUENCA TORIBIO, Manuel: «La primera etapa del andalucismo», en Espacio, Tiempo y Forma. Historia Contemporánea, 6, 1993, pp. 377-392; CORTÉS PEÑA, Antonio Luis: «El último nacionalismo: Andalucía y su historia», en Manuscrits, 12, 1994, pp. 213-243; idem: «Nacionalismo/regionalismo andaluz, ¿Una invención de laboratorio?», Historia Social, 40, 2001, pp. 137-151; y GONZÁLEZ DE MOLINA, Manuel: «El Andalucismo político, 1915-1998. ¿Un andalucismo imposible», en FORCADELL, Carlos (ed.): Nacionalismo e historia. Zaragoza: Institución Fernando el Católico, 1998, pp. 89-115. 

				

				
					7 MORENO NAVARRO, Isidoro: «Etnicidad, conciencia de etnicidad y movimientos nacionalistas: aproximación al caso andaluz», Revista de Estudios Regionales, 5, 1985, pp. 13-38; véase además de este mismo autor: «El primer descubrimiento consciente de la identidad andaluza (1868-1890)», y «La Nueva búsqueda de la identidad (1910-1936)», en Historia de Andalucía, VII. La Andalucía Contemporánea (1868-1983). Madrid-Barcelona: CUPSA-Planeta, 1983, pp. 313-331 y 333-353. Véase también AGUILAR CRIADO, Encarnación: Cultura popular y Folklore en Andalucía (los orígenes de la Antropología). Sevilla: Diputación Provincial de Sevilla, 1990; idem: «Los primeros estudios sobre la cultura popular en Andalucía», Revista de Estudios Regionales, 13, 1989, pp. 21-44; GONZÁLEZ ALCANTUD, José Antonio: «Andalucía: Invención del país y realidad etnográfica», Historia y Fuente Oral, 8, 1992, pp. 7-24; y BALTANÁS, Enrique: Los Machado. Una familia, dos siglos de cultura española. Sevilla: Fundación José Manuel Lara, 2006.

				

				
					8 KRAUEL HEREDIA, Blanca: Viajeros británicos en Andalucía de Christopher Hervey a Richard Ford (1760-1845). Málaga: Universidad de Málaga, 1986; GONZÁLEZ TROYANO, A. et al.: La imagen de Andalucía en los viajeros románticos y Homenaje a Gerald Brenan. Málaga: Diputación de Málaga, 1987; LÓPEZ ONTIVEROS, Antonio: «Caracterización geográfica de Andalucía según la literatura viajera de los siglos XIX y XX», en Ería, 54-55, 2001, pp. 7-51; idem: La imagen de Andalucía según los viajeros ilustrados y románticos. Granada: Caja Granada, 2008; REYES CANO, Rogelio y RAMOS ORTEGA, Manuel José: La imagen de Andalucía en la literatura de la España Contemporánea (1840-1916). Cádiz: Universidad de Cádiz, 1992; BERNAL RODRÍGUEZ, Manuel: «La Andalucía conocida por los Españoles», en Historia de Andalucía, VII. La Andalucía Contemporánea (1868-1983). Madrid-Barcelona: CUPSA-Planeta, 1983, pp. 297-311. ÁLVAREZ BARRIENTOS, Joaquín y ROMERO FERRER, Alberto (eds.): Costumbrismo Andaluz. Sevilla: Universidad de Sevilla, 1998.

				

				
					9 GONZÁLEZ DE MOLINA, Manuel y GÓMEZ OLIVER, Manuel (coord.): «La configuración de la identidad andaluza» y «El Andalucismo Histórico», Historia Contemporánea de Andalucía. Granada: Junta de Andalucía-Caja de Ahorros de Granada, 2000, pp. 305-330.

				

				
					10 HOBSBAWM, Eric: Naciones y nacionalismo desde 1780. Barcelona: Crítica, 1991, pp. 32-53. Véase las reflexiones al respecto de SÁNCHEZ, Raquel: «La Revolución liberal en España. Un estado de la cuestión», en CARO CANCELA, Diego: El primer liberalismo en Andalucía (1808-1868). Política, Economía y sociabilidad. Cádiz: Universidad de Cádiz, 2005, pp. 11-62, quien en el apartado titulado «Nacionalización e identidades nacionales», relaciona la posibilidad de participar de varias identidades con las «lealtades concéntricas» de Anthony Smith (p. 43).

				

				
					11 FRADERA, Josep M.: «El proyecto liberal catalán y los imperativos del doble patriotismo», en Ayer, 35, 1999, pp. 87-100; BERAMENDI GONZÁLEZ, Justo: «Proyectos gallegos para la articulación política de España», en Ayer, 35, 1999, pp. 147-169; MARTI, Manuel y ARCHILES, Ferrán: «La construcción de la Nación española durante el siglo XIX: logros y límites de la asimilación en el caso valenciano», en Ayer, 35, 1999, pp. 171-190. Véase además, CONFINO, Alon: «Lo local una esencia de toda Nación», en Ayer, 54, 2006, pp. 19-31; y ARCHILES CARDONA, Ferrán: «“Hacer región es hacer patria”. La región en el imaginario de la nación española de la Restauración», en Ayer, 54, 2006, pp. 121-147.

				

				
					12 ÁLVAREZ BARRIENTOS, Joaquín: «En torno a las nociones de andalucismo y costumbrismo» y «Lo andaluz en los españoles pintados por sí mismos», en ÁLVAREZ BARRIENTOS, Joaquín y ROMERO FERRER, Alberto (eds.): Costumbrismo andaluz. Sevilla: Universidad de Sevilla, 1998, pp. 11-18 y 19-32. Véase también MARCO, Joaquín: «El costumbrismo como reacción», en GONZÁLEZ TROYANO, Alberto (ed.): La imagen de Andalucía en los viajeros románticos…, ob. cit., pp. 125-139; BALTANÁS, Enrique: La materia de Andalucía. El ciclo andaluz en las letras de los siglos XIX y XX. Sevilla: Fundación José Manuel Lara, 2003.

				

				
					13 Véase por ejemplo, CASAS DELGADO, Inmaculada: Romances con acento andaluz. El éxito de la prensa popular (1750-1850). Sevilla: Centro de Estudios Andaluces, 2012.

				

				
					14 Véase por ejemplo, GONZÁLEZ TROYANO, Alberto: «Los viajeros románticos y la seducción polimórfica de Andalucía», en La imagen de Andalucía en los viajeros románticos…, ob. cit. (Málaga: Diputación Provincial de Málaga, 1987), pp. 13-20.

				

				
					15 GONZÁLEZ TROYANO, Alberto: «Andalucía y la obra narrativa de Fernán Caballero», en REYES CANO, Rogelio y RAMOS ORTEGA, Manuel José (coord.): La imagen de Andalucía en la literatura de la España Contemporánea (1840-1916). Cádiz: Universidad de Cádiz, 1992, pp. 21-25.

				

				
					16 REYES CANO, Rogelio: «Andalucía en la obra de Bécquer», en REYES CANO, Rogelio y RAMOS ORTEGA, Manuel José (coord.): La imagen de Andalucía en la literatura de la España Contemporánea…, pp. 27-35; LÓPEZ CASTRO, Armando: «La vena popular de Bécquer», en PIÑERO RAMIREZ, P. M. (dir.): De la canción de amor medieval a las soleares, profesor Manuel Álvar «in memoriam». Sevilla: Universidad de Sevilla, 2004, pp. 419-430.

				

				
					17 GUTIÉRREZ DE ALBA, José María y MARTÍN Y SANTIAGO, José: El pueblo andaluz, sus tipos, sus costumbres y sus cantares. Sevilla: Extramuros Edición, 2010 (facsímil de la edición de Madrid, 1870), p. 258.

				

				
					18 «Vuelvan, pues, la vista hacia nuestro brillante pasado los hombres, que parecen dirigir los destinos de los pueblos de esta nación magnánima y mal regida; en él hallarán abundantes lecciones para el presente, porque en él existen los recuerdos nacionales que son el alma de nuestra sociedad y un pueblo cuyos recuerdos se dan al olvido carece de porvenir…», Amador de los Ríos, José: «Recuerdos», en La Floresta Andaluza. Sevilla, 1844, tomo II, pp. 3-14.

				

				
					19 MORENO ALONSO, Manuel: «Historiografía andaluza del siglo XIX (visión del conjunto)», en Actas I Congreso de Historia de Andalucía, Andalucía Contemporánea (siglos XIX y XX). Córdoba: Monte de Piedad y Caja de Ahorros de Córdoba, 1979, tomo II, pp. 127-135. Véase además MILLÁN CHIVITE, José Luis: «Andalucismo histórico e Historia de Andalucía: Hacia un planteamiento historiográfico», en Actas del V Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1993, pp. 225-241; LACOMBA, Juan Antonio: «Las etapas de reconstrucción historiográfica de la Historia de Andalucía. Una aproximación», en Revista de Estudios Regionales, 56, 2000, pp. 15-48; PALACIOS BAÑUELOS, Luis: «La identidad de Andalucía. Aproximación histórica», en ARCAS CUBERO, Fernando y GARCIA MONTORO, Cristóbal: Andalucía y España. Identidad y conflicto en la Historia Contemporánea. Málaga: Unicaja, 2008, pp. 37-79. De todas formas, no deja de haber excepciones, véase por ejemplo, LAFUENTE ALCÁNTARA, Miguel: Historia de Granada comprendiendo las de sus cuatro provincias Almería, Jaén, Granada, Málaga, desde remotos tiempos hasta nuestros días. Granada: Imprenta y Librería de Sanz, 1843.

				

				
					20 Siguiendo la obra de CHECA GODOY, Antonio: Historia de la prensa andaluza. Sevilla: Alfar, 2011, aparecen los siguientes títulos desde 1808 hasta 1868: El Poeta Andaluz (Cádiz, 1811); El Rayo de Andalucía (Cádiz, 1814); Argos o revisor andaluz (Sevilla, 1820); El centinela de Andalucía (Sevilla, 1843-1844); El Andaluz (Córdoba, 1840-1843, impulsado y redactado por Francisco Díaz de Morales); Revista Andaluza (Cádiz y Sevilla, 1841); Revista médica andaluza (Sevilla, 1842); El Orfeo Andaluz (Sevilla, 1842, 1847-1848); El Eco de las Andalucías (Córdoba, 1843); La floresta andaluza (Sevilla, abril de 1843-julio de 1844, dirigida por José Amador de los Ríos); El Vergel de Andalucía (Córdoba, 1845, de orientación feminista, y otro de igual título en Sevilla, del que se desconoce la fecha); El Genio de Andalucía (Sevilla, 1844-1845); El Sol de Andalucía (Sevilla, 1846); El Regalo de Andalucía (Sevilla, 1849); El Centinela de Andalucía y El Vigilante de Andalucía (Sevilla, 1848-1849); El Correo de Andalucía (Málaga, 1851-1896, «Diario de comercio, artes, industria y agricultura», propietario y director Ramón Franquelo Martínez hasta 1875); El Eco de Andalucía (Sevilla, 1853); El Centinela de Andalucía (Sevilla, 1854-1856); La Andalucía (Sevilla, 1857-1899, Francisco María Tubino, director y propietario); La Bética (Sevilla, 1862, dirigida por Federico de Castro); El Andaluz (Málaga, 1864, dirigido por José Bisso Vidal); El Demócrata Andaluz (Cádiz y Sevilla, 1866, dirigido por Roque Barcia); El Comercio Andaluz (Sevilla, 1868).

				

				
					21 CALERO AMOR, A. M.: La división provincial de 1833. Bases y antecedentes. Madrid: IEAL, 1987, pp. 48-52. BURGUEÑO, Jesús: Geografía política de la España Constitucional. La división provincial. Madrid: CEC, 1996; MARTÍNEZ MARTÍN, Carmen: «La división del reino de Sevilla en las provincias actuales de Sevilla, Cádiz y Huelva, durante las primeras décadas del siglo XIX», en Andalucía Contemporánea. Actas del II Congreso de Historia de Andalucía. Córdoba: Junta de Andalucía-Cajasur, 1996, tomo I, pp. 357-364; ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «La división provincial y los orígenes de las diputaciones provinciales», en Actas X Jornadas de Historia sobre la provincia de Sevilla. Sevilla: ASCIL, 2013, pp. 21-57. De todas formas, como ya se ha apuntado antes, no deja de haber otras orientaciones, véase LAFUENTE ALCÁNTARA, Miguel: Historia de Granada comprendiendo las de sus cuatro provincias Almería, Jaén, Granada, Málaga…, ob. cit., Granada, 1843. Véase también: LÓPEZ ONTIVEROS, Antonio: «De la imagen mítica de Andalucía y la realidad geográfica» y «El territorio andaluz: su formación, delimitación e interpretación», en Geografía de Andalucía. Barcelona: Ariel, 2003, pp. 13-34 y 35-78; CANO GARCÍA, Gabriel: «Evolución de los límites de Andalucía y percepción del territorio», en CANO GARCÍA, G. (dir.): Geografía de Andalucía. Sevilla: Tartessos, 1987, vol. I, pp. 49-119; y MARCHENA GÓMEZ, Manuel J.: La imagen geográfica de Andalucía. Sevilla: Taller de Editores Andaluces, 2006, pp. 155-166. 

				

				
					22 LACOMBA ABELLÁN, Juan Antonio: «La Junta malagueña de 1835», Gribalfaro, 29, 1978, pp. 23-54; idem: «Revolución de España. La Junta malagueña de 1835», en Actas del I Congreso de Historia de Andalucía. Andalucía Contemporánea. Córdoba: Publicaciones del Monte de Piedad y Caja de Ahorros de Córdoba, 1979, I, pp. 1251-34; idem: Regionalismo y autonomía en la Andalucía contemporánea…, pp. 23-31; idem: «La Junta Suprema de Andújar: en las raíces del federalismo andalucista», en Actas del VII Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1996, pp. 105-115; MACHADO GRIMA, Juan: «Andújar y el movimiento juntero andaluz de 1835», en VV.AA.: Andújar: arte e historia de una ciudad andaluza. Andújar: Ayuntamiento, 1982, pp. 60-78; idem: «La Junta Suprema de Andújar de 1835 y los orígenes de una conciencia andaluza», en Actas del II Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1987, pp. 33-80; idem: Andújar y la revolución andaluza de 1835. Jaén: Alcance, 1995; GIL NOVALES, Alberto: «El movimiento juntero de 1835 en Andalucía», Cuadernos de Filología, III, 1985, pp. 85-118; MOLINER, Antonio: Revolución burguesa y movimiento juntero en España. Lleida: Milenio, 1997, pp. 131-174. Algunas de estas aportaciones han sido recogidas en CHAMODO CANTUDO, Miguel Ángel y PÉREZ GARCÍA, Luis Pedro (coords.): Revolución, confederalismo, conciencia de Andalucía. La Junta Central suprema de Andújar o de las Andalucías en su 175 aniversario (1835-2010). Jaén: Universidad de Jaén, 2013. El mejor planteamiento en ACOSTA RAMÍREZ, Francisco: «La Junta Central Suprema de Andújar entre la perspectiva historiográfica y el Andalucismo político», en CHAMODO CANTUDO, Miguel Ángel y PÉREZ GARCÍA, Luis Pedro (coords.): Revolución, confederalismo, conciencia de Andalucía…, pp. 67-96.

				

				
					23 Véase una actualización de todos estos temas en PIQUERAS, José Antonio: «Detrás de la política. República y federación en el proceso revolucionario español», en PIQUERAS, José Antonio y CHUST, Manuel (comp.): Republicanos y repúblicas en España. Madrid: Siglo XXI, 1996, pp. 1-43. También José Antonio Piqueras recoge la doble posibilidad de centralismo o federalización, inclinándose por la segunda. Quizá pueda plantearse como no excluyentes, y como apunta el mismo autor (p. 27), depende de dónde, cuándo, quién y cómo se desarrollan. Respecto al fracaso reiterado de las juntas por lograr organizarse de abajo hacia arriba, véase, por ejemplo, GIL NOVALES, A.: Del Antiguo al Nuevo Régimen en España. Caracas: Biblioteca de la Academia Nacional de la Historia, 1986, en especial: «El problema de la revolución en el liberalismo español (1808-1868)» y «Las contradicciones de la revolución liberal burguesa española», pp. 249-290.

				

				
					24 Véase ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: La Revolución de 1868 en Sevilla. Sevilla: Ayuntamiento de Sevilla, 2010, pp. 176-184 y 228-236.

				

				
					25 ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «El ordenamiento provincial, liberalismo y prerregionalismo andaluz. Notas del periódico La Andalucía de Sevilla (1857-1864)», en Actas del II congreso sobre el Andalucismo histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1987, pp. 381-399.

				

				
					26 «Unión Andaluza», La Alhambra, Diario Granadino, 14-12-1858. 

				

				
					27 «Sección editorial: La Unión Andaluza», Diario de Córdoba, 29-12-1858.

				

				
					28 «Unión Andaluza», La Andalucía, Sevilla, 9-1-1859.

				

				
					29 «Sección editorial: La Unión Andaluza», Diario de Córdoba, 29-12-1858. 

				

				
					30 «Sección editorial: artículo de La Palma», La Andalucía, Sevilla, 29-11-1858; en el mismo periódico, «Sección Editorial», 23-11-1858 y «La Unión Andaluza», 16-12-1858. 

				

				
					31 Algunos de estos protagonistas también participaron en la Revista Arqueológica sevillana (1870-1873), y la Sociedad arqueológica de Sevilla, dirigida por José Fernández-Espino y Bernal, aunque en este centro predominaban unas orientaciones ideológicas más conservadoras, véase al respecto GARCIA CUE, Juan Ramón: El hegelianismo en la Universidad de Sevilla. Sevilla: Diputación de Sevilla, 1983, y idem: Aproximación al estudio del krausismo andaluz. Madrid: Tecnos, 1895; LÓPEZ ÁLVAREZ, Juan: Federico de Castro y Fernández (1834-1903). Filósofo e Historiador de la Filosofía. Cádiz: Universidad de Cádiz, 1984; AGUILAR CRIADO, Encarnación: «Los primeros estudios sobre la cultura popular en Andalucía», en Revista de Estudios Regionales, 13, 1989, pp. 21-44, y idem: Cultura popular y Folklore en Andalucía (los orígenes de la Antropología). Sevilla: Diputación Provincial de Sevilla, 1990; TRIGUEROS GORDILLO, Guadalupe: La Universidad de Sevilla durante el Sexenio Revolucionario. Sevilla: Universidad de Sevilla, 1998; y ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «Sociabilidad, confrontación de intereses y divergencias ideológicas», en Ideología y política bajo la monarquía de Amadeo de Saboya. Sevilla: Diputación de Sevilla, 2009, pp. 246-298.

				

				
					32 Debería añadirse que, según el periódico sevillano El Porvenir, 2-12-1871, Joaquín Guichot, después de concluir la Historia de Andalucía, iba a publicar una Biblioteca selecta de autores andaluces, «en la que figurarán las obras escogidas de muchos célebres poetas, literatos, historiadores, hombres de ciencia y artistas así antiguos como modernos, acompañando a cada tomo una noticia biográfica y el retrato del autor de la obra que se selecciona…». Además, Joaquín Guichot había sido el traductor de la obra de LABOULAYE, Eduardo: Estudios sobre la Constitución de los Estados Unidos. Sevilla: E. Perié y Compañía, 1869, incluida dentro de la colección «Biblioteca Económica Andaluza». 

				

				
					33 GUICHOT, Joaquín: Historia General de Andalucía. Sevilla: 1869 (Córdoba: Fundación Paco Natera, 1982), introducción de José María Asensio, pp. I-VIII.

				

				
					34 GUICHOT, Joaquín: Historia General de Andalucía…, I, pp. 1, 84-86 y 104.

				

				
					35 Ibid., II, p. 269.

				

				
					36 Sobre el protagonismo de estas historias románticas y positivistas en la construcción de la nación española y la legitimación de su revolución liberal puede consultarse al menos: CIRUJANO MARIN, P.; ELORRIAGA PLANES, T. y PÉREZ GARZÓN, J. S.: Historiografía y nacionalismo español 1834-1868. Madrid: CSIC, 1985; ÁLVAREZ JUNCO, José: Mater Dolorosa. La idea de España en el siglo XIX. Madrid: Taurus, 2001; GARCÍA CÁRCEL, R.: La construcción de las historias de España. Madrid: Marcial Pons, 2004; ESTEBAN DE VEGA, Mariano: «La nación en las Historias Generales de España», en MORALES MOYA, A.; FUSI AIZPURUA, J. P. y de BLAS GUERRERO, A. (dirs.): Historia de la nación y del nacionalismo español. Barcelona: Galaxia Gutenberg, 2013, pp. 435-449.

				

				
					37 De esa ideología fueron los periódicos que incorporaban el nombre de Andalucía en su título: El Demócrata Andaluz (Cádiz, 1869); El Federal andaluz (Jerez, 1869); El Betis republicano/La Federación Bético-Extremeña (Córdoba, 1869); El Estado Andaluz (Sevilla, 1873-1874); La Federación Andaluza (Cádiz, 1873-1874, Antonio Soler y Manuel Jiménez Pédrola); véase CHECA GODOY, Antonio: Historia de la prensa andaluza. Sevilla: Alfar, 2011.

				

				
					38 Por ejemplo, «El Gobierno y las provincias andaluzas», La Andalucía, 1-1-1869; «La política del gobierno y las provincias andaluzas», La Andalucía, 5-1-1869.

				

				
					39 TUBINO, Francisco María: Patria y federalismo. Madrid, 1873, pp. 28, 112, 139 y 141. Se sigue el análisis realizado en ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «Francisco María Tubino y el diario sevillano La Andalucía ante la I República: Patria y Federalismo», en Actas IV Congreso sobre el Andalucismo histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1990, pp. 263-279. Sobre Francisco María Tubino véase ACOSTA SÁNCHEZ, José: «Federalismo y krausismo en los orígenes y evolución del andalucismo. De Tubino y La Andalucía al Ideal Andaluz», en Actas II Congreso sobre el Andalucismo histórico. Sevilla, 1985, pp. 81-135, y «Francisco María Tubino y Rada. Federalismo y proto-andalucismo en el siglo XIX», en Estudios Regionales, 52, 1998, pp. 255-276; ANGUERA, Pere: «Francisco María Tubino. Un intelectual innovador y polifacético», en TUBINO, Francisco María: Historia del renacimiento literario contemporáneo en Cataluña, Baleares y Valencia. Pamplona: Urgoiti Editores, 2003, pp. IX-CXXI.

				

				
					40 TUBINO, Francisco María: Patria y federalismo…, pp. 141 y 155. En otros momentos federalismo quedaba ligado a «nación»: «...la nación española se constituye federalmente por virtud del pacto federal...» (p. 112). Tubino utilizó escasamente este concepto en la obra que analizamos. Parece mostrar un malestar ante los abusos cometidos en nombre de la soberanía nacional, pues decía: «...Admitimos en buena hora la idea de nación como un término dialéctico impuesto principalmente por la historia y el lenguaje literario, pero no atribuyamos a la nación tomándola como sinónimo de sociedad, Estado o gobierno, según los casos, propios derechos, distintos y superiores a los derechos del ciudadano» (p. 9). La actitud de Tubino y La Andalucía ante el federalismo se matiza un tanto si se tiene en cuenta que, estableciendo Constitución y Asamblea Federal, silenciaron en unos casos y condenaron en otros las competencias legislativas de las unidades que debían integrar la federación. Véase al respecto TUBINO, Francisco María: Patria y federalismo…, pp. 142-143, 153-154 y 162-163; y La Andalucía, 14-10-1873.

				

				
					41 Ibid., pp. 183-185 y 190.

				

				
					42 Ibid., p. 190.

				

				
					43 La Andalucía, 14-10-1873.

				

				
					44 El Pacto comenzaba diciendo: «Los representantes de los comités republicano-democrático-federales de Sevilla, Cádiz, Málaga, Córdoba, Jaén, Almería, Granada, Huelva, Cáceres, Badajoz y Murcia...» y añadía más adelante: «Como las provincias confederadas de Aragón, Cataluña, Valencia y Baleares, las de Sevilla, Cádiz, Málaga, Córdoba, Jaén, Almería, Granada, Huelva, Cáceres, Badajoz y Murcia se asocian para combatir la tiranía...» («Pacto Federal de las Provincias de Andalucía, Extremadura y Murcia», en La Andalucía, 13-6-1869). Véase ACOSTA SÁNCHEZ, José: «Federalismo y krausismo en los orígenes y evolución del Andalucismo…», pp. 81-135; ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «Notas para el estudio del republicanismo andaluz en el siglo XIX: el Pacto Federal de Córdoba (1869)», en Archivo Hispalense, núm. 220, 1989, pp. 51-64; idem: La Primera República en Sevilla. Sevilla: Universidad de Sevilla, 2009, en su apartado «El Pacto Federal de Córdoba y la reorganización del republicanismo en 1869», pp. 86-129.

				

				
					45 En el artículo 6.º del Pacto, se establecía la organización del partido republicano de las provincias aliadas con la creación de comisiones locales, de distrito y provinciales; de una «Asamblea General de la Confederación» que «ejercerá» la dirección del partido en las provincias aliadas en cuanto se refiere a los intereses comunes de todas ellas», y «una Comisión Permanente» que «tendrá la obligación de estar en comunicación directa, con las comisiones de las otras confederaciones españolas».

				

				
					46 El artículo 1.º del Pacto Federal de Córdoba comenzaba diciendo: «El partido republicano de las provincias confederadas de Andalucía, Extremadura y Murcia…», para añadir a continuación: «…se declara solidario en cuanto se refiere a su conducta y a sus intereses políticos. En consecuencia, todo republicano domiciliado en cualquier pueblo de la confederación obtendrá la protección de los directivos de su partido en los diversos centros de su organización general, y los diputados elegidos por cualquiera de las provincias confederadas cuidarán de defender los derechos e intereses republicanos de aquellos que no hayan podido alcanzar representación en las Cortes». Con lo que cabe preguntarse: ¿dónde quedaba la supuesta perspectiva confederal? ¿Las provincias estaban confederadas pero la solidaridad del partido no? ¿Este podía saltarse la confederación?

				

				
					47 Proposición presentada en la Asamblea Federal de Córdoba con fecha de 11 de junio de 1869, firmada por Agustín Roca, Ricardo López, José Rubio, Francisco Arias de Reina, Fermín Salvochea, en La Andalucía, 12-6-1869.

				

				
					48 Véase DUARTE, Ángel: «El municipalismo republicano sostén de la democracia y refugio en la tempestad (algunas consideraciones catalanas y ampurdanesas», en FORCADELL, C. y ROMEO MATEO, M. C. (eds.): Provincia y nación; los territorios del liberalismo. Zaragoza: Institución Fernando el Católico, 2006, pp. 101-119.

				

				
					49 La Discusión, Madrid, 28-2-1873 y 2-3-1873. El Imparcial, Madrid, 28-2-1873 y 2-3-1873; La Igualdad, Madrid, 28-2-1873; La Andalucía, Sevilla, 1-3-1873. Sobre las reuniones de castellanos-leoneses, véase SERRANO GARCIA, R.: «El federalismo castellano durante el Sexenio Revolucionario», en Investigaciones Históricas, 5, 1985, pp. 253-265. Sobre las de navarros, FUENTE LANGAS, J.: «El cantón federal navarro de 1873», en Actas I Congreso de Historia General de Navarra. Pamplona, 1988. Una panorámica general con referencias a Cataluña y el País Vasco, en URQUIJO, Mikel: «1873: La España federal a debate. Respuestas desde la  “España Foral” y la  “España incorporada”», en La qüestió catalana i la qüestió basca al debat parlamentari espanyol 1808-2008. Barcelona: Generalitat de Catalunya, 2009, pp. 33-70.

				

				
					50 «Reunión de los diputados andaluces en Córdoba», en La Andalucía 21-5-1873; La Andalucía 4 y 6 de junio de 1873; El Imparcial (1-6-1873); La Discusión (3-6-1873). Se nombró una comisión a partir de una representación provincial, integrada por Galán y Somolinos (Badajoz), Cala y Bernardo García (Cádiz), Malo de Molina y Santa Marta (Cáceres), Torres y Ugarte (Córdoba), Sánchez Yago y Morayta (Granada), Díaz Quintero y Vázquez (Huelva), Castilla y Gómez Segura (Jaén), Palanca y Carrión (Málaga), Calzada y La Rosa (Sevilla), quedando Almería y Murcia por nombrar sus representantes.

				

				
					51 El Imparcial (15 y 21 de junio de 1873), La Discusión (15-6-1873), El Porvenir (Sevilla, 17-6-1873). Según El Imparcial (19-6-1873) y La Discusión (20-6-1873), las agrupaciones de diputados por provincias habían designado por Puerto Rico, a Labra; por Canarias, a Benítez de Lugo; por Cataluña, a Soler y Pla; por Valencia, a Guerrero; por Andalucía Baja (Sevilla), a Del Río; por Andalucía Alta (Granada), a Palanca; por Extremadura, a Malo de Molina; por Galicia, a Paz; por Asturias, a Pedregal; por Aragón, a Rebullida; por Castilla La Vieja, a Montalvo; por Castilla La Nueva, a Castillo; faltando por nombrarse los de Las Vascongadas y Navarra, y Baleares. El Imparcial (18-6-1873) recogía la noticia de que: «Los diputados del futuro cantón de Andalucía Alta, provincias de Málaga, Jaén, Granada y Almería, habían nombrado para que les representase en la Comisión de Constitución al Sr. Palanca».

				

				
					52 TORRENT ORRI, Rafael: Dos federalismos y su pugna en España. Barcelona: Dopesa, 1974, pp. 189-226. Bien claro lo diría mas tarde el diputado intransigente Romualdo Lafuente: «Que lo único que querían los cantonales era que los cantones se hicieran según la Constitución federal ordena. Porque nosotros hemos venido aquí con el derecho de hacer una Constitución federal, pero no con el derecho de determinar los cantones; no, señores, nosotros no tenemos derecho para determinar los cantones; esto ni podíamos, ni debíamos hacerlo; esto ha de venir de los pueblos, que mejor que nosotros conocen sus intereses; nosotros podíamos hacer una Constitución; y esto pedían también los sublevados que se hiciera y por eso proclamaban los cantones federales, pero respetando los acuerdos de las Cortes y del Gobierno en todo lo que no era cantonal. Es decir, que no hicieron más que adelantarse a proclamar los cantones de la República que nosotros mismos hemos proclamado y con la cual hemos engañado hasta ahora al pueblo español (DSCCRE, sesión 30-7-1873, I, p. 1.050). Véase el debate constituyente en FERRANDO BADÍA, Juan: La Primera República Española. Historia político-parlamentaria de la República de 1873. Madrid: Edicusa, 1973, pp. 250-304.

				

				
					53 Véase al respecto CARO CANCELA, Diego: Burguesía y jornaleros. Jerez de la Frontera en el Sexenio Democrático (1868-1874). Jerez: Caja de Ahorros de Jerez, 1990, pp. 393-439 y 480-489; ESPIGADO TOCINO, Gloria: La Primera República en Cádiz, Estructura social y comportamiento político durante 1873. Cádiz: Caja de Ahorros San Fernando, 1993, especialmente pp. 139-170 y 333-396; idem: «Sanlúcar de Barrameda en 1873: republicanos e internacionalistas en acción», en ÁLVAREZ JUNCO, J. et al.: El movimiento obrero en la Historia de Cádiz. Cádiz: Diputación Provincial, 1988, pp. 71-90; idem: «La Federación andaluza y la teoría federal», en Actas del IV Congreso sobre el Andalucismo histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1990, pp. 339-351; idem: «La historiografía del cantonalismo: pautas metodológicas para un estudio comparado», en SERRANO GARCÍA, R. (dir.): España, 1868-874. Nuevos enfoques sobre el Sexenio Democrático. Valladolid: Junta de Castilla y León, 2002, pp. 111-137; PARRILLA ORTIZ, P.: El cantonalismo gaditano. Cádiz: Caja de Ahorros de Cádiz, 1983; CALERO, A. M.: «Los cantones de Málaga y Granada», en TUÑÓN DE LARA, M.: Sociedad, política y cultura en la España de los siglos XIX y XX. Madrid: Edicusa, 1973, pp. 81-90; MORALES MUÑOZ, Manuel: «Reconsideraciones del Cantón malagueño (1873)», en Mélanges de la Casa de Velásquez. Época Contemporánea, XXVIII (3), 1992, pp. 7-20; idem: El republicanismo malagueño en el siglo XIX. Málaga: Asukaria Mediterránea, 1999, pp. 80-108; JIMÉNEZ LÓPEZ, J. A.: «Historia de un separatismo: el Cantón malagueño», en Gifralfaro, 25, Málaga, 1973, pp. 121-158; GUTIÉRREZ CONTRERAS, F.: «Federalismo y obrerismo en Granada durante el Sexenio Revolucionario (1868-1873)», en Anuario de Historia Moderna y Contemporánea, núm. 2-3, 1975-76, pp. 407-481; MARTÍNEZ SHAW, Carlos: «El Cantón sevillano», en Archivo Hispalense, número 170, septiembre-diciembre, Sevilla, 1972, pp. 1-82; ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: La Primera República en Sevilla…, ob. cit., pp. 445-520; LÓPEZ ESTUDILLO, Antonio: Republicanismo y anarquismo en Andalucía. Conflictividad social agraria y crisis finisecular (1868-1900). Córdoba: Ediciones de la Posada, 2001, pp. 194-209.

				

				
					54 MORENO NAVARRO, Isidoro: «Etnicidad, conciencia de etnicidad y movimientos nacionalistas…», pp. 13-38; idem: «El primer descubrimiento consciente de la identidad andaluza (1868-1890)»…, pp. 313-331.

				

				
					55 GONZÁLEZ DE MOLINA, Manuel y GÓMEZ OLIVER, Manuel (coord.): Historia Contemporánea de Andalucía…, pp. 312-314.

				

				
					56 SEVILLA GUZMÁN, Eduardo: «Estructura social e identidad andaluza»,… pp. 261-300; GONZÁLEZ DE MOLINA, Manuel y SEVILLA GUZMÁN, Eduardo: «En los orígenes del nacionalismo andaluz…», pp. 73-95; idem: «Reflexiones sociológicas sobre las variantes históricas del andalucismo»…, pp. 245-271; idem: «Movimiento jornalero y andalucismo histórico», en BERAMENDI GONZÁLEZ, Justo y MAÍZ, Ramón (comps.): Los nacionalismos en la España de la II República. Madrid: Siglo XXI, 1991, pp. 305-331.

				

				
					57 La Revista de Andalucía (Málaga, 1874-1881, Antonio Luis Carrión); La Andalucía Médica (Córdoba, 1876-1892); El Betis (Sevilla, 1876); Boletín del Instituto Agrícola Andaluz (Sevilla, 1876); La Ilustración Andaluza (Cádiz, 1877-1880); El Iris Andaluz (Sevilla, 1877); Ilustración Andaluza (Málaga, 1879-1880); El Reformista Andaluz (Málaga, 1880-1882, Antonio Luis Carrión); El Eco de Andalucía (Sevilla, 1880-1889, Joaquín Guichot y Benito Más y Prat); La Ilustración Bética (Sevilla, 1881, Benito Mas y Prat); El Bético-Extremeño (Sevilla, 1881); El Progreso Andaluz (Sevilla, 1881); El Bético (Sevilla, 1883); El Noticiero Andaluz (Sevilla, 1883); La Autonomía (1883); El Folklore Andaluz (Sevilla, 1882-1883); El Folklore Bético-Extremeño (1884); La Ilustración Andaluza (Sevilla, 1884); El Pacto Andaluz (Sevilla, 1884); El Comercio Andaluz (1885); El Andaluz (Sevilla, 1885); La Región Andaluza (1887); El Correo de Andalucía, (Sevilla, 1889); Arte Andaluz (Sevilla, 1891); La Andalucía Moderna (Sevilla, 1888-1911, Cayetano Segovia); El Comercio de Andalucía (Sevilla, 1890-1896, José García Bejarano); El Correo Andaluz (Sevilla, 1891-1892); Andalucía Ilustrada (1893); La Región (Sevilla, 1896, Manuel Aznar Gómez); El Centinela Andaluz (Sevilla, 1896); El Betis (Sevilla, 1896); El Correo de Andalucía, (Sevilla, 1899, Católico); vid. CHAVES REY, Manuel: Historia y bibliografía de la prensa sevillana. Sevilla: Ayuntamiento, 1995; y CHECA GODOY, Antonio: Historia de la prensa andaluza. Sevilla: Alfar, 2011.

				

				
					58 MATEO AVILÉS, Elías de: «Una tímida propuesta cultural andalucista en los primeros años de la Restauración: «La Revista de Andalucía» (1874-1881)», en Actas del II Congreso sobre el Andalucismo histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1987, pp. 441-460. Sus redactores y colaboradores pueden agruparse, según Elías de Mateo, en tres grupos fundamentales: catedráticos y profesores republicanos vinculados al krausismo y la Institución Libre de Enseñanza (Nicolás Salmerón, Francisco de Paula Canalejas, Hermenegildo Giner de los Ríos, Miguel Morayta, Rafael María de Labra, Francisco María Tubino,…), periodistas y personajes de cierto relieve intelectual en el marco malagueño (Francisco Guillén Robles, Santiago Casilari y Rafael García Álvarez, uno de los grandes difusores de la teoría darwinista, entre otros) y unas pocas personalidades vinculadas a los círculos más conservadores del catolicismo, como Ceferino González.

				

				
					59 Ibid., pp. 452-454. Según Elías de Mateo Avilés, esta Revista de Andalucía se convirtió en «una auténtica crónica del movimiento cultural de Andalucía al recoger y hacerse eco de las actividades culturales de muchas instituciones», poniendo como ejemplos un certamen literario del Liceo de Málaga que debía encontrar soluciones al centralismo cultural español y potenciar «...las ricas fuerzas de los hijos de esta hermosa Andalucía y obtener un producto de fuerza social...»; o «una convocatoria de gran envergadura» firmada por la escritora Patrocinio de la Biedma (n. Begíjar, Jaén) para la constitución de una Federación Literaria Andaluza. Entre sus bases, cabe destacar la segunda, que hace distinción entre «socios de número, andaluces ilustrados» y «socios cooperadores, españoles o extranjeros que quieran cooperar a nuestra obra de regeneración intelectual»; y la octava: «Las publicaciones que representen la Federación darán con preferencia a todo trabajo, los de escritores andaluces, procurando que estos copien fielmente nuestras costumbres, lenguaje e historia, a fin de fomentar nuestra literatura propia» (p. 455). Véase también GARCIA GALINDO, Juan y MORALES MUÑOZ, Manuel: «Ilustración Andaluza (1879-1880): un periódico para la burguesía meridional», en Actas IV Congreso sobre el Andalucismo histórico, Sevilla, 1990, pp. 627-633, que se trata de una revista, quincenal primero y semanal después, de ciencias, literatura, artes, teatros, etc., publicada entre el 19-10-1879 y el 15-8-1880, que pretende probar con hechos irrecusables los valores culturales de «tan hermosa región del suelo hispano» con secciones como la titulada «Málaga», que traza una «auténtica crónica de la actualidad socio-cultural andaluza». Según estos autores, dicha revista seguía «la fórmula de las ilustraciones, publicaciones de tipo magazín que aúnan texto con imagen para ofrecer al lector opinión y evasión, literatura y ciencia, tradición y progreso. Un binomio, este último que puede ayudarnos a explicar la coexistencia en sus páginas de rasgos romántico-costumbristas con los más encendidos elogios a favor del cientifismo fin de Siècle» (pp. 629-630). Lo mismo podría plantearse, quizá, para la Ilustración Andaluza, publicada en Cádiz (1877-1880).

				

				
					60 Véase, AGUILAR CRIADO, Encarnación: Cultura popular y Folklore en Andalucía…, pp. 136-163 y JIMÉNEZ BENÍTEZ, José Ramón: La sociología andalucista de Alejandro Guichot. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1990, pp. 78-80.

				

				
					61 Se decía al respecto: «…La historia de España, más que la de ningún otro país, es un tejido de hechos falsos unos, inexplicables otros y limitados a referir las biografías de una larga cáfila de reyes y magnates, con cuyos exóticos nombres y otras tantas fechas se abruma la memoria de los niños, incapacitándolos de este modo desde sus primeros años para comprender el mecanismo del hecho social más sencillo y darse cuenta de sus causas y de sus resultados, a costa de una empalagosa e indigesta erudición, a propósito sólo para amenguar su inteligencia y saturarlos de una irresistible pedantería. (…). La grave falta de todos los historiadores, y especialmente de los de España, de concretar sus investigaciones al conocimiento de los hechos que realizó una persona, o cuando más una clase determinada, hace que la historia, que a nuestro juicio debiera ser el complejo, no la suma, de las biografías de todos los individuos, diste mucho de ser una ciencia todavía…», véase Machado y Álvarez, Antonio: «Introducción», en El Folk-Lore Andaluz, órgano de la sociedad de este nombre. Madrid: Editorial Tres-Catorce-Dieciséis, 1981 (facsímil de la edición Sevilla: Francisco Álvarez y C.ª Editores, 1882-1883), pp. 6-7.

				

				
					62 Antonio Machado y Álvarez definía el pueblo de la forma siguiente: «…No es para mí el pueblo un ser impersonal y fantástico, una especie de entelequia de que son órganos ciertos hombres a quienes por esta razón decimos del pueblo, sino el grado medio que resulta de la cultura de un número indeterminado de hombre anónimos, es decir, que no han tenido la energía orgánica necesaria para diferenciarse de los otros lo suficiente para tener una personalidad distinta y propia, razón que les obliga a aceptar y adoptar como suyo, completamente suyo, lo producido por otros», citado en BALTANÁS, Enrique: «Introducción», en MACHADO Y NUÑEZ, Antonio: Obras Completas. Sevilla: Diputación de Sevilla-Fundación Machado, 2005, t. I, p. XLVIII.

				

				
					63 MACHADO Y ÁLVAREZ, Antonio: «Introducción»…, p. 7.

				

				
					64 Las regiones que se establecían eran las siguientes: «La Castellana (Dos Castillas), La Gallega, La Aragonesa, la Asturiana, La Andaluza, La Extremeña, La Leonesa, La Catalana, La Valenciana, La Murciana, La Vasco-Navarra, La Balear, La Canaria, La Cubana, La Puerto-Riqueña y la Filipina», véase «Bases del Folklore Español, Sociedad para la recopilación y estudio del saber y de las tradiciones populares», Sevilla, 3-11-1881, en El Folk-Lore Andaluz, órgano de la sociedad de este nombre. Madrid: Editorial Tres-Catorce-Dieciséis, 1981 (facsímil de la edición Sevilla: Francisco Álvarez y C.ª Editores, 1882 a 1883), pp. 501-503; y en MACHADO Y ÁLVAREZ, Antonio: El Folk-Lore Andaluz. Sevilla: Editoriales Andaluzas Unidas, 1986, pp. 59-62.

				

				
					65 En otro momento se afirmaba igualmente que dicha empresa facilitaba «generosamente a los venideros los elementos necesarios para reconstruir de un modo científico la historia de las razas y pueblos que habitaron esta encantadora comarca, esta bendita tierra que hace ridículas las investigaciones de los sabios para averiguar adonde estuvo el Paraíso». Véase «Circular del Folk-Lore Andaluz dirigida a las provincias andaluzas», Sevilla, 15-12-1881, en El Folk-Lore Andaluz…, pp. 503-505.

				

				
					66 PINEDA NOVO, Daniel: Antonio Machado y Álvarez «Demófilo». Vida y obra del primer flamencólogo español. Madrid: Editorial Cinterco, 1991, pp. 171-249.

				

				
					67 AGUILAR CRIADO, Encarnación: Cultura popular y Folklore en Andalucía…, pp. 167-228 y 241-264. JIMÉNEZ BENÍTEZ, José Ramón: La sociología andalucista de Alejandro Guichot…, pp. 80-94.

				

				
					68 MACHADO Y ÁLVAREZ, Antonio: «Introducción»…, p. 8.

				

				
					69 GUICHOT Y SIERRA, Alejandro: Noticias históricas del Folk-Lore. Sevilla: Hijos de Guillermo Álvarez, 1922, p. 204.

				

				
					70 GÓMEZ-GARCÍA PLATA, Mercedes: «Antonio Machado y Álvarez (Demófilo): un précurseur incompris?», en SALAÜN, Serge: Entre L’Ancien et le nouveau: Le socle et la Lézade (Espagne XVIIIe-XXe). CREC, collection «Les travaux du CREC en ligne», n.º 7, 2010, tomo II, pp. 582-583 <http://crec-paris3.fr/wp-content/uploads/2011/07/ancien-et-nouveau-19-GOMEZ.pdf> [última consulta realizada: 6-9-2016].

				

				
					71 SANCHIZ OCHOA, Pilar: «Antonio Machado y Álvarez y la antropología en Andalucía», en CALVO i CALVO, Lluis (dir.): Aportacions a la història de l’antropologia catalana i hispànica. Barcelona: Generalitat de Catalunya, 1993, pp. 250-259.

				

				
					72 AGUILAR CRIADO, Encarnación: «Los primeros estudios sobre la cultura popular en Andalucía», Revista de Estudios Regionales, 13, 1989, pp. 35-41; idem: Cultura popular y Folklore en Andalucía…, pp. 327-333.

				

				
					73 GÓMEZ-GARCÍA PLATA, Mercedes: «Antonio Machado y Álvarez (Demófilo): un précurseur incompris?»…, tomo II, pp. 566-596; idem: «Les Machado, père et fils, ou la science comme forme de résistance», Pandora, revue du Dépatement d’Études hispaniques et hispano-Américaines, Université de Paris 8, n.º 8, Résistance(s), 2008, pp. 87-103.

				

				
					74 AGUIRRE, A.: «Un siglo de antropología española», en FERNÁNDEZ MORENO, Nuria (coord.): Antropología y comparación cultural: métodos y teorías. Madrid: UNED, 2012, pp. 51-66.

				

				
					75 75 Antonio Machado y Álvarez entendía por nacionalidad lo siguiente: «Creo ante todo que ha de ser para nosotros evidente que una nacionalidad la constituye una comunidad de intereses tal y tan elevada, que no baste a romperla ni destruirla la lucha natural de los intereses parciales y opuestos que dentro de ella viven. Sin esta condición jamás puede existir, a mi juicio, una verdadera unidad nacional; unidad que es necesario buscar, más aún que en la comunidad de raza, de territorio y de idioma —elementos constitutivos indispensables de toda nación, según el célebre historiador A. Herculano, en una comunidad de ideas y de fines; más claro, en una obra de interés para todos. Sin esta comunidad de miras y de pensamientos, sin el propósito de grandes obras de interés general, las naciones acaban por desaparecer en la historia, o por verse sometidas al yugo de pueblos más inteligentes y vigorosos». Véase MACHADO Y ÁLVAREZ, Antonio: «A los políticos españoles», El Globo, 4-11-1883.

				

				
					76 Citado en BALTANÁS, Enrique: «El Folklore como empresa europea y proyecto nacional en el siglo XIX», en Demófilo. Revista de cultura tradicional de Andalucía, n.º 33-34, 2000, p. 225.

				

				
					77 BALTANAS, Enrique: Los Machado. Una familia, dos siglos de cultura española. Sevilla: Fundación José Manuel Lara, 2006, pp. 103 y 106, junto a la «concepción demofiliana de Pueblo» como «positivista, evolucionista y dinámica», ligaba el proyecto de constitución del Folk-Lore al «nacionalismo armónico» krausista. Algunos autores prefieren hablar de «krausopositivismo». LÓPEZ Y ÁLVAREZ, Juan: El krausismo en los escritos de Antonio Machado y Álvarez. Cádiz: Universidad de Cádiz, 1996, pp. 69-91. Por otra parte, CAPELLÁN DE MIGUEL, Gonzalo: La España armónica. El proyecto del krausismo español para una sociedad en conflicto. Madrid: Biblioteca Nueva, 2006, pp. 221-235, expone cómo el krausismo se situaba en una posición intermedia entre el idealismo y el empirismo y por eso prefería hablar de «realismo armónico» más que de idealismo. Mercedes Gómez-García habla de un «nationaliesme féderateur» y de un «patriotisme culturel» que se sitúa en la oposición al proyecto de las construcciones de los nacionalismos periféricos que toman cuerpo en ese mismo momento en España. Véase GÓMEZ-GARCÍA PLATA, Mercedes: «La transmission des principes herdériens: la Volksseele (l’âme nationale) revisitée par A. Durán et A. Machado y Álvarez», en La transmission culturelle à l’œuvre: trajectoire, diffraction et fécondation d’une pensée à travers différents exemples (Espagne XIXe-XXe). CREC, collection «Les travaux du CREC en ligne», 2014, volume II, pp. 11-35 <http://crec-paris3.fr/wp-content/uploads/2014/09/VolumeII+couv.pdf> [última consulta realizada: 6-9-2016].

				

				
					78 SUÁREZ CORTINA, Manuel: «Krauso-institucionalismo, democracia y republicanismo de cátedra en la España de fin de siglo», en Los 98 Ibéricos y el mar. Salamanca: Sociedad Estatal Lisboa’98, 1998, pp. 461-486; idem: «El republicanismo institucionalista en la Restauración», Ayer, n.º 39, 2000, pp. 61-81; idem: «El krausismo, la república y la “España regional” en el siglo XIX», en CHUST, Manuel (ed.): Federalismo y cuestión federal en España. Castelló de la Plana: Universitat de Jaume I, 2004, pp. 161-198; GABRIEL, Pere: «Republicanismo federal y Salmerón: encuentros y desencuentros», en MARTÍNEZ LÓPEZ, Fernando (ed.): Nicolás Salmerón y el republicanismo parlamentario, Madrid: Biblioteca Nueva, 2007, pp. 119-146; CAPELLÁN DE MIGUEL, Gonzalo: «La república norteamericana como modelo político para el krausismo español», en Bulletin d’histoire contemporaine de l’Espagne, 46, 2011, pp. 43-70.

				

				
					79 GUICHOT Y SIERRA, Alejandro: Noticias históricas del Folk-Lore. Sevilla: Hijos de Guillermo Álvarez, 1922, pp. 204-205.

				

				
					80 ARIAS CASTAÑÓN, Eloy: «La actividad política de Antonio Machado y Núñez», en Demófilo. Revista de Cultura Tradicional de Andalucía, 45, 2013, pp. 77-109.

				

				
					81 Véase BALTANÁS, Enrique y Rodríguez BECERRA, Salvador: «La herencia rechazada: Antonio Machado y Álvarez y el clima intelectual del 98», en Revista de Antropología Social, 7, 1998, pp. 215-229. Lo que cabe pensar es que los sectores conservadores se acabaron separando paulatinamente al cerrar filas su partido frente a la evolución conflictiva, democrática, republicana, radical, obrerista e internacionalista, en la Andalucía de los años ochenta. El conservador José María Asensio y Toledo, a quien el propio Machado y Álvarez le caracterizaba como «distinguido cervantista y señor de ideas liberales muy templadas» o como «un conservador» que «no está muy conforme con las ideas darwinianas y republicanas de mi señor padre y mías», y que podía ser muestra de un conservadurismo integrador, había sido nombrado presidente del Folk-Lore Andaluz en 1881, pero no pudo presidir por estar enfermo la siguiente Junta General de la Sociedad en 1882, cuando se formó una nueva junta directiva en la que él seguía como vocal, pero con Antonio Machado y Núñez como presidente y Antonio Machado y Álvarez como secretario, y después de que estos se fuesen a Madrid en 1883, dicha junta directiva pasó a estar dirigida por Joaquín Guichot y Parody como presidente, y Alejandro Guichot y Sierra, como secretario. Véase BALTANÁS, Enrique: «Folk-Lore, política y literatura popular en el siglo XIX (Cartas inéditas de A. Machado y Álvarez a Teófilo Braga)», en Estudios de Literatura Oral, Universidade do Algarve, 7-8, 2001-2002 y AGUILAR CRIADO, Encarnación: Cultura popular y Folklore en Andalucía…, pp. 198 y 206.

				

				
					82 La República, Madrid, 12-9-1889, p. 1; «Un documento notable», La República, Madrid, 28-11-1889, p. 1; «El Comité municipal de la coalición», El Baluarte, 15-1-1890, p. 2; «Comunicado al cuerpo electoral republicano progresista», El Baluarte, Sevilla, 10-10-1890, p. 2. Juan Antonio de Torres y Salvador había sido colaborador además en La Enciclopedia. Revista científico-Literaria, 1877-1883, que acabó siendo órgano del Partido Democrático-Progresista de Sevilla; El Alabardero, 1877-1885, periódico literario primero y republicano progresista después; El Posibilista, 1881-1895, defensor del republicanismo posibilista de Castelar; El Folklore Andaluz, 1882-1883; Boletín Folklórico Español, 15 enero a 30 de abril de 1885, dirigido por Alejandro Guichot y Sierra; El Cronista. Diario político mercantil, 1886-1896, del que sería además director en su última etapa; Perecito. Periódico satírico literario, 1887-1888; Sevilla en broma. Semanario festivo, abril-junio de 1893, del que acabó siendo director; Serio y Broma. Periódico decenal ilustrado, noviembre-diciembre de 1894; Miscelánea. Revista semanal ilustrada, 1896; y El Aviso. Periódico republicano, 1895-s.f., dirigido por Laureano Rodríguez de las Conchas. Véase CHAVES REY, Manuel: Historia y Bibliografía de la Prensa Sevillana…, pp. 214-217, 234-235, 246, 267-268, 274-276, 284-285, 312-313, 316-317, 323 y 326.

				

				
					83 GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, Ángeles: Los orígenes del socialismo en Sevilla 1900-1923. Sevilla: Ayuntamiento, 1996, pp. 55-75; JIMÉNEZ BENÍTEZ, José Ramón: La sociología andalucista de Alejandro Guichot…, pp. 133-276.

				

				
					84 JIMÉNEZ BENÍTEZ, José Ramón: La sociología andalucista de Alejandro Guichot…, pp. 377-386; LACOMBA, Juan Antonio: «Alejandro Guichot y El Ideal Andaluz», en Revista de Estudios Regionales, 5, 1980, pp. 379-390; CRUZ ARTACHO, Salvador: «A la búsqueda de un “Ideal” para Andalucía», en HURTADO SÁNCHEZ, José; ORTIZ VILLALBA, Juan y CRUZ ARTACHO, Salvador (coord.): Bética y el regionalismo Andaluz. Sevilla: Centro de Estudios Andaluces-Ateneo de Sevilla, 2013, pp. 69-95.

				

				
					85 Sobre la Constitución de Antequera véase ACOSTA SÁNCHEZ, José: «El proyecto de Constitución Andaluza de Antequera y el federalismo (1883)», en Actas I Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1985, pp. 49-79; idem: La Constitución de Antequera. Estudio teórico crítico. Democracia, federalismo y andalucismo en la España contemporánea. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1983; idem: Andalucía y España. Revolución, federalismo y autonomía. Córdoba: Almuzara, 2010; LACOMBA ABELLÁN, Juan Antonio: Regionalismo y autonomía en la Andalucía contemporánea (1835-1936). Granada: Caja de Ahorros y Monte de Piedad, 1988, pp. 41-52; ARCAS CUBERO, Fernando: «El sueño federal. La Asamblea de Antequera y la Constitución Federal de Andalucía de 1883», Andalucía en la Historia, 32. Sevilla: Centro de Estudios Andaluces, 2011, pp. 70-74; PÉREZ TRUJILLANO, Rubén: Soberanía en la Andalucía del siglo XIX. Constitución de Antequera y andalucismo histórico. Sevilla: Editorial Atrapasasueños, 2013; idem: «La democracia republicana representativa en la Andalucía de entresiglos»…, pp. 3219-3239.

				

				
					86 Dicha convocatoria dejaba en evidencia las dificultades por las que pasaba el federalismo de las provincias andaluzas y la necesidad de recurrir al pasado revolucionario para conseguir una movilización, pues decía lo siguiente: «Nuestro marasmo, nuestra aparente apatía ha dado margen a que los órganos en la prensa del partido se duelan de contemplar que las provincias más revolucionarias de España no están organizadas en estos momentos supremos, esperando con avidez los grandes acontecimientos que indudablemente han de sobrevenir. Probemos que aún alentamos, probemos que tenemos vida y que nuestra fe, nuestras convicciones no han desarraigado. Probemos, si una vez más, a la faz de España y de todas las naciones, que los federales pactistas andaluces son consecuentes, son activos, son revolucionarios (…). De acuerdo estos comités provinciales, como no podía ser menos, los que tienen la honra de representar a estas dos hermosas provincias, cuyas heroicas y libres capitales guardan los restos gloriosos de Mariana Pineda y de Torrijos, han resuelto convocar a reunión magna a las provincias citadas con el fin de que concurran todas a ella por medio de sus representantes legales» (La Vanguardia, 14-6-1883).

				

				
					87 Antonio Azuaga Díaz había nacido en Canillas de Albaida (Málaga) el 8 de febrero de 1829 y en 1859 se casa con Manuela García Benítez, tal y como cuenta Morales Muñoz. Formó parte de la Milicia ciudadana malagueña durante la Revolución de 1854, luchando como oficial de una compañía a las órdenes de Sixto Cámara en 1856, fue miembro de una logia carbonaria («Sociedad secreta democrática socialista carbonaria republicana garibaldina») de la que fue elegido secretario y luego venerable provincial, y en 1861 participó en la revolución de Loja de 1861, como uno de sus máximos dirigentes junto a Rafael Pérez de Álamo, siendo condenado a muerte, aunque pudo exiliarse en Lisboa. Colaboró en la preparación de la Revolución de 1868, formó parte de la Junta Revolucionaria de Málaga, fue Comandante del Batallón de la Milicia Nacional del barrio de la Trinidad y de nuevo estuvo implicado en la insurrección republicana federal de octubre de 1869. Defensor de la República Democrática Universal, fue evolucionando hacia la defensa de posiciones socialistas. Tipógrafo e impresor de profesión, su tarea junto a la política fue el periodismo. En 1859 aparece como editor responsable de El Diario de Málaga. Desde su fundación, en septiembre de 1871 hasta su desaparición en 1873, fue director del semanario malagueño La Justicia, periódico autógrafo dedicado al pueblo, dirigido y redactado por obreros, en el que federalismo e internacionalismo se mezclaban, ya que había sido fundado por «un grupo de internacionales (…) que defienden las ideas de la Internacional con decisión y energía», según se dice en la Memoria presentada por el Consejo Federal de la F.R.E. al Congreso de Zaragoza de 1872; tenía especial dedicación a los problemas obreros y condena su participación política de ellos en los primeros días de junio 1872, cuando La Justicia se sumaba a la polémica suscitada en la Federación regional entre bakuninistas y «autoritarios». Con la Primera República, es nombrado nuevamente oficial de la Milicia ciudadana y elegido miembro de la Corporación municipal, en la que destaca por su radicalismo. (MORALES MUÑOZ, Antonio: «Antonio Azuaga Díaz», en Málaga, la memoria perdida: los primeros militantes obreros. Málaga: Diputación de Málaga, 1989, pp. 19-27; idem: El republicanismo malagueño en el siglo XIX. Málaga: Editorial Asukaria Mediterránea, 1998, pp. 49, 54-55, 100; idem: «Dos periódicos obreros desconocidos: La Justicia (1871-1872) y La Internacional (1873-1974)», en Báetica. Estudios de Arte, Geografía e Historia, 11, 1988, pp. 541-549). Antonio López Estudillo presenta al impresor Antonio Azuaga y al médico Luis Benot como dos antiguos internacionalistas-intransigentes, que fueron presidente y vicepresidente del comité republicano federal en los comienzos de la Restauración. Posiblemente, los contactos conspirativos de Azuaga con los progresistas fueron lo que llevó a la división de los federales e internacionalistas malagueños, al establecimiento de dos organizaciones federales rivales en la ciudad, dirigidas por dos comités pactistas que coincidían en autocalificarse de «hijos del pueblo… sin ilustración» y en declarar la «guerra sin tregua a los políticos de oficio». La movilización laboral y la represión subsiguiente produjo una deserción masiva y el debilitamiento de la Federación de Trabajadores de la Región Española, lo que coincidió con la recuperación del republicanismo. Según comenta López Estudillo: «El primero de enero de 1883 seis mil malagueños se manifestaban para conmemorar la resistencia de la milicia federal al desarme por Pavia y Caballero de Rodas en 1869. En la comisión organizadora coincidirían federales de ambas tendencias que apoyaron la intervención de Azuaga en respuesta a los republicanos unitarios. Poco después comenzó una reorganización bastante completa del federalismo en la capital y en los pueblos de la provincia, contando como instrumento de propaganda con el periódico El Defensor del Pueblo, dirigido por Azuaga. El federalismo malagueño mantuvo posiciones algo heterodoxas. Sin abandonar el partido, se alineó junto a Luis Blanc en su exigencia de colaboración con los progresistas en lo conspirativo y de una mayor atención por el obrerismo y el reformismo social, llamando de tanto en tanto a la reorganización societaria de oficios concretos» (LÓPEZ ESTUDILLO, Antonio: Republicanismo y anarquismo en Andalucía…, pp. 325-326). Antonio Azuaga fue delegado del federalismo malagueño en la Asamblea Federal de Zaragoza en 1883, donde defiende las políticas de retraimiento, junto con Antonio Aguilar y Gallego, redactor de La Montaña y que ingresó poco después en el PSOE. En 1891, Azuaga seguía presidiendo el Comité Provincial Federal de Málaga y el círculo Federal de Málaga y en 1893 aparecía ligado al sector más revolucionario y radical, frente a Luis Benot que defendía orientaciones electoralistas. En 1894, todavía Antonio Azuaga seguía al frente del Comité Provincial malagueño, firmando el 15-4-1894 un manifiesto del Partido Republicano Federal Pactista en el que destacaba el desarrollo dado al partido en la provincia, se cuestionaban las políticas de coalición tal y como se habían realizado, y se apostaba por una «actitud resueltamente revolucionaria» («Otro Manifiesto», La Verdad, semanario republicano revolucionario, 20-4-1894). En la IV Asamblea Republicana Federal de 1896, Azuaga formaba parte de los revolucionarios. En 1897 preside la Asamblea de Unión Revolucionaria, celebrada en Sevilla el 17 octubre de 1897, y es nombrado secretario de la Comisión Ejecutiva de dicha Asamblea, una especie de Consejo de Salvación Pública (La Autonomía, diario republicano defensor del partido único, 20-10-1897; La Crónica Meridional, 23-10-1897). En estos años seguía ligado al mundo de las sociedades obreras, siendo impulsor, junto con Belén Sárraga, de la Federación Malagueña, representante del ala más radical y revolucionaria del republicanismo, aunque desde 1901 forma parte de los procesos de unión republicana que culminarían en 1903, cuando seguía siendo presidente del Comité Provincial Republicano Federal de Málaga (ARCAS CUBERO, Fernando: El republicanismo Malagueño durante la Restauración (1875-1923). Córdoba: Ayuntamiento de Córdoba, 1985, pp. 132-133, 169-171, 233; idem: «Fisiocracia, republicanismo y autonomía en Andalucía en el tránsito del siglo XIX al XX», en Actas del II Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1987, pp. 139-171.

				

				
					88 La Vanguardia, 26 de junio, 20 y 31 de octubre y 4 de noviembre de 1883. 

				

				
					89 Refiriéndose a las movilizaciones de la Andalucía rural, Antonio López Estudillo decía que «la democracia carbonaría tejió en el pasado densas raíces en la zona, y el federalismo movilizó a masas desde la Septembrina, y posteriormente también lo harían las organizaciones sindicales…» y ponía como ejemplo lo sucedido en el multitudinario mitin celebrado el 6-12-1868 en Alora que había descrito Elías Reclus (LÓPEZ ESTUDILLO, Antonio: Republicanismo y anarquismo en Andalucía…, p. 234). La descripción de Reclus es la siguiente: «Hemos visto la primera manifestación de campesinos a favor de la República… Primero se pensó en congregar a los cien mil campesinos de la provincia, pero la opinión general fue conquistada por proyectos más modestos, y se convino en fraccionar las manifestaciones y multiplicarlas… Los campesinos congregados en Alora era de cinco a seis mil… Los candidatos por Málaga, Romualdo la Fuente, Garrido y Palanca arengaron a los reunidos… El pueblo no lograba comprender unos discursos que eran a propósito para la ciudad. Los ciudadanos reunidos en Alora eran incapaces de explicarse que habían sido convocados nada más que para escuchar discursos y luego volverse tranquilamente a sus casas. No comprendían que debieran retirase sin atacar alguna cosa o sin chocar con nadie. A pesar de habérseles recomendado insistentemente que no fueran armados, casi todos llegaron a Alora armados de escopetas. Y no fue cosa fácil convencerles de que debían dejarlas en la estación. Su propósito era arrancar de la cárcel a los correligionarios que estaban en ella por su devoción a la República. Y no lograban concebir la posibilidad de marcharse otra vez dejándoles entre rejas. No querían creer que siendo ellos varios miles y no habiendo en la población más que diez guardias civiles, quedara sin reparar la injusticia de que eran victimas sus amigos… Tan solo la amenaza de Garrido pudo convencerles…» (RECLUS, Elías: Impresiones de un viaje por España en tiempos de Revolución. Madrid: Pepitas de Calabaza, 2007, pp. 120-123). Sobre la tradición revolucionaria y obrerista de Alora, véase THOMPSON, Guy: El nacimiento de la política moderna en España. Democracia, asociación y revolución, 1845-75. Granada: Comares, 2014, pp. 140, 212, 216-218, 405 y 420. LÓPEZ ESTUDILLO, Antonio: Republicanismo y anarquismo en Andalucía…, pp. 133, 233, 296-297 y 386.

				

				
					90 El Pacto Andaluz, periódico republicano democrático federalista publicado en Sevilla, fundado en febrero de 1884, se definía de la forma siguiente en su número primero: «La República es la fuerza que ha de redimir los pueblos oprimidos; es la palabra salvadora de las sociedades; al trabajo a que debe consagrarse los hombres… de las clases medias que deseen hacer algo por los desheredados del destino, al cual deben dedicar también sus miras los grupos del proletariado. Ningún hijo del pueblo debe retraerse de esa lucha porque al retraerse se coloca decididamente al lado de los reaccionarios. Todo el pueblo, todo el proletariado debe acogerse a la bandera de la democracia federal…». Este periódico se adhería a la protesta de la prensa española contra los desafíos del Gobierno conservador, y al ir informando sobre el proceso de organización regional, aparecían las confrontaciones entre los federales: primero anunciaba las próximas reuniones de los comités provinciales y locales del partido en Sevilla para ocuparse de la organización regional y comenzaba a publicar como boletín la Constitución votada en Zaragoza, pero más tarde se lamentaba del «triste espectáculo que con sus inmotivadas diferencias estaban dando los federales de la región andaluza» y publicaba un artículo titulado «Querer es poder» que aboga por el renacimiento y reorganización de las potentes huestes federales de Sevilla: «unión, pactos y federación he aquí el lema», «En la unión, decisión está la fuerza…», «sacudamos la apatía que nos consume y sostengamos en pie el nuevo centinela de nuestros partido en esta región…». Al mismo periódico no debió irle muy bien: estaba dirigido por Ricardo Tarrio y Falcón, y parece haber desaparecido al morir su padre, Benito Tarrio y Uzal. Véase La República, 13, 19 y 26 de febrero, 25 de marzo, 1 y 22 de abril de 1884.

				

				
					91 MARTÍNEZ LÓPEZ, Fernando: «El republicanismo federal almeriense (1881-1897)», Actas I Congreso sobre el Andalucismo Histórico. Sevilla: Fundación Blas Infante, 1985, pp. 229-246; idem: Los republicanos en la política almeriense del siglo XIX. Málaga: Fundación Unicaja, 2006, pp. 133-142.

				

				
					92 Véase en La República: «Cantón de Almería», 10-10-1888, y «Constitución de Almería», 11-10-1888. Lo lógico es pensar que se trata de una «Constitución Cantonal de Almería», como apunta Fernando Martínez López, (p. 238), pero las observaciones de la Comisión citada hablaban sobre los peligros de una intromisión de la región en la vida del municipio o de las reglas para el ejercicio del sufragio en la región.

				

				
					93 Anuario del comercio, de la industria, de la magistratura y de la administración. 1883, p. 679. La Vanguardia, 3-3-1894, decía que «Carlos M. Saornil, ingeniero y escritor, llegó ayer procedente de Montevideo en el vapor Nord-América».

				

				
					94 Este manifiesto se titulaba «Als nostres amichs polititchs», fechado en Barcelona, el 26-3-1881, y estaba encabezado por Joan Tutau, V. Almirall, Josep María Vallès i Ribot. En dicho manifiesto se criticaban las orientaciones defendidas por Figueras rechazando la idea del pacto, «como si pudiese concebirse una federación sin que sus entidades autónomas se ligasen por medio del pacto de alianza o constitución federal, como si la federación no fuese un contrato, pactando entre entidades autónomas; nosotros, hoy como ayer, aspiramos a implantar la democracia, garantizada por la organización federativa; ayer como hoy no queremos la disgregación de la patria, sino su unión sólida y racional, bajo la base del pacto espontáneo y libre de las entidades autónomas…»; y salían en defensa de las propuestas por Pi y Margall, que son las del partido autonomista: «…fieles a las doctrinas de la democracia federal acepten las declaraciones hechas por Francisco Pi y Margall en su carta manifiesto de Valencia y en su discurso de Zaragoza», Véase Diari Catalá: politic y literari, 27-3-1881, p. 5.

				

				
					95 Diari Catalá: politic y literari, 21-5-1881.

				

				
					96 Proposición de 2-5-1883, encabezada por Francisco J. Flaquer y Cristóbal Letrán, en Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya. Barcelona: Evaristo Ullastres Editor, 1883, p. 227. Sin embargo, Carlos Saornil solo obtuvo un voto en la elección del Consejo Federal.

				

				
					97 El dictamen de dicha Comisión cuestionaba la organización en comités provinciales y de distrito judicial, por ser manifestaciones de «los defectuosos moldes de la organización unitaria», que habían sido aceptados hasta entonces como disposiciones emanadas de las varias Asambleas federales, pero desde el momento en que «los antiguos Estados, que fueron reinos en un día, se constituyen en Regiones soberanas», se entendía que «marchando ascendentemente desde el individuo hasta la Región, deben desaparecer las vallas interpuestas arbitrariamente por el doctrinarismo centralista, pero que es lógico conservar a los organismos intermedios una fuerza orgánica capaz de robusta y exuberante existencia», entre los que se consideraba obviamente al municipio y a la comarca. Véase Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, pp. 40-44.

				

				
					98 Proposiciones de 2-5-1883, encabezadas por Carlos Saornil, en Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, pp. 228-233.

				

				
					99 Dicha comisión deberá estudiar el escrito que habían remitido la Federación de Trabajadores anárquico-colectivistas a la petición del Congreso republicano democrático federalista de Cataluña sobre «las medidas legislativas que en nuestro concepto podría adoptar mañana el Estado Republicano Democrático de Cataluña para la mejora física y moral de las respetables clases obreras…». La contestación de dicha organización decía que «no puede hacerse eco de vuestra demanda porque no espera ni quiere nada del Estado y sí de la Organización de la clase trabajadora, organización distinta y opuesta a la de todos los partidos políticos: porque estos aspiran a la conquista del gobierno y los anarquistas deseamos la abolición de todos los poderes autoritarios; y porque nos ofrecéis la mejora y nosotros queremos la completa Emancipación del Pueblo». Esa había sido la estrategia aprobada en el Congreso de 1881 y ratificada en el de Sevilla de 1882, de la misma forma que defendían el colectivismo: «transformar la propiedad individual en colectiva». Este escrito terminaba defendiendo una federación puramente municipalista y económica y la revolución social: «Señores diputados: si Vds. comprendiesen como nosotros que la federación política es un simple cambio de forma dentro de la cual la centralización persevera y la autoridad continua aplastando al pueblo trabajador; si ese Congreso comprendiese que sobre las libertades y los derechos individuales —que por naturaleza son imprescriptibles e ilegislables—, no es posible el pacto aceptaría como nosotros que el Pacto y la Federación no pueden ni deben ser políticos, puesto que son pura y simplemente económicos. Si aceptaseis el Pacto y la Federación como los aceptan los anarquistas, sería fácil entendernos para trabajar sin tregua ni descanso en pro de la única Revolución posible, la Revolución Social que romperá en mil pedazos la Centralización y la Explotación, estableciendo sobre la ruinas de las caducas instituciones políticas y economías el presente, la libre Federación Universal de todos los Municipios libres… Salud, Anarquía, Federación y Colectivismo». Escrito de 1-5-1883, firmado por J. T. Mut, Secretario de la Comisión Federal Española, y titulado «Al Congreso Republicano Democrático Federalista de Cataluña, reunido en Barcelona», en Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, pp. 233-235.

				

				
					100 Además, en el enfrentamiento «del idealismo tradicional contra el naturalismo moderno», Saornil exponía algunas «consideraciones filosófico-positivistas», en Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, pp. 149-156, 162, 168, 171, 174-177, 185-186, 189-192, 199-200, 205-206, 208-212, 214-218 y 224. GABRIEL, Pere: «El republicanismo militante en Cataluña en la primera etapa de la Restauración, 1875-1893», en PIQUERAS, José Antonio y CHUST, Manuel (ed.): Republicanos y repúblicas en España. Madrid: Siglo XXI, 1996, pp. 163-183; idem: El catalanisme i la cultura federal. Història i política del republicanisme popular a Catalunya al segle XIX. Barcelona-Reus: Fundació Josep Recasens-Fundació Rafael Campalans-Emprius Club d’Opinió, 2007, pp. 66-73.

				

				
					101 «El poder y la libertad I y II (conclusión)», y «La caída de la autoridad I y II (Conclusión)», en La Unión, Madrid, 28 y 30 de agosto, y 25 y 26 de noviembre de 1880, respectivamente. Estos artículos ya han sido analizados en PÉREZ TRUJILLANO, Rubén: Soberanía en la Andalucía del siglo XIX…, pp. 70-73. Puede encontrarse una referencia a la actividad de Saornil incluso en la Primera República, como comunicante de un periódico dirigido por Roque Barcia, cuestionando que se condena al soldado de ingenieros Vicente Villalba por deserción. Esta referencia está en el periódico El Gobierno, 30 de mayo de 1873, que comenta al respecto que «el comunicante se asombra de que en la época en que vivimos, en plena situación republicana, los hombres que abandonan la bárbara Ordenanza Militar, yazgan en los calabozos y se les deporte a Cuba», y añade: «Ha de saber el ciudadano Saornil… y bueno es que lo tenga entendido el caballero Barcia, quien da cabida en su periódico a semejantes absurdos, que la deserción es siempre un delito y lo sería aunque no existiese la bárbara Ordenanza Militar pues no sería conveniente, antes por el contrario sería perjudicialísimo que la víspera de una batalla, por ejemplo, los soldados desertasen de sus banderas siquiera fuera con el objeto federalmente meritorio de proclamar la república rojo-socialista. Ni el ciudadano Saornil, ni el ciudadano Barcia, pueden admitir la extraña teoría de que el hombre no está obligado a cumplir sus compromisos… De otro modo no habría razón para que contrato alguno fuese obligatorio, a no ser que entre en el programa federal la suspensión de todos los deberes, obligaciones y compromisos» (cursiva en el original).

				

				
					102 Saornil, Carlos: «Ensayos. La Rusia revolucionaria», La Unión Democrática, 13, 15, 17 y 19 de septiembre de 1880. También existen referencias indirectas en el periódico alicantino El Graduador, 14-4-1882, de una colaboración de Saornil con el periódico Las Germanías, al que define como «semanario literario-pactista-sinalagmático-conmutativo-bilateral», y lo llama «colega Piista». Dicho periódico denomina a Saornil como el «nuevo vate» y critica su articulo titulado «La gran tisis» al que califica de forma burlesca de «trabajo filosófico-químico-industrial-sinalagmático», ya que habla de la «tuberculosis, y del protoplasma social, de la célula y del fundamento histológico, de la geometría cinemática, de las ideas teológicas, del proceso social, de las cristalizaciones, de la naftalina y del carbono y de hipótesis de coordinación sociológica…».

				

				
					103 Las colaboraciones de Carlos Saornil en este periódico comienzan con una carta de 15-9-1881 desde Valencia al Sr. Dir., en La Vanguardia, 19-9-1881; y continúan en los meses siguientes: «Reorganización del trabajo I-VI», La Vanguardia, 15, 16, 17 y 18 de febrero de 1882; «Todo se gasta I y II», La Vanguardia, 19 y 21 de marzo de 1882; «La igualdad I-V», La Vanguardia, 2, 3, 4, 5 y 6 de mayo de 1882; «Culpa y castigo I, II y III», La Vanguardia, 16, 19 y 21 de noviembre de 1882; y «Un principio nihilista I y II», La Vanguardia, 13 y 14 de enero de 1883.

				

				
					104 Saornil, Carlos: «Ensayos: El poder y la libertad (conclusión) II», La Unión, Diario democrático de la noche, 30-8-1880, p. 1.

				

				
					105 «El conjunto de esos intereses históricos, contra los cuales agita la democracia el látigo constituyen lo que han llamado el orden social: es el último tablón que flota del naufragio de la autoridad. Dicho conjunto manifiesta las creaciones del poder en el curso de la historia y sobrevive al que le engendró. Por eso se ambiciona un derecho social que destruya toda reminiscencia absolutista y una filosofía que en vez de idealizar sintetize objetivamente la naturaleza física y moral, librando a los hombres para siempre del yugo de los errores religiosos. Se desea una sucesión de organismos en cuyos movimientos existen relaciones y direcciones fijas y conocidas de antemano, sin que lastimen la espontaneidad ni la iniciativa de nadie. Así eliminaremos hasta el último asomo de autoridad. Obtendremos de este modo entidades autónomas en las que el trabajo ya no será paria de la riqueza, ni se conocerán otras supremacías que las de la virtud y las del talento. Tiene en su misma santidad, esta misión, su elevada cuna, en la universalidad de los intereses que comprende, la esfera de sus aplicaciones, en la naturaleza misma de las cosas, las leyes que legitiman la verdad de su derecho. Satisface todas las exigencias de la necesidad y de la lógica, puesto que se estima como desiderátum de nuestras esperanzas, una disposición que no permite encontrar resquicio alguno de autoridad positiva». Saornil, Carlos: «Ensayos. Caída de la autoridad (conclusión) II», La Unión. Barcelona, 26-11-1880, p. 1.

				

				
					106 SAORNIL, Carlos: «Ensayos. Caída de la autoridad, I», La Unión, Barcelona, 25-11-1880, p. 1.

				

				
					107 SAORNIL, Carlos: «Ensayos. Caída de la autoridad (conclusión) II», La Unión. Barcelona, 26-11-1880, p. 1.
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					110 Saornil, Carlos: «El poder y la libertad (conclusión) II», La Unión. Barcelona, 30-8-1880, p. 1.

				

				
					111 Discurso leído por Carlos Saornil el día 2 del presente septiembre, en La Unión, diario democrático de la noche, 6-9-1880. Carta de Carlos Saornil al Sr. Dir. de La Vanguardia, fechada en Valencia, 15-9-1881, publicada en La Vanguardia, 18-9-1881, p. 2.

				

				
					112 Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, pp. 148-149 y 163-164.

				

				
					113 En apenas unas líneas Andrés Osorio se dirige a Carlos Saornil hasta tres veces como «distinguido amigo y correligionario» o «amigo mío», como «su afectísimo amigo». Carlos Saornil, presidente honorario del comité de Lucena (Córdoba) en La Vanguardia, 2-8-1882. También José Muñoz, presidente de los federales de Iznájar (Córdoba), uno de los pueblos implicados en la sublevación de Pérez del Álamo de 1861, se dirigía el 29-4-1883 a Carlos Saornil para felicitar a la Asamblea Catalana, véase Reunió y trevalls del Congrés Regional Republicá-Democrátich Federal de Catalunya…, p. 148 y 205.

				

				
					114 «Diccionario Enciclopédico de la Masonería», Las Dominicales del Libre Pensamiento, 3-8-1884, p. 4; y «Una festividad masónica», Las Dominicales del Libre Pensamiento, 23-4-1887, p. 2, artículo fechado en Barcelona, 21-3-1887, donde se dice que en dicha festividad se dio lectura a un «concienzudo trabajo» del Hermano C. Saornil, que llevaba por título La leyenda de Edigne-apuntes.
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